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mérica Latina vive nuevos tiempos, de esperanzas y desafíos de cambio, y tam-
bién de riesgos y amenazas. La prolongación y agudización de la crisis econó-
mica que atraviesa a buena parte de la región desde fines de los ‘90 y los reite-
rados intentos del establishment internacional y local de imponer como preten-
dida salida a la misma nuevas medidas de ajuste estructural se enfrentan con un

creciente rechazo social. Esta transformación de la debacle económica en crisis de legitimidad
del propio régimen neoliberal impuesto en casi toda la región a principios de la pasada déca-
da –que ya señaláramos como tendencia en números anteriores– es hoy una realidad inoculta-
ble en muchos de nuestros países. En los últimos meses las demandas de cambio hicieron sen-
tir su voz en el terreno político-electoral: la contundente victoria del PT en las elecciones bra-
sileñas, los sorprendentes resultados obtenidos por la coalición social que acompañó la candi-
datura de Lucio Gutiérrez en las elecciones presidenciales del Ecuador y, en Bolivia, la nota-
ble prueba de fuerza que brindara Evo Morales, son otros tantos hitos que marcan el itinerario
continental de la decadencia política del neoliberalismo. El reverso de esta medalla, que sin
embargo apunta en la misma dirección, lo ejemplifican el acelerado deterioro del gobierno de
Alejando Toledo en el Perú, la protesta social y la crisis política abierta particularmente en
Argentina y luego en Uruguay y Paraguay, y la creciente insatisfacción popular que se pone de
manifiesto en Chile. Si bien es preciso evitar caer en un ingenuo optimismo, y más allá de la
particular consideración que merezcan cada uno de estos procesos, sería un craso error subes-
timar el nuevo escenario que se está afirmando con fuerza en toda la región. Un escenario que
recupera el futuro como posibilidad de construcción colectiva desde abajo y no como la eter-
na reiteración de las fracasadas recetas administradas desde hace muchos años por los tecnó-
cratas del neoliberalismo. Esta naciente etapa señala también el derrumbe práctico de las mis-
tificaciones e ilusiones que acompañaran al proyecto neoliberal y su incumplida promesa de
promover la prosperidad general y, asimismo, encierra para el pensamiento crítico el desafío
de analizar y comprender cabalmente la complejidad de estos procesos para contribuir a la
identificación de los proyectos e instrumentos capaces de ofrecer alternativas de salida efecti-
vas a la crisis que enfrentan nuestros países.

Estas esperanzas de transformación social se enfrentan con la estrategia de guerra y milita-
rización de la cuestión social que promueven hoy las élites neoliberales, y que acaba de encon-
trar su expresión más refinada y abarcativa en la nueva doctrina estratégica de los Estados Uni-
dos recientemente oficializada por el presidente George W. Bush. La violencia aparece en dicha
elaboración como el recurso más idóneo para sostener un modelo en vías de descomposición. El
sostenimiento del mismo, lo que supone que quiere profundizar, el proceso de concentración del
ingreso y la riqueza, requiere cada vez de mayores dosis de autoritarismo y violencia estatal y
paraestatal. En vez de combatir a la pobreza y la injusticia social que la genera, se criminaliza la
figura de los que luchan por sus derechos más elementales. Tiene razón Noam Chomsky cuando
caracteriza la fase actual del neoliberalismo como una guerra contra los pueblos.

Este nuevo escenario que irrumpe en la región se afirma en las experiencias de lucha y de
movilización popular forjadas en los últimos años y en el crecimiento sostenido de la protesta
social en Latinoamérica. En el registro de la conflictividad que desarrollamos desde el OSAL
–y del que regularmente hemos dado cuenta en la revista– puede apreciarse con claridad este
proceso. Si entre mayo de 2000 y abril de 2001 el promedio mensual de protestas era de 268
registros, a partir de mayo de 2001 (hasta agosto de 2002) dicho promedio casi se duplica, al-
canzando a 533 conflictos mensuales. Ciertamente el crecimiento de la conflictividad social no
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se restringe simplemente a una cuestión cuantitativa. Desde que el levantamiento zapatista de
1994 conmoviera el aparentemente estable firmamento neoliberal, un sinnúmero de protestas
sociales han dado cuenta de intensos y nuevos procesos de organización y movilización popu-
lar. El surgimiento de movimientos sociales caracterizados por distintas formas de lucha, de
organización, de liderazgos y de programáticas, permite advertir la formulación de alternati-
vas novedosas y diferentes de las que se conocieran en el pasado inmediato.

En las páginas de esta revista hemos tratado de reflejar la riqueza contenida en estas ex-
periencias y debates –contando para ello con la colaboración de investigadores y cientistas so-
ciales de la región– e intentado avanzar también en la comprensión de la nueva configuración
social y las perspectivas que signan las prácticas de estos movimientos.

En este sentido, para el segundo cuatrimestre de este año, la polarización social y la agu-
dización de la crisis económica se han reflejado en la extensión y afirmación de procesos de
convergencia social a nivel nacional, regional e internacional. Se comprueba por ello la gravi-
tación adquirida por inéditos procesos de articulación unitaria y de confluencia, bajo formas
multisectoriales y socialmente diversas, de distintos sectores y clases sociales que lograron, en
algunos casos, evidenciar una renovada capacidad para incidir efectivamente en el rumbo de
las distintas coyunturas.

Es por eso que dedicamos el dossier central de este número a las experiencias de lucha
contra las privatizaciones que, en el último cuatrimestre, recorrieron el sur del Perú y Paraguay.
Para tratar este tema contamos con la colaboración de Jaime Coronado Del Valle y Carlos Ley-
ton Muñoz para el caso peruano; y de Marielle Palau, Quintín Riquelme, Dania Pilz y Veróni-
ca Villalba para Paraguay.

Más allá de las diferencias históricas y socioeconómicas que pueden señalarse entre am-
bos países, en los dos casos nos encontramos con movimientos sociales que forjaron su expe-
riencia reciente al calor de confrontaciones inscriptas en el marco de la crisis y transiciones
políticas, tal como lo fue el ciclo que marcó el derrocamiento del régimen de Alberto Fujimo-
ri en el Perú y la movilización social que acompañó la caída del gobierno de Raúl Cubas Grau
en Paraguay.

Pero la “batalla de Arequipa” librada en los meses de mayo y junio, así como las movili-
zaciones y cortes de ruta que conmovieron a Paraguay a lo largo de los meses de abril, mayo
y junio, presentan otras similitudes significativas. En primer lugar, por el carácter estratégico
que tenían estas ofensivas privatizadoras en la estrategia neoliberal de presunta salida a la cri-
sis actual ensayadas por Lima y Asunción. En segundo lugar, porque estas iniciativas guber-
namentales fueron exitosamente rechazadas por una creciente movilización popular que con-
siguió bloquear estas políticas con la consiguiente conmoción o crisis de los gobiernos y los
regímenes que las impulsaban. Y en tercer lugar porque las experiencias de articulación social
que promovieron y constituyeron estas luchas –el Frente Amplio Cívico de Arequipa y el Con-
greso Democrático del Pueblo en Paraguay– dan cuenta tanto del surgimiento y/o consolida-
ción de espacios de convergencia social que referíamos anteriormente, como de su demostra-
da eficacia política. En esta perspectiva los artículos que integran el dossier abordan estas ex-
periencias echando luz sobre su historia, evolución y características. Asimismo acompañamos
a continuación sendos documentos que enriquecen los análisis planteados. 

Por otra parte, en el artículo que introduce la lectura de las cronologías del conflicto so-
cial para 19 países de la región intentamos presentar una visión más amplia de la protesta so-
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cial del período. Además de analizar la evolución de la protesta a nivel regional y por país, y
referir a los sujetos sociales que la encarnan y a las principales acciones acontecidas a lo lar-
go de este segundo cuatrimestre del año, hacemos especial hincapié en dos cuestiones. La pri-
mera remite a las experiencias de coordinación y convergencias a nivel nacional y regional
que, como mencionamos anteriormente, parecen haber adquirido una importancia significati-
va en este período. Y, en segundo lugar, intentamos presentar un análisis de lo que ya en nú-
meros anteriores designáramos como “neoliberalismo armado,” en referencia a la estrategia
impulsada por el gobierno norteamericano y las élites neoliberales locales de militarización so-
cial como respuesta al creciente rechazo de sus políticas.

En el caso de los artículos que acompañan cada una de las regiones en las que ordenamos
las cronologías, presentamos tres análisis de los acontecimientos más importantes. En primer
lugar Daniel Olesker examina las raíces y la evolución de la crisis económica en Uruguay, se-
ñalando el patrón distributivo regresivo impuesto por las políticas ortodoxas como causa de
fondo de la misma. A partir de allí y del señalamiento del crecimiento de la movilización so-
cial en dicho país, el autor analiza las experiencias desarrolladas por el PIT-CNT, la FUCVAM,
el movimiento estudiantil y la llamada “Concertación para el crecimiento”.

A continuación, Manuel De La Fuente reflexiona sobre las últimas elecciones presidencia-
les y parlamentarias en Bolivia, a la luz de la insurgencia del movimiento campesino-indíge-
na cristalizada particularmente en la experiencia del MAS y la candidatura de Evo Morales. A
partir de un análisis de la significación del nuevo mapa electoral, el autor señala la matriz his-
tórica y derrotero de las diferentes agrupaciones, deteniéndose en la articulación construida en-
tre el movimiento campesino y la intervención política.

Finalmente, Hannia Franceschi, Ciska Raventós y Adriana Zamora analizan con detalle la
conflictividad social desplegada en lo que va del año en Costa Rica. A este respecto señalan y
describen, entre otras cuestiones, el surgimiento de una coordinación sectorial alrededor de la
cuestión fiscal y el presupuesto estatal.

Por último, en la sección de debates teóricos incluimos los textos de Pablo González Casa-
n ova y John Bellamy Fo s t e r. Dichos textos prolongan, en cierta medida, un debate reflejado en
números anteriores alrededor de las características que adoptan hoy los modelos de dominación
a nivel nacional e internacional y, frente a ello, los caminos emancipatorios que se plantean, dis-
cusión particularmente relevante alrededor del papel y naturaleza del Estado-nación y sus im-
plicancias en términos de la construcción de las alternativas superadoras de la crisis actual.

A partir de las experiencias de los movimientos sociales contemporáneos y recogiendo
aportes de distintivos intelectuales del pensamiento crítico, Pablo González Casanova plantea
la cuestión de la democracia –entendida como efectivo autogobierno y autonomía– como un
elemento central en la construcción de las alternativas al neoliberalismo, en la articulación de
la liberación y el socialismo, y en la postulación de un camino emancipatorio que redefina y
cuestione lo que correctamente califica como “la vieja antinomia entre reforma o revolución”.
Por su parte, John Bellamy Foster, partiendo de un análisis crítico de las concepciones formu-
ladas por Michael Hardt y Antonio Negri en Imperio, contrapone a las mismas las reflexiones
de István Mészáros desarrolladas en su último libro Socialismo o Barbarie, en el cual recupe-
ra la noción de contradicción como inmanente a la lógica capitalista para cuestionar la preten-
dida universalidad y armonía de intereses proclamada por los ideólogos de la globalización.
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Uno

N
o cabe duda de que los acontecimientos
que se desarrollaron en ciudad de A r e q u i-
pa, capital del departamento del mismo
nombre y considerada tradicionalmente
como la segunda ciudad más importante

del Perú, causaron gran impacto en la opinión pública na-
cional e internacional. Ello no solamente respondió al he-
cho de que Arequipa haya sido en la historia política de es-
te país el escenario de anteriores revueltas, rebeliones y
pronunciamientos, tanto militares como civiles, sino por-
que se trató de una inesperada y violenta revuelta en con-
tra de un gobierno democrático recientemente eleg i d o ,
tras un régimen corrupto y represivo como lo fue el del fu-
j i m o r i s m o .

Más allá del aspecto noticioso, el impacto de la rev u e l-
ta arequipeña tiene que ver con el hecho de que en ella se
anudaran una serie de cuestiones que hacen a la trayectoria
histórica y política del Perú y de América Latina, y en las
que se plantean interrogantes sobre las formas en que se re-
lacionan hoy política y economía en el contexto de la ac-
tual reestructuración económica internacional, esto es, en
el actual proceso de globalización del poder. En estos
acontecimientos también está implicada una manera de
“ ver” la realidad, es decir, las categorías con que miramos
y analizamos los eventos más importantes de nuestra vida
social. Ello tiene que ver con una matriz de percepción y
conocimiento que es tramada por la “colonialidad del po-
der” y genera una mirada de nuestra realidad persistente-
mente “eurocéntrica”. 

Dos

L u ego de la caída del régimen fujimorista que gobernó el
país durante casi diez años, e inmediatamente después del bre-
ve y transitorio gobierno del Dr. Valentín Paniagua, fue eleg i-
do como nuevo Presidente de la República el Dr. A l e j a n d r o
Toledo Manrique, líder del partido Perú Posible (PP). To l e d o
asumió el mando el 28 de julio de 2001, luego de haber logra-
do convertirse en el recipiente y canal de confluencia de las
fuerzas políticas y sociales opositoras al régimen fujimorista,
pero también porque el eje de su campaña era la promesa de
luchar contra la pobreza y de dar solución al grave problema
del desempleo, ahora generalizado como producto directo de
las políticas neoliberales del gobierno anterior. “Toledo es
más trabajo” fue su lema de campaña. 

Para muchos comentaristas, entrábamos con buen pie a
la democracia y existía la legítima esperanza de un gobier-
no que revirtiera lo hecho por el gobierno anterior. El presi-
dente ofreció constituir un gabinete “de todas las sangres”.
La cuestión es que colocó en la conducción de la política
económica a Pedro Pablo Kuczynski, tecnócrata y financie-
ro internacional, cuyas convicciones parten del reducido y
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pragmático recetario neoliberal: obsesión por el equilibrio
de tan sólo indicadores macroeconómicos; un presupuesto
equilibrado gracias a la reducción de toda inversión social
por parte del Estado; la abstención del gobierno sobre toda
política de desarrollo productivo nacional; el pago puntual
de la deuda externa y la generación de las mejores condicio-
nes para el capital internacional.

Al fin y al cabo, ya el régimen fujimorista había avan-
zado lo suficiente. El fujimorismo había eliminado todo
control sobre el capital fi-
nanciero nacional e inter-
nacional; redujo drástica-
mente las tarifas aduane-
ras a favor de la produc-
ción foránea; canalizó los
recursos fiscales para el
pago de servicios de la
deuda externa y sobreva-
luó la moneda a la vez
que dolarizaba masiva-
mente las transacciones internas. En segundo lugar, había
erradicado ya todo marco normativo e institucional vincula-
do a las demandas, reivindicaciones y necesidades de los
trabajadores y de las capas medias; había eliminado todas
las normas, instituciones y mecanismos de defensa y nego-
ciación de los trabajadores; había reducido el mercado de
empleo, congelado los salarios y comprimido el consumo,
eliminando subsidios y reduciendo al mínimo el “gasto so-
cial” del Estado. En tercer lugar, desmanteló a las empresas
estatales de carácter productivo y de servicios destinadas
fundamentalmente a beneficiar a los grupos más débiles de
la sociedad, implicando el “remate” y la “liquidación” de
éstas, las cuales pasaron al sector privado, beneficiándose
con ello sólo los grandes grupos de poder económico y la
tecnocracia gubernamental.

Todo el tejido social e institucional que había surgido
de los anteriores procesos relativos de democratización y
nacionalización de la sociedad fueron eliminados, coapta-
dos y despolitizados corporativamente. La estructura pro-
ductiva fue presionada hacia su reprimarización y el país
fue obligado a insertarse en una “economía global”, dentro
de una competencia desigual con los países industrializados
y dentro de un mercado dominado por las grandes empresas
transnacionales. Mediante las políticas dictadas por el cre-
do “neoliberal” y las estrategias de la tecnocracia capitalis-
ta mundial del FMI, el Banco Mundial y la Banca privada
transnacional, el fujimorismo había logrado imponer un
conjunto de políticas económicas exclusivamente destina-
das a garantizar los máximos beneficios para el capital in-
ternacional y para aquellos capitales privados locales coin-
cidentes con el esquema de poder global. 

Sin embargo, como dicen los actuales neoliberales, re-
ciclados en democracia, de lo que se trata ahora es de “co-
rregir, en lo posible, las graves y numerosas perversiones
del modelo, pero no es factible salirse, al menos por ahora,
de su marco general”. Para ellos, esas “imperfecciones” se
deben al gasto del Estado y las medidas clientelísticas rea-
lizadas por el fujimorismo a fin de garantizar su fracasada
reelección. Pero para nada hacen mención al “shock” apli-
cado para implementar el modelo neoliberal, que elevó de
un día para otro de 7 a 12 millones la cantidad de pobres en

un país de 22 millones de
habitantes. Menos aún
mencionan que el actual
INEI (Instituto Nacional
de Estadística e Informá-
tica) señalaba que entre
1997 y 1998 los pobres
no eran un 37%, como
había señalado la dicta-
dura, sino un 42%, y que
para el año 1999 alcanza-

ban a un 48% de la población nacional. Toledo mismo, en
su primera campaña electoral frente a Fujimori, pedía al ex
presidente que no se reeligiese porque él iba a continuar su
obra y a construir sobre sus “logros”. 

Tres

En condiciones en las que se da una continuación del
modelo económico neoliberal, no debía llamar la atención
que la desconfianza y la frustración crecieran acelerada-
mente en la mayoría de la población. El gobierno demostró
no tener alternativas serias para enfrentar una recesión que
l l eva más de cuatro años, y los problemas del desempleo se
a g r avaron. A esto se suma una serie de constantes desati-
nos del Presidente. Por ejemplo, en un país empobrecido
como el Perú, y en el contexto del descubrimiento de las
millonarias cuentas de personajes del anterior gobierno fu-
jimorista, Toledo comenzó el suyo subiéndose el sueldo a
18.000 dólares mensuales, según dijo “porque el presiden-
te debe estar bien pagado para evitar la tentación”. Pero
además, sus maneras personales producían efectos contra-
producentes en la mayoría de la población, no por ser “cho-
lo”, como insistía él en presentarse, sino por el carácter co-
r r o s ivo de sus vacilaciones, sus imprevistas presentaciones
públicas, su deplorable oratoria; no por algún dejo serrano,
sino por su premeditado acento norteamericano; y fi n a l-
mente, por su verborragia demagógica, que lo llevaba a
prometer una cosa un día y a incumplirla el otro. Desde los
primeros meses de iniciado el nuevo gobierno, una multi-
plicidad de movilizaciones públicas comenzaron a suce-
derse en calles y plazas de la capital por parte de dive r s o s
sectores y organizaciones sociales (sindicatos, profesores,
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jubilados, gremios profesionales, trabajadores despedidos,
etc.), la gran mayoría de ellos marginados y reprimidos por
el anterior régimen político. Pero por sobre todo, el país
presenció la realización de una serie de protestas y rev u e l-
tas que tuvieron como escenario a la mayor parte de, sino
todas, las regiones del interior del país. Aquí podemos re-
cordar dos ellas. 

En los primeros meses, el gobierno tuvo que enfrentar
una protesta en la región sur del país, más específicamente
en la capital del quechua-aymara y campesino departamen-
to de Puno, cuya población se movilizó violentamente por
varios días ante el incumplimiento de una promesa electo-
ral: hacer pasar por ahí una futura carretera transoceánica,
destinada a intercomunicar la costa peruana con el interior
de Brasil y de Bolivia. La población tomó el aeropuerto lo-
cal e impidió por la fuerza que turistas y pasajeros aborda-
sen sus respectivos vuelos de retorno. De igual modo, toma-
ron y destruyeron una serie de locales de organismos guber-
namentales, enfrentándose violentamente con la policía. El
gobierno, que primero la había denunciado como “un tin-
glado” organizado por la “mafia corrupta fujimorista”, se
vio obligado a establecer el diálogo y a comprometerse con
cumplir con lo prometido. 

También se vio obligado a enfrentar movilizaciones de
protesta en la ciudad de Iquitos, capital del departamento
de Loreto, ubicado en la selva nororiental del país. Las rei-
vindicaciones planteadas pasaban desde la secular marg i-
nación de esa región hasta las políticas gubernamentales
que amenazaban con eliminar una serie de incentivos tribu-
tarios que gobiernos anteriores habían establecido para el
desarrollo agrícola e industrial de la región. Durante la
campaña electoral, el candidato Toledo se había compro-
metido a resolver estos problemas. La protesta fue suma-
mente violenta, ocasionando la destrucción de locales pú-
blicos y bloqueos de carreteras, y produciéndose un violen-
to enfrentamiento con la policía durante varios días. El go-
bierno envió en dos oportunidades “Comisiones de A l t o
N ivel”. La primera fue inmediatamente rechazada, pues se
hicieron presentes tan sólo interlocutores de mando medio.
La segunda, conformada por varios ministros de Estado,
fracasó por la actitud prepotente y amenazadora del gobier-
no. El ministro de la Presidencia, Carlos Bruce, fue desa-
lojado con piedras y palos del local donde se estaban lle-
vando a cabo las negociaciones. Esta vez, el gobierno de-
nunció que tras la protesta loretana, y del “Frente Pa t r i ó t i-
co de Loreto”, se encontraba una organización política de
extrema izquierda, la cual pretendía “traer abajo la demo-
cracia”. Ante la consecuente protesta y lo inverosímil de su
versión, el gobierno tuvo que retroceder, viéndose obliga-
do a abrir nuevamente el diálogo y comprometerse a cum-
plir sus promesas electorales. 

Cuatro

En el contexto de las marchas y movilizaciones cotidia-
nas en la capital, y de las protestas y revueltas en el interior
del país, la prensa del gobierno, así como sus asesores y so-
cios políticos en el Congreso y en el Gabinete Ministerial,
insistían en que, aún reconociendo que se trataba de “un
embalse de reivindicaciones” o de “expectativas electora-
les”, normales luego de cualquier proceso eleccionario, esas
movilizaciones y protestas no hacían sino poner en grave
riesgo la famosa y manida “transición democrática”. Esa
era, a su modo, también una interpretación de la mayoría de
las encuestas de opinión que comenzaban a mostrar la ver-
tiginosa caída de la aprobación de la gestión presidencial, y
de la velozmente rápida desaprobación del Parlamento y del
gobierno en general. A esto se le sumaban las críticas dia-
rias que, con idas y venidas, los ex candidatos del APRA y
de Unidad Nacional lanzaban al gobierno. Desde el lado
“izquierdo” del escenario, García Pérez (APRA) insistía en
que el gobierno debía implementar un conjunto de tímidas
medidas reactivadoras y redistributivas. De otro lado, desde
la “derecha”, la conservadora líder de la Unidad Nacional
(UN), Lourdes Flores Nano, declaraba que las movilizacio-
nes y protestas podían ser detenidas sólo si delante de ellas
se encontraba un gobierno firme y con un rumbo fijo. 

Es por ello que este gobierno decide afrontar con “ma-
no dura” cualquier expresión de protesta y de movilización
social en el país. El presidente Toledo, y sobre todo su mi-
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nistro del Interior, Fernando Rospigliosi, comienzan a
adoptar una estrategia que dejaba en un segundo plano el
diálogo y acentuaba más lo meramente represivo. El minis-
tro de Economía, P.P. Kuczynski, acompasaba esta tenden-
cia, arguyendo que las movilizaciones y protestas podían
ahuyentar a la tan esperada “inversión extranjera”, con lo
cual estaba en entredicho la imagen de estabilidad del país.
Comienza la discusión en el Parlamento de una ley para juz-
gar y aumentar las penas de cárcel para los responsables de
organizar paros y huelgas que conllevasen tomas y/o des-
trucción de locales públicos, o que bloquearan carreteras e
“impidieran el libre tránsito de los ciudadanos”. El ánimo
del gobierno estaba, pues, predispuesto a confrontar cual-
quier movilización o protesta que, en su percepción, pertur-
base la tranquilidad y la estabilidad del gobierno. Por eso,
antes del estallido del 14 de junio, estaban dadas ciertas
condiciones para lo que vendría después. 

Cinco

Para el neoliberalismo, las privatizaciones no son cual-
quier cosa. Además de un rápido y facilista expediente para
resolver el déficit fiscal, frente a los grupos de poder econó-
mico son una demostración de que el gobierno apuesta por
un modelo de libre mercado, es decir, una economía donde
reine el capital privado y donde el Estado no le haga som-
bra. Pero además, frente a los organismos multilaterales co-

mo el FMI y el BM, son la prueba de que se siguen sus re-
cetas de abrir la economía a la inversión transnacional para
de esta manera obtener el aval para préstamos de la banca
privada internacional. El equipo económico del ministro
Kuczynski se había comprometido con el FMI a reunir 700
millones de dólares por concepto de privatización en el ejer-
cicio 2002, meta que esperaba alcanzar gracias a la venta de
empresas públicas. El efecto sería directo: cumplir con los
objetivos macroeconómicos pactados en una carta de inten-
ción con el FMI, y generar confianza en el sistema financie-
ro internacional, lo cual puede traducirse obviamente en
nuevos créditos y mayores inversiones foráneas. Pero ade-
más, la venta de empresas públicas era considerada como el
envío de una señal de confianza hacia los inversionistas in-
ternacionales. Por estas razones, el gobierno definió como
un asunto de vital importancia, casi estratégico, el continuar
con la política neoliberal de venta de empresas públicas.
Dentro del cronograma privatizador se encontraba la venta
de dos empresas públicas de servicios eléctricos, EGASA y
EGESUR, que abastecían a la sureña región de los departa-
mentos de Arequipa, Moquegua y Tacna. 

Durante varios años, el pueblo de Arequipa había veni-
do sufriendo un creciente empobrecimiento. Las políticas
neoliberales del fujimorismo habían llevado a la quiebra a
muchas empresas industriales, y otras se habían trasladado
a Lima. Durante la década anterior, las inversiones produc-
tivas habían sido mínimas. El pueblo de Arequipa centraba
su expectativa en un próximo Gobierno Regional, el cual se
abocaría a planificar y llevar a cabo un Plan de Desarrollo
centrado en sus propios recursos. Durante el gobierno de
García Pérez, Arequipa había sido considerada como Re-
gión y se había determinado que el 51% de las acciones de
EGASA y EGESUR le correspondieran. Esas empresas no
sólo no estaban en quiebra, sino que por el contrario esta-
ban rindiendo utilidades. Ante la persistencia de una atmós-
fera privatizadora y ante el temor de que el próximo gobier-
no diera el paso de privatizar sus dos recursos, los arequipe-
ños emplazaron públicamente al candidato Toledo a fin de
que definiera su posición en caso de ganar las elecciones.
En el local de la Federación de Trabajadores de Arequipa,
Toledo se comprometió a no privatizar ninguna de las dos
empresas. Es ese compromiso público el que explica la tan
alta votación que obtuviera en esos departamentos. 

A pesar de todo esto, desde comienzos de año el go-
bierno había decidido poner en venta las dos empresas
eléctricas del sur del país mediante un proceso de licitación
pública. Aún cuando prontamente esa decisión desató va-
rias movilizaciones y actos de protesta en la ciudad de A r e-
quipa, paralelamente subsistía en la población la esperanza
de que el Presidente recapacitara y diera marcha atrás al
proceso. Todo lo contrario: aguijoneado por su ministro de
Economía en cuanto al compromiso adquirido con el FMI
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para sanear de esta manera el déficit fiscal, presionado por
el ala conservadora de la oposición que le exigía firmeza en
el asunto, y fortalecido además por la visita en abril del
presidente norteamericano George W. Bush (lo cual le su-
mó unos cuantos puntos en las encuestas), Toledo decidió
s eguir adelante. Los alcaldes distritales deciden radicalizar
la protesta y optan por desarrollar una “huelga de hambre”
en la Catedral de la ciudad. Otros alcaldes y autoridades se
van sumando a la medida, incluyendo al Alcalde Prov i n c i a l
de Arequipa. 

Con el fin de impedir la apertura de los sobres que con-
tendrían los resultados de la licitación pública, el Alcalde de
Arequipa presenta un re-
curso legal que es ampa-
rado por el Poder Judi-
cial, el cual ordena parali-
zar todo el proceso de pri-
vatización. Por su lado,
Toledo y sus ministros de
Economía y del Interior
deciden optar por una po-
sición más dura y de con-
frontación con el pueblo
arequipeño: “la privatización se llevará adelante, cueste lo
que cueste y no me temblará la mano”, repetía el Presiden-
te en cuanto lugar público se presentaba. 

Y llegó el 14 de junio, fecha en que el gobierno abrió
los sobres de la licitación dando como ganadora y nueva
propietaria de EGASA y EGESUR a la empresa transna-
cional T R ACTEBEL SA. La firma belga, única empresa
que se presentó, pagó poco más de 164 millones de dóla-
res, apenas 11 millones de dólares más que la base de ve n-
ta de ambas empresas, lo cual en el mercado energético se
considera un precio de ga n ga. Sobre la empresa belga pe-
saban acusaciones de pago de supuestos sobornos al ex
presidente Alberto Fujimori, según declaraciones de un
congresista del APRA. Sin el menor respeto a la palabra
dada y al compromiso político de no privatizar las empre-
sas, y sin el menor respeto por la Resolución Judicial que
ordenaba la paralización del proceso, el gobierno había lle-
vado adelante la privatización. 

El pueblo de la ciudad de Arequipa se sintió enga ñ a d o .
Burlado y enardecido salió a las calles y a la Plaza de A r-
mas a protestar contra el gobierno y declarar a Toledo co-
mo “traidor”. Lejos de atemperar la situación, el ministro
de Justicia amenaza denunciar por prevaricato al Juez que
había amparado el recurso interpuesto por el Alcalde de la
ciudad, además de referirse a él como el “tremendo juez de
la tremenda corte”. Eso enardeció aún más los ánimos de
los arequipeños, quienes utilizaron los ladrillos que habían
desempedrado de la Plaza de Armas para defenderse de la

arremetida de la Policía Nacional. La batalla es abierta y
los enfrentamientos se desarrollan durante el día, la noche
y la madrugada. Los mismos ladrillos son utilizados por la
población para levantar barricadas en calles y plazas, y con
el fin de impedir el paso de los vehículos policiales. El pue-
blo arequipeño se sentía engañado por el presidente, quien
no se había tomado la molestia de explicar los motivos que
lo llevaron a cambiar radicalmente de posición, ni de pedir
la opinión del pueblo sobre la transferencia. Simplemente
se impuso la venta de las empresas. Sin embargo, para el
ministro del Interior, Fernando Rospigliosi, “lo que ex i s t e
en Arequipa es un grupo de dirigentes radicales y politiza-
dos que quieren ganar espacio ante la cercanía de las elec-

ciones municipales y re-
gionales”. En las protes-
tas confluían cuestiones
que iban desde los intere-
ses económicos y políti-
cos hasta los de índole
moral y ética. La pobla-
ción se consideraba agra-
viada por la promesa in-
cumplida, por los impro-
perios lanzados por los

miembros del gobierno, y por el irrespeto a las decisiones
del Poder Judicial. En toda la ciudad se empezaba a escu-
char el tradicional grito regional de “¡Arequipa revo l u-
ción!”. Esto ya no era sólo una protesta, sino que se con-
vertía en una rev u e l t a .

El gobierno decide acentuar la represión y envía re-
fuerzos policiales desde Lima. La población no se amila-
na y sigue protestando, movilizándose y combatiendo. El
domingo 16, el gobierno decide declarar el Estado de
E m e rgencia, sancionar el “toque de queda” de 10 de la no-
che a 5 de la mañana, y colocar a la ciudad bajo control de
las Fuerzas Armadas. Estas pretenden amedrentar a la po-
blación haciendo que los soldados destruyan las barrica-
das y haciendo circular tanques y camiones portatropas
por las calles. Igual, la población no cesa en sus mov i l i z a-
ciones y sus protestas, y por el contrario, el contingente
que se suma a la revuelta es cada vez mayor: se acrecien-
ta el ruido de cacerolas en la madrugada, y personalidades
locales importantes comienzan a señalar la posibilidad de
desconocer a Toledo como Presidente de la República. La
ciudad se había convertido en el epicentro de una rebelión
c ivil que amenaza con extenderse por todo el sur del país,
comprometiendo a los departamentos de Cuzco, Ta c n a ,
M o q u egua y Puno. En Tacna, el Frente Patriótico, confor-
mado por sindicatos y organizaciones de base, convoca a
una movilización en solidaridad con Arequipa. Entre
3.000 y 4.000 personas apedrean locales públicos. En el
centro de la ciudad diversos colegios estatales y priva d o s
suspenden las clases, mientras que los mercados optan por
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cerrar sus puertas ante posibles saqueos. La policía redo-
bla la vigilancia en el aeropuerto ante versiones de que
manifestantes pretenden tomarlo.

Para el país, Arequipa se estaba convirtiendo en el
ejemplo de una lucha y de una terca voluntad colectiva de
no dejarse avasallar por la
arbitrariedad y por un go-
bierno que para ese en-
tonces contaba con me-
nos del 25% de aproba-
ción, antes de haber cum-
plido su primer año. El
gobierno comprende que
nada podía hacer ya para
que el pueblo de A r e q u i-
pa retrocediera en su lu-
cha. Para el lunes 17, la violencia se había incrementado en
las calles y la prensa informaba de un saldo de al menos un
muerto, 95 heridos y daños cuantiosos. La protesta tendía
a convertirse en una verdadera rebelión. Ese mismo lunes,
el presidente Toledo optó por ceder y propuso al Consejo
de Ministros organizar una Comisión de Alto Nivel que ini-
ciara las negociaciones. El martes 18, el Presidente empe-
zaba a redactar su carta de disculpas al pueblo de A r e q u i-
pa. Lo mismo hizo el ministro de Justicia. La “Comisión de
Alto Nivel” es conformada por el Arzobispo Va rgas, el ex
Defensor del Pueblo Jorge Santistevan, el padre Gastón
Garate y otros ministros del gobierno. La misión arribó a
Arequipa el mismo martes por la mañana y, luego de un co-
mienzo poco auspicioso, que incluyó el apedreamiento del
ó m n i bus en el que se disponía a salir del aeropuerto, sostu-
vo los primeros contactos y reuniones con los alcaldes are-
quipeños y con representantes del Frente Cívico de la ciu-
dad. Se entabla el diálogo, y como producto de él, el go-
bierno y las autoridades arequipeñas hacen público un pro-
nunciamiento denominado la “Declaración de A r e q u i p a ” .
En ella el gobierno se compromete a no seguir adelante con
la privatización de las empresas eléctricas y dejar el asun-
to en manos del Poder Judicial. 

Leída la “Declaración de Arequipa”, toda una pobla-
ción se volcó a la Plaza de Armas para celebrar la suspen-
sión de las privatizaciones. El mitin de ese día, miércoles 19
de junio, fue una fiesta democrática. Era un triunfo tempo-
ral, pero triunfo al fin. El pueblo de Arequipa había defen-
dido consecuentemente la intangibilidad de sus recursos y
bienes públicos, haciendo retroceder al gobierno y a uno de
los ejes de su política económica. Había obtenido un desa-
gravio público, el respeto para el Poder Judicial y el respe-
to al derecho de la mayoría de estar en contra de la privati-
zación. Por su lado, el ministro del Interior, Fernando Ros-
pigliosi, presentó su carta de renuncia irrevocable. En ella
señalaba su desacuerdo con la forma en que se había mane-

jado la situación. No pidió disculpas. El Presidente logró di-
suadir a varios ministros que pretendían hacer lo mismo. 

La revuelta de Arequipa fue el catalizador que aceleró
la crisis interna del gobierno, precipitando posteriormente
el cambio del gabinete ministerial, con la consiguiente sa-

lida del ministro de Eco-
nomía, P. P. Ku c z y n s k i .
Queda por ver si el go-
bierno continuará con la
política de corte neoli-
beral o cambiará de
rumbo. Posiblemente la
continuará por otros me-
dios y bajo otros meca-
nismos. Como sea, la
experiencia de A r e q u i p a

hace posible suponer que, si éste fuera el caso, las circuns-
tancias políticas han variado, y la protesta y la revuelta so-
cial no se harán esperar. 

Seis

La previsión del curso de la dinámica política y social
en el Perú tendrá que ver también con la forma en que per-
cibamos y miremos la realidad. Ante hechos como la re-
vuelta en Arequipa, no deja de llamar la atención ante todo
la persistencia de una fraseología que durante la década de
los años ‘80 caracterizó las perspectivas teóricas predomi-
nantes acerca de la política. Quiero llamar la atención al
menos sobre sólo una de esas ideas: aquella que considera
que cuando se pasa de un régimen “autoritario” a un régi-
men “democrático” nos encontramos dentro de un llamado
proceso de “transición”. Sugiero que la utilización de esta
terminología supone algunos “presupuestos” que evitan o
evaden hacer una cabal comprensión del conjunto de pro-
blemas implicados en hechos tan graves como los sucedidos
en Arequipa.

En lo que concierne a esta idea, no es sólo torpe pensar
que la realidad y los cambios políticos puedan desarrollarse
de una forma lineal: de un régimen “A” se transita hacia un
régimen “B”. Autores que hace mucho pusieron en cuestión
a la llamada “transitología” plantearon que quizás fuera
mucho mejor hablar de “ciclos recurrentes” de alternancia
entre un “autoritarismo” secular y una “democracia” esqui-
va e inestable1. Sin embargo, aunque interesante, eso no ex-
plica el por qué de estos “ciclos recurrentes”. Además, esto
conduce a recurrir al expediente cultural, por ser la “cultu-
ra” lo más estable y permanente en la vida social, es decir,
lo más “natural”. De ese modo, “de por sí y en sí”, Améri-
ca Latina tiene una “cultura” (una “naturaleza”) proclive al
“autoritarismo” que lleva a los sujetos a permitir, aceptar y
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legitimar regímenes “dictatoriales”, y a no valorar a los re-
gímenes “democráticos”. América Latina tendría, desde es-
ta perspectiva, una “identidad” autoritaria. 

La primera cuestión es que el “presupuesto” racional
de un tránsito lineal de “A” hacia “B” es no poner en cues-
tión qué es “A” y qué es “B. Me explico: no es cierto, por
ejemplo, que el “régimen fujimorista” (“A”) haya sido tan
sólo una “dictadura”, una “tiranía” o una “autocracia”. Sin
e m b a rgo, desde esa perspectiva, el foco de análisis y la re-
ferencia de las prácticas políticas quedan fijados en la ima-
gen de un personaje –Fujimori o Montesinos, únicos res-
ponsables de tal descalabro– pero en el entramado de rela-
ciones y de intereses sociales y políticos que están por de-
trás de la escena pública. Como sostuvieron en su momen-
to autores como Aníbal Quijano, el fujimorismo implicó
más bien un específico régimen político sustentado en una
particular “coalición de poder” que articuló a una fracción
de las Fuerzas Armadas, una naciente y voraz tecnocracia
y a grandes sectores empresariales ligados al capital fi n a n-
ciero internacional, los cuales, para hacer viables sus inte-
reses, aplicaron consistentemente políticas de corte neoli-
beral y del recetario del FMI y del BM. Y por eso mismo,
también fue una forma específica y concreta de ex p r e s i ó n
del actual proceso de la contrarrevolución mundial que to-
mó el nombre de “globalización”2.

Una segunda cuestión es que el régimen “B”, el “de-
mocrático”, tampoco es puesto en cuestión. Se apuesta por
un régimen político que no es sino la recreación del forma-
to “clásico” de actores, reglas e instituciones, es decir, de
“ciudadanía” como relación formal entre individuo y Esta-
do, “proceso electoral” como único medio de elección de
líderes y “separación y equilibrio de poderes”, consustan-
cial a un Estado de Derecho. Se alude pues, como meta, al
viejo formato europeo-occidental de la “democracia repre-
s e n t a t iva”, al que se le atribuye un valor ‘universal’, apli-
cable en toda circunstancia y luga r. El problema con estas
“miradas” y con esta forma “eurocéntrica” de “ver” nues-
tra realidad política es que la construcción de democracia
es sustraída del patrón más general de macroprocesos y/o
sistemas del cual forma parte, en cada momento y de cada
sociedad concreta, es decir, de sus estructuras concretas de
p o d e r3. Y el asunto crucial es que este “formato” no funcio-
na entre nosotros, no porque tengamos una “identidad” o
una “cultura” ancestralmente “autoritaria”, sino porque
primero corresponde a una experiencia histórica irrepeti-
ble, la europea; y segundo, porque nuestras estructuras de
poder están tramadas no sólo de diversas relaciones de ex-
plotación y formas de control del trabajo, sino sobre todo
por la idea de que no todos somos iguales por naturaleza, y
a eso hace referencia, precisamente, la perspectiva de la
“colonialidad del poder”. 

En toda sociedad emergida en un contexto colonial, las
relaciones materiales, subjetivas e intersubjetivas están
a t r avesadas no sólo por clasificaciones de tipo social (“cla-
ses”) sino también por clasificaciones “étnicas” y “racia-
les”. La “colonialidad” subsistente en la actual estructura
de poder implica que se asume como real un constructo
mental denominado “raza” que se originó al inicio de la
formación del mundo colonial del capitalismo, en A m é r i c a
en primer luga r. La idea de “raza” no sólo refiere a que
existen seres biológica y naturalmente diferentes, sino tam-
bién biológica y naturalmente desiguales. Sólo en un mo-
mento posterior a la idea de “raza” le fue sumada la idea de
“color”. Las ideas de “raza” y las identidades sociales co-
mo “indio”, “negro”, “mestizo” y “amarillo” tienen un ori-
gen en la colonialidad de ese poder. La relaciones de domi-
nación jerárquicas de lo “blanco/europeo” por sobre lo
“no-blanco/no-europeo” son expresadas en las relaciones
sociales como que lo primero es “mejor/superior/civ i l i z a-
do”, mientras que lo segundo es “malo/inferior/inciv i l i z a-
do”. En la manera de conocer y aprender la realidad, esa
relación jerárquica de dominación se expresa como “euro-
centrismo”, es decir, una forma de mirar que presupone y
o t o rga a lo “blanco/europeo/sajón” la calidad de medida de
otras experiencias históricas. Su experiencia es la meta y
culminación a la que se debe llega r, porque son sinónimo
de “civilización”, “modernización” y “desarrollo”. To d o
eso hace parte de un patrón de poder mundial que nació co-
mo capitalista/colonial/moderno y eurocéntrico4.
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La “colonialidad” de esta estructura de poder implica
que el “blanco/europeo/sajón” es sujeto de ciudadanía y de-
mocracia moderna. Los “no-blancos/no-europeos/no-sajo-
nes”, por naturaleza, no. A estos últimos no se les ha permi-
tido, al menos permanen-
temente, una ciudadanía
real; es decir, un ejercicio
real y efectivo de dere-
chos ciudadanos, políti-
cos, sociales, culturales,
económicos, en suma...
humanos. Mientras que
en la experiencia europea
existía la desigualdad so-
cial, ello no implicaba
que los individuos se percibieran como desiguales biológi-
ca y naturalmente, lo cual les posibilitó las bases de forma-
ción para un Estado-nación moderno y la ciudadanía, esto
es, considerarse como partícipes naturalmente iguales en la
esfera de lo político. En América Latina, el orden político
expresaría un orden de exclusión, marginación y de discri-
minación que tiene por base no sólo la desigualdad social,
sino también la desigualdad colonial entre “dominantes-
/blancos/europeos” y “dominados/no-blancos/no-euro-
peos”, lo que impide la constitución de un efectivo Estado-
nación moderno y la generalización de una ciudadanía real-
mente ejercida5.

Siete

La historia política de América Latina no es lineal ni cí-
clica. Es la historia de la lucha contra una estructura de po-
der en la que se traman diversas formas de explotación y de
control del trabajo con diversas formas de dominación, dis-
criminación y exclusión. De ahí la importancia de la revuel-
ta arequipeña. Más allá de sus resultados, ella se inscribe en
esa historia. 

Es preciso recordar que en la fase final del régimen fu-
jimorista se había establecido una “Mesa de Diálogo” coor-
dinada por la OEA en la que participaban los partidos polí-
ticos, centrales sindicales y algunas ONGs (es decir, todo lo
que había dejado de ser representativo en la actual sociedad
peruana), con el fin de discutir el inicio de la llamada “tran-
sición democrática”. Una dirigenta nacional de los Come-
dores Populares había manifestado su preocupación por no
habérsele permitido participar. La presidenta de una ONG
le contestó que “eso era normal”, y que no podía ser de otra
manera, porque ahí se estaban resolviendo, ante todo, pro-
blemas “políticos” y no “sociales”. El hecho era que dentro
de la visión de una “transición política”, la cuestión funda-
mental del problema de la representación política de los in-
tereses de sectores secularmente marginados por la institu-

cionalidad oficial no tenía cabida. El tema ni siquiera fue
abordado. Pero ¿no era éste, justamente, el problema histó-
rico y político crucial que en América Latina abre brechas
entre la sociedad civil y el Estado? ¿No son éstas las bre-

chas por las cuales se
cuelan y se autonomizan
r egímenes corruptos y
autoritarios como el fuji-
morismo y/o cuerpos bu-
rocráticos como las fuer-
zas armadas? Más allá de
las discrepancias políti-
co-formales, hubo un
consenso básico entre las
élites políticas partidarias

en cuanto a la naturaleza de la sociedad y a los intereses
económicos que debían ser protegidos: los del capital. La
forma de institucionalidad política no podía ser otra que la
“democracia representativa de partidos”, o sea, ellos. 

Y es de este modo que la “colonialidad del poder” es
recolocada nuevamente en el centro mismo de la nueva ins-
titucionalidad que debía emerger tras el régimen autoritario.
Fue precisamente en ese momento en que se discutía la
“transición política” que los movimientos y frentes regiona-
les se estaban revitalizando, demandando la solución a sus
reivindicaciones. Ellos también se habían expresado en tér-
minos de sentirse marginados y no representados en aquel
proceso de “transición democrática”. No había ninguna du-
da de que a partir del inicio del siguiente gobierno los mo-
vimientos y frentes regionales comenzarían a exigir y a con-
frontar a la “democracia”, y se volvería a este aparente “cír-
culo vicioso” de confrontación entre una sociedad civil ex-
cluida y una sociedad política excluyente. Por el contrario,
la democratización de la sociedad supone, como punto de
partida, desechar el punto de vista “eurocéntrico” de que la
“democracia” consiste tan sólo en el voto para elegir “repre-
sentantes. La experiencia histórica nos ha demostrado, una
y otra vez, que los “elegidos” hacen siempre lo contrario de
lo demandado por sus electores, o se vuelven prontamente
corruptos cuando no represivos y sangrientos, y buscan im-
poner su reelección vía el uso de los recursos públicos, la
intimidación o el terror.

Como fuera señalado por Carlos Franco, en el contexto
de la movilización arequipeña, fue evidente el surgimiento
de una alianza entre dirigentes regionales y alcaldes provin-
ciales; y por la forma en que actuaron, más allá de sus exi-
gencias económicas, su demanda básica fue la de ejercer el
derecho a ser considerados como interlocutores válidos
frente al gobierno6. Una voluntad política que tuviera como
objetivo la transformación democrática de la sociedad y del
Estado hubiese visto, más bien, la oportunidad para consti-
tuirlos no sólo en interlocutores sino en actores democráti-
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cos. La experiencia de la revuelta en Arequipa demuestra
que la “colonialidad del poder” no sólo conduce a la repro-
ducción de una trama institucional excluyente y marginado-
ra, sino que imposibilita la potenciación de prácticas e inte-
racciones políticas democráticas y democratizadoras. 

La población de Arequipa colocó en el centro del de-
bate nacional una cuestión que para la mayoría de las éli-
tes políticas sigue siendo un axioma intocable: las priva t i-
zaciones, como parte de un modelo económico socialmen-
te excluyente y políticamente inviable. Los motivos y los
intereses expuestos durante el transcurso de la mov i l i z a-
ción arequipeña no hacían sino dejar entrever una alterna-
t iva diferente a ese modelo: el desarrollo no puede descan-
sar en la venta y remate de los activos del Estado, sino en
un proyecto de desarrollo planificado, con una estrateg i a
encaminada no sólo a potenciar la economía nacional, sino
también a insertarla en la economía mundial de una mane-
ra no subordinada, en vez de bajo los parámetros del poder
transnacional. En eso consiste hoy, precisamente, una alter-
n a t iva democratizadora consecuentemente opuesta al fuji-
morismo y al neoliberalismo. 

La importancia de la revuelta de Arequipa es haber de-
jado entrever las posibilidades de construir una forma dife-
rente de ciudadanía y de forjar una nueva y diferente insti-
tucionalidad política. Aunque un ingrediente importante de
la movilización fuera la protesta por el incumplimiento de
una promesa electoral, se trató de una cabal reacción ciu-
dadana frente a una decisión arbitraria, vertical y antide-
mocrática. Eso hizo posible entrever la posibilidad de
construir una ciudadanía que implique el ejercicio real y
concreto de derechos individuales y colectivos; de redefi-
nir la ciudadanía como la potestad inalienable de participar

y de tener injerencia real en todo proceso o instancia en
donde se toman las decisiones que atañen a nuestra vida
cotidiana. Pero además, con ello, se pudo entrever la posi-
bilidad de una institucionalidad que se arme a partir de ins-
tancias, medios y canales de participación directa, esto es,
una democracia participativa, lo que implica un rég i m e n
político distinto, que sin desalojar la representación y los
procedimientos electorales se constituya en base a una de-
mocracia directa de sectores sociales excluidos y que deci-
den autogobernarse. Esto es, ejercer un control sobre el po-
d e r, la toma de decisiones y los representantes y eleg i d o s .
En esto consiste hoy una verdadera alternativa democrati-
zadora frente a cualquier “autoritarismo”. 

Finalmente la experiencia de la revuelta de junio en
Arequipa apunta a concluir en que no puede ni podría ex i s-
tir un régimen político democrático estable sin paralela-
mente democratizar sociedad y Estado. No puede hablarse
de un proceso de democratización sin la construcción deli-
berada de una sociedad encaminada a desterrar tanto la ex-
plotación como la dominación, la discriminación y la ex-
clusión; y que ello implique el lograr construir un rég i m e n
democrático que sea una forma de expresión, en lo políti-
co, de relaciones de igualdad y de solidaridad en lo social.
En suma, sin un deliberado propósito de descolonizar las
relaciones sociales, las prácticas y el imaginario, no puede
construirse una democracia estable. 

Si Arequipa no le da continuidad a ese proceso, más
tarde o más temprano, otros serán los llamados a transitar
por ese camino. 
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D
urante los últimos veinticinco años en el
Perú se produjo un viraje político sustanti -
vo, que pasó de la Propuesta de Reformas
Estructurales planteadas por la Junta Mili-
tar de Gobierno que se sustentaba en una

acción importante del Estado como agente regulador del
mercado y asignador de recursos, hacia un modelo liberal
cada vez más radical y de corte populista.

Este cambio fue principalmente orientado hacia la mo-
dificación de las políticas económicas manteniendo un dis-
curso político de corte populista, que sustentaba un accio-
nar demagógico y clientelista. En los últimos diez años es-
ta situación se profundiza. Bajo los efectos de los dos pri-
meros años del gobierno de Fujimori, en los que se nota una
acción decidida y disciplinada contra la subversión, el de-
sorden fiscal y la reinserción del país en el sistema econó-
mico internacional, se consigue una amplia popularidad y
“legitimar” un autogolpe de Estado que rompió con la débil
institucionalidad existente, instaurando un modelo político
autoritario y centralista.

La apuesta por la modernización de la sociedad, la re-
forma del Estado y la estabilización de la economía fueron
los ejes del discurso político, lo que concordaba con las ex-
pectativas de la población que durante los años anteriores
había empezado a acumular los efectos de una crisis econó-
mica y un proceso de empobrecimiento paulatino, que afec-
taba principalmente a los sectores medios y populares.

En términos sociales, la lucha antiterrorista y el propio
actuar de Sendero Luminoso fueron limitando el surgimien-
to de nuevos líderes sociales. Por el contrario, muchos de
los existentes en este período fueron asesinados o conmina-
dos a retirarse de su acción en la dirigencia. Esta situación
impidió el desarrollo de formas de acción cooperativas y

complementarias a las ya existentes, y fortaleció una nega-
tiva relación de subordinación con el Estado a través de las
mal llamadas Políticas Sociales.

La viabilidad de este modelo de conducción política se
sustentó en una mayor concentración del poder en Lima,
que reforzó el centralismo económico social y político, aca-
bando con un incipiente proceso de regionalización que se
inició a fines de los ‘90 y culmina con el autogolpe del ‘92. 

La ausencia de discusión política y planteamientos al-
ternativos a los desarrollados por el gobierno fue disminu-
yendo la presencia de los partidos políticos y propiciando el
surgimiento de personajes que ejercieron un liderazgo y
caudillismo en movimientos sociales y políticos, que repre-
sentaban propuestas muy poco diversas entre sí, matizando
en sus críticas la línea de conducción impuesta por el go-
bierno de Fujimori, en especial lo referido a los acuerdos a
los que llegó al inicio de su gobierno con el Fondo Moneta-
rio Internacional. Sobre este tema es importante mencionar
que en el debate presidencial de 1990 la propuesta política
de Fujimori argumentaba en contra del shock económico y,
en menor medida, de la implementación de un proceso de
privatización de las empresas del Estado.

Arequipa: de la privatización
a la recuperación
de la dignidad
Por Carlos Leyton Muñoz*

/ Septiembre 2002
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Regional – CEDER Arequipa, Docente Universidad Nacional de San
Agustín.



Sin embargo, una vez que asumió el gobierno imple-
mentó uno de los más impresionantes ajustes estructurales
con el fin de detener la inflación y ajustar los precios, elimi-
nando subsidios y diseñando una agresiva política de priva-
tizaciones. Si bien los inicios de ese período marcaron el ti-
po de relación con la Banca Multilateral, también se dio una
imagen de disciplina y de orden social que se contraponía a
lo que se había experimentado en los últimos años del pe-
ríodo de gobierno de Alan García.

Los resultados macroeconómicos de estos primeros años
de la década fueron signifi c a t ivos. Se había logrado controlar
drásticamente el proceso inflacionario e incrementado el cre-
cimiento económico del país. Asimismo se inició un proceso
de reducción de gasto fiscal que tuvo como objetivo la dismi-
nución del tamaño del Estado. Al finalizar el período de go-
bierno se había despedido a aproximadamente 120 mil perso-
nas que trabajaban en la administración pública. 

Estos resultados no tuvieron efectos significativos en
los ingresos de la población. Por el contrario, era cada vez
más evidente que los ni-
veles de desempleo y po-
breza eran mayores, lle-
gando a estimarse de ma-
nera oficial que el 52% de
la población del país se
encontraba en situación
de pobreza y casi el 20%
de ella estaba en condi-
ción de pobreza extrema,
situación que se aceptaba
pues se esperaba una reactivación pronta que generara em-
pleo y superara esta condición.

El impacto de la crisis se sintió de una manera más fuer-
te en las regiones, ya que por la concentración de población
y los efectos de la recesión las empresas comenzaron a cerrar,
dejando fuera a importantes contingentes de mano de obra.

En Arequipa este impacto fue tal vez más severo, ya
que sólo en el Parque Industrial, donde funcionaban aproxi-
madamente cincuenta empresas industriales a inicios de los
‘90, para el año 2001 sólo estaban operando quince. Mu-
chas de ellas quebraron, pero otras decidieron trasladarse a
la capital, en donde las condiciones de mercado les eran
más favorables. Adicionalmente, el interés de estos trasla-
dos era la eliminación de sobrecostos de operación.

Si bien hubo una política agresiva de mejoramiento de
la red vial nacional, sólo se renovó la principal vía nacional
y las que se articulaban transversalmente a ella, lo que po-
sibilitó reforzar el rol de la capital nacional como eje orga-
nizador del espacio en desmedro de las ciudades de segun-

do orden. Con ello se limitaron las capacidades regionales
para construir mercado interno, y se generó una mayor de-
pendencia de la periferia hacia el centro. 

En este contexto se desarrolló el proceso de priva t i z a-
ción de las empresas estatales, siendo las más notorias y ur-
ticantes las de ENTEL PERU y la Compañía de Te l é f o n o s
del Perú, adquiridas por la empresa estatal Telefónica de
España, que obtuvo una serie de beneficios que le permi-
tieron desarrollar una acción monopólica en el mercado de
las telecomunicaciones, ocasionando en los usuarios una
imagen –no sin razón– de prepotencia y abuso con la
anuencia de las autoridades de gobierno, que pronto borró
de la población la noción de los beneficios que se lograrían
con los más de 2.000 millones de dólares que habían paga-
do por esta empresa. 

Lo importante es que entre 1992 y 1998 se priva t i z a-
ron empresas hasta un monto de por lo menos 9.200 millo-
nes de dólares, situación que separará a la población entre
quienes apoyaban estas políticas y aquellos que se opo-

nían a ellas.

De manera sucinta se
señalará que los primeros
argumentaban a favor, en
el sentido de que la inver-
sión privada promovería
el crecimiento económi-
co y mejoraría la infraes-
tructura, con lo cual se
estaría en condiciones de

mejorar el bienestar y calidad de vida de la población. Hay
que mencionar que desde este sector se señalaba que éste
era un instrumento de apoyo a la inversión del Estado, sin
limitar el rol que éste debe cumplir en el desarrollo del país.

Desde los sectores de la oposición se señaló que este
modelo de privatización, caracterizado por la estrategia de
“hacer y luego comunicar”, se desarrollaba de espaldas a
los intereses nacionales. Sin desconocer la importancia del
capital privado como aporte para el crecimiento económico,
se señalaba que gran parte del dinero obtenido no estaba
siendo utilizado de manera correcta por el gobierno, y que
las empresas que se habían adjudicado las propiedades go-
zaban de beneficios tributarios que afectaban los intereses
del país y no cumplían con los cronogramas de inversión de
capital fresco a los que se habían comprometido.

Uno de los efectos más graves de este proceso fue que
las empresas, en su afán de disminuir los costos de opera-
ción y recuperar en el menor tiempo sus inversiones, desa-
rrollaron una agresiva política de despidos de los trabajado-
res más antiguos y que les generaban cargas sociales mayo-

16

A n á l i s i s

/ Septiembre 2002

“...el candidato Toledo lo declaró públicamente

y, a posteriori, firmó un acuerdo con los

representantes de las Organizaciones Po p u l a r e s

de la ciudad: de ser elegido, no privatizaría

empresas de servicios en A r e q u i p a .”



/ Septiembre 2002

res. Frente a ello, el gobierno no tomó medidas para frenar
lo que en muchos momentos eran abusos que cometían las
empresas. Contrario a ello, se dieron leyes que flexibiliza-
ron el mercado laboral, las cuales favorecieron el surgi-
miento de un movimiento de protesta.

La caída de Fujimori descubrió el escenario de corrup-
ción en el cual éste y Montesinos habían sostenido su gobier-
no, y quedaron al descubierto las promesas incumplidas y los
turbios manejos del dinero obtenido por la priva t i z a c i ó n .

La transición politica y los nuevos 
escenarios para la democracia 

Sin duda, hubo que llevar adelante un largo proceso de
m ovilizaciones y enfrentamientos que tuvieron como telón
de fondo el proceso electoral del año 2000, caracterizado por
la enconada terquedad del gobernante para mantenerse en el
p o d e r, a pesar de que para ello se atropellase los derechos
ciudadanos más elementales y se hiciese uso indiscriminado
de los recursos del Estado para garantizar el triunfo electoral.

Como resultado de ello y de una serie de denuncias so-
bre corrupción, relaciones con el narcotráfico y trafico de
armas, cayó el gobierno de Fujimori, quedando al descu-
bierto los mecanismos que se habían utilizado para que los
medios de comunicación acabasen con los liderazgos no
aceptados por los gobernantes. Asimismo, quedaban al des-
cubierto las debilidades de la caja fiscal y con ello las pro-
mesas incumplidas de la recuperación económica y las po-
sibilidades de generar empleo y bienestar en el corto plazo.

El gobierno de transición encabezado por Valentín Pa-
niagua buscó ordenar la situación de caos en la que se en-
contraba la administración pública bajo los principios de
participación, concertación y transparencia de la gestión
pública, dando a las organizaciones de la sociedad civil es-
pacio para que pudiesen participar en las diferentes iniciati-
vas orientadas a atender los programas de alivio a la pobre-
za. Logró un significativo éxito, y con ello despertar interés
en la población sobre las posibilidades de integrarse organi-
zadamente en procesos de planificación del desarrollo y vi-
gilancia social de la función pública.

El proceso electoral se inicia con una campaña que tie-
ne un importante nuevo actor político, el retorno de Alan
García Pérez, y con ello un discurso populista que rescata-
ba el sentido del Estado de Bienestar como paradigma y
contrastaba con la posición tecnocrática y liberal de la ma-
yoría de candidatos de ese momento, lo que le valió que en
términos de preferencia electoral se convirtiese en una op-
ción posible de pasar a la segunda vuelta con el candidato
favorito: Alejandro Toledo. 

En la medida en que las distancias en la preferencia
electoral eran menores, los candidatos recurrían con mayor
frecuencia a las ofertas populistas y demagógicas, que de
acuerdo con análisis serios de especialistas resultaban difí-
cilmente alcanzables en el mediano y corto plazo.

En este contexto, el tema de las privatizaciones ocupó
un espacio importante. Ambos candidatos señalaron su de-
sacuerdo con la forma en que se habían realizado, y que es-
tas medidas debían ser revisadas. En el caso particular de
Arequipa, el candidato Toledo lo declaró públicamente y, a
posteriori, firmó un acuerdo con los representantes de las
Organizaciones Populares de la ciudad: de ser elegido, no
privatizaría empresas de servicios en Arequipa.

El gobierno de Toledo

En los primeros meses de su gobierno, Alejandro Tole-
do aún no logra consolidar una imagen de seguridad en sus
acciones, cometiendo diversos errores de carácter político.
Quizás el más notorio fue el de seguir actuando como can-
didato y ofrecer más allá de lo que los recursos de la caja
fiscal podían atender.
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Por un lado, comenzaban a surgir protestas desde los
sectores populares, y antes de los tres meses de gobierno se
presentaban los primeros conflictos de carácter popular,
siendo el centro de las demandas las mejoras en las condi-
ciones económicas y, específicamente, las políticas secto-
riales para mejorar el empleo y reactivar el agro. Por otro la-
do, las demandas por la descentralización fueron crecientes,
propiciando el surgimiento y desarrollo de Frentes Regiona-
les que presionaban por el establecimiento de un marco le-
gal que viabilizase este proceso en el corto plazo. Finalmen-
te, se procesaban las negociaciones con la Banca Multilate-
ral y en especial con el Fondo Monetario Internacional, fir-
mándose la carta de intención pertinente en la que sustan-
cialmente se establecía el mantenimiento de la política eco-
nómica del régimen anterior y la privatización de empresas
del Estado, y debían continuar las llamadas reformas de se-
gunda generación bajo el modelo neoliberal impuesto.

De lo anterior quedó claro que muchas de las ofertas
electorales fueron postergadas, y la población comprendió
que si bien Toledo había ganado un espacio como líder de
la oposición contra Fujimori, en términos económicos era
una continuidad de lo hecho por éste último, generándose
una sensación de indignación e incredulidad, ya que si Fu-
jimori había mantenido ocultas muchas decisiones que
afectaron severamente a los sectores populares, ahora en-

contraban que el nuevo presidente también lo hacía, incum-
pliendo con lo que había ofrecido.

Rápidamente, y como un caso singular, la popularidad
del presidente fue descendiendo hasta niveles mínimos
(15%). A pesar de ello, y dadas las necesidades de nivelar
la Caja Fiscal y el pago de la Deuda Externa, ante la posi-
bilidad de un déficit presupuestal creciente a inicios de este
año se decidió continuar con la privatización de las empre-
sas de servicios eléctricos de acuerdo con un cronograma
establecido entre el FMI y el gobierno.

Las primeras protestas surgen de los sindicatos de estas
empresas, intentando llamar la atención de los diversos sec-
tores sociales. Asimismo, intentaron influenciar en el con-
greso a fin de promover una norma que prohibiese la priva-
tización de dichas empresas.

El conflicto de Arequipa

A inicios del presente año se constituye el Frente Am-
plio Cívico de Arequipa (FACA), conformado por organiza-
ciones representativas de trabajadores, asentamientos hu-
manos populares, sindicatos de docentes y otros gremios de
la ciudad, cuyo objetivo principal fue conformar una plata-
forma amplia de diálogo y propuesta para enfrentar la polí-
tica económica que se estaba imponiendo. Como parte de
esta plataforma se incluyó lo referente a la privatización de
las empresas regionales.

Se tomaron diversas medidas de lucha, siendo las más
importantes llevar a cabo acciones de difusión sobre las me-
didas que estaba tomando el gobierno y paros regionales ca-
da quince días en tanto éste no rectificase su propuesta de
privatización.

Desde el gobierno, la Comisión de Priva t i z a c i ó n
(COPRI) continuó con el cronograma establecido, licitando y
vendiendo las empresas de transmisión de energía eléctrica
ETECEN y ETESUR –que fueron adjudicadas a una empre-
sa colombiana– siendo las siguientes las Empresas de Gene-
ración Eléctrica de Arequipa y el Sur EGASA y EGESUR.

Mientras tanto el malestar de la población se iba incre-
mentando, ya que nuevamente se estaba actuando de espal-
das a los intereses de la población, reclamándose mayor in-
formación sobre este proceso. Los encargados de la privati-
zación, con el fin de “informar” sobre su significado, elabo-
raron y transmitieron spot publicitarios que afectaban a la
identidad de los arequipeños, por lo que fueron rechazados
unánimente, polarizando la discusión entre aquellos que
apoyaban la privatización y los que estaban en contra de
ella. En el mes de mayo se convoca a la licitación de estas
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empresas y el conflicto se agudiza: las protestas fueron más
radicales, incluyendo a nuevos sectores de la sociedad.

En este contexto se incorporan a la lucha los alcaldes
tanto provinciales como distritales.

Ante la insistencia de las autoridades gubernamentales
en discutir la propuesta de privatización y la ausencia de op-
ciones alternativas, los dirigentes del FACA iniciaron una
huelga de hambre para llamar la atención del gobierno y
promover un diálogo para modificar las decisiones y carac-
terísticas de la privatización.

En tanto, el sentimiento de indignación y rechazo al go-
bierno se generalizó en Arequipa. El movimiento social co-
menzó a incrementarse sin una conducción política, alenta-
do sólo por el sentido de que se estaban atropellando los in-
tereses de la ciudadanía y se estaba disponiendo de las pro-
piedades que no le pertenecían al gobierno.

Esta situación llegó a su mayor gravedad cuando el alcal-
de provincial y otros alcaldes distritales se aunaron a la huel-
ga de hambre para evitar que la privatización se concretara.

A pesar de esta medida, la licitación se ejecutó, dando
como ganadora a la empresa T R ACTEBEL SA, de origen
b e l ga, el día viernes 14 de junio. Inmediatamente surgió un
m ovimiento de carácter espontáneo que congregó a todos los
sectores sociales, los cuales confluyeron al centro de la ciu-
dad paralizando las actividades económicas y levantando ba-
rricadas para impedir el tránsito en las principales vías.

Estas manifestaciones expresaban la protesta del pue-
blo por el maltrato que las autoridades de gobierno estaban
dando a la población, cuando desde las versiones oficiales
se minimizaba el sentido de la protesta y se calificaba a los
participantes como movimientos de grupos radicales.

Los días posteriores significaron una generalización de la
m ovilización que obligó al gobierno a desplazar a efectivo s
policiales y al ejército para controlar el orden en la ciudad. 

Desde ambos lados se produjeron excesos en el uso de
la violencia, que tuvieron como resultado la muerte de dos
personas impactadas con bombas lacrimógenas. Este fue el
escenario en el cual se realizó la negociación para la suspen-
sión de las medidas de fuerza y el retiro de las fuerzas del or-
den, dejando establecido que sería el poder judicial el encar-
gado de definir sobre la propiedad de las acciones de estas

empresas, así como que debía llevarse a cabo una consulta
popular para determinar la procedencia de la priva t i z a c i ó n .

Si bien en términos concretos este resultado no era el
más esperado por la población, el movimiento generado ex-
presó el rechazo a medidas autoritarias y la falta de transpa-
rencia en la gestión pública. 

Desde otra perspectiva, este movimiento significó la re-
cuperación de la dignidad del pueblo, que había sido avasa-
llado durante los últimos años por el régimen autoritario de
Fujimori.

Es importante señalar que este movimiento ha permiti-
do identificar cómo los nuevos actores de la sociedad perua-
na, y en especial de Arequipa, ya no están vinculados a los
grupos tradicionales de poder existentes, sino que han
emergido otros que son producto de la simbiosis entre el
Arequipa tradicional y aquellos que en décadas anteriores
llegaron de las zonas andinas, hecho que ha configurado un
nuevo espíritu en la sociedad arequipeña, reflejado en las
expresiones de lucha que se produjeron durante los días de
la crisis en la ciudad. 

Esta nueva expresión social es la de los pequeños y mi-
croempresarios, los trabajadores informales, los pobladores
de asentamientos humanos populares, los sectores medios
afectados por la crisis, que se congregan en torno a una
identidad regional que tuvo más de tradición que de reali-
dad en los últimos tiempos, recobrando un importante sen-
tido de autoestima social que permite que las autoridades
ubicadas en el ámbito de la región adopten una posición fir-
me frente a la privatización de las empresas. 

En este contexto se está procesando un momento elec-
toral en el que el tema de la privatización es importante, ge-
nerando un espacio de confrontación entre aquellos sectores
políticos que estarían a favor de un proceso en el que la pri-
vatización signifique generar activos para la región, y otros
que están en contra de ella de manera radical. Este espacio
de confrontación no debe ganar el centro de la discusión so-
bre el desarrollo regional, sino estar involucrado en los tér-
minos y características de las propuestas de cada uno de los
grupos políticos participantes en el proceso de las eleccio-
nes, teniendo en consideración las demandas del movimien-
to social que enfrentó la privatización y que queda latente
frente a nuevas iniciativas que pretendan avasallar la digni-
dad y los derechos de los ciudadanos de Arequipa.
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A
nte la agudización de las protestas sociales,
mayoritariamente campesinas, el 6 de ju-
nio el Presidente de la República, Luis Án-
gel González Macchi, se ve obligado a de-
tener el proceso de privatización, al mismo

tiempo que un grupo de parlamentarios retira el proyecto de
ley antiterrorista impulsado por la embajada norteamerica-
na y se compromete a la no privatización de las principales
rutas del país. Se constituye ésta en una importante victoria
popular, quizás inédita en América Latina por su contun-
dencia, contra el gobierno y contra las políticas del FMI.
Varios son los elementos que la posibilitaron. En este artí-
culo se hará referencia a las dos más importantes: la crisis
política y la unidad del movimiento popular.

Cronología de la profunda crisis irresuelta

Desde los inicios de la llamada transición paraguaya,
en 1989, los cambios políticos y la ampliación de las liber-
tades públicas fueron acompañados de intentos de aplica-
ción de medidas de ajuste neoliberal impulsadas por el Fon-
do Monetario Internacional, el Banco Mundial y el Banco
Interamericano de Desarrollo, y una crisis económica que
se agudiza a partir del agotamiento del modelo de acumula-
ción, caracterizado por el modelo agroexportador y de trian-
gulación comercial ilegal en la frontera con el Brasil. Este
escenario económico se dibuja sobre el mismo esquema po-
lítico de un Estado corrupto y prebendario que por más de
treinta años respaldó a la dictadura stronista.

Si las medidas impulsadas por el FMI, el BM y el BID
sólo se han aplicado parcialmente y no en sus aspectos más
neurálgicos a lo largo de la década del noventa, no se debió
a la fuerza de las presiones de las organizaciones sociales

durante esa década. La debilidad de los gobiernos de turno,
las contradicciones dentro de los sectores dominantes, la in-
gobernabilidad permanente que los caracterizó y la falta de
consenso de la clase dominante fueron los elementos que
durante la década pasada frenaron las intenciones de los ci-
tados organismos multilaterales.

El gobierno del Gral. Rodríguez1, el primero de la tran-
sición, fue el único que se desempeñó en un marco de gober-
n a b i l i d a d : “no necesitó de acuerdos ni pactos parlamenta -
rios explícitos para gobernar.El mandatario gozaba de gra n
consenso entre colorados y opositores y tenía una importan -
te legitimidad popular” ( Yore y Palau, 2000), pese a sus vín-
culos con el stronismo y las serias acusaciones de corrup-
ción. Fue también en este período cuando se sentaron las ba-
ses legales de la democracia, tanto con la nueva Constitución
Nacional como con la reforma del Código Electoral. 

En las internas del Partido Colorado para elegir candi-
dato a Presidente de la República y Vicepresidente para las
elecciones nacionales de 1993, se produjo un hecho que ha-
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bría de marcar fuertemente los posteriores acontecimientos
de la “transición”. De acuerdo a las informaciones (bocas
de urna) de gran parte de la prensa y de varios otros secto-
res políticos nacionales, en las internas coloradas realizadas
en abril de 1992 la victoria correspondió al Dr. Luis María
Argaña –probablemente el último caudillo tradicional y con
cierto arraigo dentro del Partido Colorado– sobre el Inge-
niero Juan Carlos Wasmosy, candidato del poder guberna-
mental que contaba con el apoyo de sectores que adherían
explícitamente al neoliberalismo. El resultado final se cono-
ció muchas semanas después, en cuyo ínterin fue cambiado
el mismo Tribunal Electoral del Partido Colorado para pro-
ducir un resultado favorable al candidato del Palacio de Go-
bierno. En consecuencia, correspondió oficialmente la vic-
toria al Ingeniero Wasmosy, quien meses después accedería
a la Presidencia de la República. Este hecho, más que anec-
dótico, es fundamental para entender el inicio de una crisis
política que hasta la fecha no logra resolverse por dos ele-
mentos primordiales: el principal artífice de la victoria del
Ingeniero Wasmosy fue el Gral. Lino Cesar Oviedo; el alto
grado de ingobernabilidad, producto fundamentalmente de
las propias contradicciones dentro del Partido Colorado, en-
tre las cuales Oviedo juega a su vez un rol central.

Desde ese momento hasta hoy, primero como figura y
l u ego como fantasma, Lino Oviedo es una constante en la dé-
bil transición paraguaya. En abril de 1996 produce el primer
intento de golpe, por el que se le abre un proceso judicial, pe-
ro sólo cuando gana las internas del Partido Colorado es de-
cretada su detención, motivo por el cual el Vicepresidente de
su lista, Cubas, acompañado del segundo candidato más vo-
tado en las internas, conforman la dupla presidencial y ga n a n
las elecciones nacionales en mayo de 1998, asumiendo la
Presidencia y Vicepresidencia respectivamente. 

A partir de este momento la ingobernabilidad se agudi-
za llegando a su punto culminante en marzo de 1999, cuan-
do a partir del crecimiento de las movilizaciones sociales
contra el gobierno de Cubas Grau –motivadas principal-
mente por la liberación de Lino Oviedo violando disposi-
ciones del Poder Judicial– se produce la masacre a jóvenes
movilizados, Oviedo huye a la Argentina y Cubas Grau pi-
de asilo a Brasil.

Más allá de las figuras personales, el punto principal de
la crisis radicaba en el intento de cambio del modelo estatal,
lo cual generaba una creciente contradicción entre dos grupos
económicos y con los mismos intereses prebendarios y popu-
listas del Partido Colorado, cuyos recursos y poder político se
veían amenazados por la propuesta neoliberal de priva t i z a-
ción y por la ya acentuada crisis económica que reducía las
posibilidades del prebendarismo y generaba una disputa por
el reparto de la cosa pública entre quienes por décadas se en-
riquecieron a costa de y con la influencia del Estado.

La crisis política no se resolvió con el llamado Gobier-
no de Coalición2, encabezado por Luis Ángel González
Macchi, que a los pocos meses se fractura con la salida del
Partido Liberal Radical Auténtico y se enfrenta con otro in-
tento golpista3 y con el permanente fantasma de Oviedo, en
el marco de una crisis económica que se va agudizando. 

En el marco de esta profunda crisis política irresuelta,
los débiles gobiernos fueron incapaces de aplicar a fondo
recetas del FMI y del BM que entran en contradicción con
el viejo modelo de acumulación-dominación. Las clases do-
minantes no pudieron llegar a un consenso sobre el nuevo
modelo de dominación. A partir del año 2000 los grupos
económicamente dominantes y sus partidos comienzan a lo-
grar un mayor consenso, debido entre otras cosas a las pre-
siones cada vez más fuertes del FMI y el BM, de la profun-
da crisis económica y de una cada vez mayor corrupción.
Para ese año, el movimiento popular ya no es el mismo de
la década de los ‘90: casi diez años de experiencia en el
nuevo marco político lo ayudaron a fortalecerse y a ir supe-
rando la fragmentación que lo había caracterizado.

El movimiento popular: 
de la fragmentación hacia la unidad

H oy es bastante más fácil caracterizar al movimiento po-
pular paraguayo que hace diez años, ya que ha superado en
gran parte su fragmentación y atomización, sobre todo el mo-
vimiento campesino, que ha logrado ir articulando alrededor
suyo a otras organizaciones sociales. El movimiento sindical,
por su parte, no ha podido superar su profunda crisis, influen-
ciada ciertamente por las políticas neoliberales, pero sobre
todo producto de la corrupción de sus dirigentes históricos.
Asimismo, ha emergido un movimiento sindical con bases en
las empresas públicas y la administración central que aunque
no ha logrado consolidarse tuvo cierta presencia, acicateado
por las privatizaciones y el déficit fiscal que hizo atrasar los
pagos de salarios y reducir las compensaciones. 

Por otro lado, cabe señalar que tanto el movimiento ba-
rrial como el universitario, desde hace más de diez años, só-
lo han tenido esporádicas apariciones, pero no una presen-
cia permanente en las luchas sociales. Asimismo, se debe
recalcar la importante emergencia de movimientos juveni-
les, que aunque sin articularse con el resto de las organiza-
ciones sociales, han tenido una presencia significativa, so-
bre todo post-marzo de 1999.

Después de la euforia de los primeros años de la transi-
ción política paraguaya, que se reflejó en la emergencia de
nuevos sindicatos, en masivas invasiones de tierra tanto ur-
banas como rurales, y en el gran apoyo de la ciudadanía a
las primeras huelgas generales4 y a las marchas campesi-
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nas5, las organizaciones sociales paraguayas entran en una
nueva fase de desarrollo.

El movimiento sindical, representado fundamentalmen-
te por tres centrales obreras6, después de haber tenido un
gran crecimiento hasta la primera mitad de la década de los
‘90, inicia un proceso de declive, crisis internas, acusacio-
nes de corrupción y muy pocas conquistas reales para la cla-
se trabajadora, así como también pérdida del apoyo de la
ciudadanía a las últimas huelgas generales convocadas.

En el año 1995 un nuevo actor aparece en escena, la
Central Sindical de Trabajadores del Estado Paraguayo
(CESITEP), que inicia un proceso de movilizaciones contra
la privatización, las cuales no logran convocar con fuerza a
otros sectores y son percibidas simplemente como la defen-
sa de sus puestos de trabajo más que como una posición
realmente crítica al modelo neoliberal y sus consecuencias
(Informativo Laboral, 1995). 

Las organizaciones campesinas, por su parte, iniciaron
desde los comienzos de la transición un proceso de recons-
titución llevando a cabo importantes luchas, pero todas ellas
fragmentadas y muy poco articuladas. Es a partir del 15 de
marzo de 1994 (Martini, 1994), fecha en que se realiza la
primera Marcha Campesina en Asunción, que el movimien-
to campesino inicia un proceso ascendente: se va constitu-
yendo en el actor social más coherente y combativo, aunque
dividido en dos grandes expresiones, cada una de ellas con
sus propias alianzas.

Desde las primeras movilizaciones nacionales aparecen
consignas anti-neoliberales, pero muy tímidamente. Las prin-
cipales están centradas en reivindicaciones de carácter gre-
mial y sectorial. Otro elemento importante es que las orga n i-
zaciones campesinas van conformando grupos de apoyo con
o rganizaciones urbanas para cada movilización, que además
–sobre todo las primeras–
cuentan con un apoyo de
la ciudadanía asuncena
(Galeano, 1997).

Dos son las principa-
les referencias orga n i z a t i-
vas campesinas, la Mesa
Coordinadora Nacional
de Organizaciones Cam-
pesinas (MCNOC) y la
Federación Nacional Campesina (FNC). La primera articu-
la en su interior a más de treinta organizaciones de base, re-
gionales y nacionales. Tiene una estructura bastante laxa
–propia de su estructura de coordinadora– y sus reiv i n d i c a-
ciones se centran en los últimos años en la implementación
de proyectos productivos y en demandas de tierra, salud y

educación. La FNC, por su parte, también con presencia e
inserción en gran parte del país, tiene una estructura bas-
tante más rígida y sus reivindicaciones en los últimos años
están principalmente centradas en el cultivo y la industria-
lización del algodón. Ambas, sin embargo, coinciden en la
necesidad de la reforma agraria y son contrarias a las polí-
ticas neoliberales. Asimismo, utilizan los mismos métodos
de lucha –movilizaciones, invasiones de tierra y cortes de
rutas–, constituyéndose esta última en la medida más fuer-
te de presión.

En este proceso iniciado en 1989 varios fueron los in-
tentos de articulación y unidad de acción entre las principa-
les organizaciones, tanto sindicales como campesinas. Mu-
chos fueron los Congresos Unitarios, Congresos de Traba-
jadores y otros en los cuales se analizaba la situación de los
sectores populares y se encaraban movilizaciones y luchas
conjuntas, pero ninguno logró aglutinar a todas las fuerzas
más importantes.

La unidad de las organizaciones contra las
políticas neoliberales

La tenue aplicación de las medidas neoliberales, sobre
todo las vinculadas a la privatización de las empresas públi-
cas, se debió principalmente a la falta de consenso en las es-
feras de poder durante la década de los ‘90. Cuando en los
últimos años, a partir de las presiones cada vez más fuertes
del FMI y el BM y la urgente necesidad del gobierno de ac-
ceder a nuevos préstamos de estos organismos para evitar el
colapso dado el déficit fiscal, logran generar las condicio-
nes para iniciar el proceso de privatización, se encuentran
con una fuerte resistencia del movimiento popular.

Las organizaciones populares ya no eran las mismas: ha-
bían realizado diferentes experiencias unitarias7, tenían una

gran experiencia de lucha
y habían obtenido –sobre
todo el movimiento cam-
pesino– importantes vic-
torias reiv i n d i c a t ivas. Ya
no aceptaban simples pro-
mesas del gobierno, sino
que exigían acciones con-
cretas para levantar sus
medidas de presión. A s i-
mismo, habían compren-

dido que sólo acciones coordinadas les darían las fuerzas ne-
cesarias para frenar el proceso de las priva t i z a c i o n e s .

Las luchas sociales de 2002 estuvieron marcadas por
una mayor politización de las movilizaciones en torno a la
agudización de las luchas antineoliberales y a la lucha con-
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aglutinadas en el Congreso Democrático
del Pueblo se inicia una nueva etapa (...)

el eje de su accionar en los próx i m o s
meses girará en torno a la lucha contra la

corrupción y la impunidad.”
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tra el terrorismo de Estado. Un precipitante cercano se da en
el mes de enero, cuando dos dirigentes políticos de izquier-
da son secuestrados y torturados (acusados del secuestro de
la esposa de un empresario) por agentes vinculados a la po-
licía, según las denuncias. Este episodio genera una serie de
m ovilizaciones contra el terrorismo de Estado exigiendo la
destitución del Fiscal General del Estado y conformándose
la Plenaria Popular contra el Terrorismo de Estado (que a los
pocos meses daría origen a la Plenaria Popular Permanente). 

La FNC realiza su movilización anual el 20 de marzo
exigiendo suspender la reforma de la banca pública e impul-
sar la industrialización del algodón, y criticando el someti-
miento del gobierno a las presiones internacionales. A pesar
de la negativa inicial del gobierno a detener el proceso, a
partir de la movilización se compromete a la revisión del
anteproyecto, para lo cual conforma una mesa de diálogo
integrada por representes gubernamentales y campesinos.

La MCNOC, por su parte, realiza a partir del 17 de abril
su movilización en Asunción y, en forma simultánea, cortes
de rutas en diferentes departamentos del país. Exige –al
igual que la FNC– detener el proceso de reforma de la ban-
ca pública y la suspensión de las privatizaciones. Después
de tres días logra que el gobierno retire el proyecto de Ley
de la Banca Pública y levanta temporalmente las moviliza-
ciones, emplazando al gobierno para que atienda sus recla-
mos; de lo contrario, volverán a las calles, y sobre todo a los
cortes de ruta.

En las negociaciones con el gobierno también partici-
pan representantes de la FNC y de otras organizaciones so-
ciales. Inician con mayor fuerza un proceso de unidad que
da origen al Congreso Democrático del Pueblo.

La gran mayoría de las organizaciones se encontraban
articuladas en dos espacios. Por un lado, en la Plenaria Po-
pular, integrada por la MCNOC y otras importantes fuerzas
campesinas, sindicatos, organizaciones no gubernamenta-
les, estudiantes y movimientos y partidos políticos. Por otro
lado, el Frente Nacional de Defensa de los Bienes Públicos
y el Patrimonio Nacional, integrado por la FNC, OTEP8,
CNT y Cambio para la Liberación9, entre otras. Ambas se
habían constituido en momentos distintos y con algunas rei-
vindicaciones específicas y diferenciadoras y otras comu-
nes, como las anti-neoliberales. 

Ante la inminente privatización de las empresas del Es-
tado y el recrudecimiento de la represión, ambas coordina-
doras deciden conformar el Congreso Democrático del Pue-
blo, que el 15 de mayo oficializa su constitución en una pri-
mera sesión con más de mil delegados/as, teniendo entre las
principales resoluciones la realización de movilizaciones en
todo el país para exigir la derogación de la ley 1.615 que ha-

bilita la privatización de las empresas del Estado, la ley de
reforma de la banca pública, el anteproyecto de ley antite-
rrorista, el proyecto de ley de Concesión de las Rutas, la ley
que hubiera creado el IVA agropecuario, y contra la corrup-
ción e impunidad (Informativo Campesino, 2002[b]). 

Varios son los elementos a resaltar: el carácter de las de-
mandas, ya que si bien desde la década del ‘90 consignas an-
ti-neoliberales estuvieron presentes en las mov i l i z a c i o n e s
tanto sindicales como campesinas, las mismas no tenían un
carácter de exigibilidad, sino más bien de declaración de
principios; la unidad de tantas organizaciones, en particular
de la FNC y la MCNOC, que históricamente se encontraban
enfrentadas, y sobre todo entre organizaciones sociales y
partidos políticos. Por un lado, una corriente interna del Pa r-
tido Liberal Radical Auténtico (PLRA1 0) es miembro del
Frente Nacional, y por otro movimientos y orga n i z a c i o n e s
políticas de izquierda y progresistas, que si bien estuvieron
presentes –insertas o apoyando– en las luchas sociales en
forma permanente, por primera vez son integrantes plenos
de un espacio de unidad con organizaciones sociales.

El 21 de mayo se inician las protestas, movilizaciones
y cortes de ruta, en un escenario sumamente polarizado en
que “aliados el FMI, la FEPRINCO11, la CEP12 y el Ejecu -
tivo, acorralan al Congreso para que acompañe la venta de
COPACO el 30 de este mes” (ABC Color, 2002[b]), al tiem-
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po que el FMI condiciona acuerdos con el gobierno a la
venta de la empresa telefónica y se desata una fuerte ofen-
siva del gobierno contra las organizaciones integrantes del
Congreso Democrático del Pueblo, acusándolas de estar
manipuladas por políticos, específicamente por el oviedis-
mo, lo que es permanentemente desmentido por las mismas,
al tiempo que expresan su rechazo a cualquier manifesta-
ción y expresión fascista.

Las movilizaciones se inician de manera escalonada.
Los cortes de ruta se realizan en forma intermitente, gene-
rando largas e interminables colas de vehículos en diferen-
tes rutas del país, y grupos de campesinos van llegando has-
ta Asunción. En este escenario se producen choques entre
manifestantes y las fuerzas represivas, se decreta orden de
detención contra cinco dirigentes del interior y son deteni-
dos más de cien manifestantes en el departamento de Misio-
nes, siendo ésta sólo una muestra de la criminalización de
la protesta social. El Fiscal General del Estado declara, des-
pués de una reunión con el equipo económico del gobierno
y con representantes de la Unión Industrial Paraguaya, que
la Policía Nacional debe actuar de oficio para despejar las
rutas que son bloqueadas por los manifestantes, ya que se
lesionan derechos de terceros (ABC Color, 2002[a]).

En este marco de creciente polarización, en que el Eje-
cutivo continúa firme en su postura de no retroceder en el
proceso de las privatizaciones y las respuestas represivas
van en aumento, campesinos empiezan a desplegarse en
grupos más grandes hacia la capital del país, coincidente-
mente con el momento en que el Parlamento Nacional debe

tratar la Ley Antiterrorista, impulsada abiertamente por la
embajada norteamericana, y que para muchos sectores –in-
cluidos los de derechos humanos– es inclusive más peligro-
sa para las organizaciones sociales que la ley represiva que
amparaba al dictador Stroessner.

En un intento desesperado por detener la ola de
protestas, el gobierno cede en cinco de los seis puntos:
todos menos el retiro de la Ley 1.615. El Congreso
Democrático del Pueblo, al mismo tiempo que festeja el
triunfo parcial, anuncia que las movilizaciones se
intensificarán hasta detener el proceso de privatización; las
centrales obreras anuncian una huelga general, y dirigentes
sociales vaticinan una explosión social si continúan las
represiones.

En la ciudad de Cnel. Oviedo, a 130 Km. de A s u n c i ó n ,
barreras policiales y de las fuerzas armadas impiden el trán-
sito de unos cinco mil campesinos hacia la capital. Se produ-
ce una fuerte represión en la que Calixto Cabral muere de un
balazo y los dirigentes anuncian que “las conversaciones con
el gobierno están cortadas” (Informativo Campesino ,
2002[a]). Los campesinos traspasan las barreras y llegan has-
ta Caacupé (a escasos 48 km. de Asunción), desde donde
amenazan al gobierno con un despliegue total de fuerzas. Se
suceden las negociaciones durante todo el día martes 4 de ju-
nio. Al día siguiente, la Cámara de Senadores, en una reunión
extraordinaria, suspende por tiempo indefinido la Ley 1.615.

Esta victoria fue posible por la combatividad y la uni-
dad de las organizaciones populares, así como también por-

24

A n á l i s i s

/ Septiembre 2002



que la propia continuidad de Luis Ángel González Macchi
como Presidente de la República estaba en juego, dado que
las organizaciones componentes del Congreso Democrático
del Pueblo estaban en condiciones de exigir y lograr su re-
nuncia. Ante esta situación el gobierno quedó duramente
golpeado. Su debilidad quedó evidenciada, sus posibilida-
des de negociación con el FMI y el Banco Mundial dismi-
nuidas. Desde ese momento su máxima aspiración es culmi-
nar su mandato en agosto de 2003. Para las organizaciones
sociales aglutinadas en el Congreso Democrático del Pue-
blo se inicia una nueva etapa, caracterizada por la unidad, la
firmeza y la combatividad: el eje de su accionar en los pró-
ximos meses girará en torno a la lucha contra la corrupción
y la impunidad.
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Notas
1 Consuegro de Stroessner, quien lo depuso con el golpe de
estado en febrero de 1989 y gana las primeras elecciones de
la transición.

2 Conformada por el Partido Colorado, el Partido Liberal Ra-
dical Auténtico (segunda fuerza electoral) y el Partido En-
cuentro Nacional (tercera fuerza política en ese entonces).

3 El fantasma del golpe de estado –presente prácticamente en
toda la historia política paraguaya– aparece permanentemente.

4 El 2 de mayo de 1994 se realiza por primera vez desde 1958
una huelga general convocada por las tres centrales obreras
más importantes, que tuvo un alto nivel de acatamiento (85%)
según los organizadores, pero sobre todo fue importante por-
que contó con la adhesión de campesinos, estudiantes y la
ciudadanía en general (Informativo Laboral, 1994).

5 La primera data de marzo de 1994.

6 Central Nacional de Trabajadores (CNT), Central Paraguaya de
Trabajadores (CPT) y Central Unitaria de Trabajadores (CUT).

7 Entre las últimas de estas actividades se puede mencionar el
Seminario “Privatizaciones, neoliberalismo y crisis social” de
comienzos de mayo de 2002 organizado conjuntamente por
sindicatos públicos, en el que participaron también represen-
tantes de la FNC, MCNOC, organizaciones barriales, estu-
diantiles y de mujeres. El comunicado de cierre del Seminario
fue una proclama de lucha unitaria contra las priva t i z a c i o n e s .

8 Organización de Trabajadores de la Educación del Para-
guay.

9 Movimiento Interno del Partido Liberal Radical Auténtico.

10 Dentro del Partido Liberal Radical Auténtico existe una
fuerte lucha interna, entre la corriente liderada por el actual
Vicepresidente de la República y la liderada por Domingo
Laino, histórico dirigente de esta agrupación.

11 Federación Paraguaya de la Producción, la Industria y el
Comercio.

12 Conferencia Episcopal Paraguaya.
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E
n el 2001 la economía paraguaya registró
otro año de estancamiento. El Producto In-
terno Bruto (PIB) tuvo un crecimiento del
2,5% con respecto al año 2000 y el creci-
miento poblacional fue del orden del 2,6%,

con lo cual el crecimiento económico quedó congelado. La
inflación fue del 8,4%, dato que no refleja la situación real
de la pérdida de la capacidad de consumo de la población.
El guaraní –moneda oficial– tuvo una devaluación de más
del 30% frente al dólar, afectando notoriamente la canasta
de los trabajadores/as y campesinos/as; por su dependencia
de la producción importada, la economía paraguaya es alta-
mente vulnerable a la suba del dólar. El déficit fiscal fue de
407.249 millones de guaraníes (83 millones de dólares
aproximadamente) y la deuda pública subió a 2.201 millo-
nes de dólares, cuatro veces más de la reserva monetaria,
que está en alrededor de 550 millones de dólares. 

Otro elemento resaltante de nuestra actual situación se
refiere al desempleo; el 37,4% de la población está desem-
pleada o tiene ocupaciones que no llenan los requisitos del
trabajo pleno. En las ciudades el problema se vuelve más
acuciante, pues la suma del índice de desempleo y subem-
pleo es de 40,7%. Cabe recordar que la población total del
Paraguay asciende a 5.830.583 habitantes, de los cuales
2.612.230 forman la Población Económicamente Activa
(PEA). La pobreza afecta a 2 millones de personas, con si-
tuaciones extremas en las zonas rurales y en los cinturones
de las ciudades. 

En el contexto político, las principales autoridades na-
cionales, así como los políticos en general, se encuentran an-
te una pérdida total de autoridad moral en unos casos, y de
credibilidad en otros. Las acusaciones de corrupción en las
más altas esferas gubernamentales, con el agravante de una
gradual vuelta a prácticas que recuerdan la peor época de la

dictadura de Alfredo Stroessner (1954-1989), ponen al país
en un peligroso retorno al pasado. La aparición de grupos
parapoliciales que actúan al margen de la legalidad, cuyos
i n t egrantes son de la propia fuerza pública y están al servi-
cio de sectores poderosos del empresariado, es un hecho que
preocupa. Esta situación fue ampliamente div u l gada en oca-
sión de la privación ilegal de la libertad, en enero del año
2002, de dos activistas de un movimiento de izquierda acu-
sados “supuesta y oficialmente” del secuestro de la esposa
de un empresario ocurrido en el mes de diciembre del año
2001. Ambos activistas fueron encontrados por sus fa m i l i a-
res brutalmente torturados por una gavilla integrada por po-
licías en actividad, acción que contó con el conocimiento de
altas autoridades del gobierno, entre quienes se señala a los
ministros del Interior y de Justicia y Tr a b a j o .

En lo social, el agravamiento de la crisis económica y
la falta total de alternativas políticas están generando un
movimiento de protesta que va creciendo y que puede con-
ducir a movilizaciones de mayor radicalidad si las autorida-
des no encuentran un mecanismo que permita reducir el im-
pacto de la crisis económica y política en la población más
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carenciada. Si bien todavía existe atomización, y al mismo
tiempo un gradual proceso de crecimiento de la conciencia
crítica en los sectores no organizados de la población, si la
tendencia actual no se revierte, la posibilidad de una explo-
sión social es un peligro latente.

Movimiento campesino: en la búsqueda de
la reunificación

Desde el año 1994, las organizaciones campesinas gre-
miales del Paraguay en su conjunto vienen realizando una
movilización anual en la ciudad de Asunción para presentar
sus reclamos al gobierno. Esta marcha, que ha sido la prin-
cipal expresión de la resistencia de los campesinos, ha per-
dido en los últimos años esa cualidad por el continuo frac-
cionamiento en su interior.

Sin embargo, a pesar de dicha fractura, materializada
en el año 1998, las movilizaciones no han disminuido. Por
el contrario, cada bloque de organizaciones, nucleadas por
un lado en la Mesa Coordinadora Nacional de Organizacio-
nes Campesinas (MCNOC) y por el otro en la Comisión
Nacional de Lucha por la Reforma Agraria, intensificaron
sus protestas. Desde el año 1999 hasta el 2001 hubo un in-
cremento en las movilizaciones, totalizando 161 protestas.
En el año 2001 se registró una cantidad sin precedentes de
movilizaciones desde la apertura política, llegando a 73 ca-
sos de protestas.

Los conflictos por la tenencia de tierra también se han
incrementado notablemente en comparación a años anterio-
res. En los tres últimos años se han registrado 67 casos de
ocupaciones de tierra, de las cuales 56 sufrieron desalojos.
Se mantuvo un promedio de 47 conflictos de tierra por año,
con un total de 1.839 detenciones.

En el año 2002, las tensiones entre el movimiento cam-
pesino y las autoridades del Estado han aumentado. A raíz
de insinuaciones lanzadas por algunas autoridades del go-
bierno de que una organización campesina se habría involu-
crado en el secuestro de la señora María Edith Bordón de
Debernardi, nuera del que fuera principal negociador del
tratado de Itaipú y presidente de la hidroeléctrica por mu-
chos años, la organización campesina afectada realizó una
manifestación de protesta cerrando la ruta internacional que
une Asunción con la ciudad de Pedro Juan Caballero, capi-
tal del Departamento de Amambay, fronteriza con el Brasil.

El gobierno tuvo que desmentir públicamente dichas insi-
nuaciones, con lo cual se levantó la medida de fuerza.

Otra manifestación de protesta en la ciudad de Asun-
ción fue propiciada por la MCNOC contra el terrorismo de
Estado y por el fin de la impunidad. Los organizadores te-
nían por objetivo llegar hasta el Palacio de los López, sede
del Ejecutivo, para entregar una nota al presidente, pero la
acción no pudo concretarse por la férrea oposición de la
fuerza pública.

El 20 de marzo, la Federación Nacional Campesina
(FNC), en el marco de la acostumbrada marcha anual a la
capital, convocó a 5.000 campesinos/as. El principal moti-
vo de la movilización fue la paralización de la reforma de la
banca pública, la industrialización del algodón y la reactiva-
ción de la economía en general. Los campesinos cuestionan
el proyecto de reforma de la banca pública por considerar
que es un paso previo a la privatización y por no responder
a ninguna política de desarrollo nacional, sino simplemente
a los intereses especulativos del sector financiero promovi-
dos por el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacio-
nal. El Poder Ejecutivo accedió al retiro del proyecto de la
Banca Pública del Congreso para una nueva revisión con la
participación de las organizaciones campesinas. En cuanto
a los otros puntos, prometió analizarlos. 

El 17 de abril, la MCNOC también organizó su movili-
zación anual en Asunción y en once diferentes departamen-
tos. La misma fue principalmente contra la privatización de
las empresas estatales, incluida la banca pública. Por prime-
ra vez en varios años, esta movilización tuvo nuevamente el
apoyo de las otras organizaciones campesinas y de otros
sectores sociales, con lo cual se abrió el camino para la su-
peración de la división ocurrida cuatro años atrás en el seno
del movimiento campesino. Se adhirieron a la movilización

la FNC y también la
Coordinadora A g r í c o l a
del Paraguay (CAP),
gremio que aglutina a
medianos y grandes pro-
ductores agropecuarios
de los departamentos de

Alto Paraná, Itapúa, Caaguazú y Canindeyú. La CAP, si
bien no se ha manifestado contra la privatización, sí recla-
mó la modificación del proyecto de reforma de la banca pú-
blica, por considerarlo lesivo a sus intereses. 

La inminente privatización de las empresas públicas de
teléfonos y agua, cuyo proceso se inició en el año 2000, co-
menzó a inquietar no sólo a los campesinos y sindicalistas
–quienes desde el inicio se han opuesto a la privatización de
estas empresas– sino a otros sectores de la sociedad civil y a
algunos movimientos y partidos políticos, por la poca trans-
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Año Conflictos de tierra Ocupaciones Desalojos Detenciones Movilizaciones

1999 52 31 20 1048 54

2000 47 19 12 531 34

2001 42 17 24 260 73

Totales 141 67 56 1839 161



parencia del proceso y por existir fuertes sospechas de un
gran negociado. Con el objetivo de hacer un frente común de
resistencia, fue creado el Frente en Defensa de los Bienes
Públicos y del Patrimonio Nacional, integrado por orga n i z a-
ciones campesinas –FNC, Organización Nacional Campesi-
na (ONAC)–, sindicales y políticas. En una nota dirigida a la
Cámara de Diputados, el Frente expresó que “las priva t i z a-
ciones presentadas como la solución a los graves problemas
económicos, sociales y de corrupción que afectan a nuestros
pueblos, luego de aproximadamente una década de imple-
mentación, van demostrando que, al contrario de corregir es-
tos problemas, los mismos fueron agravándose. Las priva t i-
zaciones no solamente no dan solución a estas situaciones,
sino que además llevan a entregar palancas estratégicas para
el desarrollo nacional en manos de capitales privados, aten-
tando contra derechos básicos de la población, socavando di-
rectamente la base misma del Estado Nacional”.

Los graves acontecimientos sociales y políticos ocurri-
dos en el país, como el caso del secuestro de Juan Arron y
Anuncio Martí, activistas del movimiento político de iz-
quierda Patria Libre, crearon un ambiente de preocupación
en un amplio sector de la sociedad, pues se evidenció la
vuelta de prácticas de terrorismo de estado propias de la
dictadura. Este tipo de respuesta del gobierno a hechos de
esta naturaleza denotaba claramente su incapacidad para re-
solver los problemas por las vías institucionales correspon-
dientes. Para repudiar el hecho y crear otro frente de lucha
fue conformada la Plenaria Popular contra el Terrorismo de
Estado, integrada por organizaciones campesinas
(MCNOC), sindical, mo-
vimientos políticos,
ONGs, estudiantes, etc.
Este frente comenzó a
realizar manifestaciones
de protesta y denuncias
sobre las graves violacio-
nes a los derechos huma-
nos ante organismos na-
cionales e internacionales
que velan por los mis-
mos. A esto se sumó la presentación en el Parlamento de la
Ley Antiterrorista, que de haberse aprobado hubiera dado al
Estado una potestad legal para reprimir a los movimientos
populares que reclaman sus derechos. 

Tanto el proceso de privatización de las empresas esta-
tales como el peligro de revivir el terrorismo de Estado con-
vocaron a las dos organizaciones de reciente formación, el
Frente en Defensa de los Bienes Públicos y el Patrimonio
del Estado y la Plenaria Popular, a discutir estrategias de ac-
ciones conjuntas para hacer frente a la ofensiva del gobier-
no en los dos temas señalados. De esta unión surgió el Con-
greso Democrático del Pueblo (CDP), instancia en la cual

se tomó la decisión de iniciar una serie de acciones de pro-
testa sobre seis puntos: la derogación de la Ley 1.615 que
habilita la privatización de las empresas del Estado; contra
el proyecto de reforma de la banca pública; contra el pro-
yecto de Ley Antiterrorista; contra el proyecto de Ley de
Concesión de Rutas; contra el IVA agropecuario; y contra la
corrupción y la impunidad.

Las movilizaciones comenzaron el 21 de mayo con cie-
rres de rutas en varios Departamentos del país: Caaguazú,
en tres lugares; Misiones, en dos lugares; San Pedro, en tres
lugares; Cordillera, en dos lugares; Alto Paraná; Concep-
ción; Caazapá; Itapúa; Canindeyu. Las protestas duraron
dieciséis días, tiempo en el cual los manifestantes lograron
que el gobierno suspendiera los efectos de la Ley 1.615 y
que retirara del Parlamento la Ley Antiterrorista, además de
la Ley de Concesión de Rutas y el IVA agropecuario. El
único punto sobre el cual no se llegó a ningún acuerdo fue
el de la corrupción y la impunidad. Indudablemente el ase-
sinato en la ciudad de Coronel Oviedo del manifestante
campesino Calixto Cabral, oriundo del distrito de Nueva
Germania (San Pedro), presumiblemente por policías que
bloqueaban el paso a los manifestantes, aceleró la negocia-
ción en el Senado para la suspensión de los efectos de la
Ley 1.615 de privatizaciones. 

El hecho resaltante de esta larga jornada de protesta fue
el reencuentro de las organizaciones campesinas –la FNC,
ONAC, MJCC y la MCNOC– que se habían separado en
bloques diferentes en el año 1998. El logro obtenido por el

Congreso Democrático
del Pueblo no es compa-
rable con ninguna otra
m ovilización anterior.
Detener la privatización
de las empresas públicas,
teniendo en cuenta toda
la presión nacional e in-
ternacional que pesa so-
bre el gobierno, es un
acontecimiento histórico.

En esta encrucijada, el campesinado fue el sector que ma-
yor protagonismo ha tenido frente a la apatía de otros sec-
tores de la ciudadanía donde se incluye una gran mayoría de
la clase obrera. Si bien las organizaciones campesinas coin-
ciden en la necesidad de que el gobierno o el Estado cam-
bien el rumbo de su política económica neoliberal, no en to-
dos los casos de protestas anteriores hubo coincidencias en
cuanto a la metodología de acción.

El gobierno se vio obligado a ceder en cinco de las seis
exigencias del CDP, a pesar de que en un principio el pro-
pio presidente de la República, Luis González Macchi, ha-
bía restado importancia a las movilizaciones. Hasta ahora
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“Detener la privatización de las empresas

públicas, teniendo en cuenta toda la presión

nacional e internacional que pesa sobre el

gobierno, es un acontecimiento histórico.”



las organizaciones están realizando evaluaciones sobre los
logros de las movilizaciones y aseguran que darán un segui-
miento a las conquistas alcanzadas, a fin de que no queden
en meras promesas. 

Como se puede notar, desde unos años atrás el movi-
miento campesino ha dejado de reclamar aquellos aspectos
que incumben solamente a su sector para proyectar su mi-
rada hacia objetivos más globales, como la reactivación
económica, la industrialización y la no privatización de los
recursos estratégicos del Estado (entre ellos el agua, la co-
municación y otros que están en la mira del sector privado
y de las transnacionales).

Debilitamiento del movimiento sindical en 
tiempos de crisis

Desde hace unos cinco años el movimiento sindical se
viene caracterizando por los conflictos internos y el resque-
brajamiento de las centrales obreras. Actualmente existen
seis centrales con una baja cuota de sindicalización: la Cen-
tral Nacional de Trabajadores (CNT), la Confederación Pa-
raguaya de Trabajadores (CPT), la Central Unitaria de Tra-
bajadores (CUT), la Central Sindical de Trabajadores del
Estado Paraguayo (CESITEP), la Central General de Traba-
jadores (CGT) y la Central Unitaria de Trabajadores Autén-
tica (CUT-A). En el mes de abril del año 2002 la CNT es-
tuvo a punto de sufrir una nueva división, que si bien final-
mente se evitó, no dejó de generar serios cuestionamientos
hacia las principales figuras de la cúpula sindical.

Un hecho que deterioró aún más la imagen de los líde-
res gremiales fue el fallo del juez Hugo López, que conde-
nó a sindicalistas de la CUT, la CPT y la CESITEP y a ex
directivos del Banco Nacional de Trabajadores (BNT) por
el vaciamiento de este banco de los trabajadores. La Coor-
dinadora de Aportantes del BNT, integrada por gremios
adheridos a estas centrales, fue la principal propulsora del
proceso en contra de los vaciadores de la entidad bancaria. 

Mientras las centrales se debilitan y pierden capacidad
de acción, los/as trabajadores/as vienen sufriendo cada vez
más las consecuencias de la crisis económica, social y polí-
tica por la que atraviesa el país. A partir del año 1995, a raíz
de las constantes crisis financieras, la economía nacional se
ha deteriorado visiblemente, agravada por las amenazas de
quiebre institucional con momentos de inestabilidad políti-
ca, que llevó al cierre de varias industrias o a la disminución
de personal en los distintos sectores, y como consecuencia,
a un aumento del desempleo, de la pobreza y de la insegu-
ridad ciudadana. Sin embargo, las movilizaciones y huelgas
que llevan a cabo las organizaciones sindicales cuentan con
una escasa participación en la mayoría de los casos, aún

cuando se trata de defender derechos y reivindicaciones his-
tóricas. No se puede dejar de reconocer que el temor de per-
der el puesto de trabajo es un factor que limita la participa-
ción, pero también la pérdida de credibilidad de los dirigen-
tes influye decididamente en la escasa convocatoria de
los/as trabajadores/as.

En este contexto, la reforma del Estado, entendida bá-
sicamente como privatización de las empresas estatales pro-
veedoras de servicios, que afecta a un gran número de fun-
cionarios/as de los entes que prestan servicios básicos, tam-
bién generó el debate entre los sectores afectados que ven
peligrar sus puestos de trabajo. Básicamente el debate giró
en torno a las consecuencias negativas del paso de las em-
presas estatales a manos privadas. Cabe recordar que el Es-
tado ocupa a aproximadamente 200 mil personas, que en
porcentaje vienen a ser el 9,1% de la PEA.

A pesar de las amenazas de algunas organizaciones de
“tumbar al Gobierno con un obrerazo” (ABC, 2001: 24), és-
tas no pasan de ser una simple manifestación de deseos. A
pesar de las manifestaciones y huelgas implementadas, la
clase obrera logró muy poco en términos de reclamos al go-
bierno. Los acuerdos firmados con las autoridades práctica-
mente se convierten en letra muerta, en promesas que final-
mente no se cumplen. En cifras, encontramos que durante
los dos últimos años (2000-2001) fueron registradas 118
huelgas y 176 manifestaciones, que se reflejan en el si-
guiente cuadro:

En el año 2000, los principales protagonistas de las mo-
vilizaciones fueron los/as funcionarios/as del Estado, que
recurrieron a las manifestaciones y huelgas para expresar su
rechazo a la política privatista. 

En el año 2001 los/as docentes fueron los principales
protagonistas de las jornadas de protestas. La movilización
más importante fue la convocada por la Organización de
Trabajadores de la Educación del Paraguay (OTEP), la Fe-
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(2000-2001)

Mes Huelgas Manifestaciones

Enero 10 19

Febrero 7 14

Marzo 14 26

Abril 10 11

Mayo 9 17

Junio 12 10

Julio 5 9

Agosto 13 22

Setiembre 9 9

Octubre 9 13

Noviembre 8 16

Diciembre 12 10



deración de Educadores del Paraguay (FEP) y la Unión Na-
cional de Educadores (UNE) para exigir la aprobación de la
Ley del Estatuto Docente, que finalmente, tras once años de
lucha, de negociaciones y medidas de presión, fue sancio-
nada por el Poder Ejecutivo en el mes de agosto de 2001
(Informativo Laboral, 2001: 49-51), oportunidad en la que
los maestros llevaron adelante una huelga que duró diez
días para presionar a los legisladores y lograr la aprobación
y sanción del proyecto. 

El costo de la canasta familiar es otro factor del deterio-
ro de vida de la clase trabajadora. Actualmente el salario
mínimo asciende a 876.048 guaraníes (unos 141 dólares).
Un estudio realizado por la Dirección General de Encuesta,
Estadísticas y Censos (DGEEC) en el año 2001 reveló que
unas 328.028 personas, que representan el 37,7% del total
de personas ocupadas asalariadas, ganan menos de un sala-
rio mínimo (Ultima Hora, 2001[b]: 26). 

Asimismo, otro dato señala que el 40,8% de la pobla-
ción asalariada, unas 355.020 personas, trabaja más de las
48 horas semanales previstas por el Código Laboral (Ultima
Hora, 2001[a]: 10). Sin embargo, estas cifras reveladoras de
la abierta profundización de la crisis económica, que afecta
directamente a la clase laboral, no lograron aglutinar a las
centrales en defensa de los derechos laborales del trabaja-
dor y la trabajadora. 

En el mes de febrero del año 2002, las centrales obre-
ras tuvieron un acercamiento e iniciaron la discusión para
lograr la unificación de la clase trabajadora. Si bien la ini-
ciativa constituye un paso importante y positivo, tampoco
se puede dejar de tener en cuenta que las ambiciones perso-
nales de muchos líderes son las que condujeron a las divi-
siones, lo que genera dudas sobre el proceso, porque el mis-
mo implicaría que algunos den un paso al costado.

El visible impacto de la recesión económica en la po-
blación tiende a agravarse más que a revertirse. La partici-
pación de las autoridades nacionales y de los dirigentes so-
ciales en hechos de corrupción conduce al surgimiento de
nuevas alianzas entre los sectores desfavorecidos. Cada vez
se evidencia más que el sindicalismo del nuevo siglo ya no
responde al modelo del sindicalismo clasista y combativo
de principios del siglo XX. 

Y no es que hoy se explote menos al trabajador que ha-
ce cien años atrás; tampoco las condiciones de vida han me-
jorado para el operario. To d avía se sigue luchando por las
ocho horas laborales, el seguro social y el derecho a las va-
caciones, considerados derechos básicos. Sin embargo, tal
parece que los objetivos del sindicalismo en la actualidad se
encuentran algo difusos. Los enemigos de la clase trabajado-
ra ya no sólo son los empresarios y el Estado: los orga n i s-
mos internacionales pasan a dirigir los destinos de los países
subdesarrollados y con políticas débiles. Ante esta nueva si-
tuación probablemente los sindicatos deberán rever sus me-
canismos de lucha, y no precisamente sus objetivos, que des-
pués de todo siempre serán defender a los/as trabajadores/as.

Avances y retrocesos para la igualdad:  
una evaluación del movimiento de mujeres
en Paraguay a cinco años de Beijing1

En el Paraguay, uno de los sectores que ha logrado im-
portantes avances y visibilidad en los últimos diez años ha
sido el de las mujeres organizadas. Luego de cinco años de
la IV Conferencia Mundial de la Mujer de las Naciones
Unidas, donde189 países se comprometieron a implementar
políticas y mecanismos –descriptos en la Plataforma de Ac-
ción Mundial (PAM)– para alcanzar la igualdad y la supe-
ración de la discriminación de las mujeres, en Paraguay las
mujeres organizadas de la sociedad civil observan logros,
aunque también retrocesos. 

A pesar de los grandes avances en cuanto a la legisla-
ción, los mecanismos de igualdad, la participación política
y la educación, existe un grave deterioro en las condiciones
de vida de las mujeres paraguayas. Un indicador que mues-
tra esta realidad es el alto índice de mortalidad materna, que
en los últimos años ha aumentado. “El subdesarrollo del Pa-
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raguay se visualiza de manera dolorosa en el campo de la
salud. El indicador más grave es que las mujeres jóvenes,
los niños y las niñas del
Paraguay continúan mu-
riéndose principalmente
por razones atribuibles al
embarazo, parto y puer-
perio. Sólo los abortos,
que son ilegales, produ-
cen 400 muertes maternas
por año, en un país en el
que se constata una tem-
prana iniciación de la ac-
tividad sexual y un aumento de los embarazos adolescen-
tes” (Bareiro y Rivarola, 2001: 195). 

La calidad de vida de las mujeres no ha mejorado. No
existen avances de acuerdo a la evaluación hecha en el cam-
po de la economía y la pobreza. Por el contrario, la calidad
de vida de las mujeres ha empeorado en estos cinco años.
Las razones se deben principalmente a:

• continúa la estricta división sexual del trabajo y la ba-
ja contabilidad del trabajo doméstico, que es principal-
mente femenino;

• las políticas macroeconómicas implementadas no in-
corporan la perspectiva de género;

• la precariedad del empleo femenino en las ciudades y
los pueblos, que empeora más aún en las zonas rurales.
En este punto se observan tres problemas: en primer lu-
ga r, la escasa lucha por los derechos de orga n i z a c i o n e s
que reivindiquen mejoras en esta área para las mujeres. El
trabajo doméstico, por ejemplo, continúa siendo discrimi-
nado inclusive en las leyes, pero sin embargo este tema no
forma parte de la agenda de las organizaciones de muje-
res. En segundo luga r, la feminización de la pobreza, es-
pecialmente en las áreas rurales, donde se encuentra el
50% de la población del país. Y en tercer luga r, se sigue
manteniendo la discriminación salarial de las mujeres. 

Una de las cuestiones pendientes más importantes que
se menciona en la evaluación es la situación de las niñas,
quienes sufren discriminaciones y violaciones a sus dere-
chos específicos, las que se manifiestan sobre todo en su in-
visibilidad. Existe un alto grado de impunidad en los casos
de abuso sexual hacia ellas. No cuentan con espacios de
participación y de servicios de salud: “La especificidad del
tema de la niña es muy reciente y aún no está suficiente-
mente tratado, ni desde el Estado ni desde las organizacio-
nes no gubernamentales”. 

A pesar de esta situación existen grandes logros. Las
mujeres organizadas tuvieron un gran protagonismo, así co-

mo también el Estado a través de la Secretaría de la Mujer
de la Presidencia de la República implementando políticas

públicas para alcanzar la
igualdad. En estos años
se tuvo un Plan Nacional
de Igualdad de Oportuni-
dades para las Mujeres,
se crearon instituciones
con el objetivo de imple-
mentar estas políticas de
igualdad además de in-
corporarse a otros minis-
terios, se crearon secreta-

rías de la mujer en todas las gobernaciones del país, en tres
ministerios y algunas municipalidades, y también se tiene
una instancia mixta como la Comisión Tripartita para el se-
guimiento del cumplimiento de la Plataforma de Acción de
Beijing, integrada por Naciones Unidas, la Coordinación de
Mujeres del Paraguay y la Secretaría de la Mujer de la Pre-
sidencia de la República. Sin embargo, se percibe mucha
fragilidad institucional de la Secretaría de la Mujer: se ve
que los logros se deben más al compromiso y liderazgo de
la ministra Cristina Muñoz que a la fortaleza de la institu-
ción, ya que en el período en que esta ministra dejó el car-
go sus dos sucesoras no dieron continuidad a los trabajos,
que se estancaron durante ese lapso y fueron nuevamente
reencaminados una vez que Muñoz volvió.

La Ley de Cuotas, iniciativa de la Red de Mujeres Po-
líticas con el apoyo de la Secretaría de la Mujer de la Presi-
dencia de la República, que establece una participación mí-
nima para las mujeres del 20%, tuvo resultados favorables,
pues –aunque en forma muy baja– contribuyó a aumentar el
número y la proporción de mujeres electas en cargos pluri-
nominales (no así en los cargos de elección uninominales;
sigue existiendo sub-representación femenina en todos los
niveles de participación política).

Otro de los logros importantes es la promulgación de la
L ey 1.600 contra la violencia doméstica, cuyo anteproy e c t o
fue propuesto por las organizaciones de mujeres en 1998, que
además de elaborar la propuesta trabajaron persistentemente
p r o m oviendo su aprobación. Esto no significa que la violen-
cia que sufren las mujeres en sus casas ha disminuido, sino
que se ha logrado dar visibilidad al problema, lo que ha con-
t r i buido a que se establezcan mecanismos para enfrentarlo.

Un avance importante y muy reciente, en el cual las
mujeres organizadas también tuvieron un papel determinan-
te, es el reconocimiento de las mujeres como sujetos de la
Reforma Agraria en el Estatuto Agrario. La Coordinadora
Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (CONAMURI)
elaboró un documento donde propuso que se incluyera co-
mo beneficiaria a la mujer jefa de familia, y que el título de
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“Esta alianza [Congreso Democrático del Pue -

blo] de más de sesenta organizaciones sociales

(...) si bien es coyuntural, no deja de sentar

precedentes para encausar otras articulaciones

y encarar otras luchas a nivel nacional.”



propiedad sea expedido a nombre de la mujer si es jefa de
familia, o a nombre del varón y la mujer si fueran concubi-
nos. Esta propuesta fue incluida en el Nuevo Estatuto Agra-
rio promulgado en enero del año 2002. 

En el área de la educación se han dado logros muy sig-
nificativos en la Reforma Educativa, con el Programa Na-
cional para la Igualdad de Oportunidades y Resultados pa-
ra las Mujeres en la Educación (PRIOME) y en el cambio
de los contenidos de los libros de textos y materiales educa-
tivos, que pueden ser considerados en general no sexistas.
Pero aún el currículo sexista oculto continúa, así como la
escasez de investigaciones sobre la educación con perspec-
tiva de género.

Como se puede ver, existen muchos avances para las
mujeres en determinadas áreas, pero aún quedan muchas
cosas más por hacer para alcanzar la igualdad plena de mu-
jeres y hombres en el Paraguay, como bien lo dice en gua-
raní el título del Informe No Gubernamental: “Heta mba´e
ojejapo ha rojapo ja reko hagua igualdad kuña, mitakuña,
ha mitakuña’i kuera hetaiteve jajapo vaerã gueteri” (“Se ha
hecho e hicimos mucho por la igualdad. Pero mucho más es
lo que deberemos hacer todavía”).

Desterrar la corrupción y la impunidad
es la materia pendiente

Los primeros días del mes de junio del año 2002 signi-
ficaron la estocada final de las movilizaciones campesinas
en todo el país, apoyadas por el Congreso Democrático del
Pueblo, cuando tras la trágica muerte del campesino Calixto
Cabral, el presidente de la República, Luis González Mac-
chi, anunciaba la suspensión sine die de la venta de la ex -
Antelco (Copaco SA) y la derogación o la suspensión de los
efectos de la Ley 1.615, de privatizaciones, y con ello, la su-
presión del plan de venta de las empresas públicas. A partir
de las reivindicaciones logradas por el Congreso Democráti-
co del Pueblo, se planteó en el seno de las orga n i z a c i o n e s
campesinas la necesidad de dar un seguimiento a lo ya logra-
do, pero sobre todo de seguir de cerca las materias pendien-
tes en los puntos reclamados, que son la corrupción y la im-
punidad. Esta alianza de más de sesenta organizaciones so-
ciales, entre ellas organizaciones campesinas, centrales sin-
dicales y organizaciones populares y políticas, si bien es co-
yuntural, no deja de sentar precedentes para encausar otras
articulaciones y encarar otras luchas a nivel nacional.

A la vista de lo anunciado por el Poder Ejecutivo y el
giro que tomó la Reforma del Estado, las organizaciones
campesinas como la Federación Nacional Campesina, la
Organización Nacional Campesina y la Mesa Coordinadora
Nacional de Organizaciones Campesinas, festejaron lo que

calificaron como una victoria contundente e histórica con-
tra el gobierno corrupto, los políticos, el Fondo Monetario
Internacional y el Banco Mundial, principalmente al cono-
cer, después de una prolongada y tensa espera, que la ley de
privatizaciones se suspendía por tiempo indefinido (La Na -
ción, 2002). Aunque la determinación del Ejecutivo deja la
posibilidad de retomar el proceso de reforma en cualquier
momento, no deja de ser una conquista social importante.
En la concepción neoliberal del gobierno sólo es posible la
reforma con las privatizaciones de las empresas estatales,
según modelos impuestos desde el exterior.

Uno de los medios de prensa anunciaba en su tapa el
día 6 de junio “Se salvó el gobierno pero murió la reforma”
(La Nación, 2002), dando erróneamente a entender que to-
da posibilidad de reforma del Estado quedaba desterrada a
causa de las movilizaciones campesinas. En términos de re-
forma, podríamos decir que el gobierno tendría que empe-
zar por sanear las instituciones públicas, calificar a los fun-
cionarios públicos, profesionalizarlos, despartidizar los car-
gos públicos, priorizar la idoneidad de las personas y, al de-
cir de Belarmino Balbuena (Informativo Campesino, 2002),
Coordinador General de la MCNOC, buscar la forma de re-
cuperar lo robado, evitar la impunidad y combatir eficaz-
mente la corrupción de la administración pública.
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Asimismo, otras organizaciones y ONGs vienen desde
hace años pregonando la necesidad de reducir las Fuerzas
Armadas y destinar más recursos a la salud y a la educa-
ción, como puntales de una reforma de Estado, mientras
que las organizaciones campesinas refuerzan siempre la
idea de que este país necesita fomentar la producción agrí-
cola e invertir en recursos para que la gente trabaje y pro-
duzca en el campo, dado el carácter eminentemente agríco-
la del Paraguay. A la Reforma del Estado hay que empezar
a buscarle el sentido que le niegan los políticos, por una real
falta de voluntad y por los grandes intereses que están en
juego con los manejos poco claros de los fondos utilizados
por la Secretaría de la Reforma.

El desafío más importante de ahora en más es pelear
por la verdadera reforma del Estado. Si bien las organiza-
ciones sociales y hasta el mismo Congreso Democrático del
Pueblo no han hecho propuestas o presentado un proyecto
alternativo al Congreso de la Nación, hay consenso en que
sin atacar primeramente a la corrupción no es posible llevar
adelante ninguna reforma seria.

A criterio de José Parra, coordinador de la MCNOC, en
el Departamento de San Pedro, “El estado tiene responsabi-
lidades con la ciudadanía, como brindar servicios de salud,
educación, asistencia técnica y ya tenemos signos concretos
de que esas obligaciones serán dejadas de lado. El Ministe-
rio de Agricultura y Ganadería –MAG– ya está terciarizan-
do la asistencia técnica a campesinos. Para nosotros, resulta
claro que el proceso de privatizaciones debe detenerse, pero
también es innegable que este Gobierno no puede adminis-
trar los bienes del Estado con honestidad. Al contrario, están
robando todo lo que pueden. Lograr un manejo honesto es
todo un proceso, que no es automático y tampoco resultado
de un simple cambio de gobierno” (A B C, 2002).
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Documentos del conflicto

LA BATALLA DE AREQUIPA

La decisión del gobierno peruano de privatizar dos empresas eléctricas, que abastecen de
energía al sur del país, desencadena un enfrentamiento de toda la sociedad contra esta política
del Gobierno Nacional.

Arequipa protesta en medio de violentas jornadas. El 16 de junio, el presidente de la
Nación, Alejandro Toledo, pone a Arequipa bajo el control del Ejército y decreta el Estado de
Emergencia, imponiéndose el toque de queda. 

El Alcalde de la ciudad de Arequipa, Juan Manuel Guillén, se compromete en “Paralizar
todo el proceso de privatización, es decir, dejar sin efecto la venta de EGASA y EGESUR”.

En el aeropuerto se producen enfrentamientos con la Policía, así como también en Tacna.
Los estudiantes toman locales en Cuzco. El pueblo arequipeño desafía el estado de sitio con
“cacerolazos” y manifestaciones antigubernamentales.

El 74,8% de la población se manifiesta contra la privatización eléctrica, mientras el 70,5%
desaprueba al gobierno de Toledo.

En el sur el movimiento se extiende enseguida: Moquegua se paraliza por 24 horas así
como también el Altiplano, se producen violentos choques en las calles de Tacna, un paro de
48 horas en Cuzco y finalmente 108 alcaldes distritales y provinciales comienzan una huelga
de hambre contra la negativa del Congreso a tratar las privatizaciones. 

Finalmente la licitación se ejecuta dando como ganadora a la empresa TRACTEBEL SA,
de origen belga, el día 14 de junio.

Inmediatamente surge un movimiento generalizado y espontáneo que involucra a todos los
sectores de la sociedad que confluyen en el centro de la ciudad paralizando las actividades
económicas y levantando barricadas para impedir el tránsito. En este escenario se producen las
negociaciones para la suspensión de las medidas de fuerza y el retiro de las fuerzas del orden. 

El 19 de junio, el Gobierno suspende la privatización, el ministro del Interior renuncia en
desacuerdo. La trasnacional privada TRACTEBEL SA, paraliza las transacciones de compra. 

A continuación, publicamos la declaración del 19 de junio de 2002 donde, como producto
del diálogo entre el Gobierno y las autoridades arequipeñas, ambos sectores hacen público el
pronunciamiento denominado “Declaración de Arequipa”.
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Los que suscriben el presente documento, reunidos en la ciudad de Arequipa, Perú, los días 18 y 19
del mes de junio del año 2002, han llegado a los siguientes acuerdos y expresión de posiciones:

• Primero : Los representantes del Gobierno expresarán su desagravio por los términos o frases
vertidas por funcionarios del Gobierno y los titulares de Justicia e Interior a través de los me-
dios de comunicación, que el pueblo arequipeño o su dirigencia hayan considerado ofensivo s .
Los representantes del Gobierno y del pueblo de Arequipa deploran y condenan conjuntamen-
te el daño ocasionado a personas y a la propiedad pública y privada en la ciudad de Arequipa. 

• Segundo: En lo que respecta al proceso de privatización de EGASA y EGESUR, teniendo
en cuenta que se encuentra en trámite ante el Poder Judicial una acción de amparo, las partes
convinieron en establecer que se respete la resolución resultante de dicha acción de garantía,
así como respetar a plenitud la autonomía del Poder Judicial y demás organismos jurisdiccio-
nales, acatando sus resoluciones sin interferencia alguna. 

La representación del Gobierno, con la aceptación –como medida inmediata– de los repre-
sentantes de la Asamblea de Alcaldes y del Frente Amplio Cívico de Arequipa, expresa
formalmente su decisión de suspender todos los actos del proceso de privatización de
EGASA y EGESUR, incluyendo los conducentes a la firma del contrato, mientras no se
cuente con el fallo definitivo del Poder Judicial y demás organismos jurisdiccionales. Los
representantes del Gobierno reconocieron que el sentimiento y opinión de la comunidad
arequipeña es visiblemente adverso a dicho proceso de privatización. 

• Tercero: Ambas partes coincidieron en la urgencia de un inmediato restablecimiento del or-
den público que permita recuperar el normal funcionamiento de las actividades. A las 48 ho-
ras de suscrita esta Declaración y establecido el orden público, el Gobierno dejará sin efecto
el Estado de Emergencia en vigencia.

• Cuarto: Ambas partes hacen una invocación al país para que cesen de inmediato todos los
actos de violencia que obstruyen el camino hacia la paz social, la estabilidad democrática del
país y el anhelado desarrollo nacional. 

Declaración unilateral

• Quinto: Los representantes de la Asamblea de Alcaldes y del Frente Amplio Cívico de Are-
quipa, dejaron sentada su propia posición en el sentido de que debe anularse lo actuado en el
proceso de privatización de las empresas EGASA y EGESUR, y someter el futuro de las mis-
mas a consulta popular previa. Del mismo modo debería procederse para el caso de las empre-
sas eléctricas del sur del país.

Firmado en tres ejemplares en la ciudad de Arequipa, en el local del Colegio San José, a las
15:00 horas del día miércoles 19 de junio de 2002.

Fuente: <http://www.larepublica.com.pe/>

DECLARACIÓN DE AREQUIPA
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D o c u m e n t o s

LA EXPERIENCIA DEL CONGRESO DEMOCRÁTICO DEL PUEBLO EN PARAGUAY

Durante la última quincena de mayo la movilización social a nivel nacional se vuelve el
centro del escenario político en el Paraguay.

El Presidente González Macchi había presentado al Congreso Nacional una serie de pro-
yectos de leyes que facilitaban las privatizaciones. Sin contar con la sanción de la ley, el gobier-
no pone en venta la Compañía Paraguaya de Comunicaciones, COPACO, una de las más gran-
des y rentables empresas estatales. Diversos sectores sociales se levantan en protesta por la co-
rrupción presente en este proceso de privatización y contra los proyectos de leyes. 

A mediados de mayo se conforma el Congreso Democrático del Pueblo que convoca a mov i-
lizarse en todo el país. Los campesinos bloquean las carreteras, se producen tomas de instalacio-
nes, huelgas sectoriales, paralización del sector educativo y presión política desde la oposición.

Ante este gigantesco proceso de protesta social el Presidente paraguayo retira sus proyec-
tos de leyes.

A continuación presentamos dos de los comunicados públicos lanzados por el Congreso
Democrático del Pueblo*, el correspondiente al día 16 de mayo, donde se llama a la moviliza-
ción nacional, y el del 30 de mayo de 2002 que da cuenta de una primera conquista de las rei-
vindicaciones planteadas por este espacio de coordinación multisectorial.

/ Septiembre 2002
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DECLARACION PÚBLICA

1. En representación del Congreso Democrático del Pueblo reafirmamos la convocatoria de to-
das las organizaciones sociales y políticas a la gran movilización nacional CONTRA LAS
PRIVATIZACIONES Y LA DEROGACION DE LA LEY 1615, EN DEFENSA DE LA BAN-
CA PUBLICA, NO A LA LEY ANTITERRORISTA, NO A LA PRIVATIZACION DE RU-
TAS, NO AL IVA AGROPECUARIO Y CONTRA LA CORRUPCION Y LA IMPUNIDAD.

2. Alentamos a todo el pueblo paraguayo a reforzar la movilización y acompañar esta lucha
por los intereses del país, la soberanía nacional y los intereses del pueblo.

3. Sectores privatistas del Parlamento pretenden derrotar la resistencia popular contra las pri-
vatizaciones postergando su tratamiento por 60 días. 

Para el Congreso Democrático del Pueblo no se trata de postergar las privatizaciones. Lu-
chamos por el no a las privatizaciones, en defensa del patrimonio nacional y por servicios
públicos (energía, comunicaciones, agua, salud, educación y otros) a los cuales accedan
todos los paraguayos.

4. Alertamos de salidas NO DEMOCRATICAS Y EN CONTRA DEL PUEBLO a la crisis gu-
bernamental y su entorno de poder político. FRENTE A TODA INICIATIVA en contra de los
intereses democráticos y del pueblo paraguayo el Congreso Democrático del Pueblo adelanta-
rá movilizaciones de lucha y resistencia previas a la convocatoria nacional para el próximo
martes 21 de mayo.

¡POR LA DEFENSA DE LOS INTERESES NACIONALES, DEMOCRATICOS Y
POPULARES DEL PUEBLO PARAGUAYO!

Congreso Democrático del Pueblo

Coordinación Política: Marcial Gómez, Belarmino Balbuena, Ermo Rodríguez, Ubaldo Cha-
morro, Eris Cabrera, Hugo Richer, Cesar Benítez y Juan Arrom.

* Integrantes del CONGRESO DEMOCRATICO DEL PUEBLO:
PLENARIA POPULAR CONTRA EL TERRORISMO DE ESTADO integrada por: Mesa
Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC), Unión de Trabajadores del
Alto Paraná (UTAP), Convergencia Popular Socialista (CPS), Movimiento Patria Libre
(MPL), Unidad Progresista (UP), Partido Comunista Paraguayo (PCP), Partido de los Traba-
jadores (PT), Sindicato de Trabajadores de la Ande (SITRANDE), Casa de la Juventud, Radio
Rebelde, Sindicato de Trabajadores Sociales (STS), Partido Socialista Paraguayo (PSP), Par-
tido Humanista (PH), Movimiento de Objeción de Conciencia de Luque (MOC), Coordinado-
ra Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (CONAMURI), Coordinadora de Productores
Agrícolas San Pedro Norte (CPA-SPN).
FRENTE POR LA DEFENSA DE LOS BIENES PUBLICOS integrado por: Federación Na-
cional Campesina (FNC), Partido Revolucionario Febrerista (PRF), Partido de la Unidad Po-
pular (PUP), Movimiento Popular Revolucionario Paraguay Pyahúrá (MPRPP), Cambio para
la Liberación (CPL), Organización de Trabajadores de la Educación del Paraguay (OTEP),
Central Nacional de Trabajadores (CNT), Coordinación Nacional de Organizaciones Popula-
res-Movimiento Sin Techo (CONOP-MST), Federación Nacional de Trabajadores del IPS
(FENTRA-IPS), Coordinadora de Movimientos y Organizaciones Sociales de Cordillera
(CSC), Coordinadora Obrero Campesina (COC).

COMUNICADO DEL JUEVES 16 DE MAYO DE 2002, ASUNCIÓN
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Visto el compromiso público asumido por el Gobierno Nacional en cuanto a cuatro puntos rei-
vindicados por el Congreso Democrático del Pueblo referentes a garantizar la implementación.

1) RETIRO DEL PROYECTO DE LEY ANTITERRORISTA

2) RETIRO DEL PROYECTO DE LEY DE REFORMA DE LA BANCA PUBLICA 

3) NO SANCION DEL PROYECTO DE LEY DE CONCESION DE RUTAS 

4) EXCLUIR EL IVA AGROPECUARIO DEL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA
LEY 125/91.

El Congreso Democrático del Pueblo RESUELVE:

1) Levantar los bloqueos permanentes de rutas en todo el país.

2) Continuar la movilización nacional y la convocatoria a la ciudadanía para luchar por la De-
rogación de la Ley 1615 de privatizaciones.

3) Resaltar la victoria popular parcial por los objetivos propuestos, saludar la disposición com-
bativa de lucha y el sacrificio de todas las organizaciones que lo hicieron posible.

4) Destacar que seguiremos avanzando en estas conquistas contra la política neoliberal que
pretende imponer a nuestro país el FMI, el Banco Mundial y la oligarquía gobernante, y de-
fenderemos el Patrimonio Nacional y una alternativa diferente de desarrollo para el país a fin
de conquistar una vida digna para todos los paraguayos, con tierra para trabajar, créditos a la
producción, trabajo, salud, educación, vivienda, cultura, justicia social y libertad.

5) No admitiremos ninguna represalia contra las organizaciones y dirigentes en lucha del Con-
greso Democrático del Pueblo.

6) Llamamos a todos los compañeros y compañeras a seguir la movilización y estar alertas pa-
ra afianzar las conquistas de nuestra lucha.

Asunción, 30 de mayo de 2002.

Por el CONGRESO DEMOCRATICO DEL PUEBLO: Marcial Gómez, Cesar Benítez, Eris Ca-
brera, Ermo Rodríguez, Belarmino Balbuena, Juan Arrom, Hugo Richer y Ubaldo Chamorro.

COMUNICADO DE PRENSA, 30 DE MAYO DE 2002
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La configuración de la protesta
social

E
n el largo ciclo de revitaliza-
ción de la protesta que se
abre a mediados de la década
de los noventa en Latinoamé-
rica, el último año y medio

–aquel que va de mayo de 2001 hasta la ac-
tualidad– señala una intensificación del con-
flicto social en la región. Dicho proceso se
grafica con claridad en los datos arrojados
por el relevamiento elaborado por el OSAL
mostrando un crecimiento a partir de dicha
fecha que casi duplica las diferentes acciones
protagonizadas por los movimientos sociales
en el período anterior, ubicándose en más de
2.000 hechos el promedio cuatrimestral a
partir del segundo cuatrimestre de 2001. En
este nuevo ciclo, el segundo cuatrimestre de
2002 muestra una pequeña caída respecto del
primero del año que alcanza casi a un 8%.
Lejos de ser homogénea dicha disminución
resulta particularmente de la reducción de los
conflictos en Argentina y Bolivia. En el pri-
mer caso la agudización de la protesta que se
abre en dicho país a partir de las movilizacio-
nes de diciembre de 2001 y que se proyecta a
lo largo de los primeros meses de 2002, cae
casi un 50% para el segundo cuatrimestre del
año aproximándose a los valores registrados
para los últimos meses de 2001. En Bolivia
para el mismo período también se verifica
una disminución de los hechos de protesta
(casi un 40%) en parte, quizás, por el desa-

rrollo de la campaña electoral que recorre ca-
si todo el período y que, en este caso, impli-
có el involucramiento directo del movimien-
to campesino-indígena –tanto de las federa-
ciones del Chapare como de la región del Al-
tiplano– alrededor de candidaturas surgidas
del propio movimiento (ver artículo de Ma-
nuel De La Fuente en el presente número del
OSAL). Por el contrario en otros países se
aprecia un incremento de la conflictividad,
especialmente en la región centroamericana
–particularmente en Honduras y Nicaragua–
y en Uruguay, manteniéndose estable en el
resto del continente. 

Por otra parte, en relación al cuatrimes-
tre anterior puede señalarse una disminución
de los conflictos impulsados por los asalaria-
dos del sector público (casi un 25% menos
que el período precedente), aunque dentro de
este conjunto se incrementan aquellas accio-
nes promovidas por maestros y profesores
universitarios. Los paros, movilizaciones y
cortes de ruta llevados adelante por los maes-
tros en toda Honduras por el cumplimiento
del Estatuto Docente; las huelgas y moviliza-
ciones también de maestros en distintas pro-
vincias de Argentina –que junto a los trabaja-
dores estatales enfrentan el ajuste de las ad-
ministraciones locales–; las protestas de do-
centes de la CNTE en México así como las
prolongadas huelgas de profesores universi-
tarios en diferentes estados de Brasil, ambas
por incremento salarial, muestran los casos
más significativos.

Mayo – agosto 2002

Los movimientos sociales
en América Latina
Entre las convergencias sociales
y el neoliberalismo armado1

Por José Seoane y Clara Algranati

Cronología
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En contraposición a la evolución de las ac-
ciones de los asalariados del sector público,
crecen las protestas desarrolladas por los traba-
jadores del sector privado (un 30% más que los
meses previos), aunque las mismas siguen
siendo proporcionalmente menores –aproxi-
madamente un 37%– dentro del conjunto de
las impulsadas por los asalariados. Este incre-
mento de las luchas de estos trabajadores se
expresa particularmente en el área de servicios.
Entre las más signifi c a t ivas pueden mencionar-
se las movilizaciones y huelgas de los chóferes
de ómnibus en Brasil contra los despidos y el
recorte salarial; similares protestas en A rg e n t i-
na así como las acciones impulsadas por los
trabajadores bancarios frente al cierre de enti-
dades y despidos; también en Uruguay las pro-
testas de bancarios y las movilizaciones contra
las privatizaciones; en Perú el prolongado con-
flicto en Telefónica contra los despidos o el de
los trabajadores de la construcción civil por
reincorporaciones; así como las protestas en
Venezuela en demanda de aumento salarial.

En otro sentido si bien las acciones im-
pulsadas por el movimiento campesino son,
en términos cuantitativos, un tanto superiores
a las del primer cuatrimestre del año (con un
crecimiento del 8%), las mismas presentan
una configuración más fragmentada y locali-
zada que períodos anteriores siendo notable,
en la misma dirección, que las principales or-
ganizaciones campesinas protagonistas de
significativas movilizaciones en el pasado
–como por ejemplo el MST en Brasil, el za-
patismo en México, la CONAIE en Ecuador
y el movimiento campesino del Chapare bo-
liviano– no tengan en este período similar
actuación, quizás a excepción del movimien-
to campesino paraguayo que habrá de impul-
sar las masivas manifestaciones contra las
privatizaciones en Asunción. 

Simultáneamente con la protesta cam-
pesina se desarrollan también las acciones
de los pequeños y medianos productores
agropecuarios especialmente dirigidas con-
tra la apertura comercial –en varios casos
con pronunciamientos críticos al proy e c t o
del Área de Libre Comercio de las A m é r i-
cas– y en reclamo de subsidios estatales y
políticas proteccionistas.

Finalmente, entre los sectores sociales
que se destacan en la protesta debemos seña-
lar el crecimiento de las acciones encabeza-
das por los estudiantes secundarios y unive r-
sitarios (resultan un 48% mayor que las del
primer cuatrimestre del año). Vale subrayar
al respecto las sucesivas manifestaciones en
reclamo de aumento del presupuesto e incre-
mento del Fondo Solidario Estudiantil acon-
tecidas en Chile, el ciclo de protestas que de-
semboca en una nueva huelga unive r s i t a r i a
en Montevideo, Uruguay, contra la reduc-
ción presupuestaria prevista en el presupues-
to fiscal para el año próximo y, aunque más
fragmentadas, las acciones impulsadas por
estudiantes universitarios en México y en
A rg e n t i n a .

Ofensiva privatista y 
multisectoriales

En los últimos números de esta publica-
ción hemos venido reseñando algunas de las
características que adopta la protesta y mov i-
lización de los sectores populares en Latinoa-
mérica en confrontación con las políticas neo-
liberales. Entre éstas destacábamos en el ante-
rior número la generalización de formas de lu-
cha de confrontación en desmedro de las me-
didas demostrativas, el alcance de la difusión
r egional de ciertas modalidades de protesta y
de organización (por ej.: los cortes de ruta y
l u ego los cacerolazos), así como la afi r m a c i ó n
de un proceso, ciertamente no lineal ni homo-
géneo, de creciente articulación multisectorial
y politización de las luchas (Taddei, 2002). 

Al calor de la agudización de la crisis
económica, del quiebre de la legitimidad del
régimen neoliberal y de la experiencia y de-
sarrollo recientes de los movimientos socia-
les estos procesos de convergencias sociales
a nivel nacional o regional, alcancen mayor o
menor estabilidad o duración, son uno de los
rasgos de este segundo cuatrimestre del año.

En este sentido vale recordar que las lu-
chas sociales más signifi c a t ivas a lo largo de
estos meses fueron las movilizaciones victo-
riosas contra las privatizaciones en Perú y Pa-
r a g u a y. Movilizaciones que supusieron la afi r-
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mación o surgimiento de experiencias de coor-
dinación multisectorial: el Frente Amplio Cív i-
co de Arequipa en Perú y el Congreso Demo-
crático del Pueblo en Pa r a g u a y. Dichos proce-
sos son abordados con detenimiento en el dos-
sier temático del presente número. 

Destacándose por la masividad que asu-
me la protesta y por la demostrada capacidad
de detener las ofensivas privatizadoras enca-
radas por ambos gobiernos, estos casos re-
presentan un proceso más general que se de-
sarrolla también en otros países de la región.

En el caso peruano la constitución y de-
sarrollo de los Frentes Cívicos de carácter lo-
cal y regional tiene una larga historia que se
remonta a la década de los ‘70, aunque resul-
ta particularmente intensa alrededor de la lu-
cha contra la dictadura fujimorista y la caída
de dicho régimen. Vale recordar por ejemplo
el papel que dichos agrupamientos cumplie-
ron en la “Marcha de los Cuatro Suyos” que
se constituyó en una de las movilizaciones
más importantes contra el gobierno de Fuji-
mori2. En este sentido, la batalla de Arequipa
–y la participación significativa que le cupo
al Frente Amplio Cívico de dicha ciudad– fue
acompañada por acciones impulsadas por di-
chos frentes locales a lo largo de todo el sur
peruano así como en otras regiones del país
(Puno, Tacna, Cuzco, Loreto, Piura por citar
sólo algunas de las ciudades). La experiencia
de los paros cívicos urbanos y la existencia
de una Coordinadora Nacional de Frentes
Regionales dan cuenta tanto de las modalida-
des de lucha características de este movi-
miento –que supone en sus momentos más
intensos la virtual ocupación de las ciuda-
des– como de la articulación nacional conso-
lidada en el último tiempo. No pueden dejar
de señalarse las semejanzas que aproximan el
conflicto en Arequipa a la llamada “Guerra
del Agua” en Cochabamba acontecida en
abril de 2000 contra la privatización de la
empresa de aguas local. Como en el caso pe-
ruano, la movilización urbana llegó a parali-
zar y ocupar la ciudad durante días y puso fin
al proceso privatizador.

En este sentido, la experiencia cumplida
por la “Coordinadora por el Agua y la Vida” de

Cochabamba dinamizó, en cierta medida, el
s u rgimiento o afirmación de Comité Cív i c o s
locales en otras ciudades de Bolivia (Seoane,
2001). Estas formas de conve rgencia urbana y
territorial toman cuerpo en este período, por
ejemplo, en las protestas del Comité Cívico de
Oruro por la estatización de la mina Huanuni
– r e ivindicación zonal que finalmente también
se obtiene– y en las movilizaciones multisecto-
riales en la ciudad de El A l t o .

En relación a todas estas experiencias el
proceso en Paraguay presenta algunas diferen-
cias. No sólo porque la coordinación es de ca-
rácter nacional –y no local– sino también por-
que la misma asume la forma de una multisec-
torial emergida del acuerdo de múltiples orga n i-
zaciones sociales y políticas. En este sentido el
llamado Congreso Democrático del Pueblo re-
sulta de la conve rgencia de dos plataformas an-
teriores (el Frente en Defensa de los Bienes Pú-
blicos y la Plenaria Popular Contra el Te r r o r i s-
mo de Estado) surgidas en dicho país en los úl-
timos meses. Dicha conve rgencia supuso la con-
fluencia de las más importantes orga n i z a c i o n e s
sociales del Pa r a g u a y3 así como, y fundamental-
mente, de la articulación de las dos más signifi-
c a t ivas organizaciones campesinas4 ( ver artículo
de Dania Pilz, Quintín Riquelme y Verónica Vi-
llalba en la sección Análisis de casos).

En cierta medida el proceso en Paraguay
puede asimilarse al acontecido en Uruguay,
donde también, aunque no por iguales razo-
nes, la política privatizadora que recorrió la
región en los ‘90 no hubo de hacer pie. Las
semejanzas entre ambas experiencias pueden
quizás ampliarse a las formas que asume la
convergencia multisectorial contra las priva-
tizaciones, siendo que en Uruguay la coordi-
nación nacional –impulsada fundamental-
mente por el PIT-CNT– agrupa a distintas or-
ganizaciones sociales, en este caso en articu-
lación con el FA-EP (Frente Amplio-Encuen-
tro Progresista). En este país la protesta con-
tra la nueva ofensiva privatizadora encarada
por el presidente Battle también recorre todo
el cuatrimestre aunque parezca ocupar un se-
gundo lugar ante la profundización de la cri-
sis económica, y obtiene una victoria parcial
con la derogación parlamentaria de la legisla-
ción que amparaba la privatización de las
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compañías ANTEL y ANCEL, teléfonos y
celulares, respectivamente (ver artículo de
Daniel Olesker en esta revista).

Para el período pueden citarse otras ex p e-
riencias de lucha contra las privatizaciones y
de afirmación de coordinaciones multisecto-
riales. Vale destacar las reiteradas protestas en
Nicaragua contra la privatización del agua
(que abarca las empresas HIDROGESA y
E NACA así como el uso del lago A p a n á s )
protagonizadas por la Red Nacional de Con-
sumidores y otras organizaciones, alrededor
de las cuales surgen coordinaciones multisec-
toriales locales, y que –en un contexto donde
la empresa ENRON, perdidosa en la licita-
ción, impugna también el proceso– concluye
en la aprobación parlamentaria de la rev i s i ó n
del mismo. En ese sentido en México el env í o
al parlamento del proyecto presidencial de re-
forma constitucional para habilitar la priva t i-
zación del sector eléctrico a mediados de
agosto es confrontado por la movilización de
fin de mes convocada por el Frente Nacional
de Resistencia contra la Privatización de la
Industria Eléctrica impulsado por el Sindica-
to Mexicano de Electricidad. En la misma di-
rección puede señalarse la experiencia de la
lucha de los ejidatarios de San Salvador A t e n-
co contra la expropiación de sus tierras desti-
nadas a la construcción de un nuevo aeropuer-
to para la capital del país. La persistencia de
la lucha, la experiencia de constitución de
municipios autónomos, la conformación del
Frente del Pueblo en Defensa de la Ti e r r a
–multisectorial de solidaridad y apoyo– con-
s eguirá sobre el fin del período el anuncio pú-
blico del abandono del proyecto. 

Quizás como en ningún otro período an-
t e r i o r, las luchas contra las privatizaciones hu-
bieron de obtener resultados favorables a los
m ovimientos populares, aunque en muchos
casos ciertamente con carácter transitorio. Re-
sulta signifi c a t ivo que estas experiencias coin-
cidan con la disminución de los conflictos de
los asalariados del sector público y con la afi r-
mación de estrategias de conve rgencia social
particularmente intensas en el ámbito local. 

Pero dichas conve rgencias no sólo surg e n
frente a las ofensivas privatizadoras. Podría-

mos mencionar también, para el caso de la A r-
gentina, las movilizaciones del 27/6 y el 3/7
frente a la brutal represión al movimiento pi-
quetero –que potenciaron o impulsaron la con-
formación de distintas multisectoriales–, la
realización del Foro Social Mundial Te m á t i c o
–que contó con la adhesión de más de 700 or-
ganizaciones sociales locales y con más de 15
mil participantes– y luego la campaña “Que se
vayan todos” que hace su primera mov i l i z a-
ción hacia fines de agosto y que supuso tam-
bién la posibilidad de constituir un marco de
c o nve rgencia, aunque de corta duración.

Neoliberalismo armado y 
resistencia

En respuesta a la doble crisis (económi-
ca y de legitimidad) que cuestiona creciente-
mente al régimen neoliberal, hemos ya seña-
lado la afirmación de una nueva fase de
“neoliberalismo armado” –en este número
Pablo González Casanova lo califica como
“neoliberalismo de guerra”. En el mismo
sentido que lo señala González Casanova, el
neoliberalismo armado no refiere sólo a una
política de guerra y de intervención militar
esgrimida como prerroga t iva internacional
por el Presidente Bush, sino también a la
profundización de un diagrama social repre-
s ivo que tiende a militarizar las relaciones
sociales al interior de los países y que abar-
ca tanto las reformas legales que cercenan
derechos y libertades democráticas, la crimi-
nalizacion y judicialización de la protesta, la
consolidación de gobiernos cada vez más
autoritarios y el crecimiento de la represión
estatal y paraestatal. Justificada bajo el pre-
tendido combate al narcotráfico, el terroris-
mo o la delincuencia, la ideología de la “se-
guridad” pretende la reconstrucción de la
llamada “gobernabilidad neoliberal”. 

El crecimiento regional de la represión
estatal y paraestatal –ver entre otros ejemplos
los hechos que motivaron en Paraguay la
creación de la Plenaria Popular contra el Te-
rrorismo de Estado o el acoso que sufren los
municipios autónomos zapatistas en el cua-
trimestre– es, trágicamente, uno de los signos
del período. Pero la conformación de este
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diagrama represivo adopta una intensidad
significativa, en los meses bajo análisis, en
Guatemala y Colombia. 

En Guatemala se consolida e intensifi c a
la presión de los ex PAC (Patrulla de A u t o d e-
fensa Civ i l )5, para lograr una compensación
económica en calidad de afectados por el con-
flicto armado de los años ‘80 y ‘90. Los mis-
mos realizan numerosas y masivas protestas
en diferentes zonas del país, concentraciones,
toma de rehenes, y amenazan con ocupar edi-
ficios públicos si sus demandas no les son
satisfechas. El presidente Portillo asiste a su
reunión en ocasión del II aniversario de la
Asociación de ex PAC y promete responder a
sus pedidos. Esta legitimación estatal de una
de las fuerzas que encabezó la contrainsur-
gencia en las décadas pasadas coincide con la
i n t e n s i ficación de los apremios ilegales a se-
des de organizaciones de lucha por los dere-
chos humanos y las amenazas a dirigentes so-
ciales y políticos. Ambos hechos dan cuenta
de los intentos de afirmación de un rég i m e n
de nuevo autoritarismo bajo el liderazgo del
tristemente conocido General Efraín Ríos
Montt (Figueroa Ibarra, 2002).

En el caso de Colombia el triunfo en las
elecciones presidenciales de Á l varo Uribe ha
abierto un proceso que no sólo persigue pro-
fundizar el enfrentamiento militar con la gue-
rrilla –luego de la ruptura de los acuerdos de
paz del período anterior– sino también de mi-
litarización social en la tentativa de afi r m a r
una legitimidad autoritaria, particularmente
en los sectores urbanos de clases medias. En
el corto lapso de gestión del nuevo gobierno
distintas iniciativas van en esta dirección: la
asignación de funciones judiciales a la fuerza
pública (Decreto 2002), la creación de una
red de informantes que aspira a reclutar a un
millón de personas, la vinculación de taxistas
y transportistas al control de la seguridad en
calles y carreteras, el establecimiento del “día
de la recompensa” para aquellos que denun-
cien actividades consideradas terroristas, el
incremento del presupuesto y reorga n i z a c i ó n
de las Fuerzas Armadas aumentando los efec-
t ivos, y la creación de una milicia campesina
que busca sumar 20 mil hombres. Simultá-
neamente –y no dando lugar a dudas sobre la

orientación económico-social de su política–
el gobierno de Uribe impulsa una reforma la-
boral neoliberal y decidió a partir de un de-
creto presidencial el desmantelamiento de de-
rechos de los cuales gozaban los trabajadores
del sector público. Estas acciones son acom-
pañadas por el incremento del apoyo nortea-
mericano al Plan Colombia, el plan de fumi-
gaciones masivas y la ayuda a las Fuerzas A r-
m a d a s6. En el mismo sentido se prolonga n ,
durante estos meses, los intentos por desesta-
bilizar al gobierno venezolano. 

Profundizando una tendencia abierta a
partir del 11 de setiembre de 2001, de la ma-
no de la política norteamericana para la re-
gión, se generaliza la temática del terrorismo
y la seguridad como parte central de la agen-
da de los encuentros gubernamentales. Vale
destacar que la Cumbre de Presidentes Ame-
ricanos realizada en Lima, Perú, culmina se-
ñalando al libre comercio, la seguridad y la
infraestructura para el transporte como los
desafíos futuros, en consonancia con los inte-
reses norteamericanos.

En relación con las políticas de liberali-
zación y acuerdos comerciales, a diferencia
de la intensidad que había alcanzado la fi r m a
de estos tratados bilaterales en el cuatrimestre
a n t e r i o r, para el presente período sólo se re-
gistran avances más modestos (entre otras
cuestiones el gobierno norteamericano obtie-
ne finalmente la ratificación del Fast Tra ck;
en la Cumbre de Presidentes de Centroaméri-
ca y México, en Mérida, se acuerda reimpul-
sar el Plan Puebla Panamá y convertirlo en
soporte del ALCA; en Buenos Aires los presi-
dentes de A rgentina, Brasil, Uruguay y Méx i-
co ratifican su apoyo al ALCA y, para el mis-
mo período, entra en vigencia el TLC fi r m a-
do entre El Salvador y Chile). Por el contrario
la agudización de la recesión económica así
como la expansión regional del colapso fi n a n-
ciero y bancario –que afecta particularmente
en estos meses a A rgentina, Brasil y Uru-
guay– ponen en el centro de la escena el ago-
tamiento y crisis del modelo neoliberal. En
tanto la aún precaria continuidad de dicho
modelo está atada a la ansiada recuperación
del crédito internacional –sea para refi n a n c i a r
la deuda ya contraída o para aminorar el ca-
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rácter recesivo del actual proceso– la neg o c i a-
ción de nuevos paquetes de ayuda por el FMI,
especialmente en América del Sur, y la simul-
tánea imposición de recetas privatizadoras y
de ajuste del gasto fiscal fueron algunos de
los aspectos centrales de la política norteame-
ricana para esta región en el período.

De allí también la significación de las lu-
chas contra las privatizaciones que analiza-
mos anteriormente. El rechazo a estos condi-
cionamientos así como a las políticas conti-
nentales de subordinación y ajuste ocuparon
un lugar importante en las protestas de estos
meses y, particularmente, en las experiencias
de coordinación regional entre los distintos
movimientos sociales.

En este sentido la realización del III Fo r o
Mesoamericano a mediados de julio en Ma-
nagua, Nicaragua, con la participación de más
de 350 organizaciones, además de manifes-
tarse contra el Plan Puebla Panamá, el A L C A ,
el FMI y la deuda externa supuso un paso im-
portante en la coordinación de la campaña y
m ovilización regional. En la misma dirección
puede señalarse la edición del Foro Social
Mundial Temático en A rgentina bajo la con-
vocatoria “La crisis del neoliberalismo en A r-
gentina y los desafíos para el mov i m i e n t o
global”, siendo el primer foro temático im-
pulsado por el Foro Social Mundial. Por otra
parte, la continuidad en la preparación de la
campaña regional contra el ALCA –así como
el fortalecimiento de las coordinaciones loca-
les alrededor de dicha iniciativa– habrá de
f r u c t i ficar en la primera consulta nacional
realizada por los movimientos sociales brasi-
leños y que contó con más de 10 millones de
votantes en octubre pasado. Estos tres ejem-
plos señalan tanto la vitalidad que asumen las
c o nve rgencias regionales e internacionales
contra la mundialización neoliberal como su
importancia ante la profundidad de la crisis
r egional y las oportunidades que esta plantea,
especialmente cuando estas confluencias se
forjan alrededor de campañas comunes en
torno a ejes de lucha concretos capaces de
c o nvocar e involucrar a los distintos mov i-
mientos sociales en conflicto.
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Crisis de la distribución de la riqueza

l problema de la economía uruguaya –agravado por la profunda crisis que ya
lleva cuatro años– es de fondo y no de forma o meramente el resultado de
una especulación bancaria. La esencia de la actividad económica está en cri-
sis y el modelo económico está agotado. Más tarde o más temprano el creci-
miento iba a detenerse, en la medida que se sustentaba en bases muy ende-

bles tales como:

• un déficit comercial, resultado del gran crecimiento de las importaciones, en especial
de bienes de consumo, que destruyó la producción nacional, redujo en cantidad y cali-
dad el empleo y fue cubierto por el ingreso de dinero fácil que circulaba en el mundo;

• un aumento del consumo no basado en un mayor ingreso de los ciudadanos, sino en
el acceso al crédito financiado por ese mismo dinero fácil que circulaba en el mundo;

• un aumento importante de la deuda externa, para financiar el déficit comercial y el
déficit público;

• una moneda sobrevaluada que permitía abaratar las importaciones y mover al capital
extranjero hacia el país.

Todo ello no era sustentable en la medida en que poco a poco la exclusión de los fru-
tos del crecimiento que generaba el estancamiento salarial y la pérdida o precariedad de los
empleos (crisis distributiva) cortaba las bases del crecimiento económico. En particular,
desde que en 1992 el Doctor Lacalle inició su Reforma Laboral, el proceso de desregula-
ción y flexibilización de normas laborales constituye un hecho frecuente en la vida laboral
del país. Muchas son las formas que asume esto. Entre ellas, recordemos las más notorias:

• inexistencia de negociación colectiva y por ende fijación unilateral de las condicio-
nes de trabajo por los patrones (Gráfico1);

• contratos temporales que no incluyen salarios vacacionales, aguinaldos, etc., y que
pueden no ser renovados sin que esto implique indemnización por despido;

• tercerizaciones de todo tipo y transformación de asalariados en empresas unipersona-
les, con lo que se pierden beneficios sociales y se afecta la jubilación futura;
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• figuración en la planilla de trabajo por menor sueldo que el real, reduciendo los be-
neficios y la jubilación futura, o directamente no inclusión en la planilla de trabajo;

• rebajas salariales e inexistencia de ajustes de salarios por tiempo indeterminado. En
sectores de la industria, el comercio, la prensa o los servicios personales, han pasado
ya tres años sin ningún tipo de ajuste;

• menor cobertura de accidentes de trabajo por incremento de los trabajos informales.

Y la “frutilla de la torta”, el proceso de desregulación laboral, que se propone para el
sector público en la rendición de cuentas1 del corriente año, que consta al menos de:

• por un lado, se promueven las tercerizaciones, una especie de “seguro de paro” por
dos años, ya que ése es el plazo máximo durante el cual se autoriza a garantizar (y no
siempre) la prestación del servicio al ex empleado público; de ese modo, el destino fi-
nal es incierto;

• en segundo lugar, luego de extender hasta el año 2015 el no ingreso a la función pú-
blica, habilita la contratación de personas que “no tendrán la calidad de funcionarios
públicos ni los beneficios que ello conlleva” y al mismo tiempo “no tendrá indemniza-
ción por despido ni derecho a seguro de desempleo, salvo que haya pasado los 24 me-
ses de trabajo”; 

• en tercer lugar, se vuelve a plantear la habilitación a los jerarcas a declarar exceden-
tarios a parte de sus trabajadores.

La lista es interminable, y la cuantificación de estas situaciones, elevadísima. Simple-
mente recordemos que más de 700 mil asalariados privados no tienen convenio y por ende
no discuten sus salarios ni sus condiciones de trabajo, y que 400 mil personas no tienen de-
recho a seguridad social, entre las cifras más impactantes que muestran la flexibilidad la-
boral que campea en el Uruguay.

De la crisis distributiva a la crisis bancaria

Y así llegamos a la crisis productiva que se inicia e mediados de 1998 y que tiene su
punto de aceleración con la devaluación del real en Brasil. La crisis productiva agrava los
problemas de empleo y de precariedad y nos lleva a profundizar la crisis laboral. La suma
de las crisis productiva y laboral genera una gran caída de ingresos para el estado, ya que
en Uruguay (como nos muestra la rendición de cuentas del año 2001) el 70% de los ingre-
sos de éste provienen de las ventas (IVA e IMESI) o de los sueldos (IRP), con lo cual la
caída de ventas y de empleo reduce notablemente los ingresos del fisco: ello es lo que su-
cedió entre 1999 y 2002, llevando el déficit fiscal a niveles de más del 5% del PBI.

Este déficit fiscal financiado con deuda generó un incremento considerable de la deu-
da externa del país, que se sumó al incremento de la que se había generado en la fase de
crecimiento económico, como dije más arriba. Este proceso, combinado con la caída del
producto, provocaba que la relación deuda pública/producto se tornara cada vez más pesa-
da y que las perspectivas financieras del país fueran cada vez más débiles.

Así, los inversores –en especial los no residentes– que tenían la plata en los bancos uru-
guayos comenzaron a visualizar que resultaba cada vez más amenazada su inversión (es de-
c i r, sus depósitos en el sistema bancario), dado que el país no crecía y por ende no generaba
ingresos, el déficit fiscal aumentaba y por ende la deuda, y la relación deuda/producto se dis-
paraba. Entonces las disponibilidades financieras del país se agravaron, y los inversores to-
maron la decisión de retirar su dinero de una plaza financiera que ya no les resultaba seg u r a .
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Este es el esquema de la crisis uruguaya:

CRISIS DISTRIBUTIVA CRISIS PRODUCTIVA CRISIS LABORAL CRISIS FISCAL CRISIS BANCARIA

La medida de devaluación recientemente adoptada tiene como objetivo principal profun-
dizar y consolidar la reducción del salario y posibilitar una nueva transferencia de riqueza del
trabajo hacia las formas concentradas del capital, en especial en el sector de los servicios. 

Veamos ahora entonces cómo queda la distribución del ingreso en sus grandes compo-
nentes luego de esta devaluación, para lo cual tomamos como referencias los siguientes da-
tos estimados para el año 2002:

Encontramos, en tanto, la caída del salario real como resultado del aumento del ritmo
inflacionario –el que si bien estará amortiguado por la gran recesión, de cualquier manera
se dará en alguna medida (20% en el año)– y la reducción de los ingresos disponibles de
las familias por el aumento de su endeudamiento –si está en dólares por la devaluación y si
está en pesos por el aumento de las tasas de interés que, es de esperar, realicen los bancos
públicos y privados y estimule el gobierno para reducir la liquidez y con ello la demanda
de dólares. Y, por otro lado, los gastos públicos tanto de salarios como corrientes o de in-
versión deberán reducirse para financiar el aumento del gasto de la deuda externa, la cual,
al estar valuada en dólares, se encarecerá para el gobierno.

Por ello está claro que la medida de devaluación recientemente tomada tiene como ob-
jetivo justamente ése: profundizar y consolidar la reducción del salario y posibilitar una
nueva transferencia de riqueza del trabajo hacia las formas concentradas del capital. Y ello
es así pues esta medida reducirá de manera sustancial el salario real, como se ve con clari-
dad en el Gráfico 1.

Gráfico 1
Nueva distribución del ingreso de 2002 al 2003

Fuente: INE (Instituto Nacional de Estadística), Uruguay. Estimaciones propias para el resto del año 2002.

Una vez que se dan estas variaciones, la evolución del ingreso de los sectores del ca-
pital resulta por diferencia. Ello se ve en los Gráficos 2 y 3, que comparan la distribución
del ingreso antes y después de la devaluación.
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Gráfico 2
Distribución del ingreso antes de la devaluación

Fuente: INE (Instituto Nacional de Estadística), Uruguay. Estimaciones propias para el resto del año 2002.

Gráfico 3
Distribución del ingreso después de la devaluación

Fuente: INE (Instituto Nacional de Estadística), Uruguay. Estimaciones propias para el resto del año 2002.

Como se ve con claridad, cae la participación de asalariados, jubilados y cuentapropis-
tas (es decir, los ingresos del trabajo) y sube la del capital en un marco de caída general del
ingreso. Por lo tanto, en realidad, sucede que todos caen en su ingreso, pero la caída es mu-
cho más acelerada en los ingresos del trabajo. Esa caída diferencial se aprecia claramente
en el Gráfico 4.

Gráfico 4
Distribución de las pérdidas por la caída del PBI

Fuente: INE (Instituto Nacional de Estadística), Uruguay. Estimaciones propias para el resto del año 2002.

Los ingresos del capital caen mucho menos que el ingreso nacional global, y los del
trabajo mucho más. La caída del ingreso del capital que vimos anteriormente significará
caída para muchos y crecimiento para pocos.

Yendo a una síntesis, la devaluación generará entonces diferencias de ingreso a favor de
los exportadores y de los tenedores de depósitos o títulos de deuda pública en dólares, y en
contra de las empresas que venden al mercado interno y de trabajadores y jubilados. Ello se
ve claro en el Gráfico 4, que toma ingresos previos a la devaluación (los cuales ya eran bien
favorables a exportadores y depositantes) y muestra el aumento de esta diferencia.
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La movilización social de la primera parte de 2002

La movilización social en el Uruguay ha sido muy relevante en todo el proceso de cons-
titución del modelo liberal de los años ‘90. La gradualidad en la implementación del modelo
no ha sido el resultado de una estrategia diferenciada del modelo uruguayo respecto al arg e n-
tino o al chileno, sino que ha sido la respuesta a una profunda resistencia en el país, cuyo hi-
to fundamental fue el plebiscito que derogó la ley de privatización de las empresas públicas
de 1992. En esa perspectiva de resistencia, una característica central del proceso social del
Uruguay es el peso relevante en él del movimiento sindical, sustentado en una central única
y clasista. Por ello describiremos a continuación las acciones desde la central sindical.

Desde el movimiento sindical

En el correr del año 2002 el primer hecho relevante lo constituyó la marcha a Punta del
Este que convocó la Central de Trabajadores, que fue prohibida por el gobierno en cuanto
a su acceso a la ciudad misma, culminando con un acto masivo de más de 30 mil personas
en la ciudad de Maldonado, capital del departamento donde está el balneario referido. Si
contamos las personas que a lo largo de los 140 kilómetros que separan Montevideo de
Punta del Este salieron a las carreteras, superaron las 50 mil personas. 

Como continuación de esta movilización, y pasando por la jornada cívica de la que ha-
blaremos más adelante, estuvo la jornada del 1º de mayo, la más grande de los últimos ocho
años. Ese día el movimiento sindical volvía a plantear sus propuestas sobre la base de rei-
vindicar el empleo y los salarios, reflexionando de la siguiente manera.

¿Cuáles son para el PIT-CNT los caminos por los que debe transitar el país?

Las políticas de empleo no pueden sólo concentrarse en el grave desempleo actual, si-
no que deben tener tres caminos de salida: el desempleo, el empleo limitado y los sectores
hoy empleados que corren serios riesgos de desempleo o precarización, llamados “grupos
de mayor riesgo laboral como mujeres, jóvenes y adultos de más de 50 años”. Y volvemos
al planteo ya hecho, éste es un tema fundamental para toda la sociedad. Se tendrá que for-
mar una gran movilización social que reivindique y luche por el empleo y el trabajo por-
que en ello le va la vida a la gente y al país.

En este sentido, las políticas de aumento de salarios son un complemento básico de la me-
jora de los empleos en la medida en que garantizan la dinamización de la actividad económica. 

A esta situación siguió un número muy importante de huelgas y movilizaciones, con
dos paros generales, uno de ellos en junio y otro en el mes de julio.

Toda esta movilización sindical estuvo al mismo tiempo profundizada por la especial
situación que vivieron los sectores de la banca, la salud y el transporte afectados por el de-
senvolvimiento de la crisis, en particular por la devaluación, que perjudicó seriamente a los
servicios que operan para el mercado interno.

En estos meses ha habido importantes movilizaciones con paros de hasta 36 horas de la
salud privada, y paros de la banca, que se encuentran en especial conflictividad por la crisis
financiera que hoy pone en riesgo la supervivencia de, al menos, cuatro bancos. Desde esa
p e r s p e c t iva, se han sumado en estos últimos meses a la movilización los ahorristas de esos
cuatro bancos y los deudores en dólares del sistema financiero. Entre estos tres sectores (to-
dos ellos de fuerte sindicalización) están en riesgo no menos de 10 mil puestos de trabajo.
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Esta movilización de los sectores de servicios es acompañada por una fuerte acción de
los sectores públicos, sustentada en dos ejes. Por un lado, la rendición de cuentas y balan-
ce de ejecución presupuestal que propone fuertes reducciones de trabajadores y una flexi-
bilización laboral del trabajador público, pasando los nuevos ingresos al sistema de contra-
tos a término regidos por el derecho privado. Por otro lado, los intentos de privatizaciones,
como los de ANTEL (teléfonos) y ANCAP (combustibles), para los cuales se están dise-
ñando movilizaciones a los efectos de plebiscitar la ley. En el caso de ANTEL, se llegó a
juntar las firmas requeridas y, entonces, el propio gobierno derogó la ley en el Parlamento.
Y si bien se desconoce la voluntad popular de ir a referéndum y además, al derogarse (en
lugar de anularse, como proponíamos), las empresas instaladas entre aquel momento y hoy
se mantienen de manera legal2, sin duda significa –a mi entender– otra victoria popular con-
tra las privatizaciones. En el caso de ANCAP, se está en la etapa de recolección de firmas. 

Otro tanto ocurre con los ferrocarriles. En la rendición de cuentas se eliminan varias
reparticiones del ente público y, en ese sentido, se avanza en su privatización. Finalmente,
en estos meses, los gremios de la industria privada han realizado sendos paros e importan-
tes movilizaciones.

Desde FUCVAM y el resto de las organizaciones sociales

La FUCVAM (Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua) es
una organización de gran peso en la vida social del país. Jugó un rol protagónico en la resis-
tencia a la dictadura durante toda su vigencia y fue clave en el proceso de movilización so-
cial para su derrota. En estos diecisiete años de democracia, se ha mantenido como un pun-
tal de la movilización tanto por sus reivindicaciones específicas de vivienda como en la lucha
por un programa profundo de transformaciones sociales en el país. Su composición social es
fuertemente clasista, y sus vínculos con las organizaciones sindicales son fundacionales.

En estos meses del año 2002 ha protagonizado importantes y masivas movilizaciones,
ya que su poder de convocatoria es relevante tanto entre las personas que habitan las vivien-
das obtenidas por la iniciativa cooperativa como entre quienes se han organizado para cons-
truir y están en una etapa de solicitud del préstamo. Es de destacar la importante participa-
ción de jóvenes en este proceso de movilización de FUCVAM.

En estos meses otras organizaciones sociales han contribuido a la movilización: las de
derechos humanos con la tradicional y masiva marcha del 20 de mayo (fecha del asesinato
de Michelini, Gutiérrez Ruiz, Barredo y Withelaw), y las de mujeres, entre otras.

La movilización estudiantil: huelgas y ocupaciones 

El movimiento estudiantil, tanto universitario como de formación docente y de secun-
daria, ha protagonizado igualmente importantes movilizaciones en estos meses. El eje cen-
tral ha sido la lucha contra la rendición de cuentas, a lo que se han sumado reivindicacio-
nes específicas de los diferentes componentes del movimiento estudiantil. Dicha moviliza-
ción implica hoy huelga universitaria (acompañada por docentes y funcionarios no docen-
tes) y ocupaciones en no menos de cinco liceos y secundarios, y en tres de los cuatros ins-
titutos terciarios que dependen de la Administración Nacional de la Educación Pública, es
decir, que no integran la Universidad de la República.

La concertación para el crecimiento

Unas treinta y seis gremiales empresariales, básicamente ligadas al agro y al comercio,
con algún sector industrial y que en general operan en los mercados internos, se nuclearon

50

Región Sur

/ Septiembre 2002



en octubre del año pasado, conformaron la concertación para el crecimiento y elaboraron
un documento. En el correr de los primeros meses de este año, la concertación y el PIT-
CNT acordaron un documento conjunto que fue presentado en el Paraninfo de la Universi-
dad (con el apoyo de la Universidad de la República), convocando a una grande y exitosa
movilización cívica para el 16 de abril. Allí, haciendo una síntesis de las propuestas del do-
cumento presentado en el Paraninfo, se proponía:

• reactivación del mercado interno; 

• defensa de la producción nacional; 

• reactivación del sector exportador; 

• reformulación del papel del estado para potenciarlo en el desarrollo nacional y en la
redistribución de la riqueza; 

• reformulación del MERCOSUR.

Posteriormente se convocó para el 25 de agosto (fecha de la independencia nacional)
un acto en el obelisco (donde se hizo el principal acto en la lucha contra la dictadura), de
alta concurrencia. Participaron los partidos políticos de oposición que desarrollaron en to-
do el año diversas acciones y hoy se sumaron a este proceso de convergencia. En dicho ac-
to se leyó una proclama que entre otras cosas decía:

“Estamos aquí un conjunto de orientales que en principio tienen en común dos senti -
mientos fundamentales, por un lado una profunda indignación por la crítica situación
que estamos atravesando y por otro lado una enérgica rebeldía para no resignarse an -
te los hechos. Una rebeldía que necesariamente debemos orientar a la búsqueda co -
lectiva de soluciones, a conformar las grandes mayorías nacionales, que hagan posi -
ble reencauzar a nuestra gente y nuestra economía hacia una sociedad, un pueblo con
esperanza, con un sueño colectivo, que otro Uruguay es posible. Porque un pueblo y
una sociedad sin esperanza, es desgraciadamente una sociedad sin futuro”.

Y proponía:

“Hoy aquí le estamos reclamando al Gobierno un gesto de grandeza, le reclamamos a
un gobierno que ha perdido la credibilidad y la capacidad de articular soluciones creí -
bles a la crisis, que asuma que nuestro pueblo exige transitar por otros rumbos econó -
micos que tengan por eje al ser humano, su calidad de vida, la Producción y el Traba -
jo y que surjan del aporte y el acuerdo del conjunto de la ciudadanía. Acuerdos basa -
dos en estos criterios:

• El objetivo básico del gobierno será el desarrollo productivo, con una política ac -
tiva de apoyo, que por diferentes vías signifique que del productor al empresario o
el industrial pueda sortear con éxito esta crisis, manteniendo y generando puestos
de trabajo. Evitando el actual deterioro del salario real y las jubilaciones. 

• Reformulación del funcionamiento, la supervisión y los controles del sistema finan -
ciero, para ponerlo al servicio del país y su gente, del crédito, protegiendo el ahorro
de los uruguayos y orientándolo hacia el trabajo y la producción nacional. 

• Encarar una reforma tributaria y fiscal con criterios de justicia social, que distri -
buya la riqueza nacional y genere recursos para la enseñanza, para un sistema na -
cional de salud, las políticas sociales y las políticas de desarrollo tecnológico.

Acuerdos que sumados posibiliten entre otras cosas, impedir la sangría que se está
produciendo, en la cual no sólo los jóvenes se van sino se van familias enteras y con
ellas se nos va el presente y el futuro. En una palabra, cambiar la pisada, hoy decimos
basta a este Modelo Económico y a esta forma de gobernar, NO VA MÁS”.
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Síntesis

El año 2002 ha sido sin duda de gran movilización social en el país. Se ha recuperado
una capacidad de movilización y se han logrado niveles de acuerdo muy importantes y con-
vergencias estratégicas de diferente alcance. Y en esa movilización el PIT-CNT ha tenido
un rol protagónico, mostrándose como un articulador y un referente en este proceso de mo-
vilización social y político.

Notas

1 La rendición de cuentas (llamada formalmente Balance de eEjecución Presupuestal) es envia-
da por el gobierno todos los años al 30 de junio, para mostrar la ejecución del presupuesto en el
año anterior. El presupuesto es quinquenal, se aprueba al comenzar el mandato y luego, cada año,
se envía una rendición de cuentas que, además, propone ajustes al presupuesto.

2 En el marco de la aprobación de la ley de privatización de ANTEL, el gobierno reglamentó la
desmonopolización de las llamadas de larga distancia. Esto permitió el establecimiento de una
decena de empresas. La derogación de la ley impide la instalación de nuevas empresas pero de-
ja en pie a aquellas asentadas entre la aprobación de la ley y su derogación. La anulación, en
cambio, permitiría la eliminación de esas empresas ya instaladas.
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Argentina

MAYO

Miércoles 1 • Se realizan diferentes actos en todo el país en conmemoración del Día Internacional
de los Trabajadores. En la Ciudad de Buenos Aires (BA), la Central de Trabajadores Ar-
gentinos (CTA) y la Corriente Clasista y Combativa (CCC) se concentran frente al Con-
greso en reclamo de la renuncia del presidente Duhalde y la ruptura de las relaciones
con el Fondo Monetario Internacional (FMI). El Bloque Piquetero Nacional, el Partido
Obrero (PO), el Movimiento al Socialismo (MAS), el Partido Revolucionario de Libe-
ración (PRL), algunas asambleas barriales y otras organizaciones marchan hasta la Pla-
za de Mayo bajo la consigna “Basta de hambre y represión. Que se vayan todos y go-
biernen los trabajadores”. En el Obelisco, Izquierda Unida (IU) junto a la mayoría de
las asambleas populares demandan “que se vaya Duhalde y el FMI”. También se regis-
tran protestas en el interior del país, particularmente en la Provincia de Buenos Aires
(PBA), Santa Fe y Río Negro.

Miércoles 8 • En la PBA se producen numerosas protestas: 100 empleados municipales de Morón,
80 empleados del hospital Posadas en Haedo, 60 empleados de una empresa eléctrica
en Lomas de Zamora, 350 choferes de colectivos en Florencio Varela y 300 personas en
La Matanza reclaman el pago de salarios adeudados; y 500 integrantes de la CCC en
Almirante Brown piden bolsones de alimentos para comedores de la zona. Mientras que
en Mar del Plata, mil empleados municipales y vecinos cortan la calle frente a la muni-
cipalidad para reclamar el pago de salarios adeudados y contra un posible aumento de
precios en el boleto del colectivo.

Jueves 9 • Los ahorristas atrapados por el corralito en Mar del Plata (PBA) realizan la marcha N° 29. 

Viernes 10 • Los docentes del departamento de San Martín (Salta) comienzan una huelga por tiem-
po indeterminado y, en Tartagal, realizan una marcha de la que participan 2 mil perso-
nas, en repudio al violento desalojo de una escuela por la policía y en reclamo de que
las autoridades vayan al lugar a dialogar.

• Unos 7 mil choferes de ómnibus de larga distancia nucleados en la Unión Tranviarios
Automotor (UTA) realizan una huelga sorpresiva de tres horas en protesta por salarios
adeudados.

Martes 14 • La CTA, la CCC y el Bloque Piquetero Nacional realizan por separado una jornada de
protesta nacional con cortes en todos los puentes que unen BA con la provincia, contra
el modelo económico, en demanda de puestos de trabajo, aumentos salariales, subsidios
para desocupados y mejoras en el sector de la salud. Se registran protestas también en
las provincias de Buenos Aires, Jujuy, Chaco, Río Negro, San Luis, Tucumán, Santa
Cruz, Misiones, Salta, Entre Ríos y San Juan.

Miércoles 15 • En Santa Cruz, mil mineros de Río Turbio se movilizan en demanda del pago de sa-
larios adeudados, acompañados de distintos sectores sociales y de la asamblea perma-
nente de las localidades de la cuenca carbonífera de Río Turbio.
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Viernes 17 • Desde la estación Once (BA) parte el Tren de la Resistencia hacia Haedo y Mercedes
(PBA), donde se realizan diversos actos en apoyo al reclamo de reestatización de los fe-
rrocarriles, impulsado por la comisión Salvemos al Tren. 

Lunes 20 • Piqueteros de la CCC y de laFederación de Tierra y Vivienda (FTV) de la CTA co-
mienzan un plan de lucha contra la subordinación de las políticas económicas al FMI,
entre otras reivindicaciones. El principal piquete por tiempo indeterminado se realiza
con 2 mil personas en La Matanza (PBA) sobre la ruta 3, junto a las vías del ferrocarril
Belgrano. Los cortes más importantes en BA se registran en los puentes Pueyrredón, La
Noria, Alsina y Saavedra. En Jujuy, Salta, Catamarca, San Juan, Tucumán y Mendoza
también se realizan movilizaciones. 

Miércoles 22 • La Confederación General del Trabajo (CGT) de Moyano realiza un paro por 12 hs. y
un acto en la Plaza de Mayo (BA) en el que participan 5 mil personas en contra de la
política económica del gobierno de Eduardo Duhalde. 

Jueves 23 • Unos 5 mil maestros convocados por el Sindicato Único de Trabajadores de la Edu-
cación de Buenos Aires (SUTEBA) y la Federación de Educadores Bonaerense (FEB)
se concentran frente a la Casa de Gobierno de la PBA para protestar contra la elimina-
ción de las bonificaciones rurales.

Viernes 24 • Los 2 mil piqueteros convocados por la CTA y la CCC levantan el corte de la ruta 3
en La Matanza luego de firmar un acuerdo con la gobernación de la PBA en el que las
autoridades se comprometen a ponerse al día con los planes trabajar y los alimentos que
no se están entregando desde marzo.

• Más de 5 mil habitantes de Cipolletti (Río Negro) marchan por las principales calles
de la ciudad convocadas por el intendente para exigir justicia y el fin de la impunidad
en el triple crimen ocurrido la semana anterior. Luego se suma el reclamo de que se va-
yan todos a la manifestación, lo que obliga al intendente a retirarse.

Domingo 26 • La Federación Agraria Argentina (FAA) comienza un lock-out agropecuario que se ex-
tenderá hasta el próximo miércoles en protesta contra las retenciones, el precio del ga-
soil, la dolarización de las deudas por los insumos agrícolas y la falta de política agro-
pecuaria, entre otras cosas. Se producen cortes de ruta y manifestaciones en Entre Ríos,
Santa Fe, Córdoba y la PBA.

Miércoles 29 • La CTA, con el apoyo de organismos de derechos humanos, agrupaciones estudianti-
les, sindicatos, la Asociación de Pequeños y Medianos Empresarios (APyME) y la
FAA, entre otros, realiza un paro nacional por 24 hs. con cortes de rutas y actos en to-
do el país contra la entrega, el hambre y la desocupación. Se registran más de mil pi-
quetes, tractorazos y movilizaciones en las que participan decenas de miles de personas
en BA, PBA, Resistencia, Tucumán, Paraná, Rosario, Jujuy y otras ciudades del inte-
rior. En Córdoba, se suman a la medida las dos CGT para conmemorar el 33º aniversa-
rio del Cordobazo. 

• La FAA culmina el paro que llevó adelante durante los últimos tres días con movili-
zaciones, tractorazos, piquetes y cortes de rutas. La Confederación Argentina de Trans-
porte Automotor de Carga (CATAC) y la Confederación Nacional del Transporte Argen-
tino (CNTA) continúan con el paro por tiempo indeterminado.
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JUNIO

Martes 4 • En Posadas (Misiones) 10 mil personas marchan contra la política económica del go-
bierno provincial, convocadas por la Coordinadora de Entidades Productivas, Empresa-
riales y Sociales de Misiones. 

Lunes 10 • Desocupados de la Coordinadora Aníbal Verón toman el edificio del Consejo de De-
sarrollo Humano de la ciudad de La Plata (PBA) en reclamo de 450 casos de inscriptos
en el Plan Jefes de Hogar no contemplados y la entrega de asistencia alimentaria a 120
comedores del sur del conurbano bonaerense. 

Martes 11 • Trabajadores estatales de las provincias de Jujuy, Córdoba, San Juan, La Rioja y PBA
realizan paros con movilizaciones en demanda del pago de sueldos atrasados y aumen-
to salarial, entre otros puntos.

Viernes 14 • Más de 12 mil personas convocadas por la Unión Obrera de la Construcción de la Re-
pública Argentina (UOCRA), la Cámara Argentina de la Construcción (CAC) y otros
13 sindicatos y cámaras empresariales se movilizan a Plaza de Mayo (BA) para recla-
marle al gobierno medidas que generen la reactivación del sector.

• Unos 500 desocupados del Movimiento Barrios de Pie marchan desde el Congreso
hasta la Catedral para reclamar alimentos y trabajo genuino. Piden la intervención de la
Iglesia. También se realizan movilizaciones de desocupados de la CTA y la CCC en Ti-
gre, Hurlingham y Moreno (PBA).

Miércoles 19 • Unos 2 mil estudiantes de colegios secundarios, Madres de Plaza de Mayo Línea Fun-
dadora, Hijos por la Identidad y la Justicia contra el Olvido y el Silencio (H.I.J.O.S.),
Familiares de Desaparecidos, la Confederación de Trabajadores de la Educación de la
República Argentina (CTERA), asambleas barriales, entre otros, marchan desde Con-
greso hasta la Plaza de Mayo en reclamo del boleto estudiantil y en repudio a la agre-
sión que sufrió hace unos días un alumno del Mariano Moreno en el que le grabaron
tres letras A en el pecho.

Jueves 20 • Más de 10 mil desocupados, piqueteros, trabajadores estatales y docentes, entre otros,
se movilizan a la Plaza de Mayo, convocados por la CTA y la CCC. La consigna es “Bas-
ta de hambre y entrega. No al acuerdo con el FMI. Unirse y forjar el poder popular”. 

Miércoles 26 • El Bloque Piquetero Nacional, la Coordinadora de Trabajadores Desocupados Aníbal
Verón, el Movimiento Independiente de Jubilados y Desocupados (MIJD) y el Movi-
miento Barrios de Pie cortan cinco puentes de acceso a BA en rechazo a la política eco-
nómica del Gobierno. Efectivos policiales y gendarmes reprimen a los manifestantes
con balas de plomo, de goma y gases lacrimógenos durante varias horas, dejando un sal-
do de dos muertos –Darío Santillán y Maximiliano Kosteki–, 90 heridos y 160 perso-
nas detenidas. Cerca de 3 mil vecinos de asambleas populares se concentran en la Pla-
za de Mayo y comienzan a dar vueltas alrededor de la pirámide para rechazar la brutal
represión. Luego llegan agrupaciones piqueteras y partidos de izquierda. Las organiza-
ciones piqueteras realizan una conferencia de prensa en donde convocan para mañana
a una marcha de repudio de Congreso a Plaza de Mayo. La CTA llama a un paro para
el día siguiente en contra de la represión y el autoritarismo y se declara en estado de
reunión permanente. La medida de fuerza será acompañada por la CCC. 

A rge n t i n a
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Jueves 27 • El Bloque Piquetero Nacional, la Coordinadora de Trabajadores Desocupados Aníbal
Verón, el MIJD, el Movimiento Barrios de Pie, la CTA, la CCC, Madres de Plaza de
Mayo-Línea Fundadora, la Federación Universitaria de Buenos Aires (FUBA), asam-
bleas barriales y partidos de izquierda, entre otros, marchan junto a 12 mil personas des-
de el Congreso hasta la Plaza de Mayo para reclamar la renuncia de Eduardo Duhalde
como responsable de los asesinatos de Kosteki y Santillán. También se registran mar-
chas y actos de repudio en todo el país, principalmente en Neuquén, Chaco, Tucumán,
Santa Fe, Salta, Jujuy y La Pampa.

Viernes 28 • El gobernador de la PBA, Felipe Solá, ordena pasar a disponibilidad preventiva a 110
policías que reprimieron a los piqueteros el miércoles anterior, por considerar que exis-
ten indicios de que entre ellos están los responsables de la muerte de los jóvenes. 

JULIO

Mártes 2 • El gobierno adelanta las elecciones: el 24 de noviembre de este año habrá internas
abiertas y simultáneas para todos los partidos, el 30 de marzo de 2003 elecciones pre-
sidenciales para un nuevo período de 4 años, el 27 de abril segunda vuelta o ballottage,
y el 25 de mayo la entrega del poder.

Miércoles 3 • Se realiza una marcha a la Plaza de Mayo, de la que participan 30 mil manifestantes
en repudio a los asesinatos de los piqueteros Darío Santillán y Maximiliano Kosteki, a
la represión, el avance del autoritarismo, el hambre y la política económica del gobier-
no. La marcha es convocada por más de 100 organizaciones de piqueteros, sindicales,
pequeños empresarios, defensoras de los derechos humanos, estudiantiles, no guberna-
mentales, asambleas barriales y partidos políticos. También se realizan movilizaciones
en Mar del Plata, Rosario, Córdoba, San Salvador de Jujuy, Neuquén y Tucumán.

Martes 9 • En el Día de la Independencia se realiza una nueva jornada de protesta por “la segun-
da y definitiva independencia de nuestro país, que se vayan Duhalde y el FMI, contra
la represión” y en repudio al asesinato de los dos piqueteros ocurrido el pasado 26 de
junio. La jornada es convocada por numerosas organizaciones de piqueteros, gremiales,
estudiantiles, de derechos humanos, asambleas barriales y partidos políticos. Unos 20
mil manifestantes marchan a la Plaza de Mayo; también se realizan manifestaciones en
Rosario, Neuquén, Bariloche y General Roca (Río Negro), Santa Rosa (La Pampa), San
Miguel de Tucumán y Río Cuarto (Córdoba).

Miércoles 17 • Productores yerbateros de Misiones bloquean con máquinas agrícolas la entrada de la
Casa de Gobierno provincial en reclamo de apoyo a la principal actividad económica de
la región.

Jueves 18 • Varios miles de personas se concentran en la sede de la Asociación Mutual Israelita
Argentina (AMIA), en el octavo aniversario del atentado a dicha institución. El acto fue
convocado también por la Delegación de Asociaciones Israelitas Argentinas (DAIA). 

Jueves 25 • Unos 2 mil ahorristas realizan en Mar del Plata (PBA), la marcha N° 50 en reclamo
de la devolución de sus depósitos, atrapados en el corralito. 

Sábado 27 • Un grupo de piqueteros corta la ruta provincial 43 que comunica la ciudad de Las He-
ras con Pico Truncado, provincia de Santa Cruz, en reclamo de la creación de puestos
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de trabajo por medio de la implementación de una ley provincial que establece para las
petroleras la obligación de contratar lo que se denomina “ayudantes de oficio” para tra-
bajar en los campos petroleros. Otro grupo de trabajadores corta la ruta provincial 12
en demanda de la creación de fuentes de trabajo en esa zona.

Miércoles 31 • Los vecinos de la Asamblea Popular de Temperley (PBA) realizan un acto frente a la
estación ferroviaria de la zona en repudio a las amenazas y golpes recibidos por tres in-
tegrantes de la comisión de jóvenes de la Asamblea, que han venido participando de una
lucha por el boleto estudiantil y becas para estudiantes secundarios.

AGOSTO

Lunes 5 • Manifestantes del MIJD, del Bloque Piquetero Nacional, de Barrios de Pie, la FUBA, la
Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) zona sur, IU, el PO y del Polo Social, entre
otros, marchan desde el Puente La Noria a los Tr i bunales de Lomas de Zamora (PBA) pa-
ra entregar 112 mil firmas por la libertad de Raúl Castells, acusado de coacción agrava d a ,
usurpación, incitación a la violencia y privación ilegítima de la libertad, luego de tomar la
municipalidad de Lomas de Zamora en reclamo de alimentos, en junio del año pasado.

• El grupo de piqueteros que desde el jueves 27 mantiene cortada la ruta 43 en Santa
Cruz amenaza con volar las instalaciones de la planta de Repsol YPF. Por la tarde, los
desocupados suspenden la amenaza y exigen abrir un canal de diálogo con el goberna-
dor Néstor Kirchner. Apoyan la medida comerciantes y vecinos de la zona. 

Miércoles 7 • Desocupados de Comodoro Rivadavia (Chubut) ocupan por tiempo indeterminado la
planta de Repsol YPF en esa ciudad en reclamo de la creación de puestos de empleo y
la entrega de subsidios a madres solteras y jóvenes desempleadas. 

• Desocupados del Bloque Piquetero Nacional se concentran en el Obelisco y luego
marchan hasta la Plaza de Mayo en repudio a la visita del secretario del Tesoro de
EE.UU. Paul O’Neill, el esclarecimiento de las muertes de Kosteki y Santillán y el apo-
yo del Estado para que se haga cargo de las fábricas que fueron reabiertas por sus tra-
bajadores, entre otras cuestiones. Allí instalan el “acampe piquetero” con ollas popula-
res, que continuará hasta mañana. En el camino realizan un acto frente a las oficinas de
la petrolera Repsol YPF, en solidaridad con los piqueteros de Santa Cruz. 

• Más de 10 mil personas, según los manifestantes, convocadas por la CTA, la CCC, la
FUBA, APyME, la FAA, Madres de Plaza de Mayo-Línea Fundadora y partidos políti-
cos, entre otros, marchan desde el Congreso hasta la Plaza de Mayo (BA) para repudiar
la llegada a nuestro país de Paul O’Neill. 

• Más de 10 mil trabajadores estatales, desocupados, agrupaciones políticas, padres de
alumnos de escuelas estatales y algunos intendentes, entre otros, marchan por las calles
de la provincia de San Juan en reclamo de los fondos que la provincia les adeuda y en
demanda de la renuncia del gobernador Alfredo Avelín. La manifestación culmina con
la entrega en la Legislatura de un pedido de juicio político contra el gobernador.

• Los desocupados de Las Heras levantan la toma de la planta petrolera de Repsol Y P F
l u ego de llegar a un acuerdo con la empresa que contempla la creación de 80 puestos de
trabajo y el compromiso de generar más empleo por medio de un plan de obra pública.

• En Paraná (Entre Ríos) 5 mil personas se concentran frente a la casa de gobierno pa-
ra protestar por los ajustes anunciados en los salarios de estatales y jubilados. Los sin-
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dicatos de docentes y de empleados públicos piden el juicio político al gobernador Ser-
gio Montiel.

Viernes 9 • Los desocupados que mantenían tomada la planta de almacenamiento de combu s t i b l e
de la empresa Repsol YPF de Comodoro Riva d avia (Chubut) levantan la medida lueg o
de llegar a un acuerdo con autoridades municipales y representantes de la petrolera, que
contempla la creación de 40 empleos que se repartirán dentro de 30 días en obras públi-
cas y 90 puestos en la industria pesquera a partir de septiembre, entre otras cuestiones.

Lunes 12 • Miles de personas convocadas por la CTA, la FTV y la CCC comienzan “la marcha
contra el hambre, por trabajo, y en defensa de la justicia, la educación y la salud públi-
ca” en el Tigre (PBA) que recorrerá 14 distritos y culminará el jueves próximo con un
acto frente a la Casa de Gobierno provincial, en La Plata, en rechazo a las políticas de
ajuste de los gobiernos nacional y provincial, en reclamo de alimentos para comedores
escolares, presupuesto para los hospitales públicos, la puesta en marcha de la mina de
Río Turbio, el Ingenio La Esperanza y las fábricas con intervención estatal y control
obrero Renacer, Brukman, Zanón y La Vasconia, entre otros. 

Martes 13 • La Multisectorial de Entre Ríos comienza un paro por 72 hs. en rechazo al recorte de
adicionales a los empleados públicos dispuesto por el gobierno provincial y en reclamo
del pago de sueldos atrasados. También realizan escraches contra legisladores y funcio-
narios públicos. 

Jueves 15 • La CTA y la CCC culminan “la marcha contra el hambre, por trabajo, y en defensa de
la justicia, la educación y la salud pública” con un acto frente a la Casa de Gobierno de
la PBA en La Plata, en el que participan alrededor de 30 mil personas, según los mani-
festantes. Durante la semana se realizaron más de 30 actos en hospitales, fábricas y es-
tablecimientos educativos.

Sábado 17 • Alrededor de 500 personas de asambleas populares de BA y PBA, Rosario, Mendoza,
Córdoba y Río Negro participan de la Segunda Asamblea Interbarrial Nacional que se
realiza en la Facultad de Cs. Sociales de la Universidad de Buenos Aires (UBA) en don-
de votan la convocatoria a un tercer encuentro para los primeros días de diciembre; una
movilización a Plaza de Mayo el 20 de diciembre; cacerolazos contra el tarifazo y las
elecciones truchas; campaña nacional contra el Area de Libre Comercio de las Améri-
cas (ALCA) y por la no suspensión de los servicios públicos esenciales a desocupados
y jubilados, entre otros puntos.

Lunes 19 • Los maestros de San Juan cumplen 67 días de paro en demanda del pago de sueldos
atrasados. Los docentes realizan una jornada diaria de permanencia frente a la Legisla-
tura provincial y esperan el resultado del pedido de juicio político al gobernador Alfre-
do Avelín que presentaron junto con la Intersindical de gremios estatales.

Jueves 22 • Con una marcha desde la Plaza de Mayo –donde participan de la ronda habitual de las
Madres– hasta la plaza Houssay (BA) comienza el Foro Social Mundial en la Argenti-
na. Más de 10 mil manifestantes son encabezados por los invitados extranjeros y dele-
gados de las 670 organizaciones de todo el mundo que participarán de los talleres y pa-
neles que se desarrollarán durante los siguientes tres días en diferentes facultades de la
UBA. La consigna del Foro es “Otro mundo es posible, otra Argentina es posible. No
al neoliberalismo. No al ALCA”.

• Más de 50 ahorristas realizan su marcha N° 57 en Mar del Plata (PBA) en protesta por
el corralito.
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Domingo 25 • Con una multitudinaria asamblea de movimientos sociales en el aula magna de la Fa-
cultad de Medicina de la UBA culmina el Foro Social Mundial en la Argentina, luego
de tres días de discusiones en más de 250 talleres. Resuelven condenar el ALCA, la
eventual militarización de América Latina, la aplicación del Plan Colombia, una posi-
ble intervención en Chiapas, repudiar la deuda externa de nuestros países y propiciar el
no pago de la misma, y deciden adherir a la manifestación del próximo 30 de agosto pa-
ra lograr “que se vayan todos”. 

Lunes 26 • Trabajadores de ATE se movilizan por la ciudad de Paraná e intentan ingresar en el
Consejo General de Educación en rechazo al ajuste dispuesto por el gobierno de Entre
Ríos. Son reprimidos por la policía con balas de goma y gases lacrimógenos, resultan-
do un saldo de dos manifestantes heridos en el pecho.

Miércoles 28 • Los ahorristas realizan su marcha N° 100 por el microcentro de BA, en contra del
corralito. 

• Un grupo de mapuches corta el camino de acceso al centro invernal Chapelco (Neu-
quén) para exigir una solución ya que los arroyos que bajan desde el cerro hasta Puen-
te Blanco –una reserva en la base donde viven sesenta familias– llegan contaminados. 

Viernes 30 • Más de 15 mil personas se movilizan por las calles de la ciudad de Paraná (Entre Ríos)
hasta la Casa de Gobierno para protestar contra las políticas de ajuste y pedir que se
concrete el juicio político al gobernador Sergio Montiel.

• La CTA, Autodeterminación y Libertad (AyL) y Argentinos por una República de
Iguales (ARI) convocan, junto a organizaciones piqueteras, estudiantiles, de derechos
humanos, asambleas barriales y partidos de izquierda, a una jornada de lucha nacional
bajo la consigna “Que se vayan todos para que el pueblo decida”, en rechazo de la con-
vocatoria electoral del presidente Eduardo Duhalde. El acto principal en el que partici-
pan más de 30 mil personas se realiza frente al Congreso. Poco antes de que finalizara
la concentración, la columna de los partidos de izquierda y algunas asambleas barriales
marchan hasta la Plaza de Mayo donde realizan otro acto también con la consigna “Que
se vayan todos” pero agregando “Que se vaya también Duhalde”. Se realizan cortes de
ruta, ollas populares, marchas, actos y escraches en el interior del país, principalmente
en la PBA, Santa Fe, Tucumán, Jujuy, Mendoza y Salta. 
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Glosario de siglas

ALCA Area de Libre Comercio de las Américas
AMIA Asociación Mutual Israelita Argentina
APyME Asociación de Pequeños y Medianos Empresarios
ARI Argentinos por una República de Iguales
ATE Asociación de Trabajadores del Estado
AyL Autodeterminación y Libertad 
BA Ciudad de Buenos Aires
CAC Cámara Argentina de la Construcción
CATAC Confederación Argentina de Transporte Automotor de Carga
CCC Corriente Clasista y Combativa
CGT Confederación General del Trabajo
CNTA Confederación Nacional del Transporte Argentino 
CTA Central de Trabajadores Argentinos 
CTERA Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina
DAIA Delegación de Asociaciones Israelitas Argentinas
FAA Federación Agraria Argentina
FEB Federación de Educadores Bonaerenses
FMI Fondo Monetario Internacional 
FTV Federación de Tierra y Vivienda
FUBA Federación Universitaria de Buenos Aires
H.I.J.O.S. Hijos por la Identidad y la Justicia contra el Olvido y el Silencio
IU Izquierda Unida
MAS Movimiento al Socialismo 
MIJD Movimiento Independiente de Jubilados y Desocupados 
PBA Provincia de Buenos Aires
PO Partido Obrero 
PRL Partido Revolucionario de Liberación 
SUTEBA Sindicato Único de Trabajadores de la Educación de Buenos Aires 
UBA Universidad de Buenos Aires
UOCRA Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina
UTA Unión Tranviarios Automotor

Realizada por María Celia Cotarelo (PIMSA - Programa de Investigación sobre el Movimiento de la
Sociedad Argentina) y el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Florencia Ayala.
Fuentes: diarios Página 12, Clarín y La Nación.
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MAIO

5a Feira 02 • Paralisação de 24 horas em todo o país da Federação Única dos Petroleiros (FUP). O
protesto atingiu a produção de petróleo bruto, não ocorrendo o desabastecimento dos
derivados. O objetivo da paralisação foi pressionar a direção da Petrobrás a renegociar
a participação dos funcionários nos lucros da companhia, que foi cortado quase pela
metade. A categoria espera a resposta da empresa e pode voltar a paralisar as atividades
se não houver um acordo. 

6a Feira 03 • Início da paralisação dos professores do ensino básico da rede estadual do Estado da
Bahia (região nordeste) pela regularização do plano de carreira. O governo afirmou que
já havia cumprido a solicitação dos professores. 

2a Feira 06 • Cerca de quinhentos professores da Rede Estadual do Estado do Rio de Janeiro (região
sudeste), em greve desde 07/03, ocuparam a sede do governo do Estado para exigir o
pagamento de quatro parcelas do Plano de Cargos e Salários e uma audiência com a
governadora da Partidos dos Trabalhadores (PT), que se recusou a recebê-los. A
categoria mantêm a greve.

4a Feira 08 • Início da greve parcial dos professores da rede estadual do ensino básico do Estado de
Minas Gerais (região sudeste). Eles reivindicam a efetivação do plano de carreira, que
envolve um reajuste salarial. O governo do Estado (Itamar Franco da Partido do
Movimento Democrático Brasileiro-PMDB) admite aprovar o plano de carreira, mas
não o reajuste. O Sindicato dos servidores afirma que a adesão ao movimento está em
cerca de 65%, e a Secretaria de Estado de Educação afirma que este número é de 29%.
O governo afirma que irá descontar os dias de paralisação.

5a Feira 09 • Início da greve de fome realizada por sete professores do ensino básico da rede
estadual do Estado do Pará (região norte), como forma de protesto à falta de
negociações do governo. O Sindicato da categoria exige reajuste de 80% e o governo
do Estado não aceita negociar enquanto permanecer a paralisação, iniciada em 28/03.

Sabado 11 • O Movimento dos Trabalhadores Sem-Teto (MTST) ocuparam simultaneamente oito
áreas de terrenos públicos e particulares da capital de São Paulo (SP), reunindo cerca
de cinco mil manifestantes. Segundo a União dos Movimentos de Moradia (UMM), que
reúne grupos de sem-teto do estado, a intenção do levante é o de reivindicar maior
investimento em habitação nas três esferas de governo. Houve confronto entre os
manifestantes e a Polícia Militar (PM).

3a Feira 14 • Início do julgamento de 149 policiais acusados pelo massacre de Eldorado dos
Carajás, que deixou dezenove sem-terra mortos e sessenta feridos no dia 17 de abril
de 1996, em um confronto ocorrido em uma rodovia no Pará. Segundo o Tr i bunal de
Justiça (TJ), este será o maior julgamento da história do Poder Judiciário brasileiro,
em número de vítimas e de acusações, e será dividido em quatro sessões distintas.
Como forma de protesto, o Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem-Terra (MST)
decidiu não participar do julgamento depois de ter sido negada a solicitação da
acusação de adia-lo por quinze dias para que normas do desmembramento das três
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sessões fossem definidas e por não concordar com a utilização de algumas provas e
t e s t e m u n h a s .

3a Feira 21 • Término da greve dos professores da rede estadual do Rio de Janeiro, após setenta e
sete dias de paralisação. Não haverá desconto dos dias parados e as negociações com o
governo do Estado irão continuar.

5a Feira 23 • Protesto durante a inauguração de uma usina hidrelétrica no Estado de Goiás (região
centro-oeste) com cerca de 600 militantes do Movimento dos Atingidos por Barragens
(MAB). Eles exigem a solução dos problemas causados pelas barragens da hidrelétrica,
que inundou uma grande área e deixou desabrigadas cerca de 800 famílias. A metade
deste número não teve direito a ganhar outra casa além de uma indenização, por não
serem proprietários das terras, e sim famílias agregadas ou meeiros.

6a Feira 24 • Solicitado o pedido de prisão preventiva de treze integrantes do MST, entre eles um
dos líderes do movimento, José Rainha. A acusação é de formação de quadrilha,
constrangimento ilegal, furto e dano qualificado, na disputa com um outro grupo de
agricultores por uma fazenda no interior de SP. A direção do MST classificou o pedido
de prisão como uma perseguição política a José Rainha, já que este estaria depondo
contra um fazendeiro, acusado de ser o autor de um atentado contra o líder do
movimento.

Sabado 25 • Rebelião em uma penitenciária de Manaus, capital do Amazonas (região norte),
resultou em treze mortes, duas delas de agentes penitenciários. O motim durou cerca de
onze horas, motivado pela morte de um preso que teria sido espancado até a morte por
agentes penitenciários no dia anterior.

5a Feira 30 • A Secretaria de Educação do Estado de Minas Gerais ameaçou demitir os 210 mil
professores que aderiram a greve desde 08/05, caso não retornem ao trabalho.

JUNHO

2a Feira 03 • Índios da tribo Pataxó estão em conflito com fazendeiros do município de Pau Brasil,
sul da Bahia, quando invadiram nove fazendas. Os índios reivindicam a posse de 52 mil
hectares há 30 anos; os índios pataxós ocupam atualmente cerca de 3% da área
demarcada.

4a Feira 12 • Fim do julgamento de 124 soldados da PM acusados de participar do massacre de
Eldorado dos Carajás. O comandante da tropa, Cel. Mário Pantoja, foi condenado a 228
anos de prisão pela autoria dos homicídios; o Major José Maria Oliveira foi condenado
a 209 anos como co-autor; os 124 soldados da PM foram absolvidos sob a alegação de
não haver provas suficientes para incrimina-los. A Anistia Internacional condenou a
absolvição dos policiais e cobrou do governo federal a criação de um tribunal
independente para julgar crimes do gênero.

Sabado 15 • O Ministério do Desenvolvimento Agrário excluiu 22 propriedades que foram
invadidas pelo MST nos últimos dois dias do Programa Nacional de Reforma Agrária.
A ação foi uma resposta do governo à onda de invasões que está sendo promovida pelo
movimento em todo país; esta semana aconteceram 13 invasões, a maior parte delas no
Estado de Pernambuco.
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5a Feira 20 • Confronto entre vendedores ambulantes e a guarda civil e PM no centro da cidade de
SP durante sete horas em resposta a uma inspeção de representantes da Prefeitura e do
Ministério Público, entre outros órgãos, que apreendeu mais de quarenta caminhões de
mercadorias dos ambulantes. O protesto foi realizado por cerca de duzentos ambu l a n t e s ;
h o u ve saques e algumas lojas foram depredadas, caracterizando-se como o maior
confronto de ambulantes de SP com policiais este ano. A manifestação foi controlada
após cinco pessoas ficarem feridas, uma delas a bala, e a prisão de dois ambu l a n t e s .

2a Feira 24 • Início de greve por tempo indeterminado dos motoristas e cobradores de ônibus da
cidade de SP, proposta pelo Sindicato dos Condutores, em função da reivindicação do
reajuste salarial de 8% concedido pelo Tribunal Regional do Trabalho (TRT) e ignorado
pela Secretaria Municipal de Transportes. A paralisação obteve a adesão de 50 mil
funcionários, paralisando 9600 veículos na capital, afetando cerca de três milhões de
passageiros que utilizam este meio de transporte. A Secretaria Municipal de Transportes
determinou a liberação de veículos não regulamentados pela Prefeitura para transportar
passageiros nos dias de greve.

3a Feira 25 • Fim da greve dos motoristas e condutores de SP, iniciada ontem, após analisarem a
proposta do TRT de conceder reajuste de 8% sobre os salários de maio de 2001, sendo
6% concedidos imediatamente e 2% em novembro. O sindicato da categoria entrou em
acordo com as empresas de ônibus, aceitando esta forma de reajuste, além de elevação
do vale-refeição, subsídios para convênio médico e a manutenção da jornada de
trabalho de sete horas.

4a Feira 26 • Fim da greve dos professores da rede estadual de ensino de Minas Gerais, que havia
sido iniciada em 08/05. O governo enviou à Assembléia Legislativa o plano de carreira
e o estatuto para os 220 mil servidores da educação. Os professores querem reajustes
de 12% a 53% nos pisos salariais.

JULHO

3a Feira 02 • Ocorrida a última reunião da comissão tripartite (alunos, professores e reitoria) que
negocia o fim da greve dos alunos da Faculdade de Filosofia, Letras e Ciências
Humanas (FFLCH) da Universidade de São Paulo (USP), iniciada em 30/04. 

5a Feira 04 • Estudantes de escolas da rede pública do Estado do Rio de Janeiro promoveram
manifestações, paralisando o trânsito no centro da cidade e em demais municípios, em
protesto a liminar do Superior Tribunal de Justiça (STJ), que suspende o passe livre nos
ônibus intermunicipais para estudantes da rede pública, idosos e deficientes físicos. O
número estimado de manifestantes foi de cinco mil, segundo os organizadores, e mil e
quinhentos, de acordo com a PM. 

4a Feira 10 • Passeata reuniu cerca de 12 mil pessoas entre professores, alunos, integrantes de
ONG´s e moradores de um bairro da zona oeste do Estado do Rio de Janeiro, para
protestar contra o constante fechamento de oito escolas municipais e dois postos de
saúde por ordem dos traficantes das favelas próximas, quando quadrilhas de facções
diferentes entraram em confronto por disputas de áreas. 

3a Feira 16 • Paralisação de seis horas na produção e uma passeata foram os mecanismos que os
funcionários da General Motors (GM) de São Caetano na Grande São Paulo utilizaram
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para pressionar a empresa a negociar as demissões de oitocentos trabalhadores
anunciadas no dia anterior. Na semana passada, a GM já havia anunciado férias
coletivas para quatro mil e quinhentos funcionários. O Sindicato de São Caetano, ligado
a Força Sindical, agendou uma greve geral a partir do dia 22 caso a montadora não
aceite negociar até o dia 19 alternativas aos cortes. 

5a Feira 18 • Índios protestam no velório de Mário Juruna, líder da tribo Xavante, contra o descaso
do poder público em relação ao tratamento dispensado aos povos indígenas e apelam
para que o governo não transforme em lei o projeto que tramita no Congresso, no qual
as atividades das mineradoras em terras indígenas deverão ser regulamentadas. 

2a Feira 22 • O trabalhador rural Bartolomeu Moraes da Silva de 43 anos, ligado ao PT, foi
assassinado com vinte e um tiros no município de Altamira, sudoeste do Pará. Nos
últimos meses tornara-se presidente da delegacia sindical da Federação dos
Trabalhadores Agrícolas (FETAGRI), nesta região. Esta é uma área muito conflituosa,
pois é uma das últimas zonas de fronteira agrícola, rodeada por garimpeiros em
processo de desativação, plantações de soja, madeiras e reservas indígenas. O líder
sindical fazia parte de uma lista de ameaçados de morte entregue pela FETAGRI à
Secretaria de Segurança do Pará.

4a Feira 24 • O MST decidiu boicotar o censo da reforma agrária realizado pelo governo federal em
todo o país, pois avalia que o projeto visa obter informações para o serviço de
inteligência do governo. Os militantes estão sendo orientados a não fornecer
informações aos recenseadores. 

6a Feira 26 • Cerca de quinhentos manifestantes ligados ao MST, ao Movimento dos Trabalhadores
(MT) e à Comissão Pastoral da Terra (CPT) invadiu a sede do Instituto Nacional de
Colonização e Reforma Agrária (INCRA), em Maceió (Alagoas) e fizeram quarenta
funcionários como reféns. Para deixar o local, os sem-terra exigiram a demissão do
superintendente do orgão, acusado por eles de não promover assentamentos há dois
anos na região; a desapropriação de três fazendas e a revogação do pedido de prisão do
líder do MT, Valdemir Agustinho de Souza. As reivindicações não foram atendidas e o
caso não foi solucionado. O Ministério do Desenvolvimento Agrário suspendeu as
negociações com a CPT, o MST e o MT em todo o país devido à invasão e declarou que
as organizações também serão punidas com a suspensão de créditos.

AGOSTO

5a Feira 08 • Os professores da FFLCH da USP decidiram voltar ás aulas no dia 12/08, sob a
alegação de que se a paralisação continuar, a reposição das aulas irá prejudicar o
calendário de 2003. A decisão deve reforçar a proposta de encerrar com a greve dos
estudantes, que dura cem dias.

2a Feira 12 • Estudantes da FFLCH da USP realizaram piquetes na tentativa de interromper a
retomada das aulas, decidida pelos professores na semana anterior. Apesar disso, alguns
cursos já começam a retornar as aulas, como filosofia, ciências sociais e geografia; o
curso de letras apresenta a maior resistência ao fim da greve.

3a Feira 13 • Aproximadamente 3 mil estudantes do ensino médio e universitários de Brasília
(capital federal), protestaram em frente ao Palácio do Planalto contra a proposta da
Organização Mundial do Comércio (OMC) de incluir a educação na lista de serviços
que devem seguir suas regras internacionais.
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5a Feira 15 • Fim da greve dos alunos da FFLCH da USP, após 106 dias de paralisação. O
movimento se enfraqueceu após a decisão dos professores, que vinham apoiando a
greve desde o início, de retornarem às aulas esta semana. O ano letivo de 2002 deve
acabar em fevereiro do próximo ano. A principal reivindicação dos alunos era a
contratação de 259 professores para a FFLCH. A proposta final da reitoria foi de 92
docentes (68 começando no primeiro semestre de 2003 e 24 no semestre seguinte). 

6a Feira 23 • O Tribunal Regional Eleitoral (TRE) impugnou a candidatura do governador do
Estado do Acre (região norte), Jorge Viana, do PT, além de suspender seus direitos
políticos por três anos. O TRE considerou que o símbolo do governo do Estado usado
no slogan de campanha de reeleição do candidato denota uso da máquina administrativa
do Estado. A direção nacional do partido irá recorrer da decisão. Durante todo o dia
houve manifestações na capital do Estado, Rio Branco. Cerca de 10 mil pessoas (que
representa 5% da população da capital) segundo avaliação da PM, concentraram-se em
frente à Assembléia Legislativa em estado de “vigília” para protestar contra a decisão.
A manifestação obteve o apoio de funcionários públicos e estudantes da rede pública,
que paralisaram suas atividades. O governador encontra-se em primeiro lugar nas
pesquisas eleitorais para o governo do Acre. (Nota: Em 04/09, o Supremo Tribunal
Federal, por unanimidade, acatou o recurso do governador, admitindo sua candidatura).

3a Feira 27 • O Tribunal de Justiça do Rio Grande do Sul (RS), região sul, determinou, que o
Governo do Estado (PT) está proibido de desapropriar terras por meio de decretos para
a reforma agrária. A decisão provisória foi motivada por um mandado de segurança
impetrado pela Federação da Agricultura do RS (FARSUL), que representa os
proprietários, e considera que a desapropriação é apenas um direito da União. O Estado
irá recorrer da decisão, pois alega que o pagamento das terras desapropriadas é
realizado em dinheiro; apenas se este pagamento fosse realizado com Títulos da Dívida
Agrária é que a desapropriação seria prerrogativa exclusiva da União.
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Lista de Siglas

CPT Comissão Pastoral da Terra
FARSUL Federação da Agricultura do Rio Grande do Sul
FETAGRI Federação dos Trabalhadores Agrícolas
FFLCH Faculdade de Filosofia, Letras e Ciências Humanas
FUP Federação Única dos Petroleiros
GM General Motors
INCRA Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária
MAB Movimento dos Atingidos por Barragens
MST Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem-Terra
MT Movimento dos Trabalhadores
MTST Movimento dos Trabalhadores Sem-Teto
OMC Organização Mundial do Comércio
PM Polícia Militar
PMDB Partido do Movimento Democrático Brasileiro
PT Partidos dos Trabalhadores
RS Rio Grande do Sul
SP São Paulo
STJ Superior Tribunal de Justiça
TJ Tribunal de Justiça
TRE Tribunal Regional Eleitoral
TRT Tribunal Regional do Trabalho
UMM União dos Movimentos de Moradia
USP Universidade de São Paulo

Equipe: Laboratório de Políticas Públicas e Programa de Estudos de América Latina e Caribe / UERJ.
Coordenação: Prof. Dr. Emir Sader (LPP/UERJ); Prof. Dr. Roberto Leher (LPP/UERJ); Profa. Dra. Silene
de Moraes Freire (PROEALC/UERJ). Recolhimento e Sistematização dos Dados: Gleide Banus Barbosa
(LPP / Faculdade de História UERJ); Fernanda Ribeiro Rohen (PROEALC/Faculdade de Serviço Social
UERJ); Maria das Graças Garcia e Souza (PROEALC/Faculdade de Serviço Social UERJ); Mariana
Oliveira Setúbal (LPP/Faculdade de Serviço Social UERJ).
Fontes: Agência de Notícias Carta Maior, Diário Popular, Jornal do Brasil, Jornal Extra, Jornal Gazeta
Mercantil, Jornal Folha de São Paulo, Jornal O Dia, Jornal O Estado de São Paulo, Jornal O Globo, Jornal
Nossa Terra, Jornal USP.
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Chile

MAYO

Miércoles 1 • La Central Unitaria de Trabajadores (CUT) marcha en Santiago en conmemoración
del Día Internacional de los Trabajadores junto a 15 mil personas en reclamo por un au-
mento del salario mínimo, la entrega de bonos sociales, el subsidio a los servicios de
agua y electricidad y el mantenimiento de los planes de empleo.

Viernes 3 • Quince estudiantes, integrantes de la Coordinadora Mapuche Arauco Malleco, ocupan
la parroquia de San Francisco de Temuco e inician una huelga de hambre indefinida exi-
giendo la liberación de igual número de comuneros.

Sábado 9 • Un centenar de efectivos de carabineros desaloja a los mapuches que tomaron la igle-
sia en Temuco.

Viernes 10 • En Valparaíso, el Consejo Nacional de Gremios de la Salud (CONGRES) marcha ha-
cia el parlamento nacional en rechazo a la reforma del sector, llamada Acuerdo Univer-
sal de Garantías Explícitas (AUGE).

Sábado 11 • La Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH) corta
calles y realiza una manifestación en la plaza principal de San Antonio en protesta con-
tra la firma del Tratado de Libre Comercio con la Unión Europea y las modificaciones
a la Ley de Pesca. 

Lunes 13 • La Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones (CMPC) acuerda con la Corpora-
ción Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) la venta del fundo Alaska –terreno
ubicado en la IX Región perteneciente a la empresa Forestal Mininco– tras haber eva-
luado que no podía ejercer normalmente el dominio del predio debido a las acciones
mapuches.

Jueves 16 • El líder de CONGRES y funcionarios del gabinete firman un documento en el que se
comprometen a impulsar una reforma del sector que garantice los principios de equidad y
solidaridad en el financiamiento además de estabilidad laboral y diálogo entre las partes.

Viernes 17 • Chile y la Unión Europea firman un acuerdo de asociación comercial, política y de
cooperación en la II Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Europea,
América Latina y el Caribe realizada en Madrid. 

Martes 21 • Cerca de 6 mil estudiantes universitarios marchan hacia el congreso nacional junto a
la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH), el Partido Comunis-
ta (PC) y el Colegio de Profesores en reclamo por un aumento al presupuesto del fon-
do solidario y por la implementación de un arancel diferenciado que privilegie la situa-
ción de los estudiantes más pobres.

Miércoles 22 • Medio centenar de mapuches se manifiesta en Valparaíso frente al congreso nacional
exigiendo la suspensión de la construcción de la central hidroeléctrica Ralco.
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Viernes 24 • Alrededor de 80 mil docentes adscritos al Colegio de Profesores paralizan sus labores
por dos horas y acuden a asambleas exigiendo al gobierno un aumento salarial. 

JUNIO

Miércoles 12 • Dos mil estudiantes de la Universidad de Chile (UCH) y la Universidad de Santiago
de Chile (USACH) marchan junto a la FECH al Palacio de La Moneda en reclamo por
el presupuesto de ayuda estudiantil. Carabineros reprimen la manifestación y detienen
a 20 personas.

Miércoles 26 • El gobierno envía cuatro proyectos de ley en materia sanitaria a la Cámara de Diputa-
dos que disponen la reestructura del sector, en el marco regulatorio de las Instituciones
de Salud Previsional y un aumento en seis tipos de gravámenes para financiar las refor-
mas –entre los que se encuentra el impuesto al valor agregado, a bebidas alcohólicas,
tabaco, lotería y otros. 

JULIO

Lunes 1 • La Segunda Sala Penal de la Corte Suprema sobresee en forma definitiva por razones
de salud al ex-dictador Augusto Pinochet en el caso Caravana de la Muerte.

• Cerca de 4 mil trabajadores de Telefónica CTC Chile inician un paro y bloquean los in-
gresos de la planta ubicada en Santiago reclamando a la empresa que no sea implemen-
tado un recorte salarial del 20%. Exigen también el pago de un bono y aumento salarial.

Martes 2 • Cerca de 10 mil integrantes de la Federación Nacional de Profesionales Universitarios
de los Servicios de Salud (FENPRUSS) realizan un paro indefinido en los 181 centros
sanitarios del país para demandar que la reforma del sector no afecte sus remuneracio-
nes, carrera funcionaria y estabilidad laboral.

Jueves 4 • Los empleados de 192 hospitales de todo el país agrupados en la Confederación Na-
cional de Trabajadores de la Salud (CONFENATS) inician un paro por 24 hs. en recha-
zo a la aprobación del AUGE y por el claro establecimiento de la carrera funcionaria en
el proyecto de autogestión hospitalaria.

• Los trabajadores de FENPRUSS deciden en asamblea general el levantamiento del pa-
ro tras aceptar el inicio de negociaciones en torno a una propuesta gubernamental.

Sábado 6 • Más de 6 mil personas marchan en el centro de Santiago junto a la Agrupación de Fa-
miliares de Detenidos Desaparecidos y el PC, para protestar contra el sobreseimiento
del ex-general Pinochet.

Miércoles 10 • Alrededor de 400 integrantes de la Federación de Organizaciones Pesqueras Artesana-
les (FEORPA) cortan tres accesos a una caleta de la ciudad de Coronel, VIII Región, en
rechazo al proyecto de Ley de Pesca afirmando que permite el ingreso de barcos indus-
triales en su área de faena así como que restringe sus cuotas de captura.
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/ Septiembre 2002

69

Viernes 26 • Más del 90% de los trabajadores en huelga de Telefónica CTC vota el levantamiento
de la medida y la aceptación de una propuesta de la mesa negociadora consistente en la
prolongación por 18 meses de las actuales remuneraciones y beneficios sin reajuste.

Lunes 29 • Cerca de 400 estudiantes de enseñanza media se manifiestan frente al Ministerio de
Educación para demandar la anulación del alza en el pasaje escolar dispuesta por los
empresarios del ramo además del rechazo al Sistema de Ingreso a la Educación Supe-
rior (SIES) propuesto por el gobierno.

• C o nvocados por la Federación Nacional de Remolacheros (FENARE), miles de produc-
tores de remolacha se manifiestan frente a las cinco plantas de la Industria Azucarera Na-
cional SA (IANSA) en Talca, Linares, Chillán, Los Ángeles y La Unión exigiendo a la em-
presa que no aplique una reducción en el precio de la tonelada y en la superficie a sembrar.

Martes 30 • IANSA acuerda con los productores remolacheros la ampliación de los terrenos de
cultivo además de un aumento del precio de la tonelada.

AGOSTO

Jueves 1 • Alrededor de 4 mil integrantes de la Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secunda-
rios (ACES) marchan hacia el Ministerio de Educación para demandar que el pasaje es-
colar sea mantenido en 100 pesos además de la anulación de los programas de ingreso
a la educación superior en vigencia y debate. La movilización es reprimida por carabi-
neros, quienes tras un enfrentamiento detienen a más de 500 manifestantes. 

Domingo 4 • Se realiza el plebiscito convocado por la CONFENATS en relación a la creación de
una asignación por desempeño colectivo de un 11% a implementar lineal y gradualmen-
te en cuatro años, propuesta por el gobierno. El 66% de los 31 mil afiliados que parti-
cipan rechazan la propuesta.

Jueves 8 • O rganizaciones vecinales, trabajadores de la salud, profesores, estudiantes, comercian-
tes, pescadores artesanales, comités de cesantes y funcionarios municipales de la ciudad
de Coronel realizan una jornada de luto y un paro de actividades en reclamo por medidas
contra la pobreza y el desempleo así como en oposición al proyecto de Ley de Pesca. 

Lunes 12 • El Consejo Superior del Transporte Terrestre inicia un paro indefinido que afecta a cer-
ca de 6 mil unidades y es acompañado de medio centenar de bloqueos de vías en el Gran
Santiago y la capital en exigencia de la suspensión del proceso de licitación de líneas de
locomoción colectiva –en el cual pueden participar empresas extranjeras– iniciado por el
gobierno. Carabineros implementa un operativo de despeje de vías en el que incautan
medio millar de vehículos, además de detener a 678 personas aproximadamente.

Martes 13 • En el marco del despliegue de 4 mil policías con la orden de impedir los bloqueos y de
los operativos de transporte efectuados por el Ejército, la Fuerza Aérea y algunas munici-
palidades capitalinas, los diez dirigentes del Consejo Superior del Transporte Terrestre de-
ciden suspender la huelga luego de lo cual dos líderes de la organización son detenidos.

Miércoles 14 • Cinco gremialistas son puestos en libertad tras finalizar sus interrogatorios, tal co-
mo sucede con 678 choferes detenidos durante el paro previa comprobación de sus
d o m i c i l i o s .

C h i l e
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Jueves 15 • La tarifa escolar de colectivos aumenta a 110 pesos. El subsecretario de Transportes
afirma que el precio no podrá ser congelado.

Miércoles 21 • La CUT convoca a una jornada nacional de movilizaciones contra el proyecto oficial
de flexibilización laboral, que es ejecutada en varias ciudades. Cerca de 8 mil personas
participan en la marcha hacia la Plaza de Armas de Santiago en reclamo de trabajo,
sueldos justos, educación gratis, un sistema de salud solidario, la rebaja de los pasajes
escolares y una alternativa al neoliberalismo. 

• La sala del Senado aprueba el proyecto de Ley de Pesca.

Lunes 26 • La organización Ad Mapu realiza en Temuco la Segunda Asamblea de Mapuches de
Izquierda, en la que participa un centenar de dirigentes de la Región Metropolitana, el
Bíobío, La Araucanía y Los Lagos que reclaman por el reconocimiento estatal de los
pueblos originarios y por la devolución de tierras ancestrales.

Miércoles 28 • Unos 2 mil desocupados culminan frente a La Moneda la Marcha Nacional contra la
Cesantía convocada por el Consejo de Confederaciones, Federaciones, Asociaciones
Nacionales y Sindicatos Nacionales (CONFASIN) donde sus participantes, en movili-
zación desde el pasado jueves 15, reclaman por la conformación de una mesa negocia-
dora en la que el gobierno y la CUT puedan discutir soluciones a la falta de empleo.

Jueves 29 • La ministra de Educación informa que el Consejo de Rectores decidió una nueva prue-
ba de ingreso, que reúne elementos del viejo y nuevo sistemas a ser aplicado transito-
riamente desde el año próximo. 

Glosario de Siglas

ACES Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secundarios
AUGE Acuerdo Universal de Garantías Explícitas
CMPC Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones
CONADI Corporación Nacional de Desarrollo Indígena
CONAPACH Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile
CONFASIN Consejo de Confederaciones, Federaciones, Asociaciones Nacionales y Sindicatos

Nacionales
CONFENATS Confederación Nacional de Trabajadores de la Salud
CONGRES Consejo Nacional de Gremios de la Salud
CUT Central Unitaria de Trabajadores
FECH Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile
FENARE Federación Nacional de Remolacheros
FENPRUSS Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud
FEORPA Federación de Organizaciones Pesqueras Artesanales
IANSA Industria Azucarera Nacional SA
PC Partido Comunista
SIES Sistema de Ingreso a la Educación Superior
UCH Universidad de Chile
USACH Universidad de Santiago de Chile

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuentes: diarios La Tercera y El Mercurio.
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MAYO
Miércoles 1 • Con motivo del Día Internacional de los Trabajadores, unas mil personas se manifies-

tan por las principales calles de Presidente Franco, en oposición a la privatización de
los entes estatales y en reclamo de empleo, justicia social y el fin de la impunidad. 

Jueves 2 • Unos 3 mil pobladores de Ayolas, San Ignacio, Santiago y otras comunidades, ocupan
el puente de acceso a la ciudad de Ayolas para solicitar la destitución del director del
Ente Binacional Yacyretá (EBY), a quien acusan de corrupto. 

Viernes 17 • Al cumplirse 17 días del bloqueo al acceso a la comunidad de Ayolas, varios artistas
improvisan un concierto en la ruta 1 “Mariscal Francisco Solano López”, Misiones,
donde los afectados por Yacyretá realizan un corte de ruta, en protesta contra el direc-
tor de dicha entidad. 

Martes 21 • Miles de campesinos y militantes de organizaciones que integran el Congreso Demo-
crático del Pueblo (CDP) comienzan cortes de ruta escalonados en 18 puntos de 12 de-
partamentos del país por tiempo indefinido, para expresarse contra la corrupción y la
impunidad, exigir el cese del proceso de privatizaciones y oponerse a la reforma de la
banca pública, los proyectos de leyes antiterrorismo, de concesión de rutas y de aplica-
ción del Impuesto al Valor Agregado (IVA) al agro. 

Jueves 23 • En tanto miles de campesinos continúan con el corte intermitente de rutas en el interior
del país y unas 500 personas se manifiestan frente al Congreso para oponerse a la priva-
tización de las empresas públicas, Diputados aprueba la suspensión de la ley de priva t i-
zaciones, con el objetivo de parar la venta de la ex Administración Nacional de Te l e c o-
municaciones (ANTELCO), en cuyo proceso se denuncian serias irregularidades. 

Martes 28 • Mientras continúan los cortes escalonados de rutas en el interior del país, unas 600
personas marchan en Asunción hasta el Congreso, en contra de las privatizaciones y de
la ley antiterrorista, e instalan un campamento en la Plaza de Armas. Diputados poster-
ga el proyecto de ley contra el terrorismo, impulsado por el gobierno norteamericano. 

Miércoles 29 • La Cámara de Senadores suspende la privatización de las empresas públicas, debido
a las irregularidades detectadas en el proceso de venta de la Compañía Paraguaya de
Comunicaciones (COPACO). Con todo, el presidente Luis González Macchi reitera que
la fecha de apertura de los sobres no será prorrogada.

Jueves 30 • El CDP levanta los bloqueos de rutas, en vista del compromiso asumido por el gobier-
no de reformar la banca pública y rechazar el proyecto de ley antiterrorista, el proyec-
to de ley de concesión de rutas y el IVA agropecuario. 

• Más de 115 campesinos y dirigentes sociales de la comunidad de San Patricio, Misio-
nes, que bloqueaban desde 32 días atrás la ruta 1 reclamando la destitución del director
del EBY, son detenidos. En respuesta, cientos de manifestantes cortan el puente de ac-
ceso a la comunidad de Ayolas, pidiendo la destitución del director del Ente y del pre-
sidente González Macchi.
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• El Presidente emite un decreto por el cual ratifica que el proceso de venta de la ex Cor-
poración de Obras Sanitarias (CORPOSANA) –actual Empresa de Servicios Sanitarios
del Paraguay SA (ESSAP)– se suspende por 90 días, durante los cuales se revisará el
proceso de reforma. 

JUNIO

Lunes 3 • Numerosos contingentes de campesinos del interior del país, pertenecientes a la Mesa
Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC) y a la Federación Na-
cional Campesina (FNC), llegan a Asunción y se instalan en las plazas frente al Congre-
so en protesta por la ley de privatizaciones, sumándose a las manifestaciones callejeras
por el centro de la ciudad y frente a las ex CORPOSANA y COPACO. En San Juan Bau-
tista, Coronel Oviedo y Tacuara se repiten las manifestaciones y cortes de ruta.

Martes 4 • Cerca de 3 mil campesinos venidos de Caaguazú, Alto Paraná y Guairá bloquean la
ruta 2, a la altura del desvío de Nueva Londres-Coronel Oviedo, en oposición a la ley
de privatizaciones. La policía les impide el paso, por lo cual –junto a los campesinos
provenientes de San Pedro y Canindeyú– rompen el cordón policial y continúan la mar-
cha hacia Asunción. Un labriego es asesinado y decenas de manifestantes resultan he-
ridos durante la represión policial. A la altura de Caacupé son obligados a detener el
avance hacia la capital. En Tacuara, unas 1.500 personas toman la comisaría de la ciu-
dad de San Estanislao en apoyo a los manifestantes que se dirigen a Asunción. En San
Ignacio, Misiones, unos 2 mil manifestantes –incluidos los 115 campesinos que son
puestos en libertad– parten para Asunción. En San Lorenzo, estudiantes cierran la ruta
II. En numerosas partes del país las clases son suspendidas. En la capital, diversos sec-
tores marchan hasta el Ministerio del Interior contra la acción represiva del gobierno. 

Miércoles 5 • Con la sanción del Congreso y la promulgación del Ejecutivo se suspende temporal-
mente la ley de venta de la telefónica COPACO, la ex CORPOSANA (ESSAP) y el fe-
rrocarril central. Grupos de manifestantes festejan frente al Congreso, y en cada depar-
tamento, la victoria de sus 16 días de manifestaciones. En Itapúa, unos mil labriegos
cortan la ruta 6 a unos 110 km. de Encarnación, pidiendo la renuncia de González Mac-
chi, a quien responsabilizan por la muerte de un campesino durante estos días.

Jueves 6 • El director general paraguayo de la EBY es reemplazado en el cargo por el viceminis-
tro del interior.

Miércoles 19 • La Coordinadora de Funcionarios del Ministerio de Salud Pública levanta el paro que
mantenía desde el lunes, luego de que el Ministerio de Hacienda comienza a abonar los
salarios atrasados. 

JULIO

Domingo 14 • Los adherentes al golpista Lino César Oviedo –organizados por el partido Unión Na-
cional de Ciudadanos Éticos (UNACE)– y los militantes del Partido Liberal Radical
Auténtico (PLRA) se movilizan en todo el país con el objetivo de promover la salida
del presidente González Macchi. La policía intercepta varios camiones con simpatizan-
tes de Oviedo que se disponían a cortar rutas nacionales e internacionales. En Asunción
decenas de manifestantes llegan con camiones hasta el Congreso, donde luego de ser
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dispersados por policías y militares, 36 personas son detenidas. En Ciudad del Este se
congregan frente a la comuna local, donde son reprimidos por la policía, quienes matan
a dos personas.

Lunes 15 • Cuando unas 400 personas se congregan en las plazas del Congreso para pedir la re-
nuncia del Presidente, el gobierno de González Macchi declara el Estado de Excepción,
por el cual quedan prohibidas las manifestaciones públicas y es autorizada la interven-
ción de las Fuerzas Armadas. Los manifestantes son desalojados de las plazas, resultan-
do 36 personas detenidas y 19 heridas. Cuando los seguidores oviedistas intentan cor-
tar la entrada a Itá, inicio del Acceso Sur, son dispersados por la policía con balas de
goma y resultan detenidos sus principales líderes. Con todo, logran cerrar el puente San
Roque González de Santa Cruz, en Encarnación, y otros 15 puntos en todo el país, don-
de también son dispersados y reprimidos. En Ciudad del Este, unos 3 mil manifestan-
tes bloquean el paso internacional del Puente de la Amistad y se enfrentan a la policía
con un saldo de una persona muerta, numerosos heridos y alrededor de 90 detenidos. 

Martes 16 • Los manifestantes que bloquean el tránsito internacional en el puente San Roque Gon-
zález de Santa Cruz, Encarnación, son desalojados; una persona resulta herida y tres de-
tenidas. También son desalojados quienes bloqueaban la ruta 3 a la altura del arroyo
Mbutuy, quedando 54 personas presas y más de 10 heridas. 

Miércoles 17 • El Ejecutivo levanta el Estado de Excepción. 

Viernes 26 • Campesinos sin tierras, nucleados en la MCNOC, que ocupan la reserva forestal de
Capiibary, San Pedro, son desalojados por una comitiva policial, judicial y militar.

AGOSTO

Lunes 5 • Los médicos de los hospitales públicos de Asunción inician una huelga en reclamo del
pago de sus salarios de junio. 

Martes 6 • Unos 2 mil seguidores de Lino Oviedo se movilizan hasta la plaza del Congreso para
pedir la renuncia del presidente Luis González Macchi. 

Miércoles 14 • Los médicos de los hospitales públicos levantan el paro, luego de que el Ministerio de
Salud Pública habilita el pago de los salarios atrasados. 

Jueves 22 • La Cámara de Diputados aprueba la ley conocida como Del Marchódromo, por la cual
quien presione a otras personas para que adhieran a manifestaciones recibirá penas de
dos a diez años de prisión. Las manifestaciones públicas, además, deberán ser en las
plazas y no podrán sobrepasar las 72 hs. 

Viernes 23 • Tras una semana de paro, los docentes de la Federación de Educadores del Paraguay
(FEP) levantan la huelga, luego de que las autoridades se comprometen a realizar los
pagos del escalafón docente, entre otros puntos. 

Miércoles 28 • Estudiantes, docentes y funcionarios de la Universidad Nacional de Asunción (UNA)
cierran la Av. Mariscal Estigarribia a la altura del km. 11 de la Ruta II en protesta por
una restricción judicial –que califican como injerencia a la autonomía universitaria– que
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impide que el rector de la institución (imputado por una fiscal de revalidar títulos de ex-
tranjeros, cobrados pero no asentados legalmente) reasuma sus funciones.

Glosario de Siglas

ANTELCO Administración Nacional de Telecomunicaciones
CDP Congreso Democrático del Pueblo
COPACO Compañía Paraguaya de Comunicaciones
CORPOSANA Corporación de Obras Sanitarias
EBY Ente Binacional Yacyretá
ESSAP Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay SA
FEP Federación de Educadores del Paraguay
FNC Federación Nacional Campesina
IVA Impuesto al Valor Agregado
MCNOC Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 
PLRA Partido Liberal Radical Auténtico
UNA Universidad Nacional de Asunción 
UNACE Unión Nacional de Ciudadanos Éticos 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana Fassi.
Fuentes: diarios Última Hora y Noticias.
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Miércoles 1 • En conmemoración del Día Internacional de los Trabajadores, se realizan actos en va r i o s
departamentos del país. En Montevideo, miles de trabajadores, convocados por la Propues-
ta Intersindical de Trabajadores-Central Nacional de Trabajadores (PIT-CNT) –junto a re-
presentantes del Frente Amplio (FA), la Federación de la Administración Nacional de
C o m bustibles, Alcohol y Pórtland-ANCAP (FANCAP), Federación Uruguaya de Coope-
r a t ivistas de Vivienda por Ayuda Mutua (FUCVAM), entre otros– realizan un acto en la
Plaza 1° de Mayo en repudio al modelo neoliberal, a la ruptura de relaciones diplomáticas
con Cuba y a la política exterior de Estados Unidos para América Latina y Medio Oriente. 

Martes 7 • Integrantes de la Unión de Trabajadores Desocupados (UTD) marchan desde la Plaza
Libertad hasta el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS), donde ocupan las
instalaciones y exigen la creación de puestos de trabajo, subsidios para los desocupados
y la exoneración del pago de los servicios, entre otras cosas. Se reúnen con personal del
MTSS y acuerdan que el 15 de este mes recibirán una respuesta.

Viernes 10 •Trabajadores nucleados en la Asociación de Funcionarios del Hospital Italiano (AFHI)
inician un paro por tiempo indeterminado, realizan cortes de tránsito frente al hospital
y toman las instalaciones, en reclamo de haberes impagos.

Domingo 12 • El presidente Batlle anuncia un nuevo ajuste fiscal, que incluye más impuestos a los
ingresos laborales y empresariales, así como la extensión del Impuesto al Valor Agre-
gado (IVA) al agua y al transporte. Tras los anuncios, cientos de personas realizan ca-
ceroleos en todos los barrios de Montevideo y en la Ciudad de la Costa.

Viernes 17 • Cientos de estudiantes de numerosos liceos y escuelas de la Universidad del Trabajo del
Uruguay (UTU) marchan por las calles de Montevideo, concentrándose frente a distintos
o rganismos educativos, en rechazo a un nuevo Reglamento de Evaluación y Pasaje de
Grado (REAPG), que establece un límite de 15 inasistencias entre todas las materias –en-
tre otras cosas– en detrimento del régimen de asistencias por asignatura. En este marco,
los estudiantes del Instituto de Estudios de la Construcción (IEC) ocupan el edificio. 

Lunes 20 • Decenas de miles de personas realizan una marcha del silencio por la avenida 18 de
Julio hasta la Plaza Cagancha, en reclamo por los desaparecidos durante la dictadura.

Miércoles 22 • Trabajadores de los gremios de la Unión Nacional de Trabajadores del Transporte
(UNOTT) paralizan sus labores, se concentran frente al Parlamento y lo rodean con óm-
nibus y taxis, en rechazo a la aplicación del IVA al boleto. 

Viernes 24 • En el marco de un paro general parcial convocado por el PIT-CNT, trabajadores de la
FANCAP, Sindicato Único de Telecomunicaciones (SUTEL) y la Confederación de Or-
ganizaciones de Funcionarios del Estado (COFE), entre otros, marchan hasta el Palacio
Legislativo en reclamo de una mesa de diálogo nacional, la negociación de un convenio
colectivo, el cambio del rumbo económico, el respeto al referéndum contra la privatiza-
ción de la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL) y la no aplica-
ción del IVA al agua y al transporte, entre otras cuestiones. Además, en Montevideo y



76

C ro n o l o g í a

en numerosas ciudades del interior, cientos de personas cacerolean y realizan distintos
actos de protesta.

Miércoles 29 • Doce mujeres de FUCVAM, que hace 15 días iniciaran una caminata de 500 Km. des-
de Salto a Montevideo para reclamar la renuncia del ministro de Economía y rechazar los
recortes presupuestales en el Ministerio de Vivienda, llegan a la capital y junto a miles de
personas marchan al Palacio Leg i s l a t ivo y al Edificio Libertad, donde realizan un acto.

JUNIO

Sábado 1 • Trabajadores de Coca Cola, afiliados al sindicato de Montevideo Refresco SA
(MONRESA), inician un paro de 48 horas en rechazo al despido de 84 funcionarios.

Sábado 8 • Más de cincuenta organizaciones sociales, entre las que se encuentran representantes
de Concertación para el Crecimiento, la mesa Coordinadora de Gremiales Agropecua-
rias y del PIT-CNT, llevan a cabo el Primer Encuentro de Intersociales del Interior, en
San José, con el objetivo de construir un modelo alternativo al que lleva a cabo el go-
bierno del presidente Batlle.

Miércoles 12 • En el marco del cuarto paro general contra el gobierno de Batlle, convocado por el
PIT-CNT, miles de personas realizan manifestaciones en Montevideo y en distintas ciu-
dades del país, para reclamar trabajo y protestar contra el ajuste fiscal que impulsa el
gobierno. Además, cerca de un centenar de personas se concentran frente a la residen-
cia presidencial y realizan un caceroleo. 

Martes 18 • El presidente Batlle autoriza la apertura de un Consulado General de la República de
Cuba en Montevideo, luego de que a principios de mayo el gobierno decidiera romper
las relaciones diplomáticas con ese país.

• Cientos de jubilados, funcionarios del Banco de Previsión Social (BPS) y comercian-
tes realizan un acto frente a la entidad y se movilizan hasta el Palacio Legislativo para
hacer entrega de 180 mil firmas en rechazo al cese de los pagos en la sede central del
BPS y a la tercerización del servicio. 

Jueves 20 • El ministro de Economía anuncia un nuevo tipo de cambio de libre flotación del dó-
lar. Acto seguido, cerca de un centenar de personas realiza un caceroleo en las inmedia-
ciones de la residencia presidencial, en rechazo a la política económica del gobierno.

Lunes 24 • Tres de los estudiantes del IEC, que desde el 17 de mayo ocupan el instituto en recha-
zo a la aplicación de un nuevo REAPG, declaran ante la justicia por una demanda pro-
movida por los directores del mismo para lograr el desalojo. En apoyo a su lucha, estu-
diantes de los liceos Juan Zorrilla de San Martín y Héctor Bauzá ocupan sus centros de
estudios por 48 hs. Además, estudiantes de los liceos N° 2, 9, 11, 13, 17 y 38 cortan ca-
lles en distintos puntos de la ciudad. En tanto, dos estudiantes del IEC que mantenían
un ayuno desde hace 5 días levantan la medida luego de que el Consejo de Educación
Técnico Profesional (CETP) decide dejar el viejo reglamento para los turnos nocturnos.

Miércoles 26 • Tras llegar a un acuerdo con las autoridades, estudiantes del IEC levantan la ocupa-
ción que mantenían desde hace 40 días en rechazo a la aplicación de un nuevo REAPG.
Los estudiantes de los liceos Zorrilla y Bauzá levantan las ocupaciones que mantienen
desde hace 2 días.

/ Septiembre 2002
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• Trabajadores de la salud del sector público y privado paran durante la jornada, en re-
chazo al IVA que grava los honorarios de los trabajadores que no están en relación de
dependencia.

JULIO

Jueves 4 • Un grupo de trabajadores de la empresa Cerámicas del Sur, que mantuvo tomada la plan-
ta durante 401 días, finaliza la ocupación tras el anuncio de que reabrirá la compañía.

Lunes 8 • Los 80 funcionarios médicos y no médicos del Servicio de Enfermedades Infecto Con-
tagiosas (SEIC) –que desde hace 124 días mantienen tomadas las instalaciones del cen-
tro asistencial, en reclamo de que el Ministerio de Salud Pública (MSP) no traslade el
servicio al Hospital Paysandú y de mantener la autonomía administrativa– levantan la
medida tras lograr un acuerdo con las autoridades gubernamentales, quienes se compro-
meten a cumplir con lo exigido.

Jueves 11 • Cerca de 160 presos del Penal de Libertad levantan la huelga de hambre que mantie-
nen desde el día anterior en rechazo a las condiciones de alojamiento a las que están so-
metidos tras el destrozo del penal durante el motín del 1 de marzo pasado. Las autori-
dades se comprometieron a reacondicionar los contenedores en los que están viviendo.

Sábado 13 • Los trabajadores de MONRESA –en conflicto por más de cien cesantías– se declaran
en asamblea permanente y paralizan la planta industrial, tras recibir 63 nuevos telegra-
ma de despido.

Martes 16 • En el marco de un paro general universitario, la Intergremial Universitaria junto a repre-
sentantes del PIT-CNT y la FUCVAM, realiza un acto en la Universidad de la República,
en rechazo al proyecto de ley de Rendición de Cuentas impulsado por el gobierno, que
plantea recortes presupuestarios en el estado y, en particular, para la educación superior.

• Ahorristas del Banco Montevideo –cuyo dinero fue transferido a las Islas Caymán– se
concentran frente a la sede golpeando cacerolas, para protestar por la situación finan-
ciera de la entidad. Después de algunas horas, realizan un escrache a la familia Peira-
no, ex directora del banco.

Miércoles 17 • Las autoridades del Hospital de Clínicas cierran el Departamento de Emergencia, a fin
de adecuar la atención a los recursos disponibles.

Lunes 22 • El presidente Batlle le pide la renuncia al ministro de Economía y Finanzas, Alberto
Bensión, luego de que días atrás su plan económico fuera cuestionado por todos los sec-
tores políticos durante una interpelación en el parlamento.

Miércoles 24 • Alejandro Atchugarry asume como nuevo ministro de Economía.

Jueves 25 • Miles de personas marchan desde el Hospital de Clínicas hasta el Palacio Leg i s l a t ivo ,
donde realizan un acto en reclamo de un cambio en la política económica. Protestan tam-
bién contra la Rendición de Cuentas y para exigir recursos para el hospital universitario. 

• La Comisión de Asuntos Electorales de la Corte Electoral constata –otorgándoles sta-
tus jurídico– la validez de las 608.282 firmas analizadas para aprobar el referéndum por
ANTEL, las cuales superan las adhesiones necesarias para el llamado a las urnas.
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Martes 30 • El presidente Batlle decreta feriado bancario. Tras el anuncio, el valor del peso uru-
guayo desciende abruptamente, acumulando una devaluación del 41,33% desde que el
gobierno decretó la libre flotación del tipo de cambio, el 20 de junio.

Miércoles 31 • Unas 50 personas saquean un supermercado del barrio montevideano de Aguada; 12
son detenidas por la policía.

AGOSTO

Jueves 1 • Miles de personas saquean más de una veintena de comercios en distintos puntos de
Montevideo, enfrentándose, en algunos casos, con la policía, que detiene a unas 30 per-
sonas y deja varios heridos. 

• La Cámara de Diputados deroga los artículos de la ley de presupuesto que permiten la
desmonopolización ANTEL y la venta de acciones de su colateral en telefonía celular.
Sin embargo, esto no anula las privatizaciones ya realizadas.

Viernes 2 • Seis personas detenidas en el día de ayer tras haber participado de los saqueos a un
supermercado de Montevideo son enviadas a la cárcel.

Sábado 3 • Más de 2 mil estudiantes de la Asociación de Estudiantes de Medicina (AEM) se de-
claran en huelga –con el apoyo de las facultades de Ciencias Económicas, Ciencias, Psi-
cología, Enfermería, Odontología y Química– en reclamo de una solución presupuestal
para el Hospital de Clínicas.

• Ocho personas que fueron detenidas durante los saqueos producidos el jueves son en-
viadas a la cárcel; otras 34, detenidas durante los acontecimientos del mismo día, reco-
bran su libertad.

Domingo 4 • La Cámara de Diputados sanciona la ley de Fortalecimiento del Sistema Bancario, por
la que se crea un Fondo de Estabilidad del Sistema Bancario; se prorrogan los venci-
mientos de depósitos a plazo fijo en moneda extranjera realizados antes del 30 de julio
de 2002 del Banco de la República Oriental del Uruguay (BROU) y del Banco Hipote-
cario del Uruguay (BHU); se trasladan las obligaciones del BHU al BROU; el Banco
Central del Uruguay (BCU) queda facultado para pagos de los depósitos en cuenta co-
rriente y caja de ahorro de los ahorristas no financieros en las instituciones que sean in-
tervenidas; y se habilita el canje de ahorros por certificados de depósitos. Inmediata-
mente después de sancionada la ley, el gobierno norteamericano envía 1.500 millones
de dólares y el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial y el Banco In-
teramericano de Desarrollo (BID) anuncian un paquete de ayuda para Uruguay. Luego
de la promulgación, el BCU levanta el feriado bancario y las suspensiones del Banco
de Crédito y del Banco Comercial. Además, el gobierno firma una nueva Carta de In-
tención con el FMI, en la que se compromete a mantener la flexibilidad del tipo de cam-
bio, liquidar los bancos privados que no sean recapitalizados bajo la supervisión del
FMI, una reforma tributaria antes de fin de año, seguir adelante con las concesiones al
sector privado y no aumentar los salarios del sector público, entre otros puntos.

Martes 6 • Estudiantes del Instituto de Profesores Artigas (IPA) ocupan la sede para protestar
contra la Rendición de Cuentas, las reformas educativas que impulsa el gobierno y en
defensa del Hospital de Clínicas y las empresas públicas, entre otras cuestiones.

• Llega al país el Secretario del Tesoro de Estados Unidos, Paul O’Neill.
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Miércoles 7 • En el marco de un paro general convocado por el PIT-CNT, unas 3 mil personas rea-
lizan un acto frente al Edificio Libertad para reclamar la reinstalación de los Consejos
de Salarios, una ley de negociación colectiva que incluya a los trabajadores del sector
público y subsidios para los desocupados, entre otros puntos.

• En apoyo a los estudiantes en huelga del IPA, alumnos del Instituto Tecnológico Su-
perior (ITS) y del Magisterial Superior toman las instalaciones de sus centros educati-
vos, rechazando la Rendición de Cuentas y las cartas de intención que firmó días atrás
el gobierno con el FMI. 

• La Corte Electoral deja sin efecto el plebiscito que debería decidir sobre los artículos
de la Ley de Presupuesto referidos a ANTEL. De esta manera, sin la anulación de la ley
por vía plebiscitaria, los convenios de privatización ya efectuados desde su promulga-
ción siguen vigentes.

Viernes 9 • Estudiantes del Instituto Superior de Educación Física (ISEF) –en donde los docentes
están en paro desde hace tres semanas por irregularidades en sus contratos y atrasos en
el pago de salarios– toman las instalaciones del centro en protesta por la falta de presu-
puesto y en adhesión a la plataforma del resto de los establecimientos educativos que se
encuentran ocupados.

• Estudiantes del liceo N° 3 ocupan el establecimiento e inician una huelga para exigir
el cogobierno en la enseñanza secundaria y la instalación de un comedor estudiantil, en-
tre otras cosas.

Sábado 10 • Cientos de personas, convocadas por la Comisión de Defensa de A N C A P, marchan por
los barrios montevideanos de Cerro y La Teja hasta la Plaza Lafone, en donde realizan un
acto. Durante el mismo, del que son oradores representantes de FANCAP y del FA, se ma-
n i fiestan en contra de las políticas neoliberales llevadas a cabo por el gobierno, de la re-
ciente ley de fortalecimiento del sistema bancario y en defensa de las empresas públicas. 

Domingo 11 • La Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay (FEUU) y la Asociación de
Funcionarios de la Universidad de la República (AFUR) se declaran en huelga por tiem-
po indeterminado, en reclamo de un Plan de Emergencia Nacional de salud, vivienda,
educación y empleo, y exigen al gobierno que salde la deuda que mantiene con la uni-
versidad. Rechazan también la política económica llevada adelante, la Rendición de
Cuentas y la ley de Estabilidad del Sistema Bancario. 

Lunes 12 • Tras la huelga universitaria decretada por la FEUU, los funcionarios de la Facultad de
Derecho y los estudiantes de las facultades de Psicología, Música y la Regional de Nor-
te de Salto toman las instalaciones de sus respectivas sedes. En tanto, el consejo fede-
ral de la Asociación de Docentes de la Universidad de la República (ADUR) suspende
todas sus actividades curriculares.

• Cerca de mil deudores en dólares del BHU y de Consorcio del Uruguay marchan has-
ta el Edificio Libertad y realizan un acto para exigir que sus deudas sean convertidas a
unidades reajustables.

• El Departamento de Emergencias del Hospital de Clínicas –cerrado desde el 17 de ju-
lio por la falta de recursos– retoma sus servicios luego de que el MSP entregara insu-
mos para un mes de funcionamiento y de que el Ministerio de Economía y Finanzas
(MEF) ofreciera elevar a 7 millones de pesos el presupuesto en lugar de los 9 millones
que debería recibir según la ley de presupuesto aprobada.

U r u g u ay

/ Septiembre 2002
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Martes 13 • Integrantes del PIT-CNT, FUCVAM, estudiantes y ciudadanos independientes reali-
zan un acto en las inmediaciones del Palacio Legislativo en rechazo la Rendición de
Cuentas que se discute en el parlamento. Hacia al final del día el parlamento aprueba la
Rendición de Cuentas en general y el Balance de la Ejecución Presupuestal de 2001, lo
que implica la racionalización del gasto público y de los recursos humanos del estado,
entre otras cosas.

Miércoles 14 • Miles de estudiantes de la Universidad de la República, de liceos, de la UTU e insti-
tutos de formación docente –acompañados por educadores y funcionarios de la faculta-
des y representantes del movimiento cooperativista– marchan hasta el Palacio Legisla-
tivo para protestar contra la Rendición de Cuentas y en conmemoración del asesinato
de estudiantes a manos de las fuerzas represivas en 1968. 

• En el primer día de devolución de depósitos de cuentas corrientes de los bancos sus-
pendidos –el Comercial, de Crédito y Montevideo-Caja Obrera– los ahorristas sólo pue-
den retirar su dinero como préstamo a cuenta por parte del estado.

Viernes 16 • Los estudiantes del liceo N° 13 y del Instituto Alfredo Vázquez Acevedo (IAVA) ocu-
pan sus respectivos centros de estudios, sumándose a aquellas ocupaciones que se ini-
ciaron con la toma del IPA hace diez días. La Asociación de Docentes de Enseñanza Se-
cundaria (ADES) adhiere a la plataforma reivindicativa de los estudiantes. 

• La Asociación de Estudiantes de Veterinaria (AEV) se suma a la huelga universitaria
decretada por la FEUU.

• La AEM marcha desde el Hospital de Clínicas hasta el Edificio Libertad, para hacer
entrega de 200 mil firmas recolectadas en defensa del nosocomio universitario.

Martes 20 • En el marco de un paro general parcial en Montevideo, unas 5 mil personas –entre
miembros de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay (AEBU), dirigentes
del PIT-CNT, ahorristas de bancos suspendidos y ciudadanos en general– realizan un
acto en la Plaza Independencia, para rechazar el modelo económico del gobierno y re-
clamar caminos de reconstrucción nacional. 

Miércoles 21 • El Ministerio de Deportes dispone el pago de los sueldos adeudados a los profesores
en huelga del ISEF.

Jueves 22 • Unas 12 mil personas, convocadas por el PIT-CNT, la FUCVAM y la FEUU, marchan
desde la Universidad de la República hasta el Palacio Legislativo para reclamar al go-
bierno pan y trabajo y en rechazo de la Rendición de Cuentas.

• Los estudiantes del liceo N° 9 de Colón ocupan el edificio escolar, sumándose a las
reivindicaciones de los centros educativos tomados por los estudiantes.

Viernes 23 • Estudiantes del liceo Miranda toman su centro de estudios, apoyando las ocupaciones
estudiantiles que se vienen manteniendo desde principios de mes.

Sábado 24 • Camioneros nucleados en la Intergremial de Transporte Profesional de Carga Terres-
tre del Uruguay (ITPC) se concentran frente al Palacio Legislativo para rechazar el pro-
yecto de Ley de Profesionalización, que afecta directamente a los trabajadores del trans-
porte terrestre carretero.

/ Septiembre 2002
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Domingo 25 • En conmemoración del 177° aniversario de la Declaratoria de Independencia se reali-
zan actos en distintas ciudades del país. En Montevideo, decenas de miles de personas
–encabezadas por representantes del PIT- C N T, Concertación para el Crecimiento, la Or-
ganización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay (ONAJPU), la FEUU, la
U n iversidad de la República, el Encuentro Progresista-Frente Amplio (EP-FA) y el Nue-
vo Espacio (NE)– se congregan en el Obelisco de los Constituyentes en rechazo a la Ren-
dición de Cuentas y al Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), y en defensa
de las empresas públicas y de una estrategia de desarrollo productivo para el país.

Martes 27 • Los trabajadores de MONRESA –que desde el 1 de junio acampan frente a la planta
industrial– deciden retornar a sus labores tras acordar con la empresa la reincorporación
de 34 trabajadores, la jubilación anticipada de una veintena y el despido de los 30 res-
tantes, con una indemnización pactada entre las partes.

Viernes 30 • En el Día Internacional del Detenido Desaparecido, miembros de la agrupación Ma-
dres y Familiares de Detenidos Desaparecidos realizan una acto en el Parque Vaz Fe-
rreira; en tanto, Amnistía Internacional, HIJOS (de desaparecidos) y la Comisión de De-
rechos Humanos del PIT-CNT realizan otro acto en la Facultad de Humanidades.

U r u g u ay

/ Septiembre 2002



82

C ro n o l o g í a

Glosario de Siglas

ADES Asociación de Docentes de Enseñanza Secundaria 
ADUR Asociación de Docentes de la Universidad de la República
AEBU Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay 
AEM Asociación de Estudiantes de Medicina 
AEV Asociación de Estudiantes de Veterinaria 
AFHI Asociación de Funcionarios del Hospital Italiano 
AFUR Asociación de Funcionarios de la Universidad de la República 
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas 
ANCAP Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland 
ANTEL Administración Nacional de Telecomunicaciones 
BCU Banco Central del Uruguay 
BHU Banco Hipotecario del Uruguay 
BID Banco Interamericano de Desarrollo 
BPS Banco de Previsión Social 
BROU Banco de la República Oriental del Uruguay 
CETP Consejo de Educación Técnico Profesional 
COFE Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado 
EP-FA Encuentro Progresista-Frente Amplio 
FA Frente Amplio 
FANCAP Federación ANCAP
FEUU Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay
FMI Fondo Monetario Internacional 
FUCVAM Federación Uruguaya de Cooperativistas de Vivienda por Ayuda Mutua 
IAVA Instituto Alfredo Vázquez Acevedo 
IEC Instituto de Estudios de la Construcción 
IPA Instituto de Profesores Artigas
ISEF Instituto Superior de Educación Física 
ITPC Intergremial de Transporte Profesional de Carga Terrestre del Uruguay 
ITS Instituto Tecnológico Superior 
IVA Impuesto al Valor Agregado 
MEF Ministerio de Economía y Finanzas 
MONRESA Montevideo Refresco SA 
MSP Ministerio de Salud Pública 
MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
NE Nuevo Espacio
ONAJPU Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay 
PIT-CNT Propuesta Intersindical de Trabajadores-Central Nacional de Trabajadores 
REAPG Reglamento de Evaluación y Pasaje de Grado 
SEIC Servicio de Enfermedades Infecto Contagiosas
SUTEL Sindicato Único de Telecomunicaciones 
UNOTT Unión Nacional de Trabajadores del Transporte 
UTD Unión de Trabajadores Desocupados 
UTU Universidad del Trabajo del Uruguay 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Gustavo Gibert.
Fuentes: diarios La República y El País.
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L
as elecciones de junio de 2002 han producido sorpresas y creado una si-
tuación de esperanza. La sorpresa más importante fue la masiva votación
que obtuvieron el Movimiento al Socialismo (MAS) y el Movimiento In-
dígena Pachakuti (MIP), dos partidos de raíces indígenas y campesinas,
que esta vez obtienen una representación congresal considerable, modifi-

cando radicalmente el escenario político nacional. Esta insurgencia de la “otra Bolivia” –la
de los pueblos indígenas, los campesinos, los marginados, los pobres– ha significado un pa-
so adicional en el proceso de democratización de la sociedad boliviana.

Además, la votación del MAS, del MIP y de la Nueva Fuerza Republicana (NFR) es-
tá mostrando que una mitad de la población quiere cambios: que no está satisfecha con el
modelo neoliberal, impuesto desde 1985, ya que no ha resuelto los graves problemas de
empleo, pobreza, corrupción y exclusión social que existen en el país. ¿Pero sabrán los po-
líticos “tradicionales” y los grupos económicos dominantes entender el significado de la
votación, y cambiar en consecuencia? Es lo que vamos a tratar de responder más adelante. 

Por su parte, el Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR) y el Movimiento de
Izquierda Revolucionaria (MIR) mantienen su electorado, mientras que Acción Democrá-
tica Nacionalista (ADN) y Unidad Cívica Solidaridad (UCS) conocen un retroceso signifi-
cativo. En cuanto al Movimiento Bolivia Libre (MBL), debilitado, se presentó junto al
MNR. Estos cinco partidos que han estado en el gobierno en diferentes momentos desde
19851 lograban en anteriores elecciones más del 70% de los votos. Pero en junio de 2002
apenas obtienen un 48% de los votos válidos2 (ver Cuadro 1).

Cuadro 1
Resultados de las elecciones nacionales (en porcentajes)

Fuente: Corte Nacional Electoral. Elaboración propia.
*En 1993 el MIR se presentó junto a la ADN, y en el 2002, el MBL se presentó junto al MNR.

Del reino del
neoliberalismo a la
insurgencia de los
indígenas y campesinos
La posibilidad de construir una nu eva Bolivia

Por Manuel De La Fuente*

* Profesor de Economía de la Universidad Mayor de San Simón y Director del Centro de Investigaciones en
Planificación y Gestión (CEPLAG-UMSS).

1985 1989 1993 1997 2002
MNR 30,4 25,6 35,6 18,2 22,5
MIR 10,2 21,8 21,1* 16,8 16,3
ADN 32,8 25,2 22,3 3,4
UCS 13,8 16,1 5,5
MBL 5,3 3,1 *
Subtotal 73,4 72,7 75,8 76,4 47,7
CONDEPA 12,3 14,3 17,2 0,4
MAS 20,9
NFR 20,9
MIP 6,1
Otros 26,6 15,0 10,0 6,4 4,0
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
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Sin embargo, la regresión de los partidos neoliberales ha sido diferente según las re-
giones del país. En efecto, en 1993 los cinco obtenían en La Paz, Cochabamba, Oruro, Po-
tosí y Chuquisaca alrededor del 71% de los sufragios, mientras que en las últimas eleccio-
nes obtuvieron tan sólo un 37% de los votos. En cambio, en Tarija, Santa Cruz, Beni y Pan-
do el retroceso electoral fue menor, habiendo logrado los cinco, en 1993, un 87% del elec-
torado, y ahora un 70%. Veamos ahora con mayor detenimiento lo sucedido con los dos
partidos que han sobrevivido al vendaval anti-neoliberal.

El MNR o el retorno de Goni

El MNR es el partido más antiguo. Tiene unos sesenta años de historia y ha marcado
para bien y para mal la política del país. Pasó de ser junto con los sindicatos el autor de la
revolución de 1952, a ser el que implementó en 1985, junto con la derecha, el modelo neo-
liberal. En 1993 obtuvo la mayor cantidad de votos durante este período neoliberal, es de-
cir, más del 35% de los sufragios (ver nuevamente el Cuadro 1). Un gran logro que se de-
be a un carismático Gonzalo Sánchez de Lozada, llamado Goni, quien en ese entonces po-
seía una cierta gracia: alternaba sus propuestas políticas con bromas que eran celebradas
por muchos, y hasta su fuerte acento inglés tenía encanto. 

Lo que también le dio votos fue su apertura a la problemática campesina y su alianza
con Víctor Hugo Cárdenas, un líder aymara con mucho prestigio, sobre todo en La Paz. En
este departamento, con la mayor cantidad de electores, obtuvo en esa oportunidad 45% de
los votos, una cifra que se ha reducido al 15% en las últimas elecciones. La ausencia de un
representante indígena ha ocasionado esos resultados. ¿Fue la imposibilidad de encontrar
una personalidad de la talla de Cárdenas o una mala apreciación de la capacidad de convo-
catoria del MAS y del MIP? 

Sea lo que fuere, Goni más bien pensaba ganar, poniendo contra la pared a los partidos
que conformaban el gobierno saliente, y apostando a ubicar el tema de la lucha contra la
corrupción en el centro del debate electoral. Es por esta razón que eligió como acompañan-
te de fórmula a Carlos Meza –periodista de prestigio y dueño de un canal privado de tele-
visión– como garantía de una verdadera lucha contra la corrupción.

Sin embargo, el MNR se vio rápidamente arrinconado por el rechazo que manifestaba
una buena parte del electorado hacia Goni3, por la NFR que parecía invencible, y por el
MAS, que comenzaba a levantar cabeza. La capitalización4, una de las “realizaciones” im-
portantes de su anterior gobierno, estuvo en el centro del debate electoral: todos los otros
partidos, casi sin excepción, juzgaron duramente esta medida.

Al MNR no le quedó más que ofrecer obras y empleos, y defender como podía la ca-
pitalización, y en general el orden neoliberal. Para ello tenía ingentes recursos que le per-
mitieron inundar de propaganda electoral canales de televisión, radios, paredes, parques y
cuanto espacio estaba a su alcance. Un dato para demostrar este hecho: el MNR gastó en
propaganda política, sólo en la televisión de La Paz, Cochabamba y Santa Cruz, alrededor
de 6,5 millones de dólares, una cifra considerable si la comparamos con los 300 mil dóla-
res que gastó el MAS 5.

Este despliegue publicitario y el voto conservador persistente en el país, a lo que ha-
bría que añadir los errores de Manfred Reyes y el temor que se creó alrededor de la candi-
datura de Evo Morales, le permitieron lograr el primer puesto a nivel nacional, aunque bas-
tante disminuido con relación a 1993 y llevando una leve ventaja a los partidos que le si-
guen, el MAS y NFR. Esta victoria se tradujo en una importante brigada parlamentaria.

Como Goni no logró el 50% necesario para ser electo directamente6, y dado que no tu-
vo suficientes parlamentarios, debió negociar con las otras entidades políticas la conforma-

Región Andina
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ción de un nuevo gobierno, situación que parecía relativamente fácil, ya que en teoría va-
rios partidos están muy cerca de las posiciones del MNR. Sin embargo, esta tarea no fue
tan sencilla. Fue necesaria la intervención de la embajada americana, de los empresarios
privados, de los banqueros, de la prensa y de la jerarquía de la Iglesia Católica para que el
MIR aceptara cogobernar con el MNR.

El MIR, de la crítica al cogobierno con el MNR

El MIR también resistió a los fuertes vientos de cambio que soplan en la actualidad,
logrando ubicarse en un cuarto lugar, con un 16% de los sufragios. Para conseguir esta vo-
tación tuvo que acomodarse a la situación, adoptando un discurso similar al de los anti-neo-
liberales. El pragmatismo del MIR lo llevó a respaldar la reivindicación de los movimien-
tos sociales que luchan por la realización de una Asamblea Constituyente. Por otra parte,
plantearon la venta de gas por el Perú y fueron muy críticos respecto de la capitalización. 

Con respecto a ese último punto, Jaime Paz llegó a tildar a Goni de “vendepatria”, una
posición totalmente demagógica, ya que fue en el gobierno del MIR-ADN (1987-1993) que
se dio inicio al proceso de privatización, en el que el MIR tenía una fuerte participación,
continuándose con lo poco que quedaba en el gobierno de Banzer/Quiroga (1997-2002). 

Los planteamientos del MIR parecían antagónicos frente a las propuestas de Goni. Sin
embargo, no lo fueron a la hora de limar las asperezas en aras de formar un cogobierno con
el MNR. Los dos partidos se pusieron de acuerdo en una serie de puntos: el “Plan Bolivia”,
que peca de una gran generalidad y que ha significado en los hechos la vuelta del MIR al
redil neoliberal, dejando su retórica contestataria y adoptando los puntos de vista del MNR,
lo que parece muy lógico, ya que un grupo importante del MIR está compuesto por empre-
sarios de la talla de Samuel Doria, el “rey” del cemento.

En realidad los dos partidos deberían haberse unido antes, puesto que los sectores domi-
nantes de ambas agrupaciones tienen vinculaciones con poderosos intereses económicos na-
cionales e internacionales. Sin embargo, la lógica económica a veces entra en conflicto con
las lógicas partidarias y de grupo. En este caso, agravada por las acusaciones mutuas de co-
rrupción y de vinculación con el narcotráfico, pelea que llegó a su punto máximo cuando Os-
car Eid, mano derecha de Jaime Paz, fue encarcelado durante el primer gobierno de Goni.

Ahora están unidos, pero esta unión parece frágil. Nuevamente, si primara la lógica eco-
nómica no habría problema, pero la ambición de poder, la disputa por los empleos públicos,
las enemistades y los resentimientos siguen latentes. En la posesión del nuevo gobierno, el
6 de agosto, estas animosidades se han demostrado. A Jaime Paz no le gustó el discurso del
flamante vicepresidente y hubo un fuerte t i ra y aflojaen cuanto al nombramiento de los nue-
vos ministros. El MNR esperaba que el MIR colocara a sus dirigentes de primera línea o por
lo menos a eficientes tecnócratas, pero ni lo uno ni lo otro ha sucedido. Con justa razón, la
prensa se preguntaba por la estrategia oculta que estaría siguiendo Jaime7. 

El MAS y los movimientos sociales

De ser un pequeño partido regional, el MAS se ha convertido en la segunda fuerza po-
lítica del país. Con un discurso en el que se entremezclan propuestas como la recuperación
de los recursos naturales, la defensa del sector productivo, la cultura y la coca, y críticas
contra la corrupción, el racismo, la intervención de los Estados Unidos, el sometimiento a
los dictados del Fondo Monetario y del Banco Mundial, la falta de soberanía y las políti-
cas neoliberales, logró el apoyo de un 20% del electorado. Un discurso con fuertes matices
de izquierda 8, pero también con un contenido étnico y campesino que fue presentado de
manera inteligente en la propaganda electoral del MAS.

Del reino del neoliberalismo a la...
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Ahora bien, la gente muy esperanzada apoyó al MAS, pero lo hizo desde diferentes
perspectivas. Una minoría de sus electores, en los que no vale la pena detenerse, votaron
por Evo en consonancia con sus ideas de izquierda o para canalizar su bronca frente a los
partidos tradicionales y a la intervención del embajador norteamericano9. Sin embargo, la
mayoría de los electores del MAS, y aquí cabe detenerse, lo hizo porque votar por este mo-
vimiento era votar por ellos mismos. En efecto, muchos de los candidatos del MAS han si-
do elegidos en asambleas sindicales, comunales o de los pueblos indígenas, y todos en con-
secuencia tienen una trayectoria en el seno de dichas organizaciones. 

Además, se puede esbozar la siguiente tentativa de explicación, que nos lleva a los im-
pactos tal vez no deseados de la Participación Popular10, otra de las medidas “estrella” del
primer gobierno de Goni, la cual paradójicamente se ha convertido en un boomerang para
el MNR. Esta ley, fuertemente criticada en sus inicios por los sindicatos campesinos y por
las organizaciones de los pueblos indígenas, ha permitido una democratización del poder
local, reestructurando los municipios rurales y dotándolos de nuevas competencias y sobre
todo de recursos económicos que antes no tenían. La Participación Popular, por otra parte,
ha dado una nueva vida a los sindicatos campesinos, y en muchas regiones estos ya han he-
cho la experiencia de elegir entre sus miembros a los candidatos a concejales y alcaldes,
habiendo tomado también el control de varios Gobiernos Municipales. De esta manera se
ha demostrado en los hechos que no necesitaban de una intermediación partidaria extraña
a ellos, lo que explicaría en gran medida el éxito del MAS y la disminución de votos del
MNR y otros partidos neoliberales en el campo.

Finalmente, otros candidatos del MAS fueron electos por su compromiso en las luchas
sociales que se han ido produciendo desde el 2000, momento de quiebre por la llamada
Guerra del Agua, que produjo la sublevación de la ciudad y campiña cochabambina contra
la privatización del agua (AA.VV., 2000; De La Fuente, 2000). En aquel tiempo la pobla-
ción, cansada de la corrupción y de los negociados hechos a espaldas de la opinión públi-
ca, se movilizó sólida y decididamente, enfrentando a la represión y al estado de sitio que
vanamente trató de implementar Banzer. Bolivia ya no es la misma a partir de entonces. 

Posteriormente se sucedieron otras batallas, clamando por un mayor reconocimiento de
los pueblos indígenas y una mayor atención al sector agrario. Se produjeron bloqueos tras
bloqueos de caminos. A principios de este año, el gobierno, pensando solucionar el proble-
ma, tras los enfrentamientos por evitar el cierre del mercado de la coca de Sacaba, impuso
al Congreso la tarea de suprimir el fuero parlamentario a Evo Morales. Esta injusticia lo
proyectó, y a la larga le significó ser el segundo candidato a la presidencia más votado, con
derecho a terciar por la primera magistratura de la nación, en el Congreso, con Goni. Evo
trató de conseguir apoyos para ese fin, pero sin éxito: ese deseo, por el momento, no fue
más que un sueño. Todavía a Bolivia le cuesta elegir un presidente indígena. 

Lo más significativo de esta proeza del MAS es que numerosos dirigentes sindicales y
de los pueblos indígenas entran al Congreso representándose a sí mismos y no como en el
pasado, en que ocasionalmente participaban bajo la férula de partidos liderados por élites
“criollas” generalmente citadinas. La presencia de parlamentarios electos por el MAS, a los
que habría que añadir los seis diputados electos por el MIP, supone un cambio sustantivo
en cuanto a la composición étnica del Congreso, pero también el ingreso de los movimien-
tos sociales, que llegan cargados de una serie de reivindicaciones y que estarán defendién-
dolas, no solamente en las calles y caminos como antes, sino también en el Parlamento.
Ahora el desafío del MAS es consolidar su electorado y elaborar una propuesta que sea
aceptada de manera más amplia, particularmente en las ciudades.

Respecto al MIP, partido dirigido por Felipe Quispe, el “Mallku”, quien además es Se-
cretario Ejecutivo de la Confederación Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia, es
más indigenista que el MAS. Al límite, como indica Bigio (2002: 12), Quispe llama a la
destrucción de Bolivia y a la reconstitución del Kollasuyo, con comunidades campesinas
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que se autogobiernen. Potencialmente el MIP puede convertirse en una fuerza separatista,
aunque en el pasado, el Mallku, líder contradictorio, ha demostrado una posición de diálo-
go, obteniendo para sus bases campesinas una cierta atención del estado. Sus votos están
concentrados en las regiones rurales aymaras del altiplano paceño, y tiene una cierta pre-
sencia en la ciudad de El Alto. 

La NFR, de primera en las encuestas a un desabrido tercer puesto

La NFR de Manfred Reyes rápidamente se posicionó, logrando alianzas con un amplio
abanico social, con empresarios de Santa Cruz, con líderes campesinos de Cochabamba y
con los socialistas que habían ganado la alcaldía de Potosí. Tuvo un discurso anti-neolibe-
ral, proponiendo la realización de la Asamblea Constituyente, la revisión de los contratos
de capitalización y el potenciamiento del estado. Por otra parte, mostrándose como una no-
vedad en el ámbito político nacional, criticó duramente a los viejos partidos. 

Este posicionamiento rindió frutos y la NFR empezó a crecer, llegando a ocupar el pri-
mer lugar en las encuestas, con cerca de un 40% en las más optimistas, hasta que comen-
zó a equivocarse, a mentir sobre su ex suegro y a expresar opiniones retrógradas, como en
el caso de los gays, a quienes consideró enfermos. Por otra parte, la durísima campaña que
desplegó el MNR contra Manfred, acusándolo de tener una fortuna de origen dudoso y de
haber estado ligado a la dictadura de García Meza, penetró en el ánimo de la gente. Final-
mente, la influyente Iglesia Católica le dio el tiro de gracia, al pedir a la ciudadanía que no
votara por candidatos ligados a grupos religiosos sospechosos, en una clara alusión a vín-
culos que supuestamente tenía con la secta Moon. 

Cuando se supieron los cómputos, la NFR, que debería haber festejado, ya que de un
modesto 8% que logró en las elecciones municipales de 1999 pasó a un 20%, no lo hizo,
porque esperaba mucho más. En realidad, los augurios que le daban un primer lugar y los
deseos de Manfred de superar la barrera del 50% no se cumplieron, así que obtener un ter-
cer puesto cerca de los dos primeros significó una derrota electoral. 

Consideraciones finales

La votación del 30 de junio ha conformado un Congreso plural con grupos parlamen-
tarios minoritarios. Tan sólo 84 de los 157 parlamentarios apoyaron la elección de Goni, lo
que significa que el Gobierno actual posee una ligera mayoría. Por primera vez en estos úl-
timos años, la oposición contará con una importante bancada parlamentaria. Se tiene en-
tonces un Congreso que ya no es más un apéndice del poder ejecutivo, convirtiéndose en
un importante lugar de discusión y de negociación política.

Por otra parte, los resultados electorales y las negociaciones posteriores originaron la
conformación de un gobierno frágil, formado esencialmente por dos agrupaciones políticas
rivales (MNR y MIR), que aún después de ser gobierno siguen enfrentándose. Finalmente,
el cuadro se complica aún más para el gobierno, ya que Bolivia atraviesa una crisis econó-
mica, con muchas empresas endeudadas y al borde de la quiebra, una tasa de desempleo
abierta del 12%, y otro 50% de la fuerza de trabajo en situación de precariedad. 

¿Cómo salir de la crisis, y cómo lograr que la discusión que se viene sobre los cambios
constitucionales, la exportación del gas a los mercados de Norteamérica, la problemática
de la coca y de la tierra no lleven a una confrontación estéril? Es necesario que tanto el go-
bierno como la oposición se reconozcan y se acepten mutuamente. Deben darse cuenta de
que el país está dividido, y que ninguno debe imponer su voluntad al otro. En este escena-
rio de búsqueda de consensos habría que repensar el modelo económico y político, ade-
cuándolo a las nuevas realidades del país. Además, es importante que el gobierno no acu-
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da de manera recurrente a la imposición de Decretos Supremos, eliminando la consulta y
la negociación con la oposición. También supondría que ésta, y particularmente el MAS,
que representa una esperanza, vaya midiendo apropiadamente su accionar, aportando con
propuestas, y sin enfrentarse simplemente por el hecho de oponerse. 

Ya existen algunos indicadores de que nos encaminamos hacia una situación de diálo-
go: el hecho de que se haya nombrado a un prefecto independiente aymara en la ciudad de
La Paz, que el nuevo gobierno esté tomando su tiempo para elaborar una política nacional
energética y que haya decido realizar consultas amplias antes de adoptarla son señales in-
teresantes. Sin embargo, es todavía muy temprano para saber si el llamado al diálogo del
Presidente Gonzalo Sánchez de Lozada en el día de su posesión será practicado por él mis-
mo, y si será oído. Finalmente, es muy pronto para saber si el pedido de transparencia y de
inclusión que plantean los movimientos sociales será escuchado, y si ellos mismos no se
comportarán excluyendo a los otros. Sólo el tiempo lo dirá. 
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Notas

1 En 1985, gobernó el MNR con ADN; en 1987, el MIR con ADN; en 1993, el MNR con UCS y
el MBL; en 1997, ADN con el MIR, UCS, NFR y CONDEPA (Conciencia de Patria). Este último
partido, después de oponerse al modelo neoliberal, ingresa en 1997 al gobierno, conociendo una
serie de peleas internas que han conducido a su desaparición en 2002. En cuanto a NFR, no estu-
vo mucho tiempo en el gobierno, y en 2002 se presentó –lo veremos– con un discurso crítico.

2 Los votos válidos no toman en cuenta a las personas que votaron en blanco, que anularon su vo-
to, que se abstuvieron o que simplemente no se inscribieron en una notaria electoral. Todas esas
personas representaron en el 2002 un 41% del electorado, lo que quiere decir que un porcentaje
importante de la población no se interesa mucho por la suerte de los partidos políticos.

3 En las encuestas Goni era el candidato presidencial que más antipatías despertaba: un 42% de
los electores decían que jamás votaría por él. La Razón, 5 de mayo de 2002.

4 Una forma original de privatizar las grandes empresas públicas, entregando a cambio de prome-
sas de inversiones el 51% del paquete accionario y el control de la administración a las empresas
transnacionales, particularmente en el caso de los hidrocarburos a empresas estadounidenses.

5 Por su parte la NFR gastó 4,97, el MIR 3,37, ADN 2,8, y UCS 1,78 millones de dólares. La
Razón, 29 de junio de 2002.

6 En Bolivia se tiene un sistema semi-parlamentario, ya que si ningún partido obtiene 50% de los vo-
tos es el Congreso quien designa al Presidente de la República, entre los dos candidatos más vo t a d o s .

7Ver el Semanario Pulso del 9 al 15 de agosto de 2002.

8 Según Gonzalo Rojas, la diferencia entre el MAS y la izquierda tradicional es que esta última,
contrariamente al MAS, fue “ciega a los problemas de la herencia colonial”. Pulso, 5 al 11 de
julio de 2002, pág. 10.

9 Unos pocos días antes de las elecciones el embajador amenazó a los bolivianos con cortar la
ayuda si votaban por un candidato favorable al narcotráfico, una alusión directa a Evo Morales,
aunque nunca se probó la vinculación del líder del MAS con estas actividades ilícitas.

10 Para una explicación de la Ley de Participación Popular, promulgada en 1995, ver De La
Fuente (2001).
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MAYO

Miércoles 1 • En la ciudad de La Paz se suceden diversas manifestaciones en conmemoración del 1º
de mayo, Día Internacional del Trabajo. Mientras que la Central Obrera Boliviana
(COB) realiza un pequeño encuentro en el centro paceño, la Central Obrera Departa-
mental (COD) de La Paz realiza un acto multitudinario en el cual se exige la renuncia
del ministro de Trabajo y se denuncia el despido de 70 trabajadores de la Empresa Na-
cional de Telecomunicaciones (ENTEL). Por su parte, los campesinos marchan desde
El Alto hacia el centro paceño en protesta por la actual situación del agro.

Jueves 2 • Alrededor de 50 efectivos del Distrito Policial 1 toman las instalaciones del Comando
Departamental de Santa Cruz en protesta por los maltratos físicos y los hechos de co-
rrupción protagonizados por los comandantes del Batallón de Seguridad Física Privada
y de la Policía Caminera. Momentos después, y ante la presencia del comandante gene-
ral de la policía, se levanta la medida de fuerza.

Lunes 13 • La Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB), junto con campesinos, in-
dígenas y colonos de la región de Santa Cruz, inician una movilización hacia la ciudad de
La Paz en demanda de que el gobierno haga efectivo el llamado a una Asamblea Constitu-
yente en la que participen todos los sectores sociales y en rechazo de la reforma constitu-
cional aprobada por la cámara de diputados. Los indígenas exigen además que se archive
en forma defi n i t iva el proyecto de Ley de A p oyo al Desarrollo Sostenible y de Reforma a
la Ley Forestal, entre otras cuestiones. Al mismo tiempo el líder de la CIDOB inicia, jun-
to a otros dirigentes de la Confederación, una huelga de hambre por tiempo indefinido. 

• Las reclusas del penal de San Sebastián se declaran en huelga de hambre para exigir
a las autoridades del establecimiento la aplicación de la Ley de Ejecución de Penas que
determina el dos por uno y la aceleración de los trámites de libertad en los casos de mu-
jeres embarazadas y de la tercera edad, entre otras cuestiones. 

Jueves 16 • Trabajadores mineros declaran un paro por 24 hs. y realizan marchas de protesta en
diferentes distritos para exigir, tanto al gobierno como a los empresarios, que se garan-
tice la estabilidad laboral, la elaboración de políticas de fomento a este sector y en re-
chazo al cierre de operaciones en varias minas. 

Viernes 17 • Representantes del Colegio Nacional de Enfermeras de Bolivia, del Colegio Departa-
mental de Enfermeras y del sindicato de profesionales en salud, con la mediación del
Ministerio de Salud, firman un acuerdo por el que se pone fin al largo conflicto prota-
gonizado por enfermeras profesionales y auxiliares. El documento establece el inicio
del proceso de tecnificación de las auxiliares en el que participarán la Universidad Bo-
liviana, el Colegio Médico de Bolivia (CMB), los Ministerios de Salud y Educación y
el Colegio de Enfermeras.

Lunes 20 • Más de 60 trabajadoras de Textiles Cochabamba de la ciudad Del Valle inician una
huelga de hambre por el cierre de esa empresa debido a la imposibilidad de comercia-
lizar su producto. Dirigentes de las huelguistas afirman que además de cumplir con la
medida de protesta, harán una presentación ante el Ministerio de Trabajo para encon-
trar una solución al problema.

Bolivia
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Viernes 24 • Trabajadores de la Administración Autónoma de Servicios Auxiliares a la Navegación
Aérea (AASANA) declaran por 24 hs. un paro total de actividades en todo el país en
protesta por el retraso en los desembolsos de dinero que AASANA debe recibir del Ser-
vicio de Aeropuertos Bolivianos (SABSA), empresa privada que administra las princi-
pales terminales aeroportuarias. 

Martes 28 • Cientos de choferes del transporte pesado interdepartamental de Cochabamba ocupan
las 16 cabinas de peaje que funcionan en este departamento en protesta porque el go-
bierno no cumplió con la rebaja del 20% en las tarifas de peaje ni con el mantenimien-
to de caminos. 

Miércoles 29 • Un grupo de estudiantes de la Universidad Mayor de San Simón (UMSS) marcha ha-
cia la prefectura de Cochabamba en apoyo a más de 50 trabajadoras de la Industria Tex-
tiles Cochabamba (ITC), quienes se encuentran en huelga de hambre al exigir la reaper-
tura de la fábrica y defender sus fuentes de empleo.

Jueves 30 • Los transportistas del servicio interprovincial e interdepartamental de Cochabamba le-
vantan la ocupación que mantenían en las cabinas de peaje del departamento luego que
el presidente ejecutivo del Servicio Nacional de Caminos (SNC) autoriza la rebaja del
20% en el cobro de peajes. 

JUNIO

Domingo 2 • Los trabajadores de AASANA –quienes realizaron un paro de actividades el pasado
viernes 24 de mayo– y el gobierno llegan a un acuerdo y firman un documento de seis
puntos, con lo que se pone fin al conflicto. Entre los temas acordados se encuentran la
conciliación de la cuenta SABSA-AASANA y la evaluación y realización de auditorías
a la actual dirección ejecutiva de dicha Administración Aérea. 

Lunes 3 • La Federación Departamental de Carniceros de La Paz y la Federación de Carniceros
de El Alto inician un paro indefinido del cual participan todos los comercializadores de
carne, pescado, pollo y porcino de ambas ciudades. La medida busca la anulación de la
resolución senatorial por la cual se establece un impuesto a la comercialización de car-
ne. En El Alto, más de mil carniceros bloquean la avenida Juan Pablo II y cortan el trá-
fico en la entrada al matadero, hecho que ocasiona la intervención de la policía, quien
reprime a los manifestantes con gases lacrimógenos. 

Jueves 6 • Pequeños prestatarios y deudores del microcrédito de entidades bancarias y financie-
ras reinician las protestas en la ciudad de La Paz y bloquean la entrada del Banco Mer-
cantil, lo que obliga al cierre momentáneo de la entidad. Los manifestantes exigen una
solución a la capitalización de los intereses cobrados a los deudores del microcrédito en
bancos, financieras y ONGs que funcionan como entidades de crédito financiero.

• Al cumplirse el cuarto día de paro, 5 mil carniceros de las principales ciudades del país
realizan una marcha por el centro de La Paz hacia la sede de gobierno al tiempo que la
mayor parte de los mercados se mantienen cerrados. 

Lunes 10 • La presidencia del Senado, el Ejecutivo, la Federación de Asociaciones de Municipios
(FAM), la Asociación de Municipios de Bolivia (AMB) y la Confederación Nacional de
Trabajadores en Carne de Bolivia (CONTRACABOL) firman un convenio de compro-
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miso con el que se pone fin al conflicto que desde hace una semana mantiene paraliza-
da la distribución de carne vacuna y porcina en el país.

Jueves 13 • Cientos de comerciantes minoristas realizan una marcha de protesta por las calles de
La Paz hasta las puertas del Concejo Municipal para exigir a las autoridades la anula-
ción de una resolución municipal que ordena al ejecutivo desalojar los puestos de ven-
ta callejeros. 

Martes 18 • El Comité de Defensa del Patrimonio de Oruro (CDPO) y los trabajadores mineros de
Huanuni cumplen el primer día de paro cívico en el centro de la ciudad. Mientras que
efectivos militares vigilan las rutas para evitar el anunciado bloqueo, la protesta se rea-
liza en la ciudad a través de una marcha encabezada por vecinos y trabajadores. Los ma-
nifestantes exigen garantías de que el traspaso de la mina a la Corporación Minera de
Bolivia (COMIBOL) contará con los recursos y el financiamiento necesario.

Jueves 20 • Luego de 37 días de caminata, más de 3 mil indígenas de Santa Cruz, Beni, Potosí,
Oruro y Chuquisaca ingresan a la sede de gobierno en la ciudad de La Paz para exigir
la modificación del artículo 230 de la constitución, que permite habilitar a una Asam-
blea Constituyente como mecanismo de reforma. 

Viernes 21 • Representantes del gobierno, miembros de diversos partidos políticos, autoridades del
poder legislativo y dirigentes de los indígenas y campesinos de las tierras altas y bajas
nucleados por la CIDOB y el Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyo
(CONAMAQ) firman un acuerdo por el cual se establece la realización de un Congre-
so Extraordinario en la primera semana de julio en el que se trabajará sobre la modifi-
cación del artículo 230 de la Constitución Política del Estado para habilitar la reforma
constitucional por medio de una Asamblea Constituyente. 

Martes 25 • Trabajadores y comercializadores de la carne de la ciudad de El Alto se concentran en
las puertas del Gobierno Municipal y proceden a la quema de muñecos, los cuales re-
presentan a los miembros del Consejo Municipal. El secretario ejecutivo de la Federa -
ción Unica de Trabajadores en Carne y Ramas Anexas (FUTECRA) advierte que hasta
que no se derogue la resolución municipal que aumenta en 10 bolivianos el impuesto a
la carne, no abandonarán las medidas de presión. 

Domingo 30 • Se realizan las elecciones presidenciales en todo el territorio boliviano. El Mov i m i e n t o
Nacionalista Revolucionario (MNR) obtiene el primer puesto con el 22,46% de los vo t o s
mientras que el Movimiento al Socialismo (MAS) queda en segundo lugar con el 20,94%
y la Nueva Fuerza Republicana (NFR) es tercera con el 20,90% de los sufragios. De esta
manera es el Congreso de la República el encargado de eleg i r, entre Gonzalo Sánchez de
Lozada por el MNR y Evo Morales por el MAS, al nuevo presidente. En las 19 prov i n-
cias que conforman el departamento de La Paz, se impone el Movimiento Indígena Pa-
chakuti (MIP) con el 33,77% de los votos, seguido por el MAS con el 26,58% y por el
M ovimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) con el 11,74% de los sufragios.

JULIO

Miércoles 3 • La Cámara de Senadores aprueba las modificaciones al Código de Minería para per-
mitir que la COMIBOL administre aquellas minas que sean adjudicadas mediante lici-
tación, que no puedan operar en el marco conceptual pactado y cuando afecte a los in-
tereses del estado.

B o l i v i a
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Miércoles 10 • Los trabajadores de los servicios públicos de salud inician un paro nacional de 48 hs.
para exigir al gobierno el pago del bono de vacunación de 1.150 bolivianos. La medida
cuenta con el apoyo de las dirigencias regionales en solidaridad con La Paz puesto que
es el único departamento que no recibió el pago correspondiente. 

• Los trabajadores de la generación intermedia se movilizan por las calles de Cocha-
bamba con el objetivo de que el gobierno cumpla con los acuerdos firmados y efectivi-
ce una resolución ministerial o un decreto supremo que declare el derecho del sector a
percibir una jubilación.

Martes 23 • Los médicos y trabajadores de la salud de todo el país inician un paro de actividades
por 72 hs. en reclamo de que el Ministerio de Salud solucione el problema en los con-
tratos de los profesionales, devuelva los aportes al Fondo Complementario e incremen-
te en un 4% el salario del sector, aumento aprobado por el Ministerio de Hacienda. La
medida es declarada ilegal por el Ministerio de Trabajo.

Miércoles 24 • Campesinos pertenecientes al Consejo de Ayllus Originarios de Potosí (CAOP) blo-
quean la ruta Potosí-Betanzos para exigir la aprobación por parte del Congreso Nacio-
nal de la ley de necesidad de reforma de la constitución. 

Lunes 29 • La Confederación de Panificadores de Bolivia inicia un paro de labores por 72 hs. en
protesta por el aumento en el precio de la harina y en el envase del producto, por lo que
exigen elevar el precio del pan de 30 a 40 centavos por unidad. 

Martes 30 • Los comunarios del ayllu Jila resuelven tomar las plantas hidroeléctricas ubicadas en
el río Yura, en el departamento de Potosí, debido a que los empresarios de Valle Hermo-
so y la COMIBOL utilizan el agua de la zona en forma exclusiva para la generación de
energía e impiden a los campesinos regar sus cultivos. Ante esta decisión, el gobierno
procede a la militarización de las hidroeléctricas de Punutuma, Kilpani y Landara para
evitar la ocupación de las mismas. 

Miércoles 31 • El Senado sanciona la Ley de Necesidad de Reformas de la Constitución Política del
Estado, la cual será remitida en las próximas horas al Poder Ejecutivo para su promul-
gación. Pasado un lapso de 15 días de la aprobación de esta reforma, se convocará a un
referéndum que se llevará a cabo tres meses más tarde. 

AGOSTO

Domingo 4 • El Congreso Nacional elige a la fórmula integrada por Gonzalo Sánchez de Lozada y
Carlos Mesa Gisbert, ambos del MNR, como presidente y vicepresidente de Bolivia por
el período constitucional 2002-2007 al obtener el apoyo de 84 de los 157 miembros del
Poder Leg i s l a t ivo. El MNR accede así al gobierno tras conformar una alianza junto al
MIR, Acción Democrática Nacionalista (ADN) y la Unión Cívica Solidaridad (UCS) e
imponerse sobre el binomio del MAS conformado por Evo Morales Aima y Antonio Pe-
redo, quienes al sumar al MIP y al Partido Socialista (PS) alcanzan un total de 43 vo t o s .

Jueves 8 • Productores de coca de los departamentos de Cochabamba y La Paz se enfrentan con
agentes de la policía y efectivos del ejército en el marco del plan de erradicación de co-
ca que llevan adelante las fuerzas de seguridad. El enfrentamiento deja un saldo de más
de 20 heridos.
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Jueves 15 • Cuatro estudiantes de la Universidad Pública de El Alto (UPEA) se crucifican en las
rejas de la Central Obrera Regional (COR) en demanda de que el Consejo de Desarro-
llo Institucional (CDI) ratifique a las autoridades del establecimiento elegidas en una
asamblea docente-estudiantil. Para el CDI las autoridades en cuestión tienen carácter de
interinas, puesto que su elección no se realizó por los medios indicados.

Lunes 19 • Cerca de 150 campesinos, integrantes del Movimiento Sin Tierra (MST) de Bolivia,
que mantienen ocupada una hacienda en Santa Cruz desde el día anterior, se enfrentan
con efectivos del Grupo Especial de Seguridad (GES) cuando estos proceden al desalo-
jo ordenado por la prefectura. Los campesinos argumentan que la propiedad no cumple
ninguna función productiva, por lo que se niegan a abandonar el lugar.

Martes 20 • Estudiantes de la Carrera de Auditoría de la Universidad Tomás Frías de Potosí toman
pacíficamente la Alcaldía Municipal de esa ciudad para exigir que se autorice la última
fase de la construcción del nuevo edificio de la institución educativa. Tras la ocupación
se realiza una reunión de emergencia entre las autoridades universitarias, el alcalde mu-
nicipal y el presidente del concejo municipal en la que se llega a un acuerdo por medio
del cual se autoriza la conclusión de la obra.

Miércoles 21 • Un centenar de estudiantes rurales de la provincia de Omasuyos bloquea las principa-
les calles de la ciudad de La Paz para exigir que el gas boliviano no sea vendido a los
Estados Unidos y México.

Miércoles 28 • Ex trabajadores de Canal 2 inician una huelga de hambre para exigir que la empresa
cumpla con sus obligaciones salariales. Los trabajadores reclaman las remuneraciones
de julio y agosto y el aguinaldo correspondiente al tiempo trabajado.

Jueves 29 • La Confederación de Trabajadores de Educación Urbana realiza un paro por 24 hs. pa-
ra exigir al gobierno la devolución del 100% de los aportes al ex Fondo Nacional de la
Vivienda Social (FONVIS) y la supresión del Reglamento de Funcionamiento de las
Unidades Educativas, entre otras demandas.

• Miles de trabajadores y ciudadanos –convocadas por la COB y diversas centrales de-
partamentales– se movilizan en diferentes puntos del país para protestar contra el actual
modelo económico y para rechazar la exportación de gas a través de un puerto chileno.
Las marchas se desarrollan en La Paz, Chuquisaca, Sucre y Cochabamba.

Sábado 31 • Unos 2 mil cocaleros de la zona de Ivirgarzama, departamento de Cochabamba, ocu-
pan la sede de la Asociación de Productores del Trópico y la recientemente abandona-
da colonia militar Mariscal Santa Cruz en el marco de la decisión de los cocaleros de
no permitir la erradicación de las plantaciones de coca ni la instalación de efectivos de
la Fuerza de Tarea Conjunta (FTC) en la zona.

B o l i v i a
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Glosario de Siglas

AASANA Administración Autónoma de Servicios Auxiliares a la Navegación Aérea
ADN Acción Democrática Nacionalista
AMB Asociación de Municipios de Bolivia
CAOP Consejo de Ayullus Originarios de Potosí 
CDI Consejo de Desarrollo Institucional
CDPO Comité de Defensa del Patrimonio de Oruro
CIDOB Conferencia de los Pueblos Indígenas de Bolivia
CMB Colegio Médico de Bolivia
COB Central Obrera Boliviana
COD Central Obrera Departamental
COMIBOL Corporación Minera de Bolivia
CONAMAQ Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyo
CONTRACABOL Confederación de Trabajadores en Carne de Bolivia
COR Central Obrera Regional 
ENTEL Empresa Nacional de Telecomunicaciones
FAM Federación de Asociaciones de Municipios
FONVIS Fondo Nacional de la Vivienda Social
FTC Fuerza de Tarea Conjunta
FUTECRA Federación Nacional de Trabajadores en Carne y Ramas Anexas
GES Grupo Especial de Seguridad
ITC Industria Textiles Cochabamba
MAS Movimiento al Socialismo
MIP Movimiento Indígena Pachakuti
MIR Movimiento de Izquierda Revolucionaria
MNR Movimiento Nacionalista Revolucionario
MST Movimiento Sin Tierra
NFR Nueva Fuerza Republicana
PS Partido Socialista
SABSA Servicio de Aeropuertos Bolivianos
SNC Servicio Nacional de Caminos
UCS Unión Cívica Solidaridad
UMSS Universidad Mayor de San Simón
UPEA Universidad Pública de El Alto

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios Los Tiempos, La Razón, La Prensa, El Diario, Correo del Sur y El Deber.
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MAYO

Miércoles 1 • En conmemoración del Día Internacional del Trabajador, miles de personas convoca-
das por la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC), la Central Unitaria de
Trabajadores (CUT) y la Confederación General de Trabajadores Democráticos
(CGTD) marchan en Bogotá, Medellín y Barranquilla, entre otras ciudades, contra la
política neoliberal, el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM),
el aumento en las tarifas de los servicios públicos y la persecución a los líderes sindi-
cales, en reclamo de trabajo y en defensa de la salud y la educación públicas.

• El gobierno de Estados Unidos libera la entrega de 62,4 millones de dólares de ayuda
militar a Colombia.

Sábado 4 • Durante un enfrentamiento entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia
(FARC) y paramilitares, en Bojayá, un cilindro de gas estalla dentro de la Iglesia Nues-
tra Señora del Carmen donde se encontraban refugiadas cerca de 300 personas, dejan-
do un saldo de más de cien muertos y decenas de heridos.

Lunes 6 • Paramilitares asesinan a un dirigente sindical del Comité Ejecutivo de la CUT en An-
tioquia, ciudad de Medellín. Suman 67 los sindicalistas asesinados en lo que va del año.

Martes 14 • Trabajadores de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (TELECOM) –agremia-
dos a la Unión Sindical de Trabajadores de Telecomunicaciones (USTC)– toman las ins-
talaciones y realizan una jornada de protesta en todo el país en rechazo al pago de 850 mi-
llones de dólares que la empresa realizara a seis compañías multinacionales de telecomu-
nicaciones por la liquidación de contratos de riesgo compartido, entre otras cuestiones.

Domingo 19 • Tropas de la XVII Brigada del Ejército y guerrilleros de las FARC combaten en la Serra-
nía de Abibe y en el cañón de la Llorona, en los sitios de Vallesí, Tascón y Golondrinas. 

Martes 21 • Cerca de 1.500 campesinos productores de panela se concentran frente a las instala-
ciones de la Corporación Regional del Cauca (CRC) en rechazo a la licencia ambiental
que expide la institución a un ingenio panelero impulsado por la firma Desarrollos Em-
presariales Caucanos SA.

Miércoles 22 • En el marco de un operativo gubernamental con tanquetas y helicópteros, policías y sol-
dados combaten con miembros del Ejército de Liberación Nacional (ELN) en las calles de
Medellín, dejando un saldo de más de nueve muertos, 37 personas heridas y 31 detenidos. 

• Los 16 mil trabajadores de 316 fincas de Urabá, agremiados al Sindicato Nacional de
Trabajadores de la Industria Agropecuaria (SINTRAINAGRO), inician una huelga en
reclamo de un incremento del 15% en los salarios, así como de un fondo paritario para
la construcción de viviendas, salud y educación, entre otras cuestiones.

• Los trabajadores de TELECOM levantan el paro luego de acordar la creación de una
comisión bipartita para discutir el tema de los contratos de riesgo compartido y la par-
ticipación del sindicato en el proceso de integración de la empresa con las telefonías lo-
cales, así como el pago de los días no trabajados, entre otras cuestiones.

Colombia



96

C ro n o l o g í a

Jueves 23 • Indígenas paeces toman por tiempo indeterminado la alcaldía de Caldono, Cauca, pa-
ra exigir la destitución del alcalde y la creación de una institución propia.

• Los trabajadores bananeros de la región de Urabá levantan la huelga luego de acordar
un incremento salarial del 9% para el primer año de la convención colectiva de trabajo.

• Profesores, vecinos y alumnos de la escuela Pedro G. Gómez, de El Salado, entre
otros, realizan una marcha de silencio en Medellín, en homenaje a sus compañeros
muertos en medio de enfrentamientos entre el ELN, la policía y el Ejército el pasado lu-
nes y por la no violencia.

• Estudiantes y profesores toman las instalaciones de varias instituciones oficiales del dis-
trito de Barranquilla contra el traslado de los profesores de la jornada nocturna y el recor-
te de aseadores, vigilantes y secretarias de los colegios oficiales, entre otras cuestiones. 

Domingo 26 • Se realizan las elecciones presidenciales en Colombia, resultando ganador el candida-
to por Primero Colombia Álvaro Uribe, con el 52,9% de los votos. En segundo lugar se
ubica el candidato liberal Horacio Serpa con un 31,8% y en tercer lugar, con el 6,2% de
los sufragios, Luis Eduardo Garzón por el Frente Social y Político. El abstencionismo
alcanza un 53,7%. Las FARC y el ELN dinamitan varias torres de energía, hostigan po-
blaciones y combaten con el Ejército en los departamentos de Medellín, Cundinamar-
ca, Santander, Tolima, Meta Cauca, Boyacá, Bolívar, Nariño, Valle del Cauca y César,
entre otros.

Martes 28 • Las FARC declaran objetivo militar a varios pueblos del Cauca que votaron por Uri-
be y destruyen la alcaldía de Piamonte, donde la mayoría de los electores votó por Pri-
mero Colombia.

Jueves 30 • Los trabajadores de TELECOM impiden el ingreso de ingenieros en algunas instala-
ciones en demanda del cumplimiento de los acuerdos pactados la semana pasada.

Viernes 31 • El presidente Andrés Pastrana anuncia la ruptura del diálogo con el ELN en La Haba-
na, Cuba, argumentando que no existe voluntad por parte de esa organización. 

• Miles de personas marchan en Antioquia, convocados por la Alcaldía de Medellín, en re-
clamo de acuerdos humanitarios, respeto por la población civil y libertad a los secuestrados. 

JUNIO

Sábado 1 • Paramilitares asesinan al alcalde del municipio de Macarabita, en Santander.

Martes 4 • Las FARC amenazan de muerte a funcionarios públicos del municipio de San Vicen-
te del Caguán, en el marco de una campaña nacional de represalia por la elección pre-
sidencial de Álvaro Uribe. Hasta el momento más de 30 alcaldes se encuentran traba-
jando desde otros municipios debido a las amenazas recibidas.

Miércoles 5 • El presidente Andrés Pastrana firma una ley que integra al país a la Corte Penal Inter-
nacional (CPI).

• Las FARC matan al alcalde del municipio de Solita, Caquetá. Cerca de 15 alcaldes de
ese departamento se refugian en la capital departamental de Florencia, desde donde
ejercen sus funciones.

/ Septiembre 2002
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Jueves 6 • Paramilitares asesinan a un trabajador de la empresa textil Ríonegro, miembro de la
junta directiva del Sindicato de Trabajadores Textiles (SINTRATEXTIL).

Domingo 9 • Tropas del Ejército combaten con las FARC en Medellín y en la vereda Arabia, de Ar-
gelia, y con el ELN en el sitio El Ventiadero, de San Luis.

Miércoles 12 • Las FARC exigen la renuncia de todos los funcionarios de representación pública del
departamento de Arauca.

Sábado 15 • Trabajadores del Hospital Universitario de Cartagena agremiados a la Asociación Na-
cional de Trabajadores de Hospitales y Clínicas (ANTHOC) realizan paros escalonados
para exigir el pago de ocho meses de salarios adeudados.

• El Ejército y las FARC combaten en zona rural del municipio de La Macarena, en el
Meta y en las localidades de Venecia y Florencia, departamento de Caquetá. Además,
las FARC realizan un retén en el puente Pesquería, entre los municipios de Becerril y
Aguaitar en el César.

Domingo 16 • Los trabajadores de TELECOM levantan la huelga iniciada días atrás luego de acor-
dar con los directivos de la empresa un reajuste salarial del 5,4% en promedio.

Lunes 17 • Cientos de habitantes de Las Moras bloquean la prolongación de la calle Murillo pa-
ra protestar por la falta de energía. La policía reprime con gases lacrimógenos, produ-
ciéndose enfrentamientos con los manifestantes, que responden con pedradas a la agre-
sión policial.

• Paramilitares asesinan en Floridablanca, Santander, a un dirigente de la Unión Sindical
Obrera (USO) que trabajaba en la Empresa Colombiana de Petróleos (ECOPETRO L ) .

Martes 18 • La USO decreta un paro de 48 horas en ECOPETROL en rechazo al asesinato de un
sindicalista. Suman 68 los líderes asesinados en lo que va del año.

• Más de 500 estudiantes de la jornada nocturna toman nueve colegios de Cucutá, De-
partamental Integrado, Departamental de Juan Atalaya y Simón Bolívar, entre otros, pa-
ra exigir que los docentes no sean trasladados a la jornada diurna.

Miércoles 19 • Cerca de 5 mil personas marchan en la Central Mayorista de Antioquia, encabezadas
por el gobernador, para exigir la libertad de Guillermo Gaviria, su asesor de paz y de-
más secuestrados el 21 de abril pasado.

• Las FARC instan a alcaldes, inspectores, jueces, fiscales y diputados de los departa-
mentos de Santander y Norte de Santander a renunciar a sus puestos en un plazo de 72
horas; en caso contrario, serán declarados objetivo militar. Catorce concejales de Arua-
ca renuncian a sus cargos por las amenazas recibidas. 

Lunes 24 • El presidente Andrés Pastrana propone a los alcaldes amenazados por las FARC que
ejerzan sus funciones desde instalaciones militares. 

Martes 25 • Más de 3 mil indígenas de Caldono, Cauca, bloquean la Vía Panamericana a la altura
del resguardo indígena de La María, en Piendamó, para exigir la destitución del alcal-
de municipal.

C o l o m b i a
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• Los indígenas levantan el bloqueo de la vía Panamericana en el Cauca luego de acor-
dar con la administración departamental un plazo de tres días para que ésta dé una res-
puesta a sus demandas. 

Miércoles 26 • El gobierno de Estados Unidos, por intermedio de la Agencia para el Desarrollo Inter-
nacional (USAID), adiciona 235,8 millones de dólares a los recursos destinados para el
Plan Colombia. Además, la embajadora de Estados Unidos ofrece el apoyo de su go-
bierno para reforzar la seguridad de alcaldes y otros funcionarios municipales amena-
zados por la guerrilla.

Jueves 27 • Más de 600 habitantes de Las Moras, Villa Catanga, Villa Merly y Villa Estadio, en-
tre otros barrios, bloquean la calle Murillo, municipio de Soledad, contra la empresa
Electrocaribe, por las interrupciones en el servicio de energía.

Viernes 28 • Milicias de las FARC combaten con las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en
Medellín, dejando un saldo de seis personas muertas. Además, un grupo de milicianos
de las FARC ataca con armas largas y explosivos un cuartel de policía del barrio San-
todomingo Savio, en Medellín.

JULIO

Martes 2 • Suman 119 los mandatarios municipales que renunciaron a sus cargos debido a las
amenazas de muerte de las FARC. 

• Tropas del Ejército, en el marco de la “operación Libertador”, se enfrentan con tres
frentes de las FARC en el departamento de Caquetá, en la zona rural de Curillo, a más
de 800 km al sur de la capital colombiana.

Miércoles 3 • Más de 5 mil indígenas marchan en Valle, Cauca, para protestar por la violencia y los con-
tinuos asesinatos de miembros de su comunidad perpetrados por las AUC y la guerrilla.

Viernes 5 • Tras tres días de protesta, decenas de personas bloquean nuevamente la calle Murillo
en contra de un nuevo corte de energía de Electrocaribe. Se producen bloqueos en otros
barrios del departamento de Bolívar. El gobernador del Atlántico convoca a un consejo
de seguridad y advierte a Electrocaribe que utilizará la fuerza pública en caso de que no
se conecte de manera permanente la energía en los municipios afectados.

• El frente XIX de las FARC secuestra a cuatro personas en la Troncal de Oriente, que
comunica a la Costa con el interior del país.

Sábado 6 • Los usuarios del servicio de electricidad de los sectores aledaños a Las Moras reali-
zan una protesta sobre la calle Murillo, en el Atlántico, para exigir a la empresa Elec-
trocaribe que reconecte el servicio. El gobernador del Atlántico se presenta en el lugar
y trasmite el acuerdo establecido con la empresa en el que ésta se compromete a resta-
blecer el servicio a quienes salden sus deudas.

Domingo 7 • El ELN y el Ejército combaten en las localidades de Matanzas y Sardinata, departa-
mento de Santander. Por su parte, las FARC se enfrentan con las fuerzas armadas en
Mesetas, uno de los municipios de la antigua zona de distensión y en la localidad de
Güicán, departamento de Boyacá.
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Martes 9 • Trabajadores de la Trasnacional Nestlé/Cicolac se declaran en huelga de hambre frente a las
instalaciones del centro administrativo Nestlé, ubicado en Bogotá, en rechazo a la nega t iva de
la empresa de resolver el pliego petitorio presentado por los trabajadores que contempla el li-
bre derecho de asociación, rechazo a los despidos, al abuso de la patronal, a los malos tratos
y persecuciones, así como el cese de la importación de leche, entre otras cuestiones.

Jueves 11 • Cerca de 30 miembros de las FARC resultan muertos en combate con el Ejército en
Oporapa, 580 km al sur de Bogotá y en el sitio Potreritos, corregimiento de Patillal. 

Jueves 18 • El presidente Andrés Pastrana anuncia la extensión hasta octubre del servicio militar
de 10 mil soldados para que protejan a los alcaldes amenazados por la guerrilla. Por otra
parte, las FARC ordenan asesinar o secuestrar a todas las autoridades locales y funcio-
narios públicos de 10 departamentos que no renuncien a sus cargos, declarando objeti-
vo militar a funcionarios del futuro gobierno de Colombia.

Viernes 19 • Cientos de soldados y varios helicópteros de las Fuerzas de Despliegue Rápido
(FUDRA) realizan intensos combates con las FARC en el marco de la Operación Inde-
pendencia, en las montañas del norte del departamento del Valle.

• Las FARC desaprueban la decisión de la Unión Europea de incluir a su organización
en la lista de organizaciones terroristas y lamentan que la misma se haya excluido de
participar en futuras conversaciones de paz con el gobierno. 

Domingo 21 • El frente Héroes de Anorí del ELN instala un retén en el sitio Ventanitas, de la Tr o n c a l
de la Costa, municipio de Yarumal, y mata a un seminarista, un niño y un conductor.

Miércoles 24 • Cerca de 20 mil mujeres de Atlántico, Bolívar, Córdoba y Putumayo, entre otros, con-
vocadas por la Organización Femenina Popular (OFP), realizan una marcha hacia la
plaza Bolívar, Bogotá, contra la guerra, y exigen una salida negociada al conflicto.

Jueves 25 • Más de 2 mil habitantes de 25 barrios del casco viejo de Soledad realizan un paro cí-
vico con bloqueos de calles contra la empresa Electrocaribe y Unión Fenosa. Se produ-
cen enfrentamientos entre un grupo de manifestantes y la policía, dejando un saldo de
17 detenidos. Posteriormente, líderes regionales, con la presencia del alcalde de la ciu-
dad, se reúnen con el gerente de Electrocaribe y acuerdan un convenio de pago, la revi-
sión de las facturas en las que se denuncia sobrefacturación y la instalación de medido-
res individuales en los barrios subnormales, de cuyos costos se harán cargo la alcaldía
y la gobernación. Los manifestantes levantan el paro.

• Se realiza la Cumbre de Alcaldes Amenazados en San Andrés, en la que los mandata-
rios acuerdan que sea el gobierno nacional el que asuma directamente los diálogos con
la guerrilla, pero que incluya la participación de los mismos los alcaldes y se comprome-
ten a rechazar las renuncias de concejales y funcionarios públicos, entre otras cuestiones.

Viernes 26 • Las FARC toman el pueblo de Puerto Alvira y obligan a evacuar a más de 3 mil habi-
tantes, reteniendo a un grupo importante de ellos. Se produce un desplazamiento masi-
vo en el pueblo. 

AGOSTO

Jueves 1 • En una residencia del barrio Garupal, paramilitares asesinan al presidente del Sindi-
cato del Instituto Colombiano de Reforma Agraria de Valledupar.

C o l o m b i a
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Viernes 2 • El presidente de Estados Unidos, George W. Bush, sanciona la ley de ayuda “contra
el terrorismo” en Colombia a partir de la cual –con un aumento presupuestal de 29.800
millones de dólares– destina cerca de 80 helicópteros, una brigada de 3 mil hombres y
otra fluvial con 150 lanchas, entre otras cuestiones.

• Milicias urbanas de las FARC combaten con el Ejército y la policía, en el marco de
una operación conjunta de éstos con la fiscalía y el Departamento Administrativo de Se-
guridad (DAS) en la Comuna 13, Medellín. 

Lunes 5 • Las FARC destruyen el aeropuerto de Saravena, en Arauca, y hacen explotar un petar-
do en la gobernación de Bolívar, Cartagena. Además, realizan hostigamientos en el Me-
tro de Medellín, en la estación de policía del barrio San Blas, en el nororiente de la ciu-
dad y en la sede de comercialización de banano Banacol, en Envigado. 

• Paramilitares matan al Tesorero de la Asociación de Jubilados del Terminal Marítimo en
el barrio Boston, en el centro de Barranquilla, donde está ubicada la sede de la asociación.

Martes 6 • Las FARC realizan una incursión armada en la carretera al municipio de La Unión y
promueven un paro armado en las poblaciones del Oriente Antioqueño. 

Miércoles 7 • El presidente electo Á l varo Uribe asume la presidencia de Colombia. Las FARC reali-
zan varios ataques con cilindros-bomba contra la Casa de Nariño y las cercanías al Con-
greso, en Bogotá, dejando un saldo de cerca de 20 muertos y más de 70 heridos. A d e-
más, instalan retenes en vías a Yolombó –bloqueando la carretera en el Sitio La Marque-
sa, donde secuestran a por lo menos diez personas que son posteriormente liberadas por
el Ejército– y a Toledo, donde secuestran un auto con el conductor y su ayudante. 

Jueves 8 • El presidente colombiano presenta en Valledupar el programa de red de informantes
que contempla la participación de miles de campesinos, finqueros, comerciantes, amas
de casa y demás representantes de la sociedad civil como colaboradores de las fuerzas
represivas y servicios de inteligencia.

Viernes 9 • Miembros de las FARC combaten desde hace una semana, junto al ELN, al Bloque
Central Bolívar de las autodefensas en la vereda San Juan de Río Grande de Santa Ro-
sa del Sur.

Domingo 11 • El gobierno declara el Estado de Conmoción Interior en el país por el término de 90
días y oficializa la recaudación del Impuesto para Preservar la Seguridad con el fin de
fortalecer a las fuerzas armadas y a los organismos de seguridad. Dicho impuesto será
de 1,2% sobre el patrimonio líquido a agosto de 2002.

Martes 13 • Tropas de la IV División Militar combaten con las FARC en Vistahermosa, Meta, y en
El Doncella, Caquetá. Además, se enfrentan con paramilitares en San Juan de Arama,
Caucasia y Florencia.

Miércoles 14 • El Subsecretario de Estado para los Asuntos Políticos de Estados Unidos se reúne con
Álvaro Uribe, a quien le pide la firma de un acuerdo bilateral para la no extradición de
ciudadanos estadounidenses en caso de que fuesen requeridos por la CPI.

Jueves 15 • El presidente Alvaro Uribe convoca a militares y policías retirados para que ocupen
cargos públicos y lo asesoren en materia de seguridad nacional. Además, con el respal-
do del Departamento de Estado de Estados Unidos, realiza cambios en la Cúpula de la
Policía Nacional de Colombia.
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Miércoles 21 • El Ministerio de Defensa anuncia que se reclutarán 20 mil campesinos a partir de diciem-
bre próximo, quienes se encargarán de la seguridad en 500 poblaciones aproximadamente.

Jueves 22 • El gobierno presenta un proyecto para combatir a las guerrillas donde se agrega, en un pla-
zo de siete meses, 40 mil efectivos de la fuerza pública a los 280 mil que tiene actualmente.

Viernes 23 • El Bloque Metro de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) blo-
quea el transporte entre las cabeceras municipales de Granada y Cocorná y sus veredas.

Sábado 24 • Más de 20 mil personas se concentran en el estadio Atanasio Girardot, en Medellín,
para exigir la libertad del gobernador y del comisionado de paz de Antioquia y de los
más de 1.730 secuestrados en lo que va del año en Colombia.

Domingo 25 • El gobierno nacional presenta su propuesta de reforma laboral y pensional que con-
templa la reducción del horario para el pago del recargo nocturno, de las horas extras y
del pago triple por los días domingos y festivos trabajados y el aumento de la edad ju-
bilatoria de hombres y mujeres. A cambio propone un aumento de 15 a 20 días de va-
caciones hábiles y la creación de un seguro de desempleo, entre otras cuestiones. 

• Las AUC realizan incursiones armadas en Santa Bárbara, Antioquía. Por otra parte, las
FARC atacan Casanare en la localidad de Paz de Ariporo.

• El Bloque Metro de las ACCU levanta el bloqueo al transporte que llevaba adelante
entre las cabeceras municipales de Granada y Cocorná.

Martes 27 • Más de 13 mil indígenas de Jambaló se declaran en resistencia civil contra los ataques
de los grupos armados.

• El gobierno decreta la eliminación de las primas extralegales –beneficios que recibían
los empleados públicos por fuera de los estipulado en la ley– de los trabajadores de las
gobernaciones, alcaldías, asambleas y concejos. 

Miércoles 28 • Tropas de la Brigada XVII del Ejército se enfrentan con las ACCU en el municipio de
Turbo y en el Urabá antioqueño, y con el ELN en el municipio de Labranzagrande, Bo-
yacá. Por su parte, las FARC y tropas del Ejército se enfrentan en San Vicente del Ca-
guán, Caquetá y en las poblaciones de Dadeiba, Puerto Alvira y Cachipay.

Jueves 29 • Los trabajadores del distrito de Bogotá, de la salud, de la Contraloría, la Personería y
la Universidad Distrital, convocados por la CUT y diferentes organizaciones sindicales,
realizan un paro y marchan en Bogotá junto con diferentes organizaciones de usuarios
de los servicios de educación y salud, para exigir la derogatoria del decreto que modi-
fica el sistema de primas extralegales.

Viernes 30 • El presidente Uribe decreta una partida adicional para el gasto en defensa de 579.146
millones de pesos colombianos.

• Más de 6 mil trabajadores distritales junto con trabajadores de la Contraloría, de la
Personería y de la Universidad Distrital, apoyados por la CUT y la CGTD marchan en
Bogotá contra el recorte de las prestaciones extralegales, la reforma laboral y pensio-
nal, el aumento en las tarifas de los servicios públicos y la privatización de las empre-
sas del estado. La policía reprime con gases lacrimógenos, dispersando a los manifes-
tantes que posteriormente se agrupan y continúan con la medida de fuerza.

C o l o m b i a
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Sábado 31 • El gobierno colombiano anuncia la no competencia durante siete años de la CPI para
juzgar infracciones al Derecho Internacional Humanitario que sean cometidos por co-
lombianos o en territorios colombianos a partir del próximo 1º de noviembre. 

Glosario de Siglas

ANTHOC Asociación Nacional de Trabajadores de Hospitales y Clínicas
AUC Autodefensas Unidas de Colombia 
ACCU Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá
BM Banco Mundial 
CGTD Confederación General de Trabajadores Democráticos 
CPI Corte Penal Internacional
CRC Corporación Regional del Cauca 
CTC Confederación de Trabajadores de Colombia 
CUT Central Unitaria de Trabajadores
DAS Departamento Administrativo de Seguridad
ECOPETROL Empresa Colombiana de Petróleos
ELN Ejército de Liberación Nacional 
FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
FMI Fondo Monetario Internacional 
FUDRA Fuerzas de Despliegue Rápido
OFP Organización Femenina Popular
SINTRAINAGRO Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Agropecuaria
SINTRATEXTIL Sindicato de Trabajadores Textiles
TELECOM Empresa Nacional de Telecomunicaciones
USAID Agencia para el Desarrollo Internacional
USO Unión Sindical Obrera
USTC Unión Sindical de Trabajadores de Telecomunicaciones 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios El Tiempo, El Colombiano y El Heraldo.
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MAYO
Miércoles 1 • Entre 20 y 25 mil personas, según fuentes periodísticas –agrupadas en el Frente Uni-

tario de Trabajadores (FUT), la Federación Nacional de Organizaciones Campesinas,
Indígenas y Negras (FENOCIN), movimientos sociales, jubilados, ecologistas, organi-
zaciones educativas, trabajadores municipales, de la salud, estudiantes y otros– con
apoyo de sindicalistas europeos, realizan movilizaciones conmemorando el Día Inter-
nacional del Trabajador. En Quito, Guayaquil, Riobamba, Puyo, Manabí, Esmeraldas y
Los Ríos los manifestantes recorren las calles en protesta contra la política económica
del gobierno de Noboa, el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Plan Colombia y el
Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA).

Viernes 3 • Se inaugura un nuevo campamento militar en la frontera colombo-ecuatoriana.

Domingo 5 • Unos 350 trabajadores de la construcción del Oleoducto de Crudos Pesados (OCP), en
el tramo II en Papallacta, impiden que otros 100, de la plantilla de 450, regresen a sus
puestos de trabajo en demanda de un incremento salarial. Por su parte, los subcontratis-
tas de la compañía Techint –Bonller y Tembrab– amenazan con “liquidar al personal y
contratar uno nuevo”.

Lunes 6 • La Asociación de las 56 juntas Parroquiales de la provincia de Esmeraldas realiza un
paro de actividades en demanda de mayor presupuesto para la región y se reúne con el
diputado Carlos Saud para gestionar dicho pedido. Paralelamente, algunos habitantes de
la provincia verde bloquean las vías del norte que conectan con Quininde y San Mateo,
mientras que otros cortan la carretera a Tonsupa, Atacames y Muisne, al sur.

Martes 7 • El presidente Gustavo Noboa decreta el estado de emergencia a nivel nacional para ha-
cer frente al paro anunciado por los transportistas urbanos. Dispone que la Policía y las
gobernaciones de todas las provincias repriman cualquier intento de bloquear el tránsi-
to. Asimismo, ordena que los vehículos de las instituciones públicas realicen las tareas
de transporte.

Miércoles 8 • Los transportistas urbanos comienzan un paro por 48 hs. en las principales ciudades
del país en demanda de un alza de tarifas. En Quito, manifestantes bloquean con buses
las vías que conducen al norte y sur de la ciudad, y la fuerza pública reprime despejan-
do las carreteras, con un saldo de 116 personas arrestadas. 

Jueves 9 • Los transportistas de servicio urbano levantan el paro en Quito y Pichincha luego de
lograr un acuerdo con el ministro de Gobierno que contempla facilidades a los transpor-
tistas para que cumplan con los impuestos y el permiso de llevar pasajeros de pie en las
horas pico. Son liberados los detenidos del día anterior. Continúa el paro en Loja,
Azuay, Los Ríos y Guayaquil.

Domingo 12 • Ocho ecologistas del grupo Acción por la Vida permanecen en los terrenos que com-
praron días atrás para evitar el avance del OCP. Efectivos policiales intentan desalojar-
los. Horas más tarde, más de cincuenta ecologistas logran ingresar a los terrenos pese a
la represión policial. Resultan siete detenidos.

Ecuador
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Jueves 30 • Representantes de los gremios empresariales y profesionales, el alcalde de Machala y
el prefecto de El Oro, junto a habitantes de los barrios suburbanos, toman el Puerto Bo-
lívar en rechazo a su privatización. Los uniformados impiden el ingreso de los manifes-
tantes quienes comienzan una quema de llantas y obstaculizan el paso de los carros de
banano.

JUNIO

Jueves 6 • Más de 100 campesinos bloquean la vía Quito en el Cantón Cháscales, para impedir
el paso del OCP y en reclamo por el daño a sus cosechas y la contaminación forestal,
entre otras cuestiones. Son reprimidos por la policía y 11 manifestantes resultan dete-
nidos, algunos con heridas de cuidado.

Lunes 24 • Las fuerzas vivas de Napo realizan un paro por tiempo indeterminado reclamando al go-
bierno que declare la emergencia vial de la provincia, la concesión de la distribución de
e n e rgía eléctrica y el cumplimiento de lo ofrecido por la empresa Municipal de A l c a n t a-
rillado y Agua Potable a los Municipios de Quijos y El Chaco, entre otras cosas. Unas 800
personas toman el campamento de El Chaco y la estación de bombeo de El Salado.

• Los trabajadores de la salud de Azuay y Guayas comienzan un paro en demanda del
pago de haberes adeudados por parte del gobierno y del comienzo de las negociaciones
del octavo contrato colectivo.

Miércoles 26 • Los trabajadores de la salud levantan el paro en las provincias de Cuenca y Guayaquil,
tras llegar a un acuerdo con el ministerio del área.

Jueves 27 • El comité de paro de Napo levanta la medida luego de otorgarle al gobierno un plazo
de 15 días para que cumpla lo acordado con las autoridades, las cuales se comprome-
ten a ejecutar un plan de obras de servicio comunitario.

JULIO

Lunes 8 • Los habitantes de la provincia de Cañar inician un paro indefinido de las actividades
comerciales y bancarias para exigir al gobierno la asignación de 18,5 millones de dóla-
res para obras de alcantarillado y vialidad, entre otras cosas. 

• El Sindicato Único de Trabajadores del Ministerio de Salud Pública (SUNTRAMPS)
comienza un paro nacional indefinido en demanda de mejoras salariales y por el pago
de los retroactivos del período 2000-2002. 

• Los habitantes de La Concordia, integrantes del Comité Pro Cantonización, comien-
zan un paro reclamando que se cantonice la comuna, para poder recibir más beneficios
del estado y que se defina a qué provincia pertenece.

Martes 9 • Los trabajadores del Hospital Eugenio Espejo de Quito, integrantes del
SUNTRAMSP, se suman al paro iniciado ayer. Paralelamente los dirigentes del paro se
reúnen con los ministros de Salud, de Gobierno y de Economía y acuerdan un crono-
grama de pagos de los sueldos atrasados. Se espera que la medida de presión llegue a
su fin en las próximas horas.
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Miércoles 10 • Los médicos del Hospital Eugenio Espejo, nucleados en la Federación Médica Ecua-
toriana (FME), se suman al paro declarado por los trabajadores de la salud. Los hospi-
tales de todo el país permanecen cerrados. 

• Los concordences rompen el diálogo con el gobierno. El Comité de Paro rechaza la pro-
puesta gubernamental de anexar La Concordia al territorio de Pichincha, proponiendo que
sea un plebiscito el que determine si debe pertenecer a esa provincia o a Esmeraldas.

Jueves 11 • Los trabajadores de la salud del Instituto Ecuatoriano de Seguro Social (IESS), reuni-
dos en Asamblea General, resuelven no aceptar la propuesta del gobierno de pagarles
en partes el retroactivo adeudado. Paralelamente, la Comisión Interventora se encuen-
tra reunida con los directores del IESS para definir la reprogramación del presupuesto
y así resolver la forma de pago de los incrementos salariales. En la provincia de Cuen-
ca, los 750 trabajadores de la salud no reanudan las actividades y los médicos se suman
a la medida. En Guayaquil, los empleados del Hospital del Niño Francisco de Icaza
Bustamante también rechazan por unanimidad la propuesta de pago del ministerio.

Viernes 12 • Manifestantes del Comité de Paro del Cañar marchan hacia la oficina de la primera
autoridad provincial en demanda de explicaciones por la ausencia de autoridades del
Gobierno en Azogues, quienes debían concurrir para comenzar una ronda de negocia-
ciones en busca de una salida al conflicto. La Policía reprime con gases lacrimógenos.
La Panamericana permanece bloqueada en el tramo Cañar-Suscal-Ducur-Zhud.

Sábado 13 • Los vecinos de La Concordia levantan temporalmente el paro luego de que el Congre-
so se comprometiera a discutir el proyecto de cantonización.

Lunes 15 • Los habitantes de Santo Domingo de los Colorados comienzan un paro indefinido de
actividades como medida de presión para lograr la provincialización con la anexión de
La Concordia; bloquean las vías Alóag, Quinindé, Quevedo y Chone que conectan el
cantón con el resto del país, dejándolo totalmente incomunicado con las provincias.
También paralizan las actividades económicas, educativas y laborales. 

• Los trabajadores de la salud toman las direcciones provinciales del sector en todo el
país, para exigirle al gobierno el pago de las remuneraciones atrasadas.

Martes 16 • Los habitantes de la provincia de Esmeraldas comienzan un paro indefinido en recla-
mo de la anexión de La Concordia a su jurisdicción. Cien policías, 300 efectivos del
ejército y 200 de la infantería de marina intervienen para evitar la obstrucción de carre-
teras y la protección de la Refinería, el terminal de Balao, Termoesmeraldas y Autori-
dad Portuaria. El vicepresidente del Comité de Paro, alcaldes, concejales, consejeros y
otras autoridades encabezan una marcha que convoca a más de 2 mil personas. En el
resto de los cantones también se realizan movilizaciones.

•Trabajadores y empleados del Municipio, la Prefectura y la Empresa Eléctrica de Azo-
gues, provincia del Cañar, realizan una marcha en el marco del paro indefinido decla-
rado el 8 de este mes. Son reprimidos por la policía. Las dos vías de conexión que unen
Cuenca y Azogues son cerradas en varios tramos.

Miércoles 17 • La Asamblea Provincial de Cañar levanta el paro luego de lograr un acuerdo con el
gobierno que contempla la asignación de recursos para obras de alcantarillado, vialidad
y riego, entre otros puntos, dentro del presupuesto de este año.

• Más de 120 médicos del Hospital Teodoro Maldonado Carbo de Guayaquil y de los
subcentros del IESS marchan a lo largo de la avenida 25 de Julio. Los médicos de la Se-
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guridad Social demandan la salida de la Comisión Interventora y el pago del incremen-
to de los sueldos. Por su parte los trabajadores de la salud de Cuenca cumplen con el
paro previsto y toman simbólicamente el edificio del Municipio. En el Hospital Regio-
nal Vicente Corral Moscoso, luego de una asamblea, los obreros marchan vestidos de
negro hacia el centro de la ciudad.

Jueves 18 • El Congreso declara de urgencia el proyecto de cantonización de La Concordia, con
jurisdicción en Esmeraldas. 

Domingo 21 • Alrededor de 600 personas –artesanos, comerciantes y dirigentes barriales, entre otros
sectores– marchan por las principales calles de la Concordia demandando la cantoniza-
ción del sector. Por su parte, el Consejo Provincial de Pichincha bloquea la vía La In-
dependencia-Calacalí impidiendo el paso de una caravana de vehículos que desde Es-
meraldas se dirige a la Capital.

Lunes 22 • El Comité Único de los Trabajadores de la Salud rechaza la propuesta del Ministerio
de Trabajo de cancelar la deuda de remuneraciones de 2000 y 2001 en tres veces, has-
ta septiembre. Continúan con el paro.

Martes 23 • Más de 4 mil personas de Esmeraldas llegan a Quito en una caravana para presionar
a la reunión prevista en el Congreso donde se tratará la cantonización de La Concordia,
a favor de Esmeraldas. La policía les impide el paso y se producen enfrentamientos con
un saldo de 120 detenidos y algunos heridos. 

• Los trabajadores de la salud realizan una asamblea en Quito y deciden aceptar la forma de
pago que propone el Gobierno. Se firma el acuerdo pero, aún así, continúan con el paro.

Miércoles 24 • El paro de la salud continúa ya que el ministro de Economía no se presentó a la reu-
nión y falta su firma en el acuerdo.

• Los trabajadores de la Refinería de Esmeraldas toman las instalaciones y paralizan la
unidad de Fluido Catalítico (FCC) que procesa el gas, sumándose así al paro provincial.

• El presidente Noboa anuncia que la cantonización de La Concordia se definirá por una
consulta popular que se hará pasadas las elecciones de octubre.

• Los trabajadores de la salud levantan el paro luego de que el ministro de Gobierno les
entregara el acta transaccional con todas las firmas. Por su parte, los 2 mil médicos del
IESS continúan con el paro de actividades al no recibir el aumento decretado por el
Consejo Nacional de Remuneraciones. La Asociación Nacional de Enfermeras de los
hospitales públicos exige un alza de 3 dólares a su salario básico. 

Jueves 25 • Los médicos del IESS de Pichincha deciden levantar la medida de brazos caídos en el
Hospital Carlos Andrade Marín (HCAM).

Viernes 26 • El prefecto de la provincia de Esmeraldas –a pedido de la ciudadanía– declara una tre-
gua de dos días para que los lugareños puedan abastecerse de comida y combustible, ya
que el presidente Noboa prohíbe la entrada de los mismos para que decaiga el apoyo al
paro. Igualmente, decenas de manifestantes bloquean la vía de acceso a la Refinería pa-
ra impedir la entrada de los trabajadores.

• Luego de una reunión extraordinaria del Directorio Médico en Guayaquil, la FME le-
vanta la huelga de brazos caídos y concede el plazo requerido por el gobierno para pa-
gar las remuneraciones adeudadas.

/ Septiembre 2002
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• Comienza la II Cumbre de Presidentes de Sudamérica en Guayaquil, a la que concu-
rren los presidentes y representantes de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile,
Ecuador, Guayana, Paraguay, Perú, Surinam, Uruguay y Venezuela. Integrantes de or-
ganizaciones sociales, de derechos humanos y de ecologistas protestan contra el ALCA
y el Plan Colombia. Decenas de manifestantes realizan una marcha hacia el Hotel en el
que se encuentran los presidentes para entregar la “Carta Gigante”, que incluye el re-
chazo a los dos planes mencionados y a los altos pagos por deuda externa. La policía
reprime y resultan varios detenidos.

Sábado 27 • La II Cumbre de Presidentes firma el “Consenso de Guayaquil”, con base en tres ejes:
integración, seguridad e infraestructura para el desarrollo. Además, los presidentes se
comprometen a hacer cumplir los derechos humanos y apoyar a la crisis financiera de
Argentina y el conflicto interno de Colombia, entre otras cosas.

Domingo 28 • El Comité de paro de Esmeraldas retoma la medida de presión de forma indefinida,
luego de dos días de tregua para posibilitar el abastecimiento de la población. 

Martes 30 • Los 800 trabajadores de la Refinería de Esmeraldas levantan la paralización de la uni-
dad de FCC.

AGOSTO

Jueves 1 • El Comité de Paro de Esmeraldas –reunido en Asamblea Popular– resuelve levantar la
medida y otorgarle un plazo al Ejecutivo para retomar la discusión en el Congreso Na-
cional luego de las elecciones del 20 de octubre. 

Martes 6 • La Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE) impulsa un
proyecto de ley para legalizar la administración de la justicia indígena. Los juristas lo
consideran inconstitucional.

Miércoles 14 • La Unión Nacional de Educadores (UNE) comienza un paro de 48 hs. con moviliza-
ción en Quito, Pichincha, Guayaquil, Santo Domingo y Esmeraldas, en reclamo del pa-
go de los sueldos atrasados, el subsidio de antigüedad, el bono fronterizo y el pago por
ascenso de categoría 2001. 

Viernes 16 • La UNE levanta el paro luego de que el gobierno realizara las transferencias del dine-
ro para el pago de los sueldos adeudados.

Miércoles 21 • El presidente Noboa emite el decreto 3.005 donde se estipula que hasta la finalización
de este año las instituciones públicas se abstendrán de contraer compromisos que im-
pliquen incrementos en los sueldos básicos o en los componentes de las remuneracio-
nes, con el fin de limitar el gasto en los salarios públicos.

E c u a d o r
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Glosario de Siglas

ALCA Área de Libre Comercio de las Amércicas
CONAIE Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador
FCC Fluido Catalítico
FENOCIN Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras
FME Federación Médica Ecuatoriana
FUT Frente Unitario de Trabajadores
FMI Fondo Monetario Internacional
HCAM Hospital Carlos Andrade Marín
IESS Instituto Ecuatoriano de Seguro Social
OCP Oleoducto de Crudos Pesados 
SUNTRAMSP Sindicato Único de Trabajadores del Ministerio de Salud Pública
UNE Unión Nacional de Educadores 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuente: diarios Hoy, El Comercio y La Hora.
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MAYO

Miércoles 1 • La Confederación de Trabajadores del Perú (CTP) y el Sindicato Unitario de Trabaja-
dores en la Educación Peruana (SUTEP), entre otras organizaciones, realizan marchas
por el Día Internacional de los Trabajadores en reclamo de un cambio en el rumbo eco-
nómico. Por su parte, cientos de niños del Movimiento Nacional de Niños y Adolescen-
tes Trabajadores del Perú (MNATSP) recorren las calles del centro capitalino pidiendo
trabajo digno y estable.

Jueves 9 • Pobladores de la localidad de Huarmey, Ancash, inician un paro de 48 hs. con blo-
queos de ruta en la Panamericana Norte para que el gobierno no recorte el presupuesto
para la región. Los manifestantes son desalojados por la policía.

Martes 14 • La Coordinadora de Frentes Regionales (que agrupa a 20 organizaciones de todo el
país) encabeza un paro nacional con masivas marchas de protesta, demandando frenar
el plan de privatizaciones de las empresas eléctricas, la reincorporación de los trabaja-
dores despedidos durante los años fujimoristas y atención a los proyectos regionales. En
Lima, encabezados por la Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP),
marchan hasta el Congreso de la República. Aproximadamente 22 personas son deteni-
das en el interior del país por bloqueo de carreteras. 

Jueves 23 • Unas 2 mil personas se movilizan hasta el Congreso –donde presentan una iniciativa
ciudadana, acompañada por más de 50 mil firmas– contra la privatización de la empre-
sa pública de Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de Lima (SEDA PAL). La mani-
festación, llamada Marcha de los Cuatros Conos, fue convocada por el Frente Ciudada-
no por la No Privatización de SEDA PAL y el Sindicato de Trabajadores de la empresa.

• El gobierno peruano firma con el de Estados Unidos dos acuerdos, por los cuales Pe-
rú recibirá unos 75 millones y 67 millones de dólares respectivamente, que formalizan
el apoyo norteamericano a la lucha contra el narcotráfico. 

Viernes 24 • Representantes de la Cámara de Comercio e Industria de Arequipa (CCIA), la Univer-
sidad de San Pablo y la Católica Santa María, entre otros, firman un acuerdo con el go-
bierno por el cual aceptan la privatización de la Empresa de Generación Eléctrica de
Arequipa SA (EGASA) y de la Sociedad Eléctrica de Sur Oeste SA (SEAL), a cambio
de recibir dinero para obras de infraestructura. 

Domingo 26 • Representantes de 486 pueblos de Arequipa se reúnen en la Plaza de Armas, en opo-
sición al documento firmado por distintos actores, acordando la privatización de
EGASA y SEAL. 

JUNIO

Lunes 3 • Veintidós dirigentes del Frente Amplio Cívico de Arequipa (FACA) y representantes
de Cusco y Puno comienzan una huelga de hambre, en rechazo a la privatización de
EGASA y de la Empresa de Generación Eléctrica del Sur (EGESUR).

Perú
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Martes 4 • La Federación Nacional Unificada de Trabajadores del Sector Salud (FENUTSSA)
realiza un paro en demanda de mayores sueldos, la reposición de 400 despedidos, el
nombramiento de los contratados y aumento del presupuesto. 

• El pueblo de Cusco realiza una multitudinaria marcha por la ciudad contra la privati-
zación de las empresas regionales.

Miércoles 5 • La firma colombiana Interconexión Eléctrica SA (ISA) se adjudica la concesión de las
Empresas de Transmisión Eléctrica Centro Norte (ETECEN) y de Transmisión Eléctri-
ca del Sur (ETESUR).

Jueves 6 • La Coordinadora de Frentes Regionales suspende su participación en el diálogo para
el Acuerdo Nacional de Gobernabilidad que impulsa el gobierno, debido a que éste no
cumple con las exigencias de no privatizar las empresas públicas.

Miércoles 12 • El Frente Amplio de Defensa de los Intereses de Pasco (FADIP) encabeza un paro de
48 hs. contra las privatizaciones. Miles de huelguistas bloquean la Carretera Central,
siendo reprimidos por la policía.

Jueves 13 • Los frentes regionales de Puno, Juliaca, Cusco y Arequipa –encabezados por la Coor-
dinadora Nacional de Frentes Regionales– paran por 24 hs. contra el proceso de priva-
tizaciones. El alcalde provincial de Arequipa y siete alcaldes distritales se suman a la
huelga de hambre de los militantes del FACA.

• Los maestros del SUTEP marchan hasta el Ministerio de Educación para demandar
aumento de sueldos y el pago de salarios a los docentes contratados. 

Viernes 14 • Pese a que la Justicia suspende el proceso de privatizaciones, el gobierno vende EGASA
y EGESUR a la empresa belga T R ACTEBEL SA. Miles de arequipeños se concentran en
la plaza principal de la ciudad, proclamando la desobediencia civil y la continuación del
paro regional y saqueando instituciones públicas y financieras. Se enfrentan con la policía.

Sábado 15 • Mientras continúa el paro regional, unas 12 mil personas se concentran en la Plaza de
Armas de Arequipa para participar en un mitin en contra de las privatizaciones. Son re-
primidos por la policía, a la cual se enfrentan con barricadas, resultando heridas y de-
tenidas numerosas personas. Unas 250 personas asaltan el aeropuerto de la ciudad y los
vuelos son suspendidos.

Domingo 16 • El Presidente declara el estado de emergencia en Arequipa y reafirma que proseguirá
con las privatizaciones. Se producen enfrentamientos entre policías y manifestantes en
la Panamericana Sur y en el aeropuerto regional, entre otros lugares. En Tacna un gru-
po de habitantes inicia una huelga de hambre en la Plaza del Paseo Cívico y es reprimi-
do por la policía. La población local improvisa una marcha, que culmina con un mitin
contra el presidente Toledo. En Puno, 12 militantes mantienen un ayuno y en Cusco
otras 15 personas comienzan uno en respaldo al pueblo de Arequipa.

Lunes 17 • Desafiando el estado de emergencia, los pobladores de toda la provincia de Arequipa
responden al gobierno con cacerolazos. En Tacna, más de 4 mil personas recorren la
ciudad y bloquean sus principales accesos para unirse a las protestas contra las privati-
zaciones. Lanzan piedras contra locales públicos y privados y son reprimidos por la po-
licía. En Cusco, los estudiantes de la Universidad Nacional San Antonio Abad del Cus-
co toman la Facultad de Derecho. En Puno, estudiantes y docentes del Instituto Supe-
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rior Técnico Pedagógico José Antonio Encinas recorren la ciudad y protagonizan un mi-
tin. En la ciudad de Moquegua marchan unas 1.500 personas y anuncian un paro de 24
hs. En tanto, un joven fallece como consecuencia de las heridas sufridas tras la repre-
sión del fin de semana en Arequipa. 

Martes 18 • Mientras una comisión de alto nivel llegada a Arequipa desde Lima es recibida con
cacerolazos y pedradas, en la plaza de Armas cientos de personas se concentran para re-
chazar las privatizaciones. Son reprimidos por la policía, que hiere a una decena de ma-
nifestantes. Los habitantes de Moquegua, Juliaca, Puno, Ilo y Tacna realizan manifes-
taciones, cortes de rutas, paros, y también son reprimidos. Algunos alcaldes y regidores
se declaran en huelga de hambre. 

Miércoles 19 • Los habitantes de Cusco comienzan un paro de 48 hs. y unas 5 mil personas marchan
hasta la Plaza de Armas para respaldar las movilizaciones que se desarrollan en el sur
del país. El Frente de Defensa de Ayacucho inicia una huelga de hambre indefinida. En
Arequipa, unas 2 mil personas acompañan los restos del joven asesinado por la policía.
Finalmente, la comisión de alto nivel y los representantes del pueblo arequipeño firman
la Declaración de Arequipa, por la cual el gobierno levanta el estado de emergencia y
suspende provisoriamente la privatización de EGASA y EGESUR. El ministro del In-
terior renuncia y unos 20 mil arequipeños festejan en la Plaza de Armas. 

• La Federación de Choferes del Perú (FECHOP) comienza un paro nacional de 48 hs.
y la Asociación de Empresas de Transporte Urbano del Perú (ASETUP) para por 24 hs.,
contra el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT).

Jueves 20 • A pesar de los acuerdos celebrados, en Tacna, Moquegua y Puno prosiguen el paro in-
definido, reclamando solución a los problemas regionales y un cambio en el modelo
económico. En Puno un grupo de vecinos marcha por la ciudad y otro saquea el aero-
puerto internacional de Juliaca. Son reprimidos por la policía, que detiene a más de 10
personas. El viceministro de Justicia renuncia, en desacuerdo con el Acta de Arequipa.
Un estudiante, herido tres días atrás en Arequipa, fallece. 

• La Asociación de Extractores Madereros de Madre de Dios, Puerto Maldonado, co-
mienza un paro indefinido en reclamo de la ampliación de las áreas de explotación de
madera. 

Lunes 24 • En el marco de las celebraciones por el Día del Campesino, los cafetaleros, ronderos
y comuneros de las provincias andinas de Ayabaca, Huancabamba y Morropón, Piura y
los valles de Chancay-Lambayeque y Zaña, realizan diversas marchas para reclamar la
reactivación del agro. 

Miércoles 26 • Unos 10 mil campesinos de la Asociación de Agricultores y Productores de hojas de co-
ca del Alto Huallaga, Valle del Monzón y Padre Abad encabezan un paro regional indefi-
nido, para reclamar al gobierno que no reanude la erradicación de coca con agentes bio-
lógicos, entre otras cosas. Más de 3 mil personas bloquean la carretera Federico Basadre. 

Jueves 27 • El Congreso aprueba la ley para la revisión de los ceses colectivos, la cual beneficia-
rá a unos 15 mil ex trabajadores estatales. 

Viernes 28 • Tras fracasar una reunión entre representantes de los madereros en huelga de Puerto
Maldonado y autoridades nacionales, los trabajadores forestales realizan una marcha
por Madre de Dios, que termina con la destrucción de la Oficina de Registros Públicos,
incendiada en pocos minutos. La policía reprime y detiene a 48 personas.

Pe r ú
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• Los agricultores de las cuencas de Huallaga y el Monzón levantan el paro, luego de
acordar con una comisión gubernamental la suspensión de la erradicación de los culti-
vos de hojas de coca y la participación de sus dirigentes en las decisiones sobre progra-
mas de desarrollo alternativo. 

Sábado 29 • Los madereros de Madre de Dios llegan a un acuerdo con el gobierno, por el cual se
facilitará el acceso de los pequeños productores a los procesos de concesión para la ex-
plotación maderera. 

JULIO

Lunes 1 • Unos 400 trabajadores se manifiestan frente a Telefónica del Perú para oponerse al
despido de 480 funcionarios de la compañía. 

Miércoles 3 • Ex empleados públicos, agrupados en la Confederación Intersectorial de Trabajadores
Interestatales (CITE), marchan hasta el Palacio de Gobierno para reclamar al presiden-
te Toledo que promulgue la ley que permite su reposición laboral. 

Jueves 4 • Los representantes de la CGTP, la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), la CTP y la Cen-
tral Autónoma de Trabajadores del Perú (CATP) suspenden su participación en el Consejo
Nacional del Trabajo, en protesta por el despido de trabajadores de Telefónica del Perú.

• Alrededor de 10 mil presos que desde el domingo estaban en huelga de hambre pidien-
do mejoras carcelarias y celeridad en sus procesos judiciales, deponen su actitud tras el
compromiso de las autoridades de revisar sus pedidos. 

Viernes 12 • Renuncia, en bloque, el gabinete ministerial. El presidente Toledo toma juramento a
un nuevo equipo de gobierno.

Martes 16 • El Frente Patriótico de Talara comienza un paro de 48 hs. y bloquea tres tramos de la
Panamericana para exigir, entre otros puntos, que no se vendan las empresas estatales y
reclamar mejor asistencia sanitaria para la provincia. Son reprimidos por la policía. 

Miércoles 17 • Los Frentes Regionales de Loreto, Piura, Lambayeque, Ucayali, Pasco, Junín, Ancash
y Puno paran durante la jornada y realizan bloqueos de carreteras contra la política eco-
nómica del gobierno y las privatizaciones. En Lima, grupos sindicales y ciudadanos se
movilizan por el Centro Histórico de la ciudad. 

• Los agricultores de Lambayeque inician un paro departamental indefinido en oposi-
ción a la retención del 10% del Impuesto General de Ventas (IGV) y a la falta de aten-
ción a sus reclamos regionales. Marchan hacia Chiclayo y, en el camino, bloquean el
Puente Reque y la carretera en Mocce. 

• Los trabajadores de Telefónica del Perú inician un paro indefinido para exigir la repo-
sición de los trabajadores despedidos. 

Jueves 18 • En su segundo día de paro, unos 5 mil agricultores de Lambayeque bloquean la Pana-
mericana Norte en el sector Mocce, incomunicando el departamento del norte del país. 

Martes 23 • Los agricultores de Tarapoto, departamento de San Martín, inician una huelga indefi-
nida ante la posibilidad de que les rematen sus tierras. Exigen que el gobierno les com-
pre la sobreproducción de arroz.
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Sábado 27 • Tras pretender tomar las instalaciones del aeropuerto local, los agricultores en huelga
de Tarapoto incendian el local de la Fiscalía Provincial y se enfrentan a la Policía, que
detiene a 15 campesinos. 

Miércoles 31 • Más de 8 mil productores cocaleros del valle del río Apurímac inician desde el Puer-
to de San Francisco una marcha de sacrificio a Lima, pidiendo al gobierno la no erra-
dicación de hojas de coca. 

AGOSTO

Jueves 1 • Los habitantes de San Martín se suman a la huelga de los arroceros de Tarapoto, pidien-
do –entre otras cosas– el rescate financiero de los agricultores y la inclusión del depar-
tamento en los alcances de la Ley de Amazonía. Toman el aeropuerto local y cuando son
dispersados por la policía se dirigen al centro de la ciudad, saqueando los almacenes de
Aduanas. Miles de pobladores se congregan en la plaza principal y un grupo de manifes-
tantes saquea el almacén de la Superintendencia Nacional de Administración Tr i bu t a r i a
( S U NAT) e incendia el Banco de la Nación y el de Materiales. Son reprimidos por la po-
licía, que detiene a 57 personas y deja heridas a 122. Otros 3 mil campesinos toman las
instalaciones del aeropuerto de la provincia de Juanjuí. Llegada la noche, cuando la po-
licía se repliega, los manifestantes ocupan nuevamente la plaza de armas.

Sábado 3 • Los agricultores de San Martín finalizan la huelga, luego de reunirse con una comi-
sión gubernamental. Acuerdan, entre varios puntos, incluir al departamento de San Mar-
tín dentro de las exoneraciones tributarias que contiene la Ley de Amazonía y que el go-
bierno compre a los agricultores 5 mil toneladas de arroz adicionales a las acordadas
anteriormente. 

Domingo 4 • Los cocaleros del valle de Apurímac inician el retorno a sus comunidades, luego de
que representantes del gobierno se reúnen con ellos en Huamanga, Ayacucho, donde
suscriben un acta por la cual las autoridades se comprometen a incrementar la compra
de hojas de coca, entre otras medidas. 

Martes 6 • El presidente norteamericano Bush promulga la Ley de Preferencias Arancelarias An-
dinas, que permitirá la exportación de productos peruanos a Estados Unidos, libre de
arancel.

Miércoles 7 • La CGTP, la CUT y la CTP marchan junto a los trabajadores de Telefónica de Perú hasta
la Embajada de España, en San Isidro, para pedir por la reincorporación de los despedidos.

Lunes 12 • Más de 38 mil enfermeros paran a nivel nacional para exigir que se modifique la re-
cién aprobada Ley de la Obstetriz, que atribuye a las obstetrices la atención inmediata
al recién nacido y la participación en operaciones de alto riesgo, invadiendo su campo
profesional.

Lunes 19 • Un grupo de trabajadores de la agroindustria Pomalca se atrinchera en el frente de la
planta e impide que asuma sus funciones el nuevo directorio de la empresa, al que con-
sidera ilegítimo.

• Los trabajadores de la empresa minera Shougang-Hierro Perú, en Marcona, comien-
zan una huelga indefinida, reclamando un aumento en sus haberes básicos. 

Pe r ú
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Martes 20 • Convocados por el Frente Patriótico, los habitantes de Tacna comienzan un paro re-
gional de 48 hs. para exigir al gobierno que modifique algunos artículos de la ley de Zo-
na Franca. Cientos de personas bloquean el km. 1291 de la Panamericana Sur y pique-
tes de manifestantes se movilizan por la ciudad.

Miércoles 21 • El Frente de Defensa de los Intereses de Marcona encabeza un paro cívico de 48 hs.
en respaldo a la huelga de los trabajadores de Shougang Hierro Perú y para exigir al go-
bierno la revisión del contrato de concesión de la empresa. 

Glosario de Siglas

ASETUP Asociación de Empresas de Transporte Urbano del Perú 
CATP Central Autónoma de Trabajadores del Perú
CCIA Cámara de Comercio e Industria de Arequipa 
CGTP Confederación General de Trabajadores del Perú 
CITE Confederación Intersectorial de Trabajadores Interestatales 
CTP Confederación de Trabajadores del Perú 
CUT Central Unitaria de Trabajadores
EGASA Empresa de Generación Eléctrica de Arequipa SA 
EGESUR Empresa de Generación Eléctrica del Sur
ETECEN Empresa de Transmisión Eléctrica Centro Norte 
ETESUR Empresa de Transmisión Eléctrica del Sur 
FACA Frente Amplio Cívico de Arequipa 
FADIP Frente Amplio de Defensa de los intereses de Pasco
FECHOP Federación de Choferes del Perú 
FENUTSSA Federación Nacional Unificada de Trabajadores del Sector Salud 
IGV Impuesto General de Ventas 
ISA Interconexión Eléctrica SA
MNATSP Movimiento Nacional de Niños y Adolescentes Trabajadores del Perú
SEAL Sociedad Eléctrica de Sur Oeste SA 
SEDAPAL Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de Lima
SOAT Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito 
SUNAT Superintendencia Nacional de Administración Tributaria 
SUTEP Sindicato Unitario de Trabajadores en la Educación Peruana

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana Fassi.
Fuentes: diarios La República y La Industria.
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MAYO

Miércoles 1 • Miles de opositores al gobierno, pertenecientes a distintas agrupaciones de la sociedad
c ivil, llenan la plaza Morelos en respuesta a la convocatoria de la Confederación de Tr a-
bajadores de Venezuela (CTV) para conmemorar del Día Internacional del Tr a b a j a d o r.
L u ego del discurso del presidente de la central sindical, en el que se exige la sustitución
inmediata del gabinete económico y que se ejecute un plan para desarmar a los círculos
b o l ivarianos, se inicia la marcha pidiendo la renuncia del presidente y juntando fi r m a s
para sacar del cargo al fiscal general Isaías Rodríguez. Por su parte, más de un millón de
c h avistas asisten a la marcha convocada por la Fuerza Bolivariana de Tr a b a j a d o r e s
(FBT), para expresar su alegría por el retorno del presidente Chávez a Miraflores. 

Sábado 4 • Se instalan en el palacio de Miraflores las mesas de diálogo y conciliación nacional
sin la participación de representantes de la Federación Venezolana de Cámaras y Aso-
ciaciones de Comercio y Producción (FEDECAMARAS) ni de la CTV, que serán invi-
tados según se resuelva en la segunda reunión. Para el primer debate fueron convoca-
dos 4 representantes del Gobierno, 3 de los ejecutivos regionales, 2 de las municipali-
dades, 2 de la Iglesia evangélica, 4 de los sindicatos, 5 de los empresarios de los me-
dios de comunicación, 4 de los economistas y 2 del sector universitario, además de un
portavoz de la Asociación ProVenezuela y un indígena. 

Lunes 6 • Empleados y obreros del Hospital Universitario de Caracas (HUC) comienzan un pa-
ro indefinido hasta que lleguen los recursos para cancelar las deudas laborales y se ter-
mine con la escasez de material médico-quirúrgico. Más, garantizan la atención de
emergencias.

Martes 7 • Más de 5 mil trabajadores del sector petroquímico adscritos a la Federación de Traba-
jadores Petroleros (FEDEPETROL) inician un paro intempestivo alegando el incumpli-
miento de compromisos contractuales.

Miércoles 8 • La CTV no autoriza la asistencia de Carlos Ortega a la mesa de Diálogo Nacional im-
pulsada por el gobierno por considerar que la invitación es un engaño para la opinión
pública, y propone conformar una mesa de diálogo paralela.

• Los cinco sindicatos adscriptos a FEDEPETROL que mantenían paralizadas las acti-
vidades de mantenimiento de las plantas petroquímicas a nivel nacional suspenden la
medida tras la firma de un acta conciliatoria en la que se estipula el pago de 1,5 millo-
nes de bolívares a cada trabajador.

Domingo 12 • Representantes de las organizaciones políticas Unión, Acción Democrática (AD), Pri-
mero Justicia, La Causa R, Conve rgencia, Alianza por Bravo Pueblo (ABP), Bandera
Roja, Comité de Organización Política Electoral Independiente (COPEI), Solidaridad,
M ovimiento al Socialismo (MAS), Proyecto Venezuela y Alianza por la Libertad, junto
con el presidente de la CTV –Carlos Ortega– firman un documento conjunto en el cual
anuncian que se retiran de la mesa de diálogo y que se unen para trazar una sola línea de
acción constitucional y no golpista, para lograr la renuncia del presidente Cháve z .

Venezuela
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Lunes 13 • Luego de la tregua iniciada el 11 de abril, la Federación Médica Venezolana (FMV) re-
toma el paro por tiempo indefinido por la deficiente dotación hospitalaria, el incumpli-
miento del contrato colectivo y la tardanza en el ajuste de las tablas salariales. El paro
tiene un acatamiento parcial en la capital y los estados de Zulia, A n z o á t egui y Mérida.

Martes 14 • Se instala en la sede de FEDECAMARAS la mesa de diálogo alternativa con la par-
ticipación de la CTV, AD, COPEI, ABP, y representantes de distintas Organizaciones
no Gubernamentales (ONGs). En esta primera reunión se decide que FEDECAMARAS
no asistirá a la mesa de diálogo promovida por el gobierno, extender la invitación al par-
tido oficialista y recurrir a las “bases del acuerdo democrático” suscrito en la quinta La
Esmeralda meses antes del 11 de abril, entre otras cosas.

• Con la participación del presidente Chávez, se realiza la segunda sesión de la mesa de
diálogo sin la presencia del Comité Ejecutivo de la CTV, de FEDECAMARAS y de los
partidos de la oposición. Los medios de comunicación, entre otros sectores, condicionan
su futura participación a que cesen en su funcionamiento los círculos bolivarianos y el
comando supremo revolucionario bolivariano, que coordina la acción de estos grupos.

Jueves 16 • Un grupo de 27 ex policías toma pacíficamente el Consulado General de Colombia de
la capital del estado Zulia, para exigirle al gobernador del estado el pago de prestacio-
nes y jubilaciones pertinentes, así como la restitución en sus cargos respetando las je-
rarquías de los funcionarios que fueron despedidos injustificadamente de la fuerza pú-
blica regional.

Domingo 19 • Más de 220 niños, 118 hombres y 636 mujeres se alojan a la manera de rehenes vo l u n-
tarios en los pabellones 1, 2 y 3 y La Bloquera en el Penal de Tocuyito, Internado Judi-
cial de Carabobo, para negociar con las autoridades del mismo el regreso de 18 procesa-
dos que habían sido trasladados a los penales de Yare I, Barcelona, Guanare y Duaca.

Martes 21 • Se cumple parcialmente el paro de 24 hs. convocado por la Federación de Asociacio-
nes de Profesores Universitarios de Venezuela (FAPUV), en reclamo de recursos para
el normal funcionamiento de las universidades públicas. El paro se cumple a medias en
la Universidad Central de Venezuela (UCV) y en la Universidad de Los Andes (ULA).
En el occidente del país el acatamiento es de un 70% en la Universidad Francisco de
Miranda y de un 100% en la Universidad del Zulia (LUZ), lo mismo que en la Univer-
sidad Nacional Experimental de Guayana (UNEG), la Universidad de Oriente (UDO)
–donde el conflicto lleva ya varios meses– y en la Simón Rodríguez. En tanto, la Uni-
versidad Simón Bolívar (USB) cumple 15 días de paro. 

Miércoles 22 • Después de más de 72 hs., los familiares que permanecían de manera voluntaria en el
internado Judicial de Carabobo, penal de Tocuyito, desalojan el local penitenciario, una
vez que se completa el canje con los 18 procesados solicitados.

• Cerca de mil integrantes de los comités de desempleados del estado de Zulia bloquean
el puente sobre el lago Maracaibo, en protesta por la eliminación de la cláusula 69 de
la contratación colectiva petrolera que otorga a los comités la potestad de asignar las
cartas de empleo en este sector. La Policía Regional y la Guardia Nacional reprimen con
bombas lacrimógenas y disparos de perdigones.

Jueves 23 • Se cumple parcialmente el paro de 48 hs. convocado por el Comando Intersindical del
Magisterio, con dispar acatamiento en Caracas, Falcón y el estado Zulia.
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• En horas de la mañana se fuga de la residencia donde estaba recluido por decisión ju-
dicial el empresario Pedro Carmona Estanga, procesado por la presunta comisión de los
delitos de rebelión y usurpación de funciones, y solicita asilo en la Embajada de Co-
lombia, que le concede en primera instancia una protección temporal. 

• Seis mil trabajadores del sector salud dependientes del Ministerio de Salud y Desarro-
llo Social (MSDS) y del ejecutivo regional inician un paro general indefinido en todos
los hospitales, ambulatorios y medicaturas rurales del estado Anzoátegui en reclamo de
las deudas que mantiene el ministerio desde 1996 en concepto de retrasos en la contra-
tación colectiva, vacaciones, bonos nocturnos, días feriados, antigüedad, transporte y
alimentación, entre otros.

• Convocadas por los partidos políticos de la oposición y ONGs, aproximadamente 600
mil personas, según las estimaciones de los organizadores, marchan desde la Plaza Ve-
nezuela hasta la sede del Ministerio Público en Caracas, llevando más de un millón y me-
dio de firmas exigiendo la renuncia del fiscal general de la República, Isaías Rodríguez.

Viernes 24 • Concluye con menos fuerza que el primer día el paro de 48 hs. convocado por 6 de las
7 federaciones que integran el Comando Intersindical del Magisterio. 

Miércoles 29 • En un avión de la Fuerza Aérea Colombiana y acompañado por el embajador de ese
país en Caracas, Pedro Carmona Estanga parte desde el aeropuerto de Maiquetía hacia
Bogotá, en condición de asilado político.

• Más de 450 caficultores de todo el país realizan un plantón de varias horas frente a la
sede del Ministerio de Agricultura y Tierras, tras el cual logran un convenio para dar sa-
lida a unos 200 mil quintales de café pertenecientes a la producción 2001-2002.

JUNIO

Martes 4 • Cerca de 26 mil conductores de transporte colectivo del Distrito Capital, Barcelona,
Puerto La Cruz, Táchira y Maracaibo realizan caravanas simultáneas por las calles, co-
mo protesta por la inseguridad y el mal estado de las vías, entre otros puntos.

Jueves 6 • Alrededor de 70 mil de los 150 mil empleados públicos se suman al paro de 12 hs.
convocado por la Federación Unica de Empleados Públicos (FEDEUNEP), en pedido
de la cancelación del incremento salarial del 10% del año pasado y del 20% de este año,
el cese del desplazamiento de los funcionarios de carrera por personal contratado y la
discusión de las contrataciones colectivas. 

Viernes 14 • Circa 600 trabajadores pertenecientes al Sindicato de Trabajadores del Metro de Ca-
racas suspenden sorpresivamente durante toda la mañana el servicio de Metrobus hacia
Los Teques y el oeste de Caracas exigiendo que se inicie la discusión del contrato co-
lectivo y la renuncia del presidente de la compañía, Rosales Ramírez.

Sábado 15 • Una multitudinaria marcha convocada por 12 partidos de oposición y más de 30 orga-
nizaciones de la sociedad civil se concentra en el centro de Caracas para dar forma a la
primera Asamblea de Ciudadanos, en la cual se redacta el documento “Declaración de
la Avenida Bolívar” que establece como primera medida declararse en desobediencia ci-
vil frente al gobierno nacional invocando el artículo 350 de la Constitución.

Ve n e z u e l a
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Miércoles 19 • Trabajadores de la Dirección Estadal de Salud de Vargas inician un paro de activida-
des en demanda de reivindicaciones socioeconómicas.

Jueves 20 • Oficiales del ejército opositores al presidente Chávez realizan una manifestación por
la meritocracia de la Fuerza Armada. Avanzan por las calles de Caracas con pancartas
contra el gobierno y la consigna “ni un día más”.

Viernes 21 • La Federación de Trabajadores de las Telecomunicaciones (FETRATEL) se declara en
conflicto y corta el diálogo con la directiva de la Compañía Anónima Nacional Teléfo-
nos de Venezuela (CANTV) por no llegar a un acuerdo en la discusión del contrato co-
lectivo. Exigen, entre otras cosas, un aumento salarial de 150% y que las pensiones de
los jubilados se igualen a los nuevos sueldos.

Martes 25 • Alrededor de 900 reclusos del internado judicial El Rodeo I de Guatire se declaran en
h u e l ga de hambre en solidaridad con los presos de la Penitenciaría General de Ve n e z u e l a
(PGV) y afirman que levantarán la medida cuando se aclare la situación en dicho luga r.

Viernes 28 • Empleados y trabajadores del Centro Internacional de distribución postal de Maique-
tía protestan en demanda de la cancelación de deudas económicas y compromisos labo-
rales que el instituto asumió a principios de año. También se inicia una huelga de bra-
zos caídos en el servicio de los centros postales de Maiquetía, La Guaira, Catia La Mar,
Aeropuerto y Naiquatá.

Domingo 30 • Alrededor de 2.500 gay, lesbianas y transexuales acompañados por amigos y familia-
res, junto con Amnistía Internacional, Alianza Lambda de Venezuela, Unión Afirmati-
va y la Red Venezolana de Gente Positiva, entre otras organizaciones, realizan la Mar-
cha del Orgullo Gay por las calles de Caracas hasta la Defensoría del Pueblo para en-
tregar un manifiesto simbólico, respaldado por mil firmas en el que piden respeto e
igualdad de derechos.

JULIO

Martes 2 • Tras una reunión realizada en La Guaira e impulsada por la Defensoría Delegada del
pueblo de Vargas y de la que participan autoridades nacionales, directivos del Sindica-
to Unico Nacional de Empleados Públicos del Ministerio de Salud y Desarrollo Social
(SUNEPSAS) y miembros de la sociedad civil, los trabajadores de la Dirección Estadal
de Salud de Vargas deciden suspender el paro de actividades vigente desde el pasado 19
de junio en demanda de reivindicaciones socioeconómicas.

Sábado 6 • El presidente de la Federación Nacional de Ganaderos (FEDENAGA), José Luis Be-
tancourt, anuncia el retiro de la federación de la Mesa de Diálogo.

Jueves 11 • Representantes de 15 partidos políticos, 40 ONGs, varios sindicatos y federaciones de
trabajadores, encabezados por la directiva de la CTV y representantes del sector empre-
sarial agrupados en la Coordinadora Democrática (CD), realizan una marcha al cum-
plirse tres meses de los sucesos del 11 de abril. Bajo las consignas “ni un paso atrás”,
“ni un muerto más” y “prohibido olvidar” exigen la renuncia del presidente Chávez. 
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Martes 30 • Cerca de 500 personas identificadas como simpatizantes del gobierno se aglomeran en
la entrada principal del Tr i bunal Supremo de Justicia (TSJ) protestando con pancartas e
improperios contra opositores y periodistas, e impiden por varias horas la salida del edi-
ficio de los cuatro militares acusados de rebelión militar por los hechos del 11 de abril.

Miércoles 31 • Un centenar de chavistas se enfrenta durante 8 hs. con agentes de la Policía Metropo-
litana (PM) y opositores de la CD, cuando los primeros cortan la calle en la puerta del
TSJ, hasta donde habían llegado ambos grupos políticos para presionar a los magistra-
dos acerca de la sentencia que debían dar a los militares acusados de rebelión por los
sucesos de abril. Tras la intervención de los grupos antimotines de la PM, queda un sal-
do de 2 heridos graves, 18 heridos leves, 3 detenidos y 3 vehículos dañados. La Sala
Plena del TSJ decide rechazar, por 12 votos contra 8, la ponencia del magistrado Luis
Martínez que declara que en abril se cometió el delito de rebelión militar y los cuatro
generales y almirantes deben ser enjuiciados por ello.

• Trabajadores de la industria petrolera de la sección occidental cierran la carretera La-
ra-Zulia, municipio Bolívar, en protesta por el otorgamiento y designación arbitraria de
viviendas ubicadas en el sector La Plata. La autopista es desalojada por efectivos de la
Guardia Nacional (GN) y de la policía local. En el sector San Isidro de la Costa Orien-
tal, unos 300 trabajadores petroleros protestan por la ilegal distribución de unas 150 pla-
zas de trabajo y se enfrentan con las autoridades policiales y la GN, quienes reprimen
con bombas lacrimógenas.

AGOSTO

Jueves 1 • Más de 1.600 policías de la ciudad de Valera, Trujillo, inician una huelga contra el go-
bierno regional porque éste les adeuda aumentos salariales desde 2000 por aproxima-
damente 8 mil millones de bolívares y el bono de 800 mil bolívares decretados por el
ejecutivo nacional, entre otras cosas.

Viernes 2 • La asamblea de los miembros de la FMV resuelve mantener indefinidamente el paro
en los hospitales que dependen del Ministerio de Salud, basándose en los resultados de
un referéndum en el cual 75% de los médicos rechazan la oferta del Ejecutivo de ho-
mologar los salarios de quienes trabajan para el despacho con los de quienes trabajan
en el Instituto Venezolano de Seguros Sociales (IVSS).

• Choferes de unidades de pasajeros, vehículos de carga pesada y gandoleros del muni-
cipio Mara, estado de Zulia, cortan durante más de 8 hs. la ruta que une la ciudad capi-
tal, Maracaibo, con la subregión Guajira y con Colombia, protestando por el alto índi-
ce de inseguridad y el mal estado de las rutas. La toma finaliza tras un enfrentamiento
con la policía regional que deja un saldo de cuatro heridos.

• Integrantes de los círculos bolivarianos y otras organizaciones cercanas al presidente
de la república cortan el tránsito vehicular en el puente Llaguno con tres autobuses de
línea. Pocos minutos antes, miembros del grupo autodenominado Tupamaros toman la
avenida Sucre y se enfrentan a tiros con funcionarios de la PM tras declararse en deso-
bediencia popular. Los seguidores del presidente Chávez acuerdan permanecer en vigi-
lia activa en puente Llaguno hasta el próximo miércoles, cuando el TSJ decidirá si en-
juicia a los oficiales disidentes involucrados en los sucesos del 11 de abril.
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Jueves 8 • El TSJ rechaza la ponencia del magistrado Alejandro Angulo Fo n t iveros que recomen-
daba el antejuicio de mérito a los cuatro oficiales acusados de rebelión militar por los su-
cesos del 11 de abril, lo que provoca –junto con la noticia del aumento del Impuesto al
Valor A g r egado (IVA)– que algunos manifestantes intenten romper el cerco de seg u r i d a d
que protege al tribunal. Cerca de 120 simpatizantes del presidente Chávez que se dirigen
hacia la Asamblea Nacional (AN) para continuar con su protesta se enfrentan con miem-
bros de la PM en la plaza Bolíva r, quienes les responden lanzándoles gases lacrimóge-
nos. Tras el enfrentamiento en el que los chavistas logran quitar las barreras de seg u r i-
dad que rodean la plaza, 11 personas, entre civiles y policías, resultan heridas.

Domingo 11 • Alrededor de 100 mil personas, entre las que se encuentran miembros de la CD, MAS,
COPEI, Bandera Roja, AD, Unión, Primero Justicia y Resistencia Civil de Caracas, Fa l c ó n ,
Miranda, Mérida y Zulia, marchan pacíficamente durante seis horas por las calles de Mara-
caibo, para conmemorar los cuatro meses de los sucesos de abril en Caracas, solicitar la sa-
lida de Hugo Chávez y rechazar la violencia que se ha generalizado en los últimos meses.

Miércoles 14 • La Sala Plena del TSJ exonera de responsabilidad penal por el delito de rebelión mi-
litar a los oficiales Efraín Vázquez Velazco, Pedro Pereira Olivares, Héctor Ramírez Pé-
rez y Daniel Comisso Urdaneta, por su participación en los hechos que condujeron a la
salida del poder del presidente Hugo Chávez después de los sucesos del pasado 11 de
abril. Una vez conocida la sentencia del TSJ estalla el festejo de una multitud que se
concentró durante todo el día con banderas y pancartas en la sede de Petróleos de Ve-
nezuela SA (PDVSA)-Chuao, al tiempo que más de 100 partidarios del oficialismo que
se habían concentrado durante la mañana en la plaza Morelos se enfrentan con la PM
en las puertas del TSJ. Después de más de dos horas y media de enfrentamientos, que-
da un saldo de tres heridos de bala, 40 asfixiados por los gases lacrimógenos, 20 gol-
peados levemente y varios detenidos.

Jueves 22 • En el cuarto día consecutivo de protestas, afiliados y dirigentes de la cámara de Trans-
porte Pesado de Vargas prosiguen con la desobediencia legal al no pagar el peaje José
María Vargas y entregan panfletos para instar a la sociedad civil de Vargas a que los
acompañen en el desacato tributario. Tras una discusión entre los transportistas y los
empleados de la concesionaria Maxipistas, los conductores de vehículos livianos y de
autobuses se suman a la medida de no pagar el tributo.

Viernes 23 • Siguiendo lo decidido en una asamblea de la que participan 1.800 empleados del Me-
tro de Caracas, los trabajadores inician un paro sorpresivo en todas las líneas, que se
completa con la interrupción del servicio de Metrobús. Asimismo, cerca de mil trabaja-
dores de la compañía se reúnen en la sede del edificio de operaciones del Metro de Ca-
racas demandando la presencia del presidente de la empresa, de la ministra de Trabajo
y del titular de Finanzas. Exigen que se reanuden las negociaciones de la contratación
colectiva y que se pague a cada trabajador un bono de 8 millones de bolívares para com-
pensar el retraso en los aumentos de salario.

• Grupos de desempleados petroleros, apoyados por organizaciones vecinales del este
de Puerto La Cruz, bloquean la vía hacia Cumaná, manteniendo totalmente incomuni-
cados los estados de Sucre y Anzoátegui, provocando ausentismo laboral en el puerto
de Guanta y en la planta de cemento de Pertigalete, en protesta por la falta de trabajo.

Sábado 24 • Tras una reunión que finaliza durante la madrugada, y en la cual la empresa se com-
promete a pagar un bono de 6 millones de bolívares en tres cuotas hasta marzo de 2003,
y a no sancionar a quienes pararon el servicio, el metro de Caracas reanuda sus opera-
ciones con total normalidad.
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• Aproximadamente 500 mil personas provenientes de distintos lugares del país reali-
zan una marcha encabezada por el vicepresidente de la nación, José Vicente Rangel, ce-
lebrando el segundo año del gobierno de Hugo Chávez, al tiempo que protestan por el
fallo del TSJ que absolvió a los cuatro oficiales imputados por los sucesos de abril.

Martes 27 • Dos mil profesionales pertenecientes a los gremios de médicos, odontólogos, bioana-
listas, enfermeros y nutricionistas del estado Zulia, realizan un paro de 12 hs. en recla-
mo de una deuda salarial que alcanza los 4 millardos de bolívares en concepto de pri-
ma para los médicos que trabajan en los centros fronterizos y el bono nocturno y por fin
de semana para los que trabajan en la ciudad, entre otros.

Miércoles 28 • Funcionarios de la GN toman por la noche el control del peaje de la autopista Caracas-
La Guaira, después que los transportistas y los representantes de la empresa Maxipistas
l l egaran a un acuerdo para retirarse del sitio, aunque los conductores siguen circulando
por la vía sin cancelar la tarifa porque mantienen la actitud de desobediencia civ i l .
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Glosario de Siglas

ABP Alianza por Bravo Pueblo
AD Acción Democrática
AN Asamblea Nacional
CANTV Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela
CD Coordinadora Democrática
COPEI Comité de Organización Política Electoral Independiente
CTV Confederación de Trabajadores de Venezuela
FAPUV Federación de Asociaciones de Profesores Universitarios de Venezuela
FBT Fuerza Bolivariana de Trabajadores
FEDECAMARAS Federación Venezolana de Cámaras y Asociaciones de Comercio y Producción
FEDENAGA Federación Nacional de Ganaderos
FEDEPETROL Federación de Trabajadores Petroleros
FEDEUNEP Federación Unica de Empleados Públicos
FETRATEL Federación de Trabajadores de las Telecomunicaciones
FMV Federación Médica Venezolana 
GN Guardia Nacional
HUC Hospital Universitario de Caracas
IVA Impuesto al Valor Agregado
IVSS Instituto Venezolano de Seguros Sociales
LUZ Universidad del Zulia
MAS Movimiento al Socialismo
MSDS Ministerio de Salud y Desarrollo Social
ONGs Organizaciones No Gubernamentales
PDVSA Petróleos de Venezuela SA
PGV Penitenciaría General de Venezuela
PM Policía Metropolitana
SUNEPSAS Sindicato Único Nacional de Empleados Públicos del Ministerio de Salud y 

Desarrollo Social
TSJ Tribunal Supremo de Justicia
UCV Universidad Central de Venezuela
UDO Universidad de Oriente
ULA Universidad de Los Andes
UNEG Universidad Nacional Experimental de Guayana
USB Universidad Simón Bolívar

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios El Nacional, El Universal y Últimas Noticias.
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Descripción de las acciones colectivas de protesta

urante los primeros ocho meses de 2002, el periódico La Nación1 r egistró un
total de 79 acciones colectivas de protesta que se desarrollaron en Costa Rica.
Predominaron las acciones puntuales (el 63,3% se desarrolló en un solo día) y
su proyección fue principalmente local (77,2% de los casos). Las formas de
protesta que más se utilizaron fueron la declaración pública2 (31,6%), los blo-

q u e o s3 (13,9%), reuniones con autoridades (13,9%), concentraciones4 (12,6%), denuncia
frente a instancias gubernamentales (12,6%), huelgas o paros (10%).

Por otro lado, los actores que más promovieron los diferentes tipos de protestas fueron
los trabajadores (31,6%). Si bien la mayor parte de las protestas de estos actores se canali-
zaron a través de los sindicatos (60,1%), muchas otras demandas no tuvieron este carácter
(39,9%). Las comunidades ocuparon el segundo lugar (29,1%), seguidas por las organiza-
ciones ambientales, las municipalidades y los estudiantes de colegio.

En lo que respecta a las demandas, éstas se centraron en el mejoramiento de las condi-
ciones de tipo laboral y la calidad de los servicios públicos (especialmente en salud) y en
la necesidad de modernización de algunas infraestructuras.

Esta caracterización puede estar sesgada por la fuente utilizada: la prensa tiende a re-
portar en mayor medida los conflictos sindicales y aquellos que involucran a empleados pú-
blicos. Existe un sub-registro de las movilizaciones de las organizaciones ecologistas, indí-
genas y de grupos de derechos humanos. Además, las acciones locales puntuales no suelen
quedar registradas en la prensa.

A pesar del alcance limitado de estas acciones, su importancia reside en que expresan
la resistencia de grupos de ciudadanos frente al deterioro de sus condiciones de vida y de
trabajo, de los servicios públicos, y frente a la defensa de derechos que consideran que han
sido lesionados. La mayoría de las acciones tuvieron como interlocutor al gobierno, debi-
do a que los ciudadanos protestaron respecto de un servicio que éste debía proveer, ya fue-
ra porque era el responsable de regular una determinada actividad o porque era el emplea-
dor. En muchos casos, las notas de prensa no registraron el desenlace de la acción (29%).
Aunque el organismo interpelado hizo acuse de recibo de la demanda (22%), en muchos
casos no hay un reporte ulterior sobre su desenlace. Sólo en el 17% de los casos se logró
un acuerdo tras la negociación (Zamora, 2002).

Los anteriores rasgos de la acción colectiva desarrollada en este año se asemejan a los del
año anterior (Franceschi y Zamora, 2002). La principal diferencia radica en una mayor utili-
zación de los bloqueos durante los primeros ocho meses de 2002, lo cual es signifi c a t ivo en
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la medida en que la Asamblea Leg i s l a t iva aprobó a principios de este año la penalización con
cárcel por el uso de este tipo de protesta. A finales del mes de junio, la prensa destacó la po-
sibilidad de acusación penal contra quienes han realizado bloqueos en los últimos meses.

Más allá de las acciones puntuales, las movilizaciones que tuvieron mayor impacto na-
cional fueron tres:

a) conflicto entre arro c e ros y el gobierno: desde el año pasado, los productores y co-
mercializadores de arroz se movilizaron en contra de la importación del grano. El con-
flicto reside en que el precio internacional del arroz es inferior a los costos de produc-
ción local. El estado históricamente ha subsidiado la producción local, permitiendo la
importación para las situaciones de desabastecimiento. La diferencia entre el mayor pre-
cio interno y la posibilidad de importación a precios inferiores ha llevado a diferencias
entre diversos grupos de comercializadores por la ganancia extraordinaria que esta tran-
sacción representa. Las demandas de los importadores tienden a imbricarse con las de-
mandas de los productores por el mantenimiento del subsidio a la producción nacional.

b) conflicto entre los productores de papa y el gobierno: a raíz del Tratado de Libre
Comercio con Canadá (TLC), los paperos desarrollaron un movimiento con el propó-
sito de que la papa y la papa precocida fueran excluidas del tratado.

c) conflicto por la revisión técnica de vehículos: desde este año la empresa española
Riteve se encargó de la revisión técnica de vehículos, que anteriormente era realizada
por el estado costarricense. Los actores públicos de estos movimientos de protesta fue-
ron los agricultores y los mecánicos de talleres que anteriormente realizaron el control
de emisiones. Los primeros expresaron su preocupación porque sus vehículos de tra-
bajo no cumplieran los estándares técnicos, y por la falta de recursos monetarios para
repararlos. Con este grupo, el gobierno se comprometió a adecuar los estándares y a
facilitar crédito para las reparaciones. Sin embargo, hubo agricultores que no confia-
ron en esta solución. Por otra parte, los talleres mecánicos protestaron frente a la inver-
sión que habían realizado en equipos de medición de control de emisiones, tarea que
les fue delegada por el estado durante el último quinquenio. Durante el mes de julio
hubo bloqueos (cortes de ruta) que fueron reprimidos por las autoridades policiales. Al
respecto, el gobierno ha señalado que aplicará la reforma del código penal del 18 de
abril de 2002, que penaliza con cárcel a quienes participaron en este tipo de protesta. 

Otras luchas

Durante los primeros ocho meses de 2002 los diferentes actores sociales desarrollaron
otro tipo de protestas, en las cuales se evidenciaron más organización y mayores recursos
para la movilización, en comparación con las acciones locales. Estos recursos provinieron
en general de actores corporativos.

En primer lugar se destacó la realizada por organizaciones ambientalistas, en alianza con
grupos comunales, empresarios regionales, grupos eclesiales y estudiantes universitarios con-
tra el proyecto de exploración y explotación petrolera en la provincia de Limón, ubicada en el
Caribe costarricense. Esta lucha tuvo un desenlace positivo para las organizaciones, debido a
que el ente técnico del Ministerio de Ambiente y Energía de Costa Rica (Mirenem), la Secre-
taría Técnica Ambiental (Setena), emitió un fallo en contra de la conveniencia del proyecto. 

También se destacaron diferentes alianzas realizadas por actores disímiles para confor-
mar frentes comunes de cara a problemas compartidos. Este es el caso de la alianza que se
gestó entre la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP) con la Cá-
mara de Exportadores (CADECO) para lograr que los tratados de libre comercio incluyan
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garantías laborales y ambientales semejantes entre los países signatarios. La ANEP también
ha establecido alianzas en la lucha por los derechos sindicales en el sector privado con sin-
dicatos estadounidenses de la AFL-CIO. 

Organizaciones populares en el período electoral y post-electoral

Los primeros meses de 2002 estuvieron marcados por un proceso electoral que se pue-
de catalogar de atípico, en la medida en que confluyeron factores que marcaron cambios en
la composición partidaria tradicional de Costa Rica: emergencia de nuevas fuerzas políti-
co-electorales que cuestionan el sistema bipartidista que ha regido el país desde 1986; el
deterioro del caudal electoral de los partidos mayoritarios –particularmente del Partido Li-
beración Nacional, que fue el partido político más importante durante medio siglo; la ne-
cesidad, por primera vez en la historia, de realizar la elección en dos rondas, debido a que
ningún partido obtuvo el 40% requerido en la primera ronda; un abstencionismo superior
al 30% del electorado por segunda vez consecutiva (1998 y 2002).

Debido a la necesidad de realizar dos rondas, el período electoral se extendió hasta el
7 de abril, cuando resultó ganador el candidato del partido oficial, Dr. Abel Pacheco, quien
también había quedado primero durante la primera ronda, celebrada el 3 de febrero.

Las elecciones de 2002 cambiaron de forma significativa la composición política de la
Asamblea Legislativa. Los partidos emergentes obtuvieron una participación significativa:
el Partido Acción Ciudadana (PAC) (centro, con un fuerte discurso ético contra la corrup-
ción pública), que se había fundado un año antes, obtuvo 14 de los 57 escaños legislativos.
El Movimiento Libertario (derecha liberal), que ya había participado en la elección de
1998, aumentó su participación en el Congreso de 1 diputado a 6.

Por otro lado, se destaca la disminución de la participación en el Congreso de los dos
partidos mayoritarios, Partido Unidas Social Cristiana (PUSC) y Partido Liberación Nacio-
nal (PLN). El primero obtuvo 19 diputados y el segundo 17, en comparación con los 29 y
22 diputados que habían obtenido respectivamente en las elecciones de 1998. 

El Partido Fuerza Democrática (izquierda) no obtuvo ninguna diputación. En los meses
anteriores a las elecciones tuvo importantes conflictos internos en relación con la defi n i c i ó n
de los puestos de elección popular, cuyos resultados lo desprestigiaron ante el electorado.

Además, las mujeres obtuvieron un número importante de escaños legislativos, 20 en
total, que más que duplican la cantidad que hubo históricamente, producto de cambios le-
gales (cuota del 40%) cuya aplicación para esta elección fue impulsada por un movimien-
to desarrollado por la Agenda Política de Mujeres.

Diversos sectores sociales organizados aprovecharon la coyuntura electoral para obte-
ner compromisos de los candidatos presidenciales durante los meses previos a las eleccio-
nes. La ANEP, las organizaciones ambientalistas y la Agenda Política de Mujeres presen-
taron a los candidatos presidenciales un pliego de peticiones para que se comprometieran
con algunas demandas. En todos los casos, las organizaciones plantearon demandas nacio-
nales, en particular el fortalecimiento y democratización del Estado, el combate a la corrup-
ción, la transparencia en la función pública y una reforma fiscal basada en la solidaridad.
El movimiento ambientalista, por su parte, obtuvo el compromiso del candidato ganador en
las elecciones de detener la exploración y explotación petrolera en la costa atlántica.

El problema fiscal

Después del traspaso de poderes, la ANEP, en conjunto con las organizaciones solida-
ristas, el sector cooperativo, la Central de Trabajadores Rerum Novarum (CTRN) y la Cá-
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mara de Exportadores (Cadexco), solicitó al Presidente iniciar el análisis de la situación fis-
cal, la cual constituye uno de los problemas económicos y sobre todo distributivos más im-
portantes en Costa Rica. 

A principios de agosto se instaló una comisión legislativa mixta5, denominada “comi-
sión especial mixta que tendrá como objetivo principal la búsqueda de soluciones estructu-
rales al desequilibrio de las finanzas públicas, a través de la promoción de una pacto fiscal
que involucre a todos los sectores de población en la solución al problema del déficit fiscal
y en la búsqueda de nuevas alternativas de desarrollo económico para el bienestar de las y
los costarricenses; a tal efecto tendrá facultades para estudiar, analizar, proponer y dictami-
nar los proyectos de ley que sirvan al cumplimiento de este objetivo”.

La amplitud del nombre (más bien parece un párrafo) de la comisión denota el interés
de los sectores involucrados por rescatar el problema fiscal, el desarrollo y el bienestar so-
cial como temas políticos que no se solucionan por medio de propuestas técnicas, a diferen-
cia de lo que ha sido el discurso dominante durante las últimas dos décadas. En las sesiones
iniciales de la comisión, cada sector político presentó sus puntos de vista: el gobierno y el
partido de gobierno (PUSC) se inclinan por las soluciones fiscales de emergencia para aten-
der el déficit, por lo que enfatizan en impuestos que aumenten la recaudación y que sean fá-
ciles de cobrar. El Partido Liberación Nacional asegura que no hay una crisis real. El Pa r t i-
do Libertario señala que el problema está en el gigantismo estatal, y la necesaria reducción
del gasto público. La UCCAEP (Unión de Cámaras Empresariales) plantea el establecimien-
to de impuestos de emergencia, el control de la evasión y del contrabando, y la mejora de la
recaudación. El PAC presentó una propuesta en que se señala que el pacto fiscal “no es otra
cosa que un pacto social, para la definición de las prioridades de nuestro desarrollo y el pa-
pel del Estado”. Plantea que son necesarias acciones en contra de la corrupción, que la tri-
butación sea de acuerdo con los bienes e ingresos de las personas. En lo fundamental, pro-
ponen mejorar la recaudación, y eliminar exenciones de las cuales han disfrutado los secto-
res más dinámicos de la economía costarricense durante las últimas décadas. A firman que
sólo aceptarían la imposición de nuevos impuestos si estos fueran directos.

Las organizaciones sociales que promovieron la discusión y la creación de la comisión
(ANEP, Asociación solidarista, CTRN, cooperativas y Cadexco) han estado particularmen-
te interesadas en que se publiquen el origen de los ingresos, los montos de evasión6, la es-
tructura del gasto, y la definición de prioridades del gasto, como medio para abrir el deba-
te público sobre el tema. Dado que los medios de comunicación no han hecho análisis de
estos aspectos, la ANEP ha desarrollado una estrategia de comunicación novedosa para in-
formar a diversos sectores de los avances en la discusión y para recibir comentarios: des-
pués de cada sesión elabora un breve resumen de lo discutido, y lo circula por Internet. Ca-
da dos o tres sesiones, divulgan un documento de análisis. Sin embargo, este medio alcan-
za sólo a algunos sectores. Paralelamente, la Contraloría General de la República publica-
rá en los primeros días de septiembre un libro en el que se analiza la situación fiscal desde
distintos puntos de vista, con el objetivo de promover también el debate nacional.

Conclusión

El recuento anterior muestra que se presentan en este período dos formas de conflicti-
vidad social. Una forma de conflicto se expresa en múltiples acciones colectivas de dive r s a s
agrupaciones de distinto nivel y permanencia de organización, las cuales expresan resisten-
cia frente al deterioro de sus condiciones o protesta por cambios regulatorios que las afec-
tan. La segunda, caracterizada por la negociación entre actores de la sociedad civil y actores
políticos, pretende enfrentar en el terreno político conflictos distribu t ivos medulares de la so-
ciedad. Tanto en los pliegos de peticiones presentados por la Agenda Política de las Muje-
res, el movimiento ecologista y el movimiento sindical a los candidatos presidenciales, co-
mo en la solicitud de conformación de una comisión leg i s l a t iva para generar un pacto fi s c a l ,
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los actores sociales presentan su agenda para ser incorporada a la agenda política. 

La práctica de los últimos años, especialmente de la Agenda Política de Mujeres y de los
sectores sociales que se opusieron a la privatización de la electricidad y las telecomunicacio-
nes, ha permitido que demandas sociales que encontraron eco en el seno de los partidos po-
líticos fueran presentadas directamente por los sectores sociales a las instancias políticas.
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Notas

1 Principal periódico en Costa Rica.

2 Conferencia de prensa, declaración a medios de comunicación, boletines, manifiesto público y
petición por escrito.

3 Interrupción deliberada de vías públicas.

4 Marchas.

5 Estas comisiones están compuestas por diputados y miembros externos, en los cuales estos
últimos tienen voz pero no voto. Tradicionalmente, los miembros externos han sido asesores
técnicos en el campo de especialidad de la legislación que se trasmita. No obstante, en el año
2000 se aplicó este procedimiento para incorporar a sectores de la sociedad civil al proceso
legislativo. La Comisión Mixta que analiza la situación fiscal también está compuesta por
diputados y representantes sindicales, empresariales, cooperativos y solidaristas.

6 Se estima que la evasión de los mayores impuestos en términos de importancia relativa, renta
y ventas, tienen una evasión del 60% y 35% respectivamente.
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Costa Rica

MAYO

Miércoles 1 • Sindicatos de trabajadores de educación, salud y otros empleados públicos y privados,
así como también estudiantes y ecologistas, marchan hasta la Asamblea Legislativa, en
San José, para conmemorar en Día Internacional de los Trabajadores y en rechazo al
plan que pretende cambios en los impuesto como el del ruedo, renta y venta para en-
frentar el problema del exceso de gastos sobre ingresos del gobierno central. Además,
protestan en contra de una propuesta para modificar el régimen de Invalidez, Vejez y
Muerte, el cual pretende que los trabajadores se jubilen tras aportar al menos 300 cuo-
tas y no 240, como hasta ahora.

Miércoles 8 • Abel Pacheco de la Espriella, del Partido Unidad Socialcristiana (PUSC), asume co-
mo presidente de Costa Rica en una ceremonia que se celebra en el Teatro Melico Sa-
lazar en San José.

Lunes 13 • La Asociación Nacional de Profesionales en Enfermería (ANPE) realiza una marcha
desde el Colegio de Enfermeras hasta el edificio de la Caja Costarricense de Seguro So-
cial (CCSS), en San José, para protestar contra el deterioro en el sector de la salud, del
recargo de funciones a enfermeras, y la exigencia de abrir nuevas plazas en el campo de
la enfermería.

Jueves 30 • Productores de arroz se concentran frente al muelle de Caldera para evitar la salida de
casi 27 mil toneladas de arroz traído de los Estados Unidos, alegando que no había pa-
gado los aranceles correspondientes y que causaría un desbalance en el mercado que
arruinaría a los productores locales. Los manifestantes anuncian que se quedarán allí
por tiempo indeterminado.

JUNIO

Martes 4 • Los productores arroceros que se encuentran impidiendo la descarga de 27 mil tone-
ladas de arroz en el puerto de Caldera desde el jueves pasado son desalojados violenta-
mente por la fuerza pública.

Jueves 13 • Vecinos de Los Cuadros de Purral, cantón de Goicoechea, bloquean las calles de ac-
ceso a esa localidad y retienen cinco autobuses y tres vehículos oficiales en reclamo del
traslado de 70 familias que el miércoles fueron desalojadas de un terreno en peligro de
deslizamiento por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emer-
gencia (CNE). Por la noche, los manifestantes levantan la medida tras acordar con el
gerente de la Junta de Protección Social buscar una pronta solución al problema.

Jueves 20 • Agricultores, asalariados, consumidores, empresarios, mecánicos, transportistas y es-
tudiantes marchan desde la Asamblea Legislativa hasta la Corte Suprema de Justicia, en
San José, en contra de la empresa española Riteve SyC, establecida para realizar la re-
visión técnica de vehículos en el país.
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Sábado 22 • Un grupo de taxistas ilegales que trabajan en los alrededores de Quepos bloquea el
puente que pasa sobre el río Parrita, en la carretera Parrita-Quepos, en protesta por los
operativos de tránsito que les impiden su funcionamiento.

Jueves 27 • La Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza (APSE) realiza un paro nacional
por 12 hs. en contra del proyecto de municipalización de los servicios, en reclamo del
respeto al derecho de reunión de los gremios y de un incremento salarial del 7,41% pa-
ra el sector público. 

JULIO

Miércoles 10 • Más de 50 representantes de taxistas, chóferes de buses y talleres mecánicos se reú-
nen en las oficinas de la Cámara de Transporte de Cartago en donde deciden realizar
bloqueos de vías a partir del lunes para oponerse a la revisión técnica de vehículos. Ese
día comenzará oficialmente el servicio a cargo de la empresa española-costarricense Ri-
teve SyC, que ganó la licitación. El ministro de Transportes, Javier Chávez, anuncia que
ya se están preparando operativos policiales para evitar los bloqueos.

Lunes 15 • El Comité Patriótico Nacional –compuesto por talleres mecánicos, sindicatos y grupos
de vecinos, entre otros– inicia bloqueos en diferentes puntos del país en contra del otor-
gamiento de la revisión técnica de vehículos a la firma española Riteve. Las protestas más
fuertes se registran en San Ramón, Guápiles, Limón y Pérez Zeledón. La fuerza pública
reprime violentamente a los manifestantes, quienes vuelven a reagruparse una y otra ve z .
Quedan detenidas unas 25 personas y unas 80 resultan heridas. El presidente Abel Pa c h e-
co ordena utilizar a toda la fuerza necesaria para garantizar el orden y acusa al Comité de
ser manipulado por grupos subve r s ivos internacionales ocultos en la orga n i z a c i ó n .

AGOSTO

Miércoles 7 • Mas de 350 trabajadores de las fincas bananeras 96 y 97, de la Chiriquí Land Com-
pany, ubicadas en Sixaola, comienzan una huelga por tiempo indefinido en contra de
maltratos por parte del capataz Carlos Madriz y de varias violaciones a la Convención
Colectiva que la empresa había firmado con el Sindicato de Trabajadores de la Chiriquí
Land Company (SITRACHIRI) y que tiene vigencia hasta el 5 de septiembre de 2003.

Miércoles 14 •Trabajadores del Sindicato de Empleados del Ministerio de Hacienda (SINDHAC), de
la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP) y de la Confedera-
ción de Trabajadores Rérum Novárum (CTRN) paralizan sus labores durante cuatro ho-
ras en las aduanas y en las oficinas de la Dirección de Tributación para protestar contra
una parte de la Ley de Emergencia Fiscal que pretende excluir del Servicio Civil a fun-
cionarios de esas dependencias.

Jueves 15 • Un grupo de vecinos bloquea durante tres horas y media el paso hacia el puerto de la
localidad de Paquera (Puntarenas) en protesta porque desde mediados de julio sólo la
Asociación de Desarrollo Integral de Paquera (ADIP) ofrece el servicio de ferry hacia
Puntarenas. Antes de esa fecha, la empresa Naviera Tambor también operaba ese siste-
ma, pero el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) decidió apoyar la ex-
clusividad de ADIP. Los manifestantes levantan la medida luego de que representantes
de la fuerza pública se comprometieran a gestionar una reunión con funcionarios del
MOPT para el próximo martes.

Costa Rica
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Glosario de Siglas

ADIP Asociación de Desarrollo Integral de Paquera
ANEP Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados
ANPE Asociación Nacional de Profesionales en Enfermería 
APSE Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza
CCSS Caja Costarricense de Seguro Social 
CNE Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencia
CTRN Confederación de Trabajadores Rérum Novárum
MOPT Ministerio de Obras Públicas y Transportes
PUSC Partido Unidad Socialcristiana
SINDHAC Sindicato de Empleados del Ministerio de Hacienda
SITRACHIRI Sindicato de Trabajadores de la Chiriquí Land Company

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Florencia Ayala.
Fuentes: diarios Prensa Libre, La Nación y La República.

/ Septiembre 2002



131

/ Septiembre 2002

MAYO

Miércoles 1 • Alrededor de 4 mil trabajadores, convocados por organizaciones sindicales, marchan
por las principales calles de San Salvador en conmemoración por el Día Internacional
del Trabajo. Por su parte, el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional
(FMLN) realiza otra movilización en la que participan cerca de 5 mil personas en apo-
yo de Venezuela, Palestina y Cuba. Las reivindicaciones, comunes en ambas moviliza-
ciones, se centran en el aumento del salario mínimo, terminar con los despidos y frenar
la privatizaciones en salud y educación.

Lunes 13 • Los empleados del Tren de Aseo de la municipalidad de Quezaltepeque, apoyados por
la Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales (ASTRAM), inician un paro de
labores y exigen una mejora en los equipos y aumento de salario. 

Lunes 20 •Vendedoras del sector informal se enfrentan con miembros del Cuerpo de Agentes Me-
tropolitanos (CAM) en la ciudad de San Marcos luego de que la municipalidad decidie-
ra trasladarlas desde la calle 25 de Abril hacia el mercado municipal. 

Martes 21 • Trabajadores de la comuna de San Sebastián, convocados por la Asociación de Tr a b a j a d o-
res Municipales (ATRAM) y el Movimiento de Organizaciones Laborales Integ r a d a s
(MOLI), realizan un paro de labores en protesta por la destitución del tesorero de la alcaldía. 

Lunes 27 • Habitantes de las comunidades cercanas a Nejapa, instituciones ecologistas y miem-
bros de la alcaldía local bloquean durante cinco horas el camino que conduce de Apo-
pa a Quezaltepeque y manifiestan su oposición a la construcción de una carretera peri-
férica en la zona. Los manifestantes expresan también que el objetivo de la protesta es
solicitar una mesa de negociación con el Ministerio de Obras Públicas para evitar ser
desalojados de su lugar de residencia por las obras de construcción.

JUNIO

Martes 4 • Pobladores de los cantones Salinas de Ayacachapa y San Lucas del departamento de
Sonsonate bloquean la entrada del relleno sanitario con el objetivo de impedir que los ca-
miones municipales depositen la basura en el luga r. Agentes de la Unidad de Manteni-
miento del Orden (UMO) de la Policía Nacional Civil (PNC) desalojan a los manifestan-
tes por medio de una motobomba y gases lacrimógenos, detienen a tres de sus dirigen-
tes y despejan la entrada permitiendo el ingreso de los camiones al predio municipal.

Martes 25 • Decenas de empleados municipales de la ciudad de San Salvador bloquean la calle Juan
Pablo II y realizan una concentración frente a la alcaldía capitalina en protesta contra el sis-
tema de aumentos fijado por los concejales. Representantes de ASTRAM denuncian que
el aumento sólo favorece a los funcionarios de alto rango y no a los trabajadores. Por su
parte, el gremio propone que la Alcaldía apruebe su plan de aumentos consistente en 400
colones a cada trabajador, un incremento de 500 en el aguinaldo y 800 en la bonifi c a c i ó n .

El Salvador
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C ro n o l o g í a

JULIO

Viernes 12 • Alrededor de 500 comerciantes salvadoreños y guatemaltecos, nucleados en la Aso-
ciación de Comerciantes de San Cristóbal, bloquean el paso fronterizo entre ambos paí-
ses en la jurisdicción de Candelaria de la Frontera en protesta por el cobro desmedido
realizado por la aduana. 

Sábado 13 • La Asociación de Comunidades Afectadas por el Anillo Periférico (ACAP) organiza tres
marchas de protesta en contra de la construcción de la autopista en los alrededores de San
S a l va d o r. Los manifestantes exigen que la Asamblea Leg i s l a t iva reforme el artículo 106
de la Constitución de la República referente a la facultad que posee el estado de ex p r o p i a r
terrenos por causa de utilidad pública o interés social. De esta manera los habitantes de
las alcaldías de Soyapango, Nejapa y San Marcos demandan que la Corte Suprema decla-
re inconstitucionales los procedimientos del gobierno para ejecutar el proyecto. 

Lunes 15 • Alrededor de 60 docentes de la Facultad Multidisciplinaria de Oriente, de la Univer-
sidad de El Salvador, comienzan una huelga por una semana en reclamo de un bono de
compensación de 200 dólares.

AGOSTO

Lunes 12 • El Sindicato de Trabajadores de la Industria Textil (STIT) bloquea por tres horas la ca-
rretera Troncal del Norte en las puertas de Industrias Sintéticas de Centroamérica
(INSINCA) en protesta por los despidos producidos en la empresa fabril. 

Sábado 17 • Alrededor de 300 habitantes de las localidades de Soyapango, Ciudad Delgado y Ar-
menia realizan una cadena humana en protesta por la construcción de un tramo comple-
mentario al anillo periférico y denuncian que el proyecto ocasiona la tala indiscrimina-
da de árboles en la zona. Por esta razón varios manifestantes se encadenan a los árbo-
les para evitar su destrucción. Los alcaldes de estas localidades apoyan la protesta y ad-
vierten que radicalizarán las medidas en los próximos días.

Miércoles 21 • Alrededor de 200 vendedores ambulantes de San Salvador ocupan varios puntos del
centro capitalino en la zona del parque Hula Hula, queman llantas y lanzan objetos con-
tra la PNC para evitar que ésta proceda al desalojo de sus puestos de venta. En horas de
la madrugada y tras ser superados en número por los vendedores que defendían sus
puestos, los miembros de la PNC, del CAM y de la UMO se retiran del lugar.

• Miembros del Sindicato de Trabajadores del Instituto Salvadoreño del Seguro Social
(STISSS) bloquean la avenida Juan Pablo II a la altura del Hospital Médico-Quirúrgi-
co, en el centro de San Salvador, en protesta por la intención del gobierno de privatizar
el servicio de salud. La Asociación Nacional de Derechohabientes del Seguro Social
(ANDHISS), conformada por usuarios del Instituto, se suma a la protesta en apoyo a
los trabajadores de la institución.

Jueves 22 • Cientos de vendedores ambulantes, nucleados en la Asociación de Vendedores Esta-
cionarios en Pequeño (AVEP), marchan en horas de la mañana hacia la Alcaldía Muni-
cipal en San Salvador y realizan piquetes en las entradas de la misma impidiendo la sa-
lida de los empleados municipales en protesta por el desalojo de sus puestos de venta
ordenado por las autoridades. Cerca del mediodía el Alcalde recibe a los manifestantes
y, tras una breve reunión, acuerdan suspender la orden de desalojo.
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Glosario de Siglas

ACAP Asociación de Comunidades Afectadas por el Anillo Periférico
ANDHISS Asociación Nacional de Derechohabientes del Seguro Social
ASTRAM Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales
ATRAM Asociación de Trabajadores Municipales
AVEP Asociación de Vendedores Estacionarios en Pequeño
CAM Cuerpo de Agentes Metropolitanos
FMLN Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional
INSINCA Industrias Sintéticas de Centroamérica
MOLI Movimiento de Organizaciones Laborales Integradas
PNC Policía Nacional Civil
STISSS Sindicato de Trabajadores del Instituto Salvadoreño del Seguro Social
STIT Sindicato de Trabajadores de la Industria Textil
UMO Unidad de Mantenimiento del Orden

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios La Prensa, Colatino y el Diario de Hoy.
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MAYO

Miércoles 1 • Alrededor de 50 mil personas –convocadas por la Unidad de Acción Sindical y Popu-
lar (UASP), la Unión Guatemalteca de Trabajadores (UGT), la Coordinadora Nacional
Sindical y Popular (CNSP) y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca
(URNG), entre otras organizaciones– marchan hasta la Plaza Central de la capital, en
conmemoración del Día Internacional de los Trabajadores y para reclamar mayor acce-
so a la tierra, políticas contra la pobreza y el freno a la corrupción gubernamental. En
varios departamentos del país también se efectúan manifestaciones.

Jueves 9 • Unos 10 mil pobladores de 23 municipios de Quiché marchan por las calles de Santa
María de Nebaj, en rechazo al retorno de la represión y en solidaridad con el párroco
de la zona, quien ha recibido amenazas de muerte.

Miércoles 15 • La Coordinadora de Organizaciones Campesinas (CNOC) se retira de la Comisión de
Alto Nivel del Gobierno encargada de buscar soluciones a las demandas de tierra, de-
bido al poco interés político mostrado por las autoridades.

Jueves 16 • Militantes de la UASP inician una huelga de hambre en la entrada principal del Pala-
cio Nacional de la Cultura, demandando que las intimidaciones contra dirigentes de de-
rechos humanos sean esclarecidas. 

Viernes 17 • Alrededor de 2 mil campesinos de la Coordinadora Nacional Indígena y Campesina
(CONIC) bloquean las entradas de Cobán, Alta Verapaz, en demanda de tierras y solu-
ción al problema agrario. Mientras tanto, unas 5 mil personas de 40 comunidades de la
Franja Transversal del Norte, Alta Verapaz, acampan alrededor de la municipalidad de
Fray Bartolomé de las Casas para exigir la construcción de carreteras, escuelas, centros
de salud, agua potable y cumplimiento de los acuerdos de paz.

Miércoles 22 • Más de un centenar de trabajadores de la Universidad de San Carlos (USAC) ocupan
la rectoría de la institución para exigir un reajuste salarial.

Viernes 24 • Tras múltiples manifestaciones ciudadanas y la oposición explícita de cinco alcaldes
de la zona, el presidente Portillo cancela la concesión petrolera en el lago Izabal y or-
dena revisar todo lo actuado. 

JUNIO

Miércoles 5 • Decenas de personas que durante años aportaron como accionistas al Banco de los
Trabajadores (BANTRAB) se manifiestan frente a las instalaciones de la entidad, en la
zona 9 de la capital, para que les informen dónde está su dinero.

Lunes 10 • Unos 5 mil vecinos de 43 aldeas de Tecpán Guatemala, Chimaltenango, cierran las ru-
tas de acceso a la población para rechazar el pago del Impuesto Único sobre Inmuebles

Guatemala
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(IUSI). Se dirigen a la municipalidad local, donde destrozan los vidrios de algunas ven-
tanas e incendian el edificio de la Policía Nacional Civil (PNC) local y la casa del al-
calde. Tres personas resultan heridas de bala. 

• Alrededor de 1.200 campesinos, ocupantes de varios terrenos ubicados en las playas de
Champerico, Retalhuleu, munidos con palos y machetes evitan ser desalojados por la PNC.

Martes 11 • Centenares de familias campesinas que desde septiembre de 2001 ocupan la finca Po-
trero del Burro, en la aldea Sulín, Baja Verapaz, son desalojadas por la PNC, que detie-
ne a cinco líderes campesinos. 

Viernes 14 • El Frente Republicano Guatemalteco (FRG) reelige al general Efraín Ríos Montt co-
mo secretario general. 

Lunes 17 • Alrededor de 25 mil ex integrantes de las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC) –gru-
pos paramilitares que desde 1983 hasta 1995 actuaron en forma legal dentro de la es-
trategia contrainsurgente gubernamental para acabar con la guerrilla– bloquean las ru-
tas de acceso a Petén, toman las instalaciones de la refinería de petróleo Basic Resour-
ces, el aeropuerto internacional de Santa Elena y el Parque Nacional Tilkal, para que el
gobierno cumpla en 24 hs. con las promesas hechas durante la campaña proselitista,
consistentes en una indemnización de 20 mil quetzales por persona, en compensación
por el trabajo efectuado durante el conflicto armado.

Martes 18 • Los trabajadores ediles de Escuintla ocupan la municipalidad local para exigir al al-
calde que pague los salarios atrasados. En tanto, en Jalapa los trabajadores municipales
se declaran en huelga, pidiendo el pago de bonificaciones y aumento salarial. 

Miércoles 19 • Los ex PAC abandonan los bloqueos, luego de llegar a un acuerdo con una comisión
presidencial desplazada hasta Petén, por el cual el gobierno se compromete a buscar –en
el corto plazo– formas de indemnización económica.

• Circa 800 habitantes de varios municipios de Baja Verapaz protestan en Salamá con-
tra el deficiente servicio de energía eléctrica y las irregularidades en los cobros de la
empresa Distribuidora de Electricidad de Oriente (DEORSA). 

JULIO

Martes 2 • Por segundo día consecutivo, campesinos de 16 comunidades bloquean la ruta de la
Franja Transversal del Norte, km. 305, Chisec, Alta Verapaz, para protestar contra el
Ministerio de Agricultura por la baja en el precio de sus cosechas de maíz. 

Miércoles 3 • Luego de reunirse con representantes gubernamentales, los líderes de los campesinos
de Chisec, Alta Verapaz, levantan el bloqueo de carreteras y fijan un plazo de 72 hs. pa-
ra que el Gobierno cumpla con sus demandas.

• Unos 2 mil vecinos de San Juan Sacatepéquez se dirigen a la Municipalidad local pa-
ra pedir al jefe edil que explique en qué se ha gastado el presupuesto de la Comuna.
Acuerdan un plazo de 8 días para que éste informe sobre el manejo de los fondos pú-
blicos; pero un grupo comienza a pedir su renuncia y a lanzar piedras contra la Muni-
cipalidad y la Policía, para luego dirigirse a la casa del alcalde, donde se llevan todo lo
que había de valor. Son reprimidos por la PNC, que detiene a 18 personas. 

Guatemala
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Martes 9 • Unos 3 mil ex PAC se reúnen en el estadio municipal de Nebaj, Quiché, para exigir al go-
bierno una compensación económica por los servicios prestados durante el conflicto armado. 

Miércoles 10 • Los trabajadores de Jalapa, en huelga desde el 18 de junio, y miembros del Concejo
Municipal local, llegan a un acuerdo por el cual los empleados ediles recibirán un au-
mento de 300 quetzales y volverán a sus actividades en la comuna. 

Sábado 20 • A pocas horas del arribo al país de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
(CIDH), desconocidos allanan la sede de la Coordinadora Nacional de Derechos Huma-
nos de Guatemala (CONADEHGUA) en la zona 2 de la capital, llevándose documen-
tos con información sobre desapariciones forzadas y el legado militarista de las PAC. 

Domingo 21 • Alrededor de 10 mil ex PAC y antiguos comisionados militares se reúnen en el parque
central de la cabecera departamental de Mazatenango, en demanda por compensaciones
a sus servicios.

Miércoles 24 • Decenas de campesinos impiden el desalojo de la finca Soledad Sayaxut, de San Pe-
dro Carchá, Alta Verapaz, ocupada por 32 familias, cuya dueña fue favorecida por un
fallo judicial. 

AGOSTO

Domingo 4 • El presidente Portillo asiste al segundo aniversario de la Asociación de ex PAC, en
Santa Elena, Petén, donde se reúne con 5 mil ex paramilitares, a quienes promete que
el 15 de septiembre dará a conocer una respuesta a sus demandas. En Quetzaltenango,
otros 20 mil se reúnen para reclamar una indemnización.

Martes 6 • Unos 400 sindicalistas bananeros bloquean el km. 283 de la ruta al Atlántico, en pro-
testa por la no reinstalación de 37 trabajadores cesados por la Corporación Bananera SA
(COBSA). 

Jueves 8 • Estudiantes universitarios cortan la Av. de Petapa y 24, zona 12 de la capital, para opo-
nerse a las pretensiones gubernamentales de pagar una indemnización a los ex PAC. 

• Cerca de 200 maestros, miembros de la Asociación de Maestros de Educación Rural
de Guatemala (AMERG), acompañados por miembros de la CNSP, toman el edificio de
la Dirección Departamental de Educación para reclamar un aumento de salarios. 

Viernes 9 • Miles de agremiados a la Central General de Trabajadores de Guatemala (CGTG)
marchan hasta la Casa Presidencial, donde entregan un petitorio para el presidente Por-
tillo, en el que se manifiestan contra el alto costo de vida, rechazan las privatizaciones
y se oponen a la indemnización a las ex PAC. 

• Los médicos residentes del Hospital Roosevelt declaran un paro en solidaridad con los
galenos del Hospital San Juan de Dios, en huelga desde el 6 de agosto, debido a que el
ministro de Salud ha anunciado la destitución de 24 médicos, a quienes acusa de desa-
tender sus labores. 

Domingo 11 • Cerca de 7 mil ex PAC de Colomba, Quetzaltenango, se concentran en el salón muni-
cipal como medida de presión para que el gobierno los indemnice. 
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Viernes 16 • Representantes del Colegio de Médicos y Cirujanos de Guatemala (CMCG) y el minis-
tro de Salud firman un acuerdo por el cual los médicos en huelga vuelven a sus labores,
tras un compromiso del gobierno de pagar un bono retroactivo del 10%, impulsar un pro-
yecto de Ley del Estatuto Médico y mejorar los equipos e insumos de los hospitales. 

Domingo 18 • Unos 3 mil ex PAC de unas 30 comunidades de Cobán, Alta Verapaz, se reúnen en Chi-
raxcaj, donde acuerdan dar un plazo hasta el 15 de septiembre para que el gobierno los re-
compense económicamente. En tanto, 3 mil ex paramilitares realizan una marcha en Ta-
jumulco, San Marcos, en reclamo de la indemnización ofrecida por el presidente Portillo. 

Miércoles 21 • Alrededor de 15 mil campesinos de la CNOC y la CONIC bloquean las principales ca-
rreteras del país y toman algunos edificios públicos, reclamando al gobierno que pre-
sente soluciones concretas a la problemática agraria. 

Lunes 26 • El Presidente nombra al general Enrique Ríos Sossa, hijo del presidente del Congre-
so, Efraín Ríos Montt, jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional (EMDN). 

• Unas 300 familias que el pasado 12 de agosto habían ocupado una extensión de terre-
nos municipales en la Ceibita, Jalapa, son desalojadas por agentes de la PNC local. 

Glosario de Siglas

AMERG Asociación de Maestros de Educación Rural de Guatemala 
BANTRAB Banco de los Trabajadores 
CGTG Central General de Trabajadores de Guatemala
CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
CMCG Colegio de Médicos y Cirujanos de Guatemala 
CNOC Coordinadora de Organizaciones Campesinas 
CNSP Coordinadora Nacional Sindical y Popular
COBSA Corporación Bananera SA 
CONADEHGUA Coordinadora Nacional de Derechos Humanos de Guatemala 
CONIC Coordinadora Nacional Indígena y Campesina 
DEORSA Distribuidora de Electricidad de Oriente 
EMDN Estado Mayor de la Defensa Nacional
FRG Frente Republicano Guatemalteco 
IUSI Impuesto Único sobre Inmuebles 
PAC Patrullas de Autodefensa Civil
PNC Policía Nacional Civil 
UASP Unidad de Acción Sindical y Popular
UGT Unión Guatemalteca de Trabajadores
URNG Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca
USAC Universidad de San Carlos 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana Fassi.
Fuentes: diarios Prensa Libre y La Hora.
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MAYO

Miércoles 1 • Multitudinarias marchas en las que participan trabajadores afiliados a la Federación
Central de Sindicatos Libres de Honduras (FECESITLIH), a la Central General de Tra-
bajadores (CGT), a la Confederación de Trabajadores de Honduras (CTH), a la Federa-
ción Sindical de Trabajadores Nacionales de Honduras (FESITRANH) y a la Confede-
ración Unitaria de Trabajadores de Honduras (CUTH) junto con militantes de distintas
organizaciones de mujeres, campesinas, gremiales, estudiantiles, magisteriales, popula-
res y de partidos políticos de la oposición se desarrollan en Tegucigalpa, La Ceiba y
Puerto Cortés conmemorando el Día del Trabajador. En los actos, los trabajadores exi-
gen entre otras cosas el pago de las deudas que mantienen los empresarios y el Estado
con el Instituto Hondureño de Seguridad Social (IHSS), la aplicación del Estatuto del
Docente, respeto a la mujer trabajadora, a los sindicatos y demás organizaciones cam-
pesinas, cooperativas, étnicas y populares, poner un alto al proceso de privatización de
las instituciones del Estado, y una reforma agraria integral, al tiempo que rechazan el
cuarto ajuste económico realizado por el gobierno, el acuerdo del Área de Libre Comer-
cio de las Américas (ALCA) y a los organismos internacionales de financiamiento.

Viernes 3 • La Comunidad Gay Sampedrana (CGS), el Colectivo Travesti, trabajadoras comercia-
les del sexo y la organización Gay, Transgénera, Bisexual y Lésbica (GTBL) protestan
en San Pedro Sula contra el gobierno del presidente Maduro y del alcalde Oscar Kilgo-
re por la inminente entrada en vigencia de la Ley de Policía y Convivencia Social.

Miércoles 8 • Cerca de mil vendedores ambulantes de San Pedro Sula se enfrentan con autoridades
policiales, municipales y de infantería luego de ser desalojados en horas de la madru-
gada. Representantes de los distintos sindicatos que los agrupan se reúnen con el vice
alcalde Osmín Bautista, quien les permite continuar operando hasta que se les asigne un
nuevo lugar.

Martes 14 • Cientos de sindicalistas y las bases del Colegio de Profesores de Educación Media de
Honduras (COPEMH), apoyados por las centrales obreras y miembros del Bloque Po-
pular, realizan un plantón en los bajos del Palacio Legislativo para demandar la aplica-
ción del Estatuto del Docente y condenar las medidas económicas del gobierno, la in-
tervención de los organismos internacionales y la presencia en el país de una misión del
Fondo Monetario Internacional (FMI).

Jueves 16 • Unos 4 mil taxistas de Tegucigalpa amontonan sus unidades a lo largo del anillo peri-
férico cerca de la colonia 21 de octubre, para protestar por las medidas contenidas en la
ley de equilibrio fiscal y protección social, contra las ordenanzas emitidas por la alcal-
día del Distrito Central y contra el incremento en el valor de la matrícula, de los permi-
sos de operación y de las licencias de conducir.

Viernes 17 • Unos 150 conductores de camiones de acarreo de combustible afiliados al Sindicato
de Motoristas de Equipo Pesado (SINAMEQUIP) paralizan el acarreo de combustible
desde la zona sur del país en protesta por las medidas que contiene la Ley de Equilibrio
Fiscal y Protección Social, por el aumento en el trámite de las licencias pesada e inter-
nacional y las regulaciones impuestas para otorgar licencias para remolques o trailer.

Honduras
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Lunes 20 • El ministro de Educación deduce del sueldo de los educadores los dos días que no tra-
bajaron durante el período de Semana Santa. Al confirmarse estas deducciones salariales,
más de 3 mil maestros se manifiestan frente a las instalaciones del Ministerio de Educa-
ción. También en Comayagüela, miles de docentes del departamento de Francisco Mora-
zán marchan hasta la Secretaría de Educación protestando por la deducción del salario.

Miércoles 22 • Más de mil maestros de Francisco Morazán junto con algunos estudiantes protestan
en los bajos del Congreso Nacional contra el ministro de Educación, Carlos Ávila. En
el municipio Goascoran, Valle, unos 400 maestros realizan una manifestación convoca-
da por los dirigentes de COPEMH y del Colegio Profesional Superación Magisterial
Hondureño (COLPROSUMAH) contra la deducción de sus salarios, al igual que los
maestros de Cortés, que toman por dos horas la autopista, exigiendo además el cumpli-
miento del Estatuto del Docente.

Lunes 27 • Más de 2 mil obreros afiliados al Sindicato de Trabajadores de la Tela Railroad Com-
pany (SITRATERCO), de doce fincas de La Lima, Cortés y Yoro, inician una huelga
por tiempo indefinido en protesta por el despido indirecto de 28 empleados y la impo-
sición de nuevos métodos de control de plagas dañinos para la salud.

JUNIO

Domingo 2 • Unos 400 homosexuales, lesbianas, travestis y prostitutas, miembros de la CGS y re-
presentantes de las siete agrupaciones gay-lésbicas, que integran la Red Nacional de Or-
ganizaciones Homosexuales de Honduras, entre otros, marchan por las calles de San
Pedro Sula, en el marco de la Semana del Orgullo Gay, protestando contra la Ley de Po-
licía y Convivencia Social y repudiando toda clase de discriminación y violación a sus
derechos humanos.

Lunes 3 • Se cumple con un total acatamiento a nivel nacional la primera de las cinco jornadas
de la huelga de brazos caídos de los maestros. 

Martes 4 • Luego de una reunión entre los ejecutivos de la empresa y el sindicato, una asamblea
de secretarios generales de SITRATERCO determina la suspensión de la huelga de
ocho días que llevan adelante los obreros.

Miércoles 5 • Los maestros de La Ceiba, Atlántida, cortan durante dos horas el paso vehicular del
puente sobre el río Danto en protesta porque el gobierno sigue sin cumplir con la apli-
cación del Estatuto del Docente. Se suscribe un primer acuerdo conjunto entre el go-
bierno y las autoridades de la Federación de Organizaciones Magisteriales de Hondu-
ras (FOMH), en el cual los maestros se comprometen a suspender las medidas de pre-
sión como las asambleas informativas y las movilizaciones.

Martes 11 • En conmemoración del Día del Estudiante, centenares de ellos realizan una manifesta-
ción de más de cuatro horas por las calles de Teg u c i galpa, protestando contra el A L C A .

Martes 18 • Trabajadores pertenecientes al Sindicato de Trabajadores del Instituto Nacional Agra-
rio (SITRAINA), seccional Tegucigalpa, realizan una protesta de una hora frente a las
oficinas del Instituto para rechazar la suspensión de 450 de sus compañeros.
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Miércoles 26 • Los docentes de 17 departamentos suspenden la jornada escolar para juntarse en asam-
bleas informativas y discutir la última propuesta del gobierno.

JULIO

Lunes 1 • Campesinos agrupados en la Asociación Nacional de Campesinos de Honduras
( A NACH) y en la Central Nacional de Trabajadores del Campo (CNTC) toman los pre-
dios de lo que fue la Industria Ganadera Hondureña SA (IGHSA) en los sectores de La
Pista, El Castaño, El Estribo y El Banco, Choluteca, ante la negligencia de las autorida-
des del Instituto Nacional Agrario (INA) para entregarles sus títulos de dominio pleno.

Miércoles 3 • Cerca de 100 enfermeras auxiliares realizan una protesta frente a las instalaciones del
Ministerio de Salud, en reclamo de un 40% de aumento sobre su base salarial. 

Viernes 5 • Los representantes de los docentes de la educación primaria pertenecientes a
C O L P ROSUMAH, al Primer Colegio Magisterial Hondureño de Maestros (PRICHMA),
al Sindicato Profesional de Docentes Hondureños (SINPRODOH) y al Colegio de Peda-
gogos, firman un acta resolutiva con el gobierno aceptando el pago del aumento de la ho-
ra clase repartido entre el período enero-diciembre del presente año y el resto escalona-
do hasta terminar en el semestre de enero a junio de 2005.

Martes 9 • Profesores y estudiantes de Tegucigalpa bloquean durante la mañana, con viejos pu-
pitres y sillas deterioradas, las calles aledañas a la Secretaría de Educación, protestan-
do por la firma del acuerdo entre los dirigentes del nivel primario y el gobierno sobre
la aplicación del Estatuto del Docente. En el resto del país, la misma medida se realiza
frente a las direcciones departamentales. En San Pedro Sula, dos dirigentes seccionales
de COPEMH marchan junto a un centenar de colegas y alumnos de varios institutos ofi-
ciales hasta el parque central, donde inician a las 11 de la mañana una huelga de ham-
bre, demandando el respeto al Estatuto del Docente, la devolución de las deducciones
por los días no trabajados en Semana Santa, y la no descapitalización del Instituto de
Previsión del Magisterio de Honduras (INPREMAH), entre otras cosas.

Jueves 11 • Los dos maestros de educación media en huelga de hambre se trasladan de San Pedro
Sula a Tegucigalpa, instalándose en los bajos del Congreso Nacional.

Viernes 12 • Luis Roberto Ramírez, maestro de la escuela Normal Mixta de Santa Bárbara, se une
a los dos maestros que realizan la huelga de hambre.

Lunes 15 • Una profesora de Choloma y otra de Francisco Morazán, miembros del Colegio Pro-
fesional Unión Magisterial de Honduras (COPRUMH), se unen a los tres docentes en
huelga de hambre.

Martes 16 • El COPEMH y el COPRUMH organizan una marcha hacia el Congreso Nacional de
la que participan más de mil docentes de los departamentos de Francisco Morazán, Co-
mayagua, Intibucá y La Paz, acompañados por alumnos de varias escuelas quienes exi-
gen a su vez el aumento del bono mensual que les da el gobierno y que las matrículas
sean gratuitas el próximo año. En San Pedro Sula, varios docentes de educación media
de Choloma, Cortés y de esta ciudad realizan una marcha junto con sus alumnos y
miembros del partido Unificación Democrática (UD) hasta la Catedral, y se establecen
luego en el parque central donde mantienen un ayuno de 12 hs. en protesta por el pac-
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to firmado entre maestros de educación primaria y el gobierno y en solidaridad con los
maestros que están en huelga de hambre frente al Congreso Nacional. En La Ceiba,
Atlántida, maestros y estudiantes de colegios estatales cortan la carretera hacia San Pe-
dro Sula por espacio de una hora exigiendo se cumpla con las demandas del sector.

Viernes 19 • Después de casi 200 hs. desde su inicio, y como consecuencia de desacuerdos al inte-
rior del movimiento, los maestros que llevaban adelante la huelga de hambre levantan
la medida para retomar otro tipo de presiones.

Sábado 20 • En el municipio Minas de Oro, departamento de Comayagua, centenares de pobladores
y estudiantes de secundaria y primaria de San José del Potrero, Minas de Oro, Esquías y
San Luis realizan una multitudinaria protesta encabezada por los alcaldes de dichos mu-
nicipios, contra la explotación minera que realiza en la zona la empresa Entre Mares. Pi-
den a las autoridades nacionales que anulen la licencia de explotación a la compañía.

Martes 23 • Grupos de alumnos de los comités de gobierno estudiantil de varios colegios de La
Ceiba, San Juan Pueblo, Tela y El Porvenir, decretan un paro de clases desde las 4 de
la madrugada, demandando entre otras cosas una educación de calidad, que se amplíe
el número de carreras, se les haga efectivo en la fecha estipulada el bono estudiantil y
se incremente el número de becas regulares.

Jueves 25 • Un grupo de educadores del COPRUMH y el COPEMH toman por espacio de dos ho-
ras la entrada del aeropuerto Toncontín de Teg u c i galpa, continuando con las protestas por
la firma del acuerdo entre el gobierno y los cuatro colegios magisteriales de educación pri-
maria. Por otra parte, un numeroso grupo de docentes de educación media se ubica fren-
te al Congreso Nacional, donde protagoniza una ruidosa protesta en la que se le exige al
presidente del Leg i s l a t ivo, Porfirio Lobo Sosa, el cumplimiento del Estatuto del Docente.

Martes 30 • Unos 3 mil docentes de educación media se enfrentan con policías y militares, cuan-
do se dirigen hacia las instalaciones del Ministerio de Educación para protestar por la
deducción de salarios que sufren unos 16 mil maestros en el mes de julio.

AGOSTO

Jueves 1 • Miembros del Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras
(COPINH) provenientes de los departamentos de Lempira, La Paz e Intibucá, y maes-
tros del COPEMH, realizan una manifestación conjunta hacia la casa presidencial, pa-
sando por el Congreso Nacional, en la que protestan contra la exclusión que padecen
las comunidades indígenas del país, contra la serie de medidas económicas que preten-
de implementar el gobierno y por el acta de compromiso firmada por los cuatro cole-
gios magisteriales de primaria y el Presidente de la Nación.

Martes 6 • Docentes de enseñanza media realizan una marcha con antorchas en Tegucigalpa, pa-
sando por la alcaldía municipal y llegando hasta el Congreso Nacional, donde denun-
cian que varios de sus dirigentes reciben amenazas de muerte de parte de miembros de
la Dirección General de Investigación Criminal (DGIC).

Martes 13 • Unos 7 mil productores de café de nueve departamentos, cortan durante tres horas y
media la carretera que comunica la zona central y norte del país a la altura del km 152,
departamento de Santa Bárbara, en protesta porque la administración pública todavía no
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ha puesto a disposición los 20 millones de dólares que otorgó el gobierno de Taiwán, y
desconocen el acuerdo del 12 de julio pasado donde se les dolariza la deuda anterior.A
las 9.30 se levanta la toma al conocerse la disposición del gobierno para reanudar las
negociaciones, y se inicia una caravana de más de mil productores hacia Tegucigalpa.
A la altura del km 37, en el municipio de Zambrano, Francisco Morazán, contingentes
policiales y militares interceptan la caravana para impedir que llegue hasta la capital, lo
que da inicio a un enfrentamiento en que las fuerzas de seguridad reprimen con tanque-
tas lanza-agua y lanzando bombas lacrimógenas desde helicópteros, dejando un saldo
de varios heridos en ambos bandos y los ocupantes de los 13 buses detenidos. En el
Congreso Nacional, los líderes cafeteros y representantes del gobierno llegan a un
acuerdo para recibir y pagar el crédito de 20 millones de dólares ofrecido por el gobier-
no de Taiwán.

Jueves 22 • Docentes de enseñanza media realizan una asamblea en las instalaciones del Instituto
Central Vicente Cáceres y un plantón frente a la pista del aeropuerto internacional de To n-
contín en protesta por la intención del gobierno de utilizar los fondos del INPREMAH pa-
ra invertirlos en la construcción masiva de viviendas para familias de escasos ingresos. 

Lunes 26 • Cerca de 200 estudiantes del Instituto Higueras y de la Escuela Nacional de Bellas Ar-
tes protestan frente a las instalaciones de la Secretaría de Educación, exigiendo el pago
del bono y las becas regulares. 

Miércoles 28 • Tras realizar una “Marcha por la Dignidad” en Comayagüela, alrededor de 5 mil docen-
tes de educación media toman las salidas del Parlamento obligando a suspender la sesión
cuando se intentaba ratificar el acta firmada por los colegios de primaria con el gobierno.

Jueves 29 • La Asociación Hondureña de Productores de Café (AHPROCAFE) y el gobierno lle-
gan a un acuerdo que destraba el conflicto que mantiene el sector por los préstamos y
los intereses adeudados y futuros.

• Unas 5 mil personas –maestros de varios sectores del país, miembros del Bloque Po-
pular, obreros y organizaciones por la paz, entre otros– realizan una nueva “Marcha por
la Dignidad” en Comayagüela hasta el Congreso Nacional, exigiendo el respeto al Es-
tatuto del Docente, el derecho a la sindicalización, la contratación colectiva y el cese al
alza de los servicios públicos.

/ Septiembre 2002
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AHPROCAFE Asociación Hondureña de Productores de Café
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
ANACH Asociación Nacional de Campesinos de Honduras
CGS Comunidad Gay Sampedrana
CGT Central General de Trabajadores
CNTC Central Nacional de Trabajadores del Campo
COLPROSUMAH Colegio Profesional Superación Magisterial Hondureño
COPEMH Colegio de Profesores de Educación Media de Honduras
COPINH Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras
COPRUMH Colegio Profesional Unión Magisterial de Honduras
CTH Confederación de Trabajadores de Honduras
CUTH Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras
DGIC Dirección General de Investigación Criminal
FECESITLIH Federación Central de Sindicatos Libres de Honduras
FESITRANH Federación Sindical de Trabajadores Nacionales de Honduras
FMI Fondo Monetario Internacional
FOMH Federación de Organizaciones Magisteriales de Honduras
GTBL Gay, Transgénera, Bisexual y Lésbica
IGHSA Industria Ganadera Hondureña SA
IHSS Instituto Hondureño de Seguridad Social
INA Instituto Nacional Agrario
INPREMAH Instituto de Previsión del Magisterio de Honduras
PRICHMA Primer Colegio Magisterial Hondureño de Maestros
SINAMEQUIP Sindicato de Motoristas de Equipo Pesado
SINPRODOH Sindicato Profesional de Docentes Hondureños
SITRAINA Sindicato de Trabajadores del Instituto Nacional Agrario
SITRATERCO Sindicato de Trabajadores de la Tela Railroad Company
UD Unificación Democrática

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández
Fuentes: diarios La Prensa y La Tribuna.
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Miércoles 1 • En conmemoración del Día Internacional de los Trabajadores se realizan movilizacio-
nes en distintas ciudades del país. El Congreso del Trabajo (CT), junto a 35 mil traba-
jadores, marcha en repudio al proyecto de Ley Federal del Trabajo a la residencia ofi-
cial de Los Pinos, donde una delegación participa del acto oficial. En la Plaza de la
Constitución del Distrito Federal (DF), decenas de miles de personas acuden al acto
contra la reforma laboral de la Unión Nacional de Trabajadores (UNT) y Frente Sindi-
cal Mexicano (FSM).

Jueves 2 • Dos mil campesinos integrantes de la Confederación Nacional Campesina (CNC) se
manifiestan ante la sede de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) de Motozintla,
Chiapas, y otras oficinas públicas, para reclamar por una reducción en las tarifas eléc-
tricas, la anulación de las deudas y la suspensión de los cortes de luz, entre otras cosas.

Viernes 3 • Unos 200 ganaderos de Sinaloa toman las oficinas estatales de la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA) demandando
al gobierno federal medidas contra la importación de carne, además de la compra de la
producción lechera. 

• Cerca de 1.300 trabajadores del Poder Judicial de Chiapas paralizan sus labores y blo-
quean las oficinas del Supremo Tribunal de Justicia del Estado (STJE) exigiendo un au-
mento salarial y mejor trato por parte del Presidente Magistrado.

Domingo 5 • Los 650 delegados de 52 organizaciones de Centroamérica reunidos en el Encuentro
Campesino Mesoamericano finalizan el foro iniciado el viernes 3 rechazando la implemen-
tación del Plan Puebla Panamá (PPP) en una marcha por la ciudad de Tapachula, Chiapas.

Martes 7 • Alrededor de 550 obreros de un ingenio azucarero de Tapachula inician una huelga en
demanda del reparto de utilidades y el pago de deudas a jubilados sindicalizados.

• Cerca de un centenar de integrantes del Movimiento Agrícola Sinaloense (MAS) rea-
liza un plantón junto a una ruta de ese estado exigiendo al gobierno mejores precios de
comercialización para el trigo y el maíz. 

Miércoles 8 • Alrededor de 15 mil docentes, empleados administrativos y estudiantes de la Univer-
sidad Autónoma de Querétaro (UAQ) marchan al palacio de gobierno estatal exigiendo
la entrega de 50 millones de pesos destinados a salarios y prestaciones.

Jueves 9 • Agricultores de la Comarca Lagunera y del Comité Pro Mejoramiento del Agro Na-
cional (CPMAN) bloquean las oficinas divisionales de la CFE en Torreón, Coahuila,
exigiendo una disminución en el precio de las tarifas eléctricas.

• Más de 5 mil productores de guayaba de un municipio de Aguascalientes deciden de-
jar de pagar las tarifas a la CFE. 

• Organizaciones indígenas y campesinas de Chiapas inician una jornada de resistencia
civil realizando plantones frente al palacio de gobierno, en San Cristóbal de las Casas

México
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y frente a dos cárceles en demanda de la liberación de 60 presos políticos y bases de
apoyo del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN).

Viernes 10 • Diecinueve presos zapatistas integrantes de La Voz del Cerro Hueco –detenidos en pe-
nales de Chiapas y Tabasco– inician una huelga de hambre demandando su liberación.

Martes 14 • Tras una reunión con la rectora de la UAQ, el gobierno estatal acepta regularizar los
recursos extraordinarios que corresponden a salarios y prestaciones e integrar a los em-
pleados de la institución a un subsidio.

Miércoles 15 • La dirigencia nacional del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE)
acepta el aumento salarial directo de 5,75% y de 1,5% en prestaciones ofertado por la Se-
cretaría de Educación Pública (SEP). Miles de maestros de la Coordinadora Nacional de
Trabajadores de la Educación (CNTE) provenientes de Chihuahua, Durango, Zacatecas,
San Luis Potosí, La Laguna, Guerrero, Michoacán, Guanajuato, Oaxaca y el valle de Mé-
xico realizan un plantón en el zócalo capitalino en reclamo de un incremento de 12%.

Jueves 16 • Cerca de 5 mil productores de ixtle paralizan su actividad en 123 comunidades de sie-
te municipios del hidalguense valle del Mezquital exigiendo medidas que permitan la
comercialización de sus productos.

Lunes 20 • Más de 3 mil integrantes de Antorcha Campesina marchan en la ciudad de Puebla en
reclamo por la realización de obras públicas en más de diez municipios del estado.

Martes 21 • Más de 2 mil estudiantes inician un plantón por tiempo indefinido frente a las ofici-
nas de Casa Aguayo para exigir al gobierno de Puebla la realización de obras de infraes-
tructura en 18 instituciones de la entidad, entre otras cuestiones.

• Campesinos de San Salvador Atenco, Acuexcomac y Tocuila bloquean la ruta Texco-
co-Lechería en rechazo del ofrecimiento realizado por el gobierno del estado de Méxi-
co en torno a un aumento del precio de las tierras pertenecientes al predio en que es pla-
neada la construcción de un nuevo aeropuerto internacional.

Miércoles 22 • Cerca de 35 mil docentes de Michoacán inician un paro de 48 hs. en apoyo a las ma-
nifestaciones de la CNTE en el DF. En Pachuca, Hidalgo, 36 mil docentes se pliegan al
llamado a Huelga Trabajando del SNTE, al igual que el magisterio de Guerrero.

Jueves 23 •Tres presos zapatistas de los penales de Cerro Hueco y San Cristóbal de las Casas, am-
bos en Chiapas, son puestos en libertad.

• Maestros de la CNTE de nueve distritos realizan un paro por 24 hs. Cerca de 5 mil
docentes marchan junto a campesinos de Atenco del Zócalo a la residencia oficial de
Los Pinos. El representante de la Secretaría de Gobernación (SG) con el que se reunie-
ron los remite a negociar a sus respectivos estados.

Lunes 27 • Tras haber marchado 400 integrantes del CPMAN en Aguascalientes hacia el palacio
de gobierno local, alrededor de 12 mil productores se declaran en huelga de pagos.

Martes 28 • Alrededor de 20 mil afiliados al Sindicato Único de Trabajadores del Gobierno del DF
(SUTGDF) inician un paro por 72 hs. en demanda del pago de prestaciones y vales de ropa.

Miércoles 29 • El líder del SUTGDF acuerda con el oficial mayor del gobierno capitalino el levanta-
miento de la huelga a cambio de la instalación de mesas de negociación.
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Jueves 30 • Alrededor de 10 mil docentes de las secciones de la CNTE –junto a ejidatarios de
Atenco, colonos del Frente Popular Francisco Villa (FPFV), trabajadores en huelga de
Fertinal y estudiantes– marchan y se manifiestan frente a las secretarías de Hacienda y
Gobernación, el Palacio Nacional y el Senado.

JUNIO

Sábado 1 • Cerca de 1.600 afiliados a la Asociación Sindical de Sobrecargos de Aviación (ASSA) ini-
cian una huelga depuesta horas más tarde tras acordar con la Secretaría de Trabajo y Pre-
visión Social (STPS) un incremento salarial directo de 5,5% y otro de 1% en prestaciones. 

Lunes 3 • Los 1.260 afiliados a la sección 65 del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros,
Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana (SNTMMSRM) paralizan sus la-
bores en la Compañía Minera Mexicana de Cananea, ubicada en Hermosillo, Sonora,
exigiendo al Grupo México el cumplimiento del contrato colectivo en materia de au-
mento salarial, bono de productividad y jornada laboral.

Miércoles 5 • La CNTE y la SG acuerdan la instalación de mesas de negociación en 17 estados, en-
tre los que se encuentran los de México, Tlaxcala, Morelos, Durango, Chiapas y Jalisco.

Viernes 7 • Más de 1.500 personas de 15 organizaciones sociales de tres municipios de Guanajua-
to se manifiestan frente al congreso local. Integrantes del parlamento acuerdan con los
manifestantes soluciones y respuestas en torno a la provisión de agua, vivienda y pedi-
dos de revocación del mandato de un alcalde.

Sábado 8 • Alrededor de 2.600 empleados de la Unidad de Servicios Básicos de Educación del
Estado de Querétaro inician un plantón frente a las instalaciones capitalinas de la enti-
dad exigiendo la entrega de un bono de 5.500 pesos.

Domingo 9 • Los 2.600 trabajadores de las plantas mineras de Cananea y Nueva Rosita, pertene-
cientes al Grupo México, levantan las huelgas en asambleas respectivas tras acordar el
SNTMMSRM con la STPS y la compañía un aumento directo de 5,25%, una retabula-
ción de 4,75%, el pago de un bono y del 50% de los salarios caídos.

Lunes 10 • Estudiantes, maestros de la CNTE, integrantes del FPFV y campesinos de Atenco
marchan junto a dirigentes del movimiento de 1968 hacia el Zócalo capitalino en con-
memoración de la masacre de Tlatelolco y para demandar amnistía a los presos políti-
cos además de castigos para los responsables de crímenes de lesa humanidad.

Jueves 13 • Medio millar de integrantes del CPMAN ocupa la garita aduanera del municipio de
Janos, Chihuahua, para exigir al gobierno federal la igualación de los precios de com-
bustible, electricidad y fertilizantes con los que pagan los productores estadounidenses.

Viernes 14 • El municipio autónomo San Pedro de Michoacán denuncia sobrevuelos militares so-
bre La Realidad.

Domingo 16 • Un centenar de internos del penal de Mexicali, Baja California, se amotina y toma a
seis custodios de rehenes en demanda de una reunión con el director del reclusorio ade-
más de mejor trato y alimentación.
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Martes 18 • Casi 1.500 amas de casa pertenecientes a la organización Vamos por Sonora marchan ha-
cia el palacio de gobierno de ese estado para exigir una reducción en las tarifas eléctricas.

Miércoles 19 • Cerca de 400 productores de maíz bloquean las instalaciones de la Administración
Portuaria Integral de Veracruz y los principales accesos al puerto exigiendo la aplica-
ción de un programa emergente de apoyo al sector.

• Cientos de labriegos caficultores de diversos municipios chiapanecos marchan y rea-
lizan un plantón en la ciudad de Tapachula demandando al gobierno federal apoyos eco-
nómicos y el cumplimiento del contrato de compra de 16 toneladas de grano suscrito
con una compañía estadounidense.

Jueves 20 • Alrededor de 5 mil trabajadores de la Universidad Autónoma de Guerrero (UAG) pa-
ran durante 24 hs. y bloquean calles de Chilpancingo para exigir a la rectoría el pago de
3 millones de pesos, el encarcelamiento de un ex-rector y la destitución de 300 emplea-
dos contratados sin intervención del sindicato local.

• Los productores de maíz veracruzano levantan el plantón iniciado el miércoles tras
acordar una reunión con la SAGARPA para debatir la implementación de un programa
de apoyos emergentes para 5 mil agricultores.

• Ejidatarios de San Salvador Atenco y Texcoco irrumpen en la Subprocuraduría de Jus-
ticia de esta última entidad para reclamar por el cese de los hostigamientos en su contra.

• Cooperativistas pesqueros de la isla Ciudad del Carmen paralizan indefinidamente el
funcionamiento de 150 embarcaciones camaroneras para reclamar al gobierno por la
entrega de 3 millones 500 mil litros de diesel.

Lunes 24 • Tres mil miembros del Sindicato Único de Trabajadores al Servicio de los Poderes y
Municipios del Estado de Baja California Sur realizan una huelga exigiendo un incre-
mento salarial al gobernador y al alcalde de La Paz. 

Martes 25 • La Red de Defensores Comunitarios por los Derechos Humanos denuncia agresiones
de las Bases de Operaciones Mixtas en el municipio de Tila.

Viernes 28 • En el acto de clausura de la V Cumbre de Diálogo y Concertación de Tuxtla, los manda-
tarios centroamericanos aprueban junto a Fox la Declaración de Mérida, en la que se com-
prometen a convertir al PPP en soporte de las negociaciones del Área de Libre Comercio
de las Américas (ALCA) además de concertar acuerdos migratorios y de seg u r i d a d .

Sábado 29 • Cerca de 30 mil personas participan de la XXIV Marcha del Orgullo Lésbico-Gay, Bi-
sexual y Transgenérico realizada en el DF para demandar al congreso local la aproba-
ción del proyecto de Ley de Sociedades de Convivencia.

Domingo 30 • Más de 10 mil maestros de las secciones 20 y 40 del SNTE marchan en Tepic, Naya-
rit, para exigir un incremento presupuestario en el sector.

JULIO

Martes 2 • El gobierno de Chiapas descuenta el 60% de los salarios correspondientes a la seg u n-
da quincena de junio a los maestros de las secciones 7 y 40 del SNTE por haberse au-
sentado de sus labores y participar en las movilizaciones iniciadas a mediados de mayo.

M éx i c o
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Miércoles 10 • La Organización Indígena Náhuatl de la Sierra de Zongolica denuncia el ingreso de
un centenar de elementos del Ejército Mexicano en comunidades rurales de cinco mu-
nicipios veracruzanos.

Jueves 11 • Cerca de 120 campesinos de Atenco se enfrentan con integrantes de la policía del es-
tado de México luego de lo cual el Ejército rodea el municipio de San Salvador Aten-
co, lo que ocasiona bloqueos de carreteras en 16 comunidades cercanas y movilizacio-
nes hacia el lugar de organizaciones sociales locales y de otros estados.

Viernes 12 • Los campesinos piden al gobierno federal la instalación de una mesa de negociación.
El secretario de Gobernación ordena el envío de efectivos de la Policía Federal Preven-
tiva (PFP) a los municipios de Atenco y Texcoco. Alrededor de 3.500 personas marchan
junto al FPFV y el Consejo General de Huelga (CGH) hacia la SG y el Zócalo capita-
lino en apoyo a los campesinos.

Sábado 13 • El gabinete foxista decide asumir la atención del conflicto del aeropuerto de Texcoco
además de enviar a 300 soldados a acordonar la zona.

Domingo 14 • El secretario de Gobernación anuncia un plan con respecto al conflicto aeroportuario
que incluye un incremento del precio por la venta de la tierra, un paquete de acciones
de desarrollo social y un diálogo directo con los agricultores.

Lunes 15 • La PFP recibe la orden de abandonar las posiciones alrededor de Atenco y Texcoco.

• Más de 1.700 campesinos de distintas organizaciones de Chihuahua integrantes del
CPMAN bloquean por dos horas tres puntos de la ruta Panamericana y toman una ga-
rita aduanera exigiendo la liberación de uno de sus líderes, la revisión del Tratado de
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y el pago de subsidios.

Miércoles 17 • Autoridades del municipio autónomo Ernesto Che Guevara denuncian la invasión y
expulsión de campesinos habitantes del predio por parte de 30 miembros de la Organi-
zación de Caficultores del Ocosingo (ORCAO).

Viernes 19 • Unos 3 mil militantes del Partido de la Revolución Democrática (PRD) de Coahuila,
Nuevo León, Durango, Chihuahua, Zacatecas y Aguascalientes se manifiestan frente a
la sede capitalina de la Administración Fiscal Regional de Hacienda para reclamar por
la restitución del subsidio a la electricidad.

Domingo 21 • Comuneros de San Miguel Tocuila y Santa Isabel Ixtapa desconocen en sendas asam-
bleas a sus autoridades ejidales y se pronuncian contra la venta de sus tierras. Campe-
sinos de San Salvador Atenco se reúnen en la explanada del municipio junto a 61 orga-
nizaciones sociales –entre las que se encuentran el CGH, el Frente Zapatista de Libera-
ción Nacional (FZLN) y la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), con quienes con-
forman el Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (FPDT)– donde deciden aceptar
una propuesta federal de diálogo.

Lunes 22 • El gobierno federal ofrece pagar 500 mil pesos por hectárea expropiada ante diez de
las once autoridades ejidales que se manifestaron a favor de la venta de tierras.

• Trabajadores de la Secretaría de Salud de Chiapas inician un paro en demanda de au-
mento salarial y de prestaciones, mejoras en las condiciones laborales y la entrega de
un bono, entre otras cosas.
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Domingo 28 • La asamblea de los núcleos ejidales de San Felipe y Santa Cruz de Abajo, municipio
de Texcoco, resuelve su incorporación al FPDT. De esta forma suman ocho las comu-
nidades expropiadas agrupadas en la organización, mientras que otras cinco permane-
cen por fuera. 

Miércoles 31 • Cuarenta indígenas armados de la priísta Organización para la Defensa de los Dere-
chos Indígenas y Campesinos (OPDDIC) ingresan al ejido La Culebra buscando a au-
toridades autónomas del municipio Ricardo Flores Magón y hieren a siete bases de apo-
yo zapatistas. 

AGOSTO

Jueves 1 • El gobierno de Chiapas acuerda con los trabajadores de salud el levantamiento del pa-
ro iniciado el lunes 22 a cambio de la entrega de 3 millones y medio de pesos para la
caja de ahorro y un estímulo de entre 3.500 y 4 mil pesos para las áreas administrativa
y médica, entre otras cuestiones.

Martes 6 • El Diario Oficial publica un decreto presidencial que anula las anteriores regulaciones
expropiatorias. 

• La CFE acuerda con el CPMAN el levantamiento de la suspensión del suministro que
afectó a 32 mil pozos de Chihuahua, Nuevo León, Coahuila, Durango, Aguascalientes,
Zacatecas y Guanajuato.

Miércoles 7 • Una autoridad zapatista del Centro de Población 6 de Agosto es asesinada en el mu-
nicipio autónomo 17 de Noviembre.

Jueves 8 • Alrededor de 10 mil estudiantes, trabajadores académicos y administrativos de la Uni-
versidad Autónoma del Estado de Morelos (UAEM) participan junto a organizaciones
sociales y partidistas en la marcha convocada por el rector al congreso estatal y el pa-
lacio de gobierno, para reclamar por el mantenimiento del presupuesto actual.

Viernes 9 • Integrantes de El Barzón ocupan oficinas del Banco Nacional de México SA
(BANAMEX) en 10 ciudades de Chihuahua reclamando al organismo que la negocia-
ción con deudores no incluya los intereses acumulados y que cesen los juicios en juz-
gados civiles.

Miércoles 14 • Productores de granos básicos de 10 estados se manifiestan en Los Pinos para recla-
mar al presidente que evite la venta de las concesiones de dos compañías de silos a la
empresa transnacional Cargil, argumentando que generaría un monopolio en la comer-
cialización de agroalimentos.

Jueves 15 • Alrededor de 1.500 conductores de taxis irregulares, pertenecientes al Frente Nacio-
nal de Apoyo Mutuo (FNAP) bloquean el Periférico oriente y realizan una caravana ha-
cia Toluca exigiendo al gobierno del estado de México concesiones habilitantes y la
destitución del director general de Transporte Terrestre.

Viernes 16 • Alrededor de 18 mil indígenas católicos, provenientes de las 49 parroquias de la dió-
cesis chiapaneca, marchan en San Cristóbal de las Casas para protestar contra el PPP y
solicitar al papa Juan Pablo II que permita la ordenación de diáconos permanentes.
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• Cientos de tzeltales y tojolabales bases de apoyo del EZLN inician un plantón indefi-
nido en la comunidad 6 de Agosto en reclamo por el esclarecimiento del asesinato de
un compañero ocurrido el pasado miércoles 7 y por castigo para los responsables.

Lunes 19 • Dos centenares de integrantes de la OPDDIC atacan el retén zapatista del crucero Quex i l
–ubicado en el poblado Nuevo Guadalupe, municipio autónomo San Manuel– desde don-
de los indígenas rebeldes controlan el tráfico de autos robados, alcohol y maderas precio-
sas. Los priístas hieren a cuatro personas y secuestran a otra, a la que someten a torturas.

• Cerca de 600 trabajadores de la maquiladora Apparel suspenden sus labores en las dos
plantas ubicadas en la ciudad de Durango para reclamar el pago de dos semanas de sa-
lario atrasadas.

Miércoles 21 • Autoridades del concejo autónomo Francisco Gómez anuncian la instalación de pues-
tos de control en diferentes poblados de su municipio y en los de Ricardo Flores Ma-
gón y San Manuel.

• Alrededor de 2 mil integrantes del Frente Estatal de Pescadores Libres inician en Si-
naloa un bloqueo de dos puntos de la ruta internacional 15 exigiendo al gobierno fede-
ral permiso para iniciar la captura de camarón en alta mar 15 días antes que las embar-
caciones de gran calado. 

Jueves 22 • Vamos por Sonora convoca a un apagón que, según expresa la organización, es reali-
zado por 80 mil usuarios en el estado y por cerca de 20 mil en Baja California.

Lunes 26 • El Comité por los Derechos Humanos Fray Pedro Lorenzo de la Nada denuncia la mo-
vilización de cientos de efectivos del ejército al norte de la selva Lacandona con direc-
ción a Palenque.

• Más de 2 mil maestros de escuelas telesecundarias del estado de Zacatecas inician un
paro y toman las instalaciones de la Secretaría de Educación y Cultura en rechazo a un
proyecto de reforma educativa impulsado por el gobierno regional.

Martes 27 • Alrededor de 10 mil personas marchan en la ciudad de Cuernavaca junto al Frente Cí-
vico Pro Defensa del Casino de la Selva y realizan un mitin en el zócalo local. 

Miércoles 28 • Alrededor de 400 personas convocadas por el Frente de Usuarios ocupan, junto al
PRD, las oficinas de la CFE en Culiacán, Sinaloa, mientras que movilizaciones simila-
res suceden en 12 de los 18 municipios del estado.

• Alrededor de 5 mil concesionarios y choferes de taxis y microbuses del estado de Mé-
xico realizan una caravana hacia la residencia de Los Pinos para reclamar la autoriza-
ción para ingresar a la capital del país a partir del año próximo.

Jueves 29 • Comuneros dirigentes de los municipios autónomos Primero de Enero, Olga Isabel,
Che Guevara, 17 de Noviembre, Vicente Guerrero, Lucio Cabañas y Miguel Hidalgo
responsabilizan a los gobiernos municipal, estatal y federal, a paramilitares de la
OPDDIC, a la seguridad pública y al ejército por la muerte de Antonio Mejía Sánchez,
ocurrida el pasado domingo 25 cuando dos bases de apoyo zapatista son asesinadas en
Amaytik, municipio Ricardo Flores Magón.

Viernes 30 • El Frente Nacional de Resistencia contra la Privatización de la Industria Eléctrica, li-
derado por el Sindicato Mexicano de Electricistas (SME), convoca a una marcha hacia
el Centro Histórico de la ciudad de México en la que participan cerca de 30 mil perso-
nas en rechazo de la apertura del sector eléctrico.
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Sábado 31 • El Frente Cívico Pro Defensa del Casino de la Selva acepta el acuerdo político alcan-
zado por el Partido Revolucionario Institucional (PRI), el Partido Acción Nacional
(PAN) y el PRD locales para la realización de un plebiscito en torno a la venta de las
tierras a la empresa Costco. 

Glosario de Siglas

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
ASSA Asociación Sindical de Sobrecargos de Aviación
BANAMEX Banco Nacional de México SA
CFE Comisión Federal de Electricidad
CGH Consejo General de Huelga
CNC Confederación Nacional Campesina
CNTE Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación
CPMAN Comité Pro Mejoramiento del Agro Nacional
CT Congreso del Trabajo
CUT Central Unitaria de Trabajadores
DF Distrito Federal
EZLN Ejército Zapatista de Liberación Nacional
FNAP Frente Nacional de Apoyo Mutuo
FPDT Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra
FPFV Frente Popular Francisco Villa
FSM Frente Sindical Mexicano
FZLN Frente Zapatista de Liberación Nacional
MAS Movimiento Agrícola Sinaloense
OPDDIC Organización para la Defensa de los Derechos Indígenas y Campesinos
ORCAO Organización de Caficultores del Ocosingo
PAN Partido Acción Nacional 
PFP Policía Federal Preventiva
PPP Plan Puebla Panamá
PRD Partido de la Revolución Democrática
PRI Partido Revolucionario Institucional
SAGARPA Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
SEP Secretaría de Educación Pública
SG Secretaría de Gobernación
SME Sindicato Mexicano de Electricistas
SNTE Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación
SNTMMSRM Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la 

República Mexicana
STJE Supremo Tribunal de Justicia del Estado
STPS Secretaría de Trabajo y Previsión Social
SUTGDF Sindicato Único de Trabajadores del Gobierno del DF
TLCAN Tratado de Libre Comercio de América del Norte
UAEM Universidad Autónoma del Estado de Morelos
UAG Universidad Autónoma de Guerrero
UAQ Universidad Autónoma de Querétaro
UNT Unión Nacional de Trabajadores

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuentes: diarios La Jornada, El Universal y el Boletín de Prensa de Enlace Civil del 30 de agosto de 2002.
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Miércoles 1 • En el Día del Trabajador más de 3 mil trabajadores convocados por el Frente Nacio-
nal de Trabajadores (FNT) marchan en Managua en demanda de trabajo, salarios dig-
nos y contra la corrupción. 

Jueves 2 • Más de 2 mil trabajadores de ingenios azucareros protestan frente a la Asamblea Na-
cional, en Managua, contra la aprobación de la Ley del Azúcar. La Cámara de Diputa-
dos anuncia el retiro de dicho proyecto de ley.

Viernes 31 • Cerca de 1.800 campesinos cafetaleros –entre hombres, mujeres y niños– de Tuma-La
Dalia instalan plantones a lo largo de la carretera entre este municipio y Matagalpa en
demanda de trabajo estable, alimentos, viviendas, tierras para producir y medicamen-
tos, entre otras cuestiones.

JUNIO

Jueves 13 • Cerca de 500 transportistas interurbanos de la Federación de Transportistas Colecti-
vos de Nicaragua (FETRACOLNIC) y la Unión de Cooperativas de Managua, entre
otros, realizan un paro y marchan hasta el Ministerio de Transporte e Infraestructura
(MTI), en Managua, contra la violación de la Ley de Moratoria de Concesiones, la apli-
cación de un nuevo impuesto a los combustibles y en demanda de la cancelación de 350
concesiones de transporte. Posteriormente, el titular del MTI anuncia la cancelación de
la mayoría de las concesiones y se compromete a impulsar el Fondo de Mantenimiento
Vial (FOMAT) para reparar las carreteras del país. 

• Las fuerzas antidisturbios de la Policía Nacional reprimen a los más de 2 mil campe-
sinos, en su mayoría mujeres y niños que se encontraban apostados en los seis planto-
nes del municipio de La Dalia.

Lunes 17 • Más de 3 mil personas convocadas por la alianza Frente Sandinista de Liberación Na-
cional (FSLN)-Yatama marchan por las calles de Bilwi, en la Región Autónoma del A t l á n-
tico Norte (RAAN), para exigir al Consejo Supremo Electoral (CSE) que reconozca a las
autoridades electas el pasado 4 de mayo en las que resultó ganadora dicha fórmula. 

• Trabajadores del Programa de Control de Vectores de Granada, Masaya, Chinande-
ga, León, Managua y Estelí realizan un plantón frente al Ministerio de Salud (MINSA)
en Managua para exigir aumento salarial, el pago de viáticos y la entrega de equipos
de protección.

Lunes 24 • Cientos de cafetaleros de cinco departamentos del norte del país, convocados por la
Unión Nicaragüense de Cafetaleros (UNICAFE), inician plantones en el municipio de
Sébaco, Matagalpa, para exigir al gobierno una ley que garantice el financiamiento a un
plazo de cinco años para salvar la industria y las haciendas cafetaleras. La policía repri-
me y detiene a cuatro productores.

Nicaragua
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Martes 25 • El CSE de la RAAN reconoce a las autoridades electas el pasado 4 de mayo, conformán-
dose la nueva junta directiva del Consejo Regional perteneciente a la alianza FSLN-Ya t a m a .

Miércoles 26 • Fuerzas policiales reprimen a los más de 300 productores cafetaleros que bloquean la
carretera Panamericana en Sébaco, produciéndose enfrentamientos que dejan un saldo
de 26 productores detenidos y varios heridos. Posteriormente los productores son libe-
rados. Aún así, se mantiene la protesta.

Jueves 27 • Los cafetaleros, el gobierno de Nicaragua y la Asociación de Bancos Privados
(ASOBAMP) acuerdan un plan de reestructuración de las deudas de los productores,
paralizar las ejecuciones bancarias y los apremios corporales, así como llevar a cabo un
proceso de transformación de la caficultura nicaragüense. 

Sábado 29 • El FSLN realiza un acto del que participan miles de personas en celebración del 23
Aniversario del Repliegue Táctico a Masaya, una gesta histórica liderada por guerrille-
ros y pobladores en vísperas del triunfo de la Revolución de 1979.

JULIO

Martes 2 • Cerca de 3 mil obreros agremiados al Sindicato de Buzos de la RAAN (SIBURAAN)
y a otras organizaciones de cayuqueros y marinos inician una huelga para exigir a las
empresas pesqueras aumento salarial, prestaciones sociales e indemnización acorde a lo
que establece el Código Laboral. 

Miércoles 3 • El gobierno y la alcaldía de Managua se reúnen con representantes de los transportis-
tas y acuerdan la creación de un fondo de 2,5 millones de dólares para la renovación de
su flota. Los transportistas suspenden la huelga. 

Sábado 6 • Los sindicatos de buzos, cayuqueros y marinos de la RAAN levantan la huelga luego
de acordar con las empresas pesqueras la firma de un acuerdo que contempla mayor se-
guridad médica, condiciones laborales y el pago de 3,50 y 2,25 dólares por cada libra
de las distintas clases de langosta. 

Martes 9 • Más de 800 trabajadores de la empresa coreana Hansae Nicaragua SA ubicada en la
zona franca paralizan sus actividades en rechazo al despido de los miembros de la jun-
ta directiva del sindicato. Finalmente, la empresa reintegra a los sindicalistas.

• Una delegación de 100 campesinos de El Tuma-La Dalia y San Ramón toma la gober-
nación y la Secretaría de la Presidencia en Matagalpa para exigir una respuesta a sus
demandas. Posteriormente se reúnen con representantes del gobierno y acuerdan la ges-
tión inmediata de alimentos y empleo.

Jueves 18 • Luego de cinco días, finaliza el “Foro de Managua” con el compromiso de las más de
900 organizaciones sociales, sindicales, campesinas y no gubernamentales que partici-
paron, de promover un movimiento de resistencia contra el Plan Puebla Panamá (PPP),
el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y demás Tratados de Libre Comer-
cio (TLC). Se pronunciaron también contra el Fondo Monetario Internacional (FMI) y
el pago de la deuda externa.

N i c a r ag u a
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AGOSTO

Jueves 1 • Cientos de personas convocadas por la Red de Defensa Nacional de los Consumido-
res realizan un plantón frente a las instalaciones de la Empresa Nicaragüense de Acue-
ductos y Alcantarillados (ENACAL) en Managua, en el marco de una jornada nacional
de protesta contra la privatización de la empresa y de la planta Hidroeléctrica de Gene-
ración SA (HIDROGESA). 

Miércoles 7 • Cientos de pobladores de León, convocados por la Asociación de Consumidores de León
(ADECONLE) –junto a los alcaldes de León y de La Paz, el FSLN, el Movimiento Co-
munal y rectores de las diferentes universidades, entre otros– conforman el “Comité de
defensa del agua” y marchan por las calles de la ciudad en contra de la privatización. 

Domingo 11 • Más de 3.500 estudiantes del Instituto Doctor Carlos Vega Bolaños inician una huel-
ga y protestan frente a las instalaciones del centro de estudios, en Masaya, en rechazo
al despido de su director y de un maestro por parte del Ministerio de Educación, Cultu-
ra y Deporte (MECD).

Jueves 15 • La Contraloría General de la República (CGR) suspende la venta de HIDROGESA a
raíz de considerar dos recursos de nulidad presentados por la Comunidad Indígena de
Jinotega y por la trasnacional Enron de Nicaragua, respectivamente. 

• El gobierno de Nicaragua, con el apoyo de la Agencia Internacional de Desarrollo
(AID) y el Programa Mundial de Alimentos (PMA) de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU), inicia el envío de alimentos para 21 mil campesinos desempleados del
norte del país que se encuentran realizando plantones en dicha región.

Viernes 16 • Más de 3 mil trabajadores, convocados por la Federación de Trabajadores de la Salud
(FETSALUD), realizan una marcha en Managua y toman por más de tres horas las ins-
talaciones del MINSA para exigir la negociación del nuevo convenio colectivo y entre-
gar el pliego petitorio que contempla el respeto a los beneficios del actual convenio, re-
clasificación salarial para todos los trabajadores, abastecimientos de medicamentos y
respeto a los derechos de los jubilados, entre otras cuestiones. Posteriormente, las auto-
ridades aceptan iniciar las negociaciones a partir del lunes próximo. 

Jueves 22 • La Asamblea Nacional (AN) aprueba por unanimidad la Ley de Suspensión de Con-
cesiones de Uso de Aguas que ordena suspender las licencias de las instalaciones y bie-
nes de ENACAL, así como las de HIDROGESA.

• Más de 1.800 campesinas y campesinos que llevan adelante 10 plantones sobre la ca-
rretera de los municipios de San Ramón y la Dalia son empleados temporalmente por
el Instituto de Desarrollo Rural (IDR) y las Alcaldías de ambos municipios para reali-
zar tareas comunitarias.

Sábado 24 • Habitantes de Malpaisillo, convocados por el Centro de Mujeres Xochilt Acatl y la
Red de Actores para el Desarrollo de León (RADEL), realizan una marcha en ese lugar
en demanda del desafuero del presidente Alemán y en repudio a los actos de corrupción
que se le atribuyen.

Domingo 25 • Decenas de obreros agrícolas instalan nuevos plantones en las zonas de La Corona, La
Pacayona y el casco de San Ramón, en el municipio del mismo nombre, entre otros lu-
gares, en demanda de trabajo, medicinas y alimentos.
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Martes 27 • Miles de estudiantes de la Universidad Nacional de Ingeniería (UNI), entre otras, mar-
chan en la capital en demanda del desafuero del ex presidente Alemán, mayor presu-
puesto para las universidades, contra la privatización del agua y por la regulación del
precio de los productos de la canasta básica, entre otros reclamos.

Viernes 30 • Trabajadores de los centros de salud y hospitales de Managua agremiados a
FETSALUD realizan paros escalonados para exigir a las autoridades del MINSA la in-
clusión de los representantes de los jubilados en la negociación del convenio colectivo
a lo que el ministerio se opuso en los últimos días.

Glosario de Siglas

ADECONLE Asociación de Consumidores de León
AID Agencia Internacional de Desarrollo
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
AN Asamblea Nacional
ASOBAMP Asociación de Bancos Privados
CGR Contraloría General de la República 
CSE Consejo Supremo Electoral
ENACAL Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados
FETRACOLNIC Federación de Transportistas Colectivos de Nicaragua
FETSALUD Federación de Trabajadores de la Salud 
FMI Fondo Monetario Internacional
FNT Frente Nacional de Trabajadores 
FOMAT Fondo de Mantenimiento Vial
FSLN Frente Sandinista de Liberación Nacional 
HIDROGESA Hidroeléctrica de Generación SA 
IDR Instituto de Desarrollo Rural
MECD Ministerio de Educación, Cultura y Deporte 
MINSA Ministerio de Salud
MTI Ministerio de Transporte e Infraestructura
ONU Organización de las Naciones Unidas 
PMA Programa Mundial de Alimentos
PPP Plan Puebla Panamá
RAAN Región Autónoma del Atlántico Norte
RADEL Red de Actores para el Desarrollo de León
SIBURAAN Sindicato de Buzos de la RAAN
TLC Tratado de Libre Comercio
UNI Universidad Nacional de Ingeniería
UNICAFE Unión Nicaragüense de Cafetaleros

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios La Prensa y El Nuevo Diario.
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MAYO

Miércoles 1 • En el marco del Día Internacional de los Trabajadores, más de 2 mil integrantes de or-
ganizaciones sindicales y estudiantiles marchan por la capital hasta la Plaza 5 de Ma-
yo, en rechazo a las políticas económicas, la corrupción y la intención de privatizar la
Caja de Seguro Social (CSS) y el Instituto de Acueductos y Alcantarillados Nacionales
(IDAAN), entre otros puntos. También se manifiesta la Federación Sindical de Colón.

Domingo 5 • Los 400 trabajadores de la Dirección Municipal de Aseo Urbano y Domiciliario
(DIMAUD) de Colón, que tres días atrás habían iniciado un paro para protestar por el
contrato de concesión a la empresa Aguaseo SA y la falta de equipos para la recolec-
ción de residuos, levantan la medida luego de que la empresa pone a disposición los
equipos solicitados.

Martes 7 • Los trabajadores de Refinería Panamá (filial de la Chev r o n - Texaco), nucleados en la
Unión de Trabajadores del Petróleo de Panamá (UTPP), inician un paro indefinido, re-
clamando mayores indemnizaciones para los empleados que serán despedidos cuando en
n oviembre la empresa se transforme en centro de acopio. El gobierno, en tanto, autoriza
a las empresas petroleras a importar gasolina y diesel sin tener que pagar arancel.

Miércoles 8 • Unas 80 familias que fueron desalojadas una semana atrás de unos terrenos que per-
tenecen supuestamente a la empresa bananera Puerto Armuelles Fruit Company
(PAFCO), en el distrito de Barú, realizan una marcha hasta el Consejo Municipal, para
exigir una solución habitacional. 

Jueves 9 • Cerca de 500 pobladores de San Andrés, Santa Cruz y Aserrío cierran la vía Interame-
ricana en la provincia de Chiriquí, a la altura del puente sobre el río Gariché, para exi-
gir al gobierno la rehabilitación de la carretera que comunica esas regiones. 

• Los trabajadores de la Refinería Panamá levantan la huelga que mantenían desde tres
días atrás, luego de que la asamblea general de la UTPP acuerda un calendario de reu-
niones con funcionarios del gobierno, que mediarán para buscar soluciones al conflicto.

• Trabajadores desempleados de Colón marchan por las calles de la capital hasta la A s a m-
blea Leg i s l a t iva, para reclamar la creación de un plan de becas de preparación para empleo.

Viernes 10 • Unos 100 habitantes de las comunidades de Santa Fe, Pueblo Nuevo, Los Monos y
Zapallal cierran la vía Panamericana, en la provincia de Darién, para exigir al gobierno
la construcción de una planta potabilizadora de agua.

Martes 14 • Estudiantes, profesores y padres de familia de la comunidad de El Bijagual de Antón,
que una semana atrás iniciaron un paro indefinido para reclamar al Ministerio de Edu-
cación (MEDUC) por el pésimo estado de la escuela de la región, cierran la vía Intera-
mericana a la altura del puente sobre el río Antón. 

Martes 21 • Residentes de la barriada 4 de febrero, en el distrito de Arraiján, cierran la vía Intera-
mericana por espacio de una hora, para exigir al gobierno la legalización de los terre-

Panamá
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nos que habitan, luego de que la empresa Edemet-Edechi les cortara el suministro de
luz eléctrica, aduciendo que no cuentan con los títulos de propiedad para efectuar los
trámites para el contrato con la compañía. 

Jueves 23 • Un grupo de ex integrantes de la empresa transportista Melitón Carrión de la ciudad
de Santiago toma la administración de la planta en demanda de que se les pague lo que
invirtieron en la organización.

Lunes 27 • Más de 75 trabajadores de la construcción del Corredor Norte se declaran en huelga,
luego de que la empresa mexicana Proyectos y Construcciones SA (PYCSA) anuncia-
ra el fin de sus contratos, sin cumplir con las normas legales. El Sindicato Único de Tra-
bajadores de la Construcción y Similares (SUNTRACS) acusa a la empresa de despe-
dir a los trabajadores afiliados a su organización.

Martes 28 • Habitantes de Colón realizan protestas en distintos puntos de la ciudad y son reprimi-
dos por la Policía Nacional, que detiene a 37 personas. En el corregimiento de San Cris-
tóbal, pobladores del Residencial Los Lagos cierran la vía Transístmica, demandando un
paso peatonal en el área y plazas de empleo; residentes de la Barriada Villa del Caribe
bloquean la vía y se enfrentan con la Policía Nacional, siendo detenidos algunos mani-
festantes. Más tarde, integrantes de la Unión de Trabajadores Desempleados Colonenses
(UTRADECO) y del Movimiento de Emancipación Colonense (MEC) cierran las vías
de acceso a la ciudad, para luego marchar y bloquear la avenida central, en la calle 10,
donde son reprimidos y dispersados. Miembros de la Federación sindical realizan una
marcha por las principales calles de la ciudad, que finaliza con un cierre simbólico en la
calle 16, en donde se informa que los dirigentes del movimiento Reacción Tres –deteni-
dos dos días atrás en una protesta en la Barriada del Caribe– fueron liberados.

Jueves 30 • Miembros de la Asociación de Profesores de la República de Panamá, la Asociación de
Maestros Independientes (AMIA) y la Asociación de Trabajadores de la CSS, entre otras
o rganizaciones, realizan una marcha hasta la Presidencia de la República, para que el
E j e c u t ivo resuelva la situación financiera de la CSS, y rechazar la privatización de dicha
institución y el incremento de la edad de jubilación y de las cuotas obrero patronales. 

JUNIO

Jueves 6 • Médicos de diversos hospitales del país –nucleados en la Federación Nacional de Mé-
dicos Internos (FENEMEI) y la Asociación Nacional de Médicos Residentes e Internos,
entre otras organizaciones– inician un paro nacional de 48 hs., en reclamo del pago de
horas extras.

Martes 11 • Profesores, padres de familia y estudiantes del Instituto Profesional y Técnico de Da-
vid decretan un paro, para reclamar que el MEDUC deponga del cargo al director de la
institución, quien fue restituido acusado de malversación de fondos.

• Un grupo de residentes de la barriada 11 de Octubre del corregimiento de Veracruz,
distrito de Arraiján, realizan un piquete en las instalaciones del IDAAN, para protestar
por el deficiente suministro de agua potable, ya que hace un mes que no cuentan con el
servicio pero les siguen facturando.

Jueves 13 • El Ministerio de Salud declara ilegal la huelga que, desde hace ocho días, llevan ade-
lante los médicos en distintos hospitales del país, en reclamo del pago de horas extras. 
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Lunes 17 • Los gremios médicos de los cinco principales hospitales de la capital de paro indefi n i d o
desde el 5 de este mes en protesta por el pago de horas extras, levantan la medida por 48
hs., a fin de dar plazo a la presidenta Moscoso para que atienda sus reiv i n d i c a c i o n e s .

Martes 18 • Estudiantes del Centro Regional Universitario de Coclé bloquean el acceso a la insti-
tución, para protestar por el mal estado de los salones de clase. 

Jueves 20 • Los agremiados a la Comisión Médica Negociadora Nacional (COMENENAL) deci-
den no reiniciar el paro indefinido, suspendido dos días atrás, para negociar con el go-
bierno un aumento en las horas extras. Aceptan como un reconocimiento parcial la re-
solución del gobierno de pagar 80 balboas a los médicos especialistas, sin contemplar
a los residentes e internos. 

Viernes 21 • Estudiantes del Instituto Nacional (IN) cortan por tercer día consecutivo la Avenida de
Los Mártires en protesta por la posible privatización de la CSS. Se enfrentan con la Po-
licía Nacional, que los reprime con balas de goma y detiene a más de una veintena de
estudiantes y a dos profesores.

Viernes 28 • Ex trabajadores del Instituto de Recursos Hidráulicos y Electrificación (IRHE) que se
disponían a cobrar sus indemnizaciones en el Ministerio de Economía y Finanzas
(MEF) cortan la Vía España, rechazando firmar un documento al momento de recibir el
cheque de cobro, por el cual se los obliga a no interponer ningún recurso legal contra el
estado, en tanto la cifra ofrecida es menor que la demandada. Son reprimidos por la po-
licía, que detiene a 11 de ellos.

• Unas 200 familias invaden ocho hectáreas de terrenos privados en el sector Bajo Las
Palmas, en Arraiján, e inician la limpieza de los lotes para la construcción de viviendas.

JULIO

Martes 2 • Unas 20 familias que vivían en terrenos ocupados en los linderos del aeropuerto En-
rique Malek, ciudad de David, son desalojadas por autoridades de la Dirección de Ae-
ronáutica Civil (DAC) y la corregiduría del área.

Lunes 8 • Integrantes de la UTRADECO y del MEC se manifiestan frente al Municipio de Co-
lón, para exigir un cabildo abierto en el que los ciudadanos del distrito elijan quién ocu-
pa la alcaldía.

Miércoles 10 • Desempleados del corregimiento El Chorrillo cierran la Avenida de Los Mártires, a la
altura del Puente de las Américas, para exigir soluciones a la crisis laboral del sector.

Lunes 15 • Un grupo de padres de familia del Colegio Artes y Oficios –cerrado desde hace más de
dos semanas, luego de incidentes entre los alumnos y la policía durante una protesta– rea-
liza un piquete frente a la dirección del establecimiento, para rechazar el cierre del mismo. 

Jueves 18 • Los trabajadores de la CSS de distintas ciudades paralizan sus labores, para solicitar
el aumento de salarios acordado con las autoridades, que no está siendo cumplido. En
Chiriquí, unos 90 trabajadores de la Asociación Nacional de Funcionarios Administra-
tivos de la CSS (ANFACSS) piquetean frente a la sede de la entidad, reclamando al mi-
nistro de Economía y Finanzas el pago de salarios atrasados.
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Martes 23 • Trabajadores desocupados del MEC, Reacción Tres y la UTRADECO bloquean la entra-
da principal de la Zona Libre, en Colón, para exigir que las ganancias obtenidas por dicha
entidad sean destinadas a la creación de puestos de trabajo para habitantes de la prov i n c i a .

Miércoles 24 • Trabajadores desocupados del MEC, Reacción Tres y la UTRADECO cortan los acce-
sos a la ciudad de Colón, para que el gobierno dé respuesta a sus demandas de empleo.

Jueves 25 • Por tercera vez en la semana, trabajadores desocupados del MEC, Reacción Tres y la
UTRADECO –quienes decidieron diferenciarse de la Alianza por Colón, integrada por
otros grupos de desocupados, por considerar que estos negocian con el gobierno sin te-
ner en cuenta a las bases– realizan una manifestación por las calles de Colón para pro-
testar por la mala utilización que hace el gobierno de los recursos provenientes de la Zo-
na Libre. Son reprimidos por la policía. En tanto, el gobierno acuerda con la Asociación
de Usuarios (AU) de la Zona Libre de Colón el establecimiento de un impuesto para re-
caudar fondos para desarrollar proyectos de empleo. 

Martes 30 • Más de 500 campesinos de Coclé, Colón y la Capital protestan frente al Ministerio de
Desarrollo Agropecuario (MIDA), exigiendo dinero para la ejecución del Proyecto Tri-
ple C –programa de desarrollo destinado a esas regiones y a Capira (Panamá Oeste)–
retenidos por el Instituto Interamericano de Desarrollo Agrícola (IICA). 

AGOSTO

Jueves 1 • Alrededor de un 25% de los trabajadores de Refinería Panamá nucleados en la UTPP re-
ciben telegramas de despido, luego de llegar a un acuerdo con la empresa y el gobierno pa-
ra el pago de indemnizaciones, tras meses de conflicto desde que las autoridades de la pe-
trolera decidieran cerrar sus operaciones en Colón para transformarse en centro de acopio. 

Viernes 9 • Unas 100 familias que habían ocupado por segunda vez terrenos en el sector de Bajo
las Palmas, distrito de Arraiján, son desalojados por la policía.

Miércoles 14 • Unas 30 mujeres embarazadas de Panamá Oeste cierran la vía que conduce al distrito
de Arraiján, para protestar por la mala atención de la policlínica de la CSS –que cuen-
ta con una sola ginecóloga– y la falta de insumos y de espacio físico. Levantan la me-
dida cuando las autoridades prometen que el viernes el centro médico contará con una
ginecóloga más. 

• Integrantes del Sindicato de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Similares de la
República de Panamá (SITIESPA) que laboran en la Empresa de Transmisión Eléctrica
(ETESA) –ex IRHE– realizan una protesta frente al Edificio Hatillo, en la avenida Jus-
to Arosemena, para exigir el cese de despidos que se vienen dando en la entidad desde
que se privatizó.

Viernes 16 • Trabajadores de Cable & Wireless (C&W) –ex Instituto Nacional de Te l e c o m u n i c a c i o n e s
(INTEL)– y ex trabajadores de la antigua telefónica estatal piquetean frente la casa matriz
de la entidad para exigir los haberes adeudados desde que la empresa fue priva t i z a d a .

Lunes 19 • Residentes de varias comunidades del distrito de San Miguelito realizan una manifes-
tación frente a las instalaciones del Consejo Municipal local, exigiendo una solución a
la falta de agua en la región, que ya se padece desde hace más de 28 días.

Pa n a m á
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Sábado 24 • Unas 30 familias, que hace 9 días ocupan los terrenos de la Mega Finca N° 3 de
PAFCO, son desalojadas por la Policía Nacional y detenidas algunas personas que, ha-
cia el final del día, recuperan su libertad.

Lunes 26 • Unos 40 trabajadores del SUNTRACS que trabajan en la construcción de un centro
universitario en la provincia de Bocas de Toro paran durante el día, en demanda de me-
jores salarios, equipo de seguridad y prestaciones. Marchan al Ministerio de Trabajo,
donde acuerdan que se haga una inspección de las instalaciones. Se dirigen luego a una
agencia de la CSS, para denunciar que se les han entregado fichas que reflejan un sala-
rio menor al que deben percibir.

•Vecinos de 13 barriadas de las áreas revertidas del distrito de Arraiján bloquean el pa-
ño de la vía Interamericana que conduce a la capital para exigir al gobierno la rehabili-
tación de las calles alternas, debido a que los transportistas no ingresan a la zona, de-
jándolos incomunicados. 

Martes 27 • En reclamo de puestos de trabajo, integrantes de la Alianza de Desempleados de Co-
lón, del MEC y de la UTRADECO –entre otros grupos– realizan una protesta frente a
las residencias de los empresarios de la Zona Libre, en el Paseo Washington, y luego pi-
quetean en las instalaciones del área franca, donde se enfrentan con la policía, que los
reprime, dejando heridos y 18 detenidos.

Miércoles 28 • Habitantes de Veracruz realizan una protesta frente al Consejo Municipal de Arraiján
para reclamar la suspensión de los trabajos de extracción de tosca de la cantera de la zo-
na, ya que las explosiones de dinamita generan rajaduras en sus viviendas, pueden oca-
sionar avalanchas y causan enfermedades respiratorias. 

• Trabajadores desocupados de la Alianza de Desempleados Colonenses, del MEC y de
la UTRADECO marchan por segundo día consecutivo por las principales calles de Co-
lón para reclamar al gobierno puestos de trabajo y la liberación de sus compañeros de-
tenidos ayer durante enfrentamientos con la policía. En un parque de la calle 10 Cen-
tral se vuelven a enfrentar con la Policía, que los reprime y detiene a 10 manifestantes,
liberados por la tarde junto a los detenidos del día anterior.

Jueves 29 • Tras las protestas efectuadas por la Alianza de Desempleados Colonenses, el MEC y
la UTRADECO, el gerente de la Zona Libre anuncia que el Consejo Económico Nacio-
nal (CENA) y la Comisión de Presupuesto de la Asamblea Legislativa han aprobado una
partida destinada a la ejecución de programas sociales en Colón.

Viernes 30 • Miembros de la Alianza de Desempleados Colonenses protestan por las calles princi-
pales de la ciudad, en reclamo de que se oficialice el anuncio hecho por el gerente de la
Zona Libre acerca de la aprobación de una partida para la ejecución de planes sociales
en Colón. Se enfrentan con la policía, que luego allana algunas viviendas en busca de
dirigentes de la agrupación.
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Glosario de Siglas

AMIA Asociación de Maestros Independientes
ANFACSS Asociación Nacional de Funcionarios Administrativos de la CSS 
AU Asociación de Usuarios
C&W Cable & Wireless 
CENA Consejo Económico Nacional 
COMENENAL Comisión Médica Negociadora Nacional 
CSS Caja de Seguro Social 
DAC Dirección de Aeronáutica Civil 
DIMAUD Dirección Municipal de Aseo Urbano y Domiciliario 
ETESA Empresa de Transmisión Eléctrica 
FENEMEI Federación Nacional de Médicos Internos 
IDAAN Instituto de Acueductos y Alcantarillados Nacionales
IICA Instituto Interamericano de Desarrollo Agrícola 
IN Instituto Nacional 
INTEL Instituto Nacional de Telecomunicaciones
IRHE Instituto de Recursos Hidráulicos y Electrificación 
MEC Movimiento de Emancipación Colonense 
MEDUC Ministerio de Educación 
MEF Ministerio de Economía y Finanzas 
MIDA Ministerio de Desarrollo Agropecuario 
PAFCO Puerto Armuelles Fruit Company
PYCSA Proyectos y Construcciones SA
SITIESPA Sindicato de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Similares de la República de

Panamá 
SUNTRACS Sindicato Único de Trabajadores de la Construcción y Similares 
UTPP Unión de Trabajadores del Petróleo de Panamá 
UTRADECO Unión de Trabajadores Desempleados Colonenses

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Gustavo Gibert.
Fuentes: diarios Crítica y El Panamá América.
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MAYO

Miércoles 1 • Más de un centenar de trabajadores agrupados en 12 sindicatos se concentran frente a
La Fortaleza para conmemorar el Día Internacional de los Trabajadores. Además, recla-
man justicia laboral y reivindican la lucha de Vieques con el compromiso de realizar de-
sobediencia civil en caso de que haya una nueva ronda de maniobras militares.

Lunes 20 • La Asociación Puertorriqueña de Profesores Universitarios (APPU), la Confederación
de Asociaciones de Profesores Universitarios (CONAPU) y la Hermandad de Emplea-
dos Exentos No Docentes (HEEND), junto a toda la comunidad universitaria, marchan
desde la Torre de la Universidad de Puerto Rico (UPR) en el recinto de Río Piedras has-
ta la Oficina Central en los predios del Jardín Botánico en rechazo del recorte presu-
puestario de 61 millones de dólares para el próximo año académico.

Lunes 27 • Un grupo de médicos residentes de diferentes hospitales públicos del país e internos mar-
cha hasta el Capitolio, en la Ciudad de San Juan, para exigir a la gobernadora Sila María
Calderón que firme el proyecto de ley que permite regular el trabajo de esos profesionales.

JUNIO

Domingo 2 • La Coalición Orgullo Arcoiris (COA) realiza la XII Parada del Orgullo que comienza
en el Parque del Indio y culmina en el Pabellón de la Paz del Parque Luis Muñoz Rive-
ra en San Juan. Aprovechan la ocasión para recoger firmas a favor de la derogación del
artículo 103 del Código Penal que criminaliza las relaciones homosexuales al tipificar
como delito la sodomía.

Lunes 3 •Vecinos de las comunidades de Juncal, Magos, Eneas, Cidral y Guajatca realizan una
protesta frente al Capitolio, en San Juan, para reclamar al gobierno los fondos necesa-
rios para terminar la construcción de la planta de filtración de agua.

Lunes 10 • Unos 20 vecinos de Villalba marchan hasta La Fortaleza para exigir que se restablezca
el horario nocturno de la sala de emergencias del Centro de Diagnóstico y Tr a t a m i e n t o
(CDT) de ese pueblo, así como el servicio de emergencias porque, según los manifestan-
tes, ya han muerto tres personas en el camino obligatorio a los hospitales de Ponce.

Martes 11 • Unos 30 afiliados de la Unión de Trabajadores del Fondo del Seguro del Estado (FSE)
protestan frente a las instalaciones de esa agencia en Mayagüez, en reclamo de más tra-
bajadores para unas 200 plazas vacantes. Además, denuncian que la administración no
ha respetado los acuerdos del convenio colectivo.

JULIO

Martes 2 • Unos 30 empleados de la Autoridad de Energía Eléctrica (AEE) pertenecientes a la
Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego (UTIER) realizan un piquete
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en Ponce en protesta por la privatización de los servicios de reparaciones de su flota de
autos y camiones.

Miércoles 10 • Unos 40 médicos internos y residentes del Hospital Municipal de San Juan realizan
una manifestación frente a esa institución en reclamo de aumento salarial y reducción
en la jornada laboral.

• Defensores del Corredor Ecológico de San Juan realizan una vigilia frente a los por-
tones de La Fortaleza para exigir a la gobernadora Sila María Calderón que declare co-
mo utilidad pública los terrenos aledaños al Centro Capuchino del barrio Sabana Llana
Sur, donde se planifica un proyecto residencial.

Jueves 18 • Personal de enfermería del Hospital Interamericano de Medicina Avanzada (HIMA),
en Guagas, perteneciente a la Unión General de Trabajadores (UGT), realizan un pique-
te frente al establecimiento en reclamo de mejores condiciones de trabajo.

Miércoles 31 • Un grupo de ambientalistas se concentra en la intersección de la avenida 65 de Infan-
tería y el expreso Trujillo Alto en contra de la tala de 24 árboles, necesaria para cons-
truir un puente vehicular.

AGOSTO

Domingo 11 • La Coordinadora Todo Puerto Rico con Vieques aprueba en una asamblea realizada en
el Museo de la Historia de Ponce –en la que participan alrededor de 100 miembros de
la organización– una resolución para que los votantes puertorriqueños en EE.UU. com-
prometan a los políticos estadounidenses a apoyar la salida de la Armada de la isla mu-
nicipio. Además, deciden que si la Marina pretende continuar con las prácticas después
de mayo de 2003 multiplicarán los esfuerzos en actividades de desobediencia civil y rei-
teran el compromiso con el Plan de las Cuatro D: desmilitarización, descontaminación,
la devolución de las tierras a los viequenses y el desarrollo sustentable.

Lunes 12 • El Senado y la Fundación Arias para la Paz y el Progreso Humano organizan la “Con-
ferencia Internacional sobre la Paz y el Desarrollo: Paz en la Paz”, que se desarrollará
hasta el miércoles siguiente en el Hotel Caribe Hilton (San Juan de Puerto Rico) y reu-
nirá a renombradas personalidades a nivel mundial, como por ejemplo Rigoberta Men-
chú, Ernesto Sábato y el juez español Baltasar Garzón, entre otros. La resolución que
surja de este evento se presentará en septiembre en la Cumbre Mundial de Naciones so-
bre el Desarrollo Sostenible en África del Sur.

Martes 13 • Un grupo de integrantes de la Organización Pro Estatidad Total para Puerto Rico se
concentra frente al Hotel Caribe Hilton para protestar contra la celebración de la “Con-
ferencia Internacional sobre la Paz y el Desarrollo: Paz en la Paz” por considerar que el
tema escondido de esta actividad es la salida de la Marina de EE.UU. de Vieques. Lue-
go, un grupo de desobedientes civiles se reúne en el mismo lugar con pancartas con la
leyenda “Queremos paz para esta tierra, fuera la Marina”. 

Miércoles 14 • Un grupo de padres de la escuela Pedro Albizu, de Canóvanas, protesta frente al plan-
tel educativo en demanda de mejores condiciones edilicias.

Lunes 19 • La Armada de EE.UU. informa al Gobierno puertorriqueño que a partir del 3 de septiem-
bre y por aproximadamente 23 días reiniciará una nueva ronda de bombardeos en Vi e q u e s .
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Glosario de Siglas

AEE Autoridad de Energía Eléctrica
APPU Asociación Puertorriqueña de Profesores Universitarios
CDT Centro de Diagnóstico y Tratamiento
COA Coalición Orgullo Arcoiris
CONAPU Confederación de Asociaciones de Profesores Universitarios 
FSE Fondo de Seguro del Estado
HEEND Hermandad de Empleados Exentos No Docentes 
HIMA Hospital Interamericano de Medicina Avanzada
UGT Unión General de Trabajadores
UPR Universidad de Puerto Rico
UTIER Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego

Realizada por El Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Florencia Ayala.
Fuentes: diarios El Nuevo Día y El Vocero.

/ Septiembre 2002



165

/ Septiembre 2002

MAYO

Lunes 6 • Los habitantes de Los Jardines y otros sectores de la ciudad de Bonao salen a las ca-
lles en reclamo del arreglo de las mismas. Son reprimidos por la Policía con un saldo
de varios heridos y detenidos.

Jueves 16 • Se realizan elecciones municipales y de congresales, resultando un 48% de los votos
a favor del Partido Revolucionario Dominicano (PRD), 28% para el Partido de la Libe-
ración Dominicana (PLD) y un 24% a favor del Partido Reformista Social Cristiano
(PRSC).

JUNIO

Lunes 3 • Alrededor de mil trabajadores de la construcción del Oleoducto de Crudos Pesados
(OCP) de Santo Domingo Oriental realizan un paro reclamando a la compañía que cum-
pla con las condiciones de trabajo pactadas entre el sindicato y la empresa italiana de
construcciones Impriglio.

Martes 4 • Residentes de distintos barrios realizan un piquete, organizado por la Asociación de
Dirigentes Comunitarios de La Romana, frente a las oficinas de la empresa Distribui-
dora de Energía AES contra los sucesivos y prolongados apagones. 

Martes 11 • Las protestas por apagones se generalizan en San Cristóbal y Santiago. Las moviliza-
ciones se mantienen durante todo el día en los barrios Padre, las Casas, Villa Progreso,
Haití y sectores periféricos de Puerto Plata. En el sector Villa Progreso la policía repri-
me a los manifestantes. Resultan heridos y detenidos. Ya son cuatro los muertos en es-
tas protestas.

Jueves 20 • Habitantes de Navarrete realizan una protesta convocada por el Frente de Lucha Po-
pular (FALPO) y el Frente de Lucha Popular de Navarrete (FLPN), entre otras organi-
zaciones, en la que cortan el tránsito en la autopista Duarte en rechazo a los apagones.
La policía los reprime. Los residentes de Bermúdez, Cienfuegos, Hato Mayor y otras
regiones salen a las calles a exigir el restablecimiento del servicio eléctrico.

Viernes 28 • Comerciantes y profesionales de San Francisco –convocados por el Comité Ampliado
de San Francisco de Macorís Unido– realizan un paro en la ciudad en protesta por los
apagones y exigen al gobierno que revise los contratos hechos con las empresas de ener-
gía. En San Cristóbal se paralizan las actividades cuando cientos de vendedores ambu-
lantes marchan por las calles principales en protesta por la falta de empleo, contra los
apagones y las medidas implementadas por la Autoridad Metropolitana de Transporte
(AMET).

República
Dominicana
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JULIO

Martes 9 • Docentes y trabajadores administrativos de la Universidad Autónoma de Santo Do-
mingo (UASD) suspenden el curso de verano en demanda de que las autoridades abo-
nen las clases impartidas por los profesores. 

Viernes 12 • Los trabajadores administrativos de la UASD reanudan sus labores, luego de acordar
con el Consejo Universitario que se les pague el dinero adeudado. Los profesores, por
su parte, normalizarán sus actividades en cuanto reciban el dinero correspondiente.

• Pobladores dominicanos y haitianos –junto a comerciantes, grupos eclesiásticos y or-
ganizaciones de transportistas de mercaderías y pasajeros– paralizan sus actividades co-
merciales y escolares en Dajabón y Monte Cristi en rechazo a la medida presidencial
que prohíbe la venta de ropa usada. Por su parte, más de 400 mujeres vestidas de negro
realizan una vigilia frente a la frontera dominico-haitiana.

Sábado 13 • La Asamblea Nacional Revisora modifica la Constitución de la República posibilitan-
do la reelección presidencial. 

Martes 23 • Estudiantes del Centro Regional Universitario de Santiago realizan una movilización
en rechazo a la disposición del Consejo Universitario de arancelar con 50 pesos la ins-
cripción de alumnos. Los manifestantes califican al hecho como el comienzo de la pri-
vatización de dicha institución. 

• Los comuneros de Palo Alto, Barahona, protestan cortando el tránsito en reclamo del
reinicio de la construcción de calles y aceras de esa comunidad. Se producen enfrenta-
mientos entre los manifestantes y agentes de cascos negros de la Policía Nacional.

Jueves 25 • El transporte público realiza un paro por más de 5 hs. para exigir al gobierno la apro-
bación completa del plan Renove, por el cual el gobierno es garante de los préstamos
internacionales para financiar la sustitución de vehículos de carga y de pasajeros. Los
vehículos del transporte público controlados por la Federación Nacional de Transporte
La Nueva Opción (FENATRANO) y por la Confederación Nacional de Transportistas
(CONATRA) marchan por la carretera Duarte exigiendo mayor flexibilidad por parte de
la AMET hacia los conductores.

Lunes 29 • Cientos de habitantes de Nagua rompen los contadores de energía en reclamo de que
se suspendan los apagones y el cese del cobro abusivo, entre otras cuestiones. Resultan
decenas de detenidos.

• La frontera dominico-haitiana es fuertemente militarizada para evitar disturbios por
las protestas que se realizan en el país vecino en demanda de que el gobierno domini-
cano levante las restricciones al comercio de ropas usadas.

• Habitantes de la ciudad de Monte Cristi comienzan un paro de 24 hs. convocado por
la Pastoral Social de la Iglesia Católica en demanda de mejoras en los servicios de agua
potable y electricidad; paran el comercio, el transporte y las actividades agrícolas y pes-
queras. Además, prenden fuego las oficinas de la Empresa Distribuidora de Electricidad
del Norte (EDENORTE) y del Instituto Nacional de Aguas Potables y Alcantarillados
(INAPA) de la ciudad y obstruyen el tránsito. La Policía reprime con tiros y gases la-
crimógenos, a lo que los manifestantes responden con piedras. Resultan varios heridos
y decenas de detenidos.
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AGOSTO

Jueves 1 • FENATRANO, CONATRA, la Federación Nacional de Transportistas Dominicanos
(FENATRADO) y la Central Nacional de Transportista Unificados (CNTU) comienzan
un paro nacional de 24 hs. en protesta por el alza de los peajes. Decenas de camioneros
se concentran en el km 7 de la Autopista Duarte en el sector de Colorado, Santiago,
mientras transportistas realizan un piquete en la sede local de la Secretaría de Obras Pú-
blicas. Los sindicatos de minibuses del Sur paralizan el transporte en las 10 provincias
de la región; la Federación de Transportistas del Sur (FETRAPASUR) y las 27 unida-
des de la Asociación de Dueños de Minibuses de Ocoa (ASODUMICOA) también se
suman al paro; lo mismo sucede en Azua, Las Matas de Farfán, Elías Piña y San Juan,
entre otros, produciéndose incidentes debido a la represión policial.

Viernes 2 • Los choferes convocan a 24 hs. más de paro al no obtener una respuesta favorable a
sus demandas por parte de los funcionarios de Obras Públicas. Se realiza una vigilia en
la Autopista Santiago-Navarrete donde se producen enfrentamientos con la Policía y re-
sultan 10 heridos. Luego, los transportistas levantan el paro, tras decidir trasladar a los
pasajeros de rutas interurbanas el alza del peaje. Reclaman al gobierno atender el pedi-
do de un carril exclusivo, sin alza de peajes. 

Martes 6 • Campesinos que ocupan tierras propiedad del Ingenio Barahona realizan protestas en
las que queman un tractor e incendian dos campos de caña, en rechazo al desalojo or-
denado por la Comisión de Reforma de la Empresa Pública (CREP), el Consejo Estatal
del Azúcar (CEA) y el Instituto Agrario Dominicano (IAD).

Miércoles 7 • Las organizaciones populares de Nagua, convocadas por el FALPO y el Frente Unido
4 de Octubre, realizan un paro de 24 hs. con bloqueo de calles y detonan bombas de fa-
bricación casera en el Instituto de Estabilización de Precios (INESPRE) y en el Hospi-
tal Antonio Yapor Heded, entre otros lugares, en reclamo de la construcción del acue-
ducto y del sistema cloacal.

Miércoles 14 • La Asociación Dominicana de Profesores (ADP) logra un acuerdo con el gobierno por
el cual la Secretaría de Educación ofrece incluir cargas familiares, por grados y por años
de servicio en el salario de los docentes.

• Los carteros de Santiago y Puerto Plata comienzan una huelga en reclamo del pago de
sueldos atrasados y de la sustitución del gerente local de correos.

Miércoles 21 • El gobierno y las compañías distribuidoras de electricidad logran un acuerdo en el que
sólo falta la firma del presidente de la República.

Jueves 22 • Habitantes de los barrios del norte de la Capital realizan un paro convocado por orga-
nizaciones comunitarias, las distintas iglesias y las asociaciones de comerciantes del
sector de Capotillo contra los apagones. Son reprimidos por la Policía con un saldo de
un muerto y 14 heridos. Se realizan movilizaciones en Capotillo, Simón Bolívar, Gua-
ley, Los Guandules, Guachupita, 27 de Febrero y en el ensanche Espaillat.

Lunes 26 • Dirigentes comunitarios de Capotillo se reúnen con el coordinador del Plan de Reduc-
ción de Apagones (PRA) en el Hospital Francisco Moscoso Puello. La policía irrumpe
en la reunión con el objetivo de detener al dirigente comunitario Abel Rojas, los mani-
festantes protestan y son reprimidos.

R e p ú blica Dominicana
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Miércoles 28 • La Asociación de Cosecheros de Tabaco del Cibao, la Federación Nacional de Produc-
tores de Tabaco y el Movimiento Nacional Tabaquero, entre otros, marchan por las ca-
lles de Villa González y realizan un acto reclamando al gobierno que les permita sem-
brar en zonas vedadas para dicho cultivo. 

Jueves 29 • La Asociación Médica Dominicana (AMD) y la Agrupación Médica del Instituto Do-
minicano de Seguros Sociales (IDSS) realizan un paro nacional de 24 hs. en protesta
por las negociaciones que llevan adelante el empresariado y los sindicatos con respec-
to a la violación de un artículo de la Ley de Seguridad Social.

Glosario de siglas

ADP Asociación Dominicana de Profesores
AMD Asociación Médica Dominicana
AMET Autoridad Metropolitana de Transporte
ASODUMICOA Asociación de Dueños de Minibuses de Ocoa
CEA Consejo Estatal de Azúcar
CNTU Central Nacional de Transportistas Unificados
CONATRA Confederación Nacional de Transportistas
CREP Comisión de Reforma de la Empresa Pública
EDENORTE Empresa Distribuidora de Electricidad del Norte
FALPO Frente de Lucha Popular
FENATRADO Federación Nacional de Transportistas Dominicanos
FENATRANO Federación Nacional de Transporte La Nueva Opción
FETRAPASUR Federación de Transportistas del Sur
FLPN Frente de Lucha Popular de Navarrete
IAD Instituto Agrario Dominicano
IDSS Instituto Dominicano de Seguros Sociales
INAPA Instituto Nacional de Aguas Potables y Alcantarillados
INESPRE Instituto de Estabilización de Precios
OCP Oleoducto de Crudos Pesados
PLD Partido de la Liberación Dominicana
PRA Plan de Reducción de Apagones
PRD Partido Revolucionario Dominicano
PRSC Partido Reformista Social Cristiano
UASD Universidad Autónoma de Santo Domingo

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuentes: diarios Listín y Última Hora.



H
ace apenas algo más de un mes atrás, antes
del 11 de septiembre, el levantamiento ma-
sivo contra la globalización capitalista que
había empezado en Seattle en noviembre de
1999 y que todavía estaba reuniendo fuer-

zas recientemente, en Génova, en julio de 2001, exponía las
contradicciones del sistema en una forma no vista en mu-
chos años. Sin embargo, la naturaleza peculiar de esta re-
vuelta era tal que el concepto de imperialismo resultó casi
obliterado, incluso al interior de la izquierda, por el concep-
to de globalización, sugiriendo que algunas de las peores
formas de explotación y rivalidad internacional habían en
cierta forma disminuido.

Una moda in crescendo en la izquierda en el tratamiento
de la globalización –e igualmente atractiva para los círculos
dominantes a juzgar por la atención que le fuera dada por los
medios masivos– es ejemplificada por un nuevo libro de Mi-
chael Hardt y Antonio Negri, titulado I m p e r i o***. Publicado
el año pasado por Harvard University Press, este libro ha re-
cibido generosos elogios en lugares tales como The New Yo r k
Ti m e s, la revista Ti m e y el London Observer, y ha dado luga r
a una aparición estelar de Hardt en el show de Charlie Rose
y una columna O p - E d en The New York Ti m e s. Su tesis es que
el mercado mundial, bajo la influencia de la revolución de la
información, es globalizador más allá de la capacidad de las
naciones-estado para afectarlo. La soberanía de los estados-
nación se está desvaneciendo, y está siendo reemplazada por
una recientemente surgida soberanía global o “Imperio” que
s u rge de la coalescencia de “una serie de organismos nacio-
nales y supranacionales unidos por una única lógica de domi-
nio” sin una clara jerarquía internacional (p. 14).

El espacio no me permite ocuparme aquí de todos los
aspectos de esta cuestión. Más bien comentaré sólo un
asunto: la supuesta desaparición del imperialismo. El térmi-
no “Imperio” en el análisis de Hardt y Negri no se refiere a
la dominación imperialista de la periferia por el centro, si-

no a una entidad universal que no reconoce territorios limi-
tadores o fronteras por fuera de sí mismo. En su apogeo, “El
imperialismo”, afirman, “fue realmente una extensión de la
soberanía de los Estados-nación europeos más allá de sus
propias fronteras” (p. 14). El imperialismo o colonialismo
en este sentido está ahora muerto. Pero Hardt y Negri tam-
bién declaran la muerte del nuevo colonialismo: domina-
ción económica y explotación por parte de los poderes in-
dustriales sin control político directo. Insisten en que todas
las formas de imperialismo, en la medida en que represen-
tan restricciones sobre la fuerza homogeneizadora del mer-
cado mundial, son condenadas al fracaso por el mercado
mismo. El imperio es así a la vez “postcolonial y postimpe-
rialista” (p. 26). “El imperialismo”, se nos dice, “es una má-
quina de demarcación, canalización, codificación y territo-
rialización de los flujos del capital que obstruye ciertas co-
rrientes y facilita otras. El mercado mundial, en cambio, re-
quiere un espacio uniforme de flujos ... si no hubiese sido
superado, el imperialismo habría sido la muerte del capi -
tal. La realización plena del mercado mundial es necesaria-
mente el fin del imperialismo” (p. 305).

Conceptos tales como centro y periferia, argumentan
estos autores, son ahora inútiles. “Mediante la descentrali-
zación de la producción y la consolidación del mercado
mundial, las divisiones internacionales de las corrientes de
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mano de obra y de capital llegaron a fracturarse y multipli -
carse hasta tal punto que ya no es posible demarcar amplias
zonas geográficas como el centro y la periferia, el Norte y
el Sur.” No hay “diferencias de naturaleza” entre los Esta-
dos Unidos y Brasil, Gran Bretaña e India, “sólo diferencias
de grado” (p. 307)1.

También ha desaparecido la noción del imperialismo
norteamericano como una fuerza central en el mundo de
hoy. “Estados Unidos”, escriben, “no constituye –y, en rea -
lidad, ningún Estado-nación puede hoy constituir– el cen -
tro de un proyecto imperialista. El imperialismo ha termi-
nado. Ninguna nación será un líder mundial como lo fueron
las naciones europeas modernas” (p. 15). “La guerra de
Vietnam”, afirman Hardt y Negri, “podría considerarse co-
mo el momento final de la tendencia imperialista y, por en-
de, un punto de transición hacia un nuevo régimen de la
Constitución” (p. 170). Este pasaje a un nuevo régimen
constitucional global es mostrado por la Guerra del Golfo,
durante la cual los Estados Unidos emergieron “como la
única potencia capaz de aplicar la justicia internacional, no
como una función de sus propias motivaciones nacionales
sino en nombre del derecho global... La fuerza policíaca
mundial de los Estados Unidos obra, no con un interés im-
perialista, sino con un interés imperial. En este sentido, la
guerra del Golfo anunció, como afirmaba George Bush, el
nacimiento de un nuevo orden mundial” (p. 172).

Imperio, el nombre que dan a este nuevo orden mundial,
es producto de la lucha por la soberanía y el constitucionalis-
mo a nivel global en una era en la cual un nuevo Je ff e rs o n i a -
n i s m o global –la expansión de la forma constitucional esta-
dounidense al dominio global– se ha vuelto posible. Los au-
tores se oponen a las luchas locales en contra del Imperio;
creen que ahora la lucha es simplemente por la forma que la
globalización habrá de tomar –y el punto hasta el cual el Im-
perio cumplirá su promesa de hacer fructificar “la ex p a n s i ó n
global del proyecto constitucional interno de los Estados
Unidos” (p. 174). Su argumento apoya los esfuerzos de la
“multitud contra el imperio” –esto es, la lucha de la multitud
por transformarse en un sujeto político autónomo; sin embar-
go esto sólo puede tener luga r, argumentan, al interior de “las
condiciones ontológicas que presenta el imperio” (p. 368).

Ya hemos hablado bastante de las visiones que están
más de moda actualmente. Quisiera ahora referirme a las
decididamente pasadas de moda. En contraste con Imperio,
el nuevo libro de István Mészáros, Socialismo o Barbarie,
representa en muchas formas el auge de lo pasado de moda,
incluso en la izquierda2. En vez de prometer un nuevo uni-
versalismo que potencialmente surgiría del proceso de glo-
balización capitalista si ésta toma la forma correcta, Mészá-
ros argumenta que la perpetuación de un sistema dominado
por el capital garantizaría precisamente lo opuesto: “A pe-

sar de su ‘globalización’ obligatoria, el sistema incurable-
mente inicuo del capital es estructuralmente incompatible
con la universalidad en cualquier sentido significativo del
término... no puede haber universalidad en el mundo social
sin igualdad substantiva” (pp. 10-11).

Para Mészáros, el dominio del capital se entiende mejor
como un proceso metabólico social semejante al de un orga-
nismo viviente: así, debe ser encarado como un proceso que
incorpora un complejo conjunto de relaciones. No importa
qué sea lo que el capitalismo logre con respecto a la libera-
ción “horizontal”, ello es negado por el ordenamiento “ve r-
tical” dominante, que siempre constituye su momento deci-
s ivo. Este mecanismo dominante significa que “el sistema
capitalista es articulado como una red similar a una jungla de
contradicciones que sólo puede ser más o menos ex i t o s a-
mente administrado por un cierto tiempo, pero nunca supe-
rado defi n i t ivamente” (p. 13). Entre las principales contra-
dicciones que son insuperables al interior del capitalismo es-
tán aquellas entre: (1) la producción y su control; (2) produc-
ción y consumo; (3) competencia y monopolio; (4) desarro-
llo y subdesarrollo (centro y periferia); (5) expansión econó-
mica mundial y rivalidad intercapitalista; (6) acumulación y
crisis; (7) producción y destrucción; (8) la dominación de los
trabajadores y la dependencia del trabajo; (9) empleo y de-
sempleo; y (10) crecimiento de la producción a cualquier
costo y destrucción del medioambiente3. “Es bastante incon-
cebible superar incluso una sola de estas contradicciones”,
o b s e r va Mészáros, “mucho menos su inextricablemente li-
gada red, sin instituir una alternativa radical al modo de con-
trol metabólico social del capital” (pp. 13-14).

De acuerdo con este análisis, el período de ascenso his-
tórico del capitalismo ha terminado. El capitalismo se ha
expandido a través del globo, pero en la mayor parte del
mundo ha producido sólo enclaves de capital. Ya no hay
ninguna promesa de que el mundo subdesarrollado como un
todo “se ponga al día” económicamente con los países ca-
pitalistas avanzados –o incluso de avances económicos y
sociales sostenidos en la mayor parte de la periferia. Las
condiciones de vida de la vasta mayoría de los trabajadores
están descendiendo a nivel global. La larga crisis estructu-
ral del sistema, desde la década del ‘70, impide que el capi-
tal efectivamente haga frente a sus contradicciones, incluso
en forma temporal. La ayuda externa ofrecida por el estado
ya no es suficiente para estimular al sistema. Por consi-
guiente, la “incontrolabilidad destructiva” del capital –su
destrucción de relaciones sociales previas y su incapacidad
para poner algo sostenible en su lugar– es cada vez más des-
tacada (pp. 19, 61).

En el centro del argumento de Mészáros está la propo-
sición de que actualmente estamos viviendo al interior de
“la fase potencialmente más mortífera del imperialismo” (el
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título del segundo capítulo de su libro). El imperialismo, di-
ce, puede dividirse en tres fases históricas distintas: (1) co-
lonialismo moderno temprano; (2) la clásica fase del impe-
rialismo tal como fue descripta por Lenin; y (3) el imperia-
lismo hegemónico global, con EE.UU. como su fuerza do-
minante. La tercera fase se consolidó luego de la Segunda
Guerra Mundial, pero se volvió “marcadamente pronuncia-
da” con el comienzo de la crisis estructural del capital en la
década del ‘70 (p. 51). 

A diferencia de la mayoría de los analistas, Mészáros
argumenta que la hegemonía de Estados Unidos no terminó
en la década del ‘70, si bien para 1970 Estados Unidos ha-
bía sufrido un descenso en su posición económica relativa
frente a los otros estados capitalistas líderes al compararlo
con la década del ‘50. Más bien, los ‘70, empezando con el
abandono por parte de Nixon del estándar dólar-oro, mar-
can el principio de un esfuerzo mucho más decidido por
parte del estado norteamericano por establecer su preemi-
nencia global en términos económicos, militares y políticos
–para constituirse en un gobierno global sustituto.

En el estado actual del desarrollo global del capital, in-
siste Mészáros, “ya no es posible evitar hacer frente a una
contradicción fundamental y limitación estructural del sis-
tema. Esa limitación es su serio fracaso en constituir el es-
tado del sistema capitalista como tal, como complementario
a sus aspiraciones y articulación transnacional”. Así, es aquí
que “Estados Unidos, empecinado peligrosamente en asu-
mir el rol del estado del sistema capitalista como tal, subsu-
miendo bajo de sí por todos los medios a su disposición a
todos los poderes rivales”, entra en escena, como la cosa
más próxima al “estado del sistema capitalista” (pp. 28-29).

Pero Estados Unidos, si bien fue capaz de detener la de-
cadencia en su posición económica respecto de los otros es-
tados capitalistas líderes, es incapaz de alcanzar suficiente
dominio económico por sí mismo para gobernar el sistema
mundial –el cual, en cualquier caso, es ingobernable. Por
consiguiente, busca utilizar su inmenso poder militar para
establecer su preeminencia global4. “Lo que está en juego”,
escribe Mészáros,

“no es el control de una parte particular del planeta
–sin importar cuán grande– poniendo en desventaja
pero todavía tolerando las acciones independientes
de algunos rivales, sino el control de su totalidad por
parte de un superpoder hegemónico económico y po-
lítico, con todos los medios –incluso los más extre-
madamente autoritarios y, de ser necesario, métodos
militares violentos– a su disposición. Esto es lo que
la racionalidad última del capital globalmente desa-
rrollado requiere, en su vano intento por controlar sus
irreconciliables antagonismos. El problema es, sin

embargo, que tal racionalidad –que puede ser escrita
sin comillas, ya que corresponde genuinamente a la
lógica del capital en el estado histórico actual de de-
sarrollo global– es al mismo tiempo la más extrema
irracionalidad en su historia, incluyendo la concep-
ción Nazi de dominación mundial, en lo que concier-
ne a las condiciones requeridas para la sobrevivencia
de la humanidad” (pp. 37-38).

La afirmación de que el imperialismo de hoy, represen-
tado sobre todo por Estados Unidos, es de algún modo dis-
minuido por el hecho de que hay escaso dominio político de
territorios extranjeros, simplemente no logra comprender
los problemas que enfrentamos. Tal como señala Mészáros,
el colonialismo europeo de hecho ocupaba sólo una peque-
ña parte del territorio de la periferia. Ahora los medios son
diferentes, pero el alcance global del imperialismo es más
grande que nunca. Actualmente Estados Unidos ocupa terri-
torio extranjero en la forma de bases militares en sesenta y
nueve países –un número que sigue aumentando. Más aún,
“la multiplicación del poder destructivo del arsenal militar
hoy –especialmente el poder catastrófico de las armas aé-
reas– ha modificado hasta cierto punto las formas de impo-
ner los dictados imperialistas sobre un país a dominar [las
tropas terrestres y la ocupación directa son menos necesa-
rias] pero no su sustancia” (p. 40).
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Con el colapso de la Unión Soviética y el fin de la Gue-
rra Fría, se ha tornado necesario para el imperialismo vestir
ropas nuevas. La vieja justificación para las intervenciones
de la Guerra Fría ya no funciona. Saddam Hussein, observa
Mészáros, proporcionó tal justificación, pero sólo temporal-
mente. Incluso entonces Estados Unidos fue obligado a pre-
sentar su guerra bajo la apariencia de una alianza universal
en pos del derecho global, aunque con Estados Unidos ac-
tuando en el papel tanto del juez como del ejecutor.

Entre los inquietantes desarrollos a los que apunta So -
cialismo o Barbarie están: el enorme número de víctimas
entre los civiles iraquíes muertos durante la guerra a Irak, y
la muerte de más de medio millón de niños como resultado
de las sanciones desde el inicio de la guerra; el ataque mili-
tar y la ocupación de los Balcanes; la expansión de la NATO
al Este; la nueva política estadounidense de utilizar a la NA-
TO como una fuerza militar ofensiva que puede sustituir a
las Naciones Unidas; los intentos de Estados Unidos por
evitar y socavar a las Naciones Unidas; el bombardeo de la
embajada china en Belgrado; el desarrollo del tratado de se-
guridad Japón-Estados Unidos destinado a China; y el cre-
cimiento de una postura militar agresiva respecto de China
–vista en forma creciente como la superpotencia rival emer-
gente. A más largo plazo, incluso la actual armonía aparen-
te entre Estados Unidos y la Unión Europea no puede darse
por hecha, en la medida que Estados Unidos continúa con
su cruzada en pos de la dominación global. Tampoco hay
una respuesta a este problema al interior del sistema en es-
te estadio de desarrollo del capital. La globalización, argu-
menta Mészáros, ha hecho que un estado global resulte im-
perativo para el capital, pero el carácter inherente del proce-
so metabólico social del capital, que demanda una plurali-
dad de capitales, hace que esto sea imposible. De este mo-
do “la fase potencialmente más letal del imperialismo” tie-
ne que ver con el círculo en expansión de barbarie y des-
trucción que tales condiciones están destinadas a producir.

¿Cómo se perciben hoy estas dos visiones de globaliza-
ción/imperialismo –la crecientemente de moda, centrándo-
se en la emergencia de la soberanía global (llamada “Impe-
rio”), y la decididamente pasada de moda apuntando a “la
fase potencialmente más letal del imperialismo”– luego de
los eventos del 11 de septiembre y el comienzo en Afganis-
tán de una guerra global contra el terrorismo?

Podría quizá argumentarse que el análisis de Imperio se
confirma, ya que no fue un estado-nación el que presentó un
desafío al sistema de soberanía global emergente, sino te-
rroristas internacionales situados fuera del Imperio. En esta
visión Estados Unidos pudiera ser entendido como desarro-
llando una acción de “policía del mundo” en Afganistán “no
como una función de sus propios motivos nacionales sino
en nombre del derecho global” –como Hardt y Negri descri-

bieron las acciones de Estados Unidos en la Guerra del Gol-
fo. Esta es más o menos la forma en que Washington des-
cribe sus propias acciones. 

Socialismo o Barbarie, sin embargo, pareciera sugerir
una interpretación completamente diferente, que ve al impe-
rialismo estadounidense como central para la crisis del te-
r r o r. En esta visión, los terroristas que atacaron el World Tr a-
de Center y el Pentágono no estaban atacando a la soberanía
o civilización global (no atacaron a las Naciones Unidas en
N u eva York) –y mucho menos a los valores de libertad y de-
mocracia, tal como proclama el estado norteamericano– si-
no que estaban deliberadamente dirigidos en forma específi-
ca a los símbolos del poder financiero y militar de Estados
Unidos, y por ende del poder global de Estados Unidos. Si
bien estos actos terroristas fueron injustificables en todo sen-
tido, no obstante pertenecen a la más larga historia del impe-
rialismo estadounidense y el intento de Estados Unidos de
establecer la hegemonía global –particularmente a la histo-
ria de sus intervenciones en Medio Oriente. Más aún, Esta-
dos Unidos respondió no mediante un proceso de constitu-
cionalismo global, ni en la forma de una mera acción poli-
cial, sino en forma imperialista, declarando unilateralmente
la guerra al terrorismo internacional y liberando su maquina-
ria de guerra sobre el gobierno Talibán en A f ga n i s t á n .
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En Afganistán, el ejército estadounidense está buscan-
do destruir las fuerzas terroristas en cuya creación alguna
vez jugó un rol. Lejos de adherir a sus propios principios
constitucionales en el dominio internacional, Estados Uni-
dos ha apoyado largamente a grupos terroristas toda vez que
le sirvió a sus propios planes imperialistas, y ha llevado
adelante el terrorismo de estado, matando a poblaciones ci-
viles. Su nueva guerra contra el terrorismo, ha declarado
Washington, podría requerir intervención militar en nume-
rosos países más allá de Afganistán –con naciones tales co-
mo Irak, Siria, Sudán, Libia, Indonesia, Malasia y las Fili-
pinas ya elegidas como posibles escenarios para ulteriores
intervenciones.

Todo esto, aunado a una depresión económica mundial
y represión in crescendo en los principales estados capita-
listas, pareciera sugerir que la “incontrolabilidad destructi-
va” del capital está apareciendo más y más en primer plano.

El imperialismo, en el proceso de bloquear el desarro-
llo autocéntrico –es decir, al perpetuar el desarrollo del sub-
desarrollo– en la periferia, ha engendrado el terrorismo, que
ha estallado a su vez sobre el mismo estado imperialista lí-
der, creando una espiral de destrucción sin fin aparente.

Dado que el gobierno global es imposible bajo el capi-
talismo, el sistema, insiste Mészáros, es arrojado bajo el
“extremadamente violento dominio del mundo entero por
parte un país imperialista hegemónico sobre una base per-
manente: una... absurda e insostenible forma de manejar el
orden mundial” (p. 73).

Diez años atrás, luego de la Guerra del Golfo, los edi-
tores de Monthly Review, Harry Magdoff y Paul Sweezy,
observaron:

Estados Unidos, parece, se ha encerrado en un curso
que tiene las más graves implicaciones para el mundo
entero. El cambio es la única ley cierta del universo. No
puede ser detenido. Si se impide que las sociedades [en
la periferia del mundo capitalista] intenten solucionar
sus problemas a su manera, ciertamente no los resolve-
rán en formas dictadas por otros. Y si no pueden pro-
gresar, inevitablemente retrocederán. Esto es lo que es-
tá sucediendo en una gran parte del mundo hoy, y Esta-
dos Unidos, la más poderosa nación, con medios ilimi-
tados de coerción a su disposición, pareciera estar di-
ciendo a los demás que éste es un destino que debe ser
aceptado sobre el dolor de la destrucción violenta.

Alfred North Whitehead, uno de los más grandes pen-
sadores del siglo pasado, dijo una vez: “Nunca he cesa-
do de considerar posible la idea de que la raza humana
podría ascender hasta cierto punto y luego declinar y

nunca recuperarse. Muchas otras formas de vida han
hecho eso. La evolución podría ir hacia abajo del mis-
mo modo que puede ir hacia arriba”. El hecho de que la
forma y agencia activa de esta declinación podría estar
tomando forma ante nuestros propios ojos en estos años
de cierre del siglo veinte después de Cristo, es una idea
perturbadora pero de ninguna manera improbable.

Esto por supuesto no es para sugerir que la declinación
irreversible es inevitable hasta que sucede. Pero sí es
para sugerir que la forma en que las cosas han estado
sucediendo durante el último medio siglo, y especial-
mente durante el último año, posee ese potencial. Y es
para reconocer que nosotros, el pueblo americano, te-
nemos una especial responsabilidad de hacer algo al
respecto dado que es nuestro gobierno el que está ame-
nazando con jugar a Sansón en el templo de la humani-
dad (The Editors, 1991).

Los últimos diez años no han hecho más que confirmar
la validez general de este análisis. En base a cualquier stan-
dard objetivo, Estados Unidos es la nación más destructiva
de la tierra. Ha matado y aterrorizado más poblaciones alre-
dedor del globo que cualquier otra nación desde la Segunda
Guerra Mundial. Su poder de destrucción es aparentemente
ilimitado, armada como está con toda arma concebible. Sus
intereses imperiales, orientados a la hegemonía global, son
virtualmente ilimitados. En respuesta a los ataques terroris-
tas en Nueva York y Washington, el gobierno de Estados
Unidos ha declarado la guerra contra los terroristas que se-
gún dice residen en más de sesenta países, al igual que ame-
nazantes acciones militares contra los gobiernos que los al-
bergan. En lo que se presenta meramente como el primer
estadio en una larga lucha, ha dado rienda suelta a su ma-
quinaria de guerra en Afganistán, habiéndose cobrado ya
una atemorizante cantidad de vidas humanas, incluyendo a
aquellos que están pereciendo por necesidad de comida.

¿Cómo hemos de ver estos desarrollos, excepto como el
crecimiento del imperialismo, barbarie y terrorismo –cada
uno alimentándose del otro– en una época en la que el capi-
talismo parece haber alcanzado los límites de su ascenso his-
tórico? La esperanza restante para la humanidad, bajo estas
circunstancias, yace en la reconstrucción del socialismo y,
más inmediatamente, en el surgimiento de una lucha popu-
lar centrada al interior de Estados Unidos –para evitar que
Washington continúe con su letal juego de Sansón en el tem-
plo de la humanidad. Las palabras “socialismo o barbarie”,
una vez elocuentemente planteadas por Rosa Luxe m bu rg o ,
nunca han asumido más urgencia global que en el presente. 
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E
n un trabajo reciente Eric Toussaint decía
que 1994 fue el año en que la rebelión za-
patista de Chiapas “supo hablar de los pro-
blemas de opresión, hasta entonces percibi-
dos como específicos, con un lenguaje uni-

versal que interpelaba a varias generaciones”.

De allí en adelante, los viejos y nuevos problemas loca-
les y mundiales que se acentúan con la globalización neoli-
beral empezaron a tropezar con resistencias cada vez más
profundas que se fueron identificando con etapas anteriores
de las luchas contra el colonialismo, contra el capitalismo,
contra el imperialismo, contra las dictaduras civiles y milita-
res, y que se insertaron en las nuevas luchas de las etnias, de
las mujeres, de los pobladores urbanos, de los ecologistas y
los homosexuales. En el año 2000 Seattle fue el sitio del
reencuentro cada vez más explícito, cada vez más articula-
do, entre los “nuevos” y los “viejos” movimientos de los tra-
bajadores y los campesinos. El reencuentro mostró caracte-
rísticas acumulativas. En el Porto A l egre de 2002, lo real-
mente nuevo de todos los movimientos de fines del siglo XX
y principios del XXI apareció de una manera aún más clara.
Como hicieron ver numerosos participantes, en una perspec-
t iva histórica de corto y largo plazo las alternativas tienen
que plantear la necesidad de ser a la vez democráticas y so-
cialistas, con respeto a la decisión de los pueblos y sus orga-
nizaciones y a la diversidad de culturas, de creencias, de teo-
rías en lucha por la libertad, la justicia social y la paz.

La necesidad del socialismo en la democracia y de la
democracia en el socialismo todavía no se manifestó como
el sentido común de un pensamiento colectivo, plural y crí-
tico. Pero la palabra democracia rompió muchas limitantes
de sus falsos significados, y otro tanto ocurrió con la pala-
bra socialismo. La democracia se volvió el gobierno de un
pueblo libre que discute y decide con sus ciudadanos y sus
trabajadores los problemas que atañen a su relación con
otros pueblos, con la naturaleza, con la cultura, con la so-
ciedad, con la política, con la economía. Es un sistema-mo-
vimiento que se construye desde lo local hasta lo global, en

medio de luchas y resistencias que lo llevan a articular or-
ganizaciones y redes en regiones enteras, al interior de las
provincias y las naciones, y entre distintas provincias, na-
ciones, culturas y continentes, todo sin que lo local deba
preceder necesariamente a lo global: lo local y lo global del
proyecto democrático y socialista se van combinando en to-
do lo que se puede desde el principio, con respeto a las di-
ferencias, ritmos, y variaciones, pero siempre con un con-
cepto de unidad en la diversidad, que expresa lo universal
en los derechos de los demás, ya sean pueblos, naciones, et-
nias, personas, organizaciones, costumbres o civilizaciones,
cuidando siempre superar y controlar los intereses particu-
lares que afectan a los generales y universales, y haciendo
de la moral pública y el diálogo público parte de una nueva
cultura de la creación, de la producción, de los estilos de
consumo y de las relaciones humanas con la naturaleza.

Como ha escrito Samir Amin, “La aspiración democrá-
tica puede ser particular e integradora; particular cuando
inspira a un movimiento que lucha contra una autoridad no
democrática, integradora en tanto es concebida como un
apoyo o palanca que contribuye a promover todas las de-
mandas sociales”. Al promover las demandas sociales, la
aspiración democrática tiene que incluir la lucha contra to-
da forma de explotación y por una distribución del exceden-
te que decidan los pueblos, los trabajadores y los ciudada-
nos, no sólo con libertad respecto a las megaempresas y sus
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asociados o subalternos sino respecto a los imperios, sus
asociados y subalternos; no sólo frente a los remanentes de
la discriminación y la exclusión colonial, sino frente a los
remanentes de las concesiones populistas o clientelistas.

La aspiración democrática tiende así a acercarse, nece-
sariamente, a la aspiración socialista, y hay un camino para
empezar a practicar la utopía socialista y democrática: es el
camino del presupuesto participativo. Los brasileños han
descubierto un nuevo tipo de utopías a las que podríamos lla-
mar utopías prácticas. Leyendo al sociólogo brasileño Emir
Sader sacamos las siguientes conclusiones sobre esta impor-
tante aportación: El presupuesto participativo es: a) un ins-
trumento fundamental para la reforma democrática del Esta-
do; b) una reformulación teórico-practica de las relaciones
Estado-sociedad; c) una práctica en dirección de la sobera-
nía popular; d) una práctica en la socialización de la política
y el poder; e) una práctica en la solución dialogada y neg o-
ciada de los problemas colectivos que se plantean en el inte-
rior de los pueblos, los trabajadores y los ciudadanos, y que
se plantean en el exterior con las clases y grupos dominan-
tes en el capitalismo local o global y en los gobiernos o ins-
tituciones económico-políticas que los representan.

Martha Harnecker señala con razón, y como síntesis,
que los presupuestos participativos son un espacio que rom-
pe con “la lógica del lucro que mueve al capitalismo... Los
presupuestos participativos crean espacios de participación
popular o gestión democrática, es decir, crean espacios don-
de pueden irse conformando los sujetos protagónicos de la
sociedad socialista del futuro”. La misma autora esboza un
problema que es de la mayor importancia para la política y
la investigación, el problema de cómo acercarse desde las
distintas propuestas a una sociedad alternativa. En su artícu-
lo sobre el primer Foro Social Mundial de Porto Alegre ob-
serva que éste logró “reunir en una misma actividad, gracias
a la nueva cultura de la izquierda... a dos grandes corrientes
de la misma: una que apuesta a acumular fuerzas por la vía
del uso transformador de las instituciones y otra que busca
hacerlo a partir de ir construyendo movimientos sociales
autónomos”.

De hecho, en nuestros días subsisten y se redefinen tres,
y no dos, posiciones alternativas. A la vieja antinomia entre
“reforma o revolución” se añade ese proceso más, posible y
practicable, tal vez preferencial, del que habla Martha Har-
necker: la construcción de movimientos sociales autóno-
mos. El problema es que si antes era discutible la antinomia
“reforma o revolución” y podía pensarse en términos de
combinar una y otra, hoy no sólo es discutible por eso, sino
porque cada vez cobra una mayor importancia teórica y
práctica la construcción de alternativas a través de movi-
mientos sociales autónomos, que ni intentan tomar el Esta-
do por la fuerza ni intentan insertarse en los aparatos políti-

cos del Estado, así sean éstos partidos políticos de oposi-
ción con una ideología de izquierda. Este verdadero tercer
camino no excluye a los demás, y en ciertos momentos y lu-
gares se llega a combinar con ellos o a concertar en accio-
nes comunes. Hoy, combinaciones y acciones comunes se
dan de preferencia y cada vez que se puede con los movi-
mientos que no intentan tomar por la fuerza el poder del Es-
tado o con los partidos que buscan presionar e incluso im-
poner políticas que van contra el neoliberalismo y que coin-
ciden con las demandas de los nuevos movimientos por el
respeto a sus autonomías y por la instauración de regímenes
de derecho que las incluyan en sus reformas del Estado.

La verdadera nueva vía a una alternativa que pueda ad-
quirir características antisistémicas, es decir no sólo libera-
les sino también anticapitalistas, no sólo reformistas sino
revolucionarias, en el sentido creador del concepto y en su
sentido crítico de freno al dominio y apropiación del exce-
dente y de los recursos por el capital corporativo y las em-
presas privadas, no ha sido objeto de suficientes análisis
teóricos, y se ha prestado a errores de interpretación que ha-
brán de ser desvanecidos en el futuro. La declaración de los
zapatistas en la que sostuvieron que no les interesa el poder
del Estado no parece tener, como creen muchos, semejanza
alguna con las posiciones aparentemente parecidas de los
anarquistas. Más bien apunta a la creación de islas y archi-
piélagos de gobiernos locales autónomos y libremente arti-
culados entre sí para la defensa de los intereses de sus co-
munidades y para el manejo democrático de sus problemas,
incluido el manejo que corresponda a una lógica postcapi-
talista en relación a la distribución del excedente y a la asig-
nación de la propiedad de medios de producción y bienes de
uso común, familiar o privado. Con una aclaración: la ten-
dencia parece ser en éste, como en otros casos, a la combi-
nación de propiedades públicas, sociales, comunales, fami-
liares y privadas más que a la idealización excluyente de
una de ellas.

La división de las alternativas en revolucionarias y re-
formistas exige otras aclaraciones, como la de Amilcar Ca-
bral cuando dijo que la revolución mundial será predomi-
nantemente pacífica con algunos episodios armados, o co-
mo la de Noam Chomsky cuando invitó a luchar, en todo lo
que se pueda, en forma pacífica, pues en el terreno de la lu-
cha por la opinión pública es donde los pueblos son y van a
ser cada vez más fuertes incluso en esta etapa del neolibe-
ralismo de guerra.

En cuanto a las alternativas que luchan predominante-
mente por reformas, cabe destacar hoy las que tienden a
cambiar las relaciones sociales opresivas e inequitativas a
distintos niveles locales, nacionales o globales, y las que no
modifican sustancialmente los sistemas de apropiación y
dominación en ninguno de esos niveles, aunque frenen al-
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gunas de sus peores tendencias. La distinción entre las re-
formas a ciertas políticas y las reformas a las estructuras de
dominación y apropiación tiene un inmenso significado. És-
tas últimas implican medidas que afectan a las clases y a los
complejos de dominación-apropiación. Se trata de reformas
mucho más difíciles de alcanzar, en tanto quienes se bene-
fician de la actual estructuración del sistema ven en la rees-
tructuración del mismo una pérdida de su poder de domina-
ción y apropiación. Convencerlos de que esos cambios pue-
den ser útiles, incluso para ellos, en el largo plazo, es prác-
ticamente imposible hasta cuando se trata de preservar el
sistema, no se diga ya cuando el proyecto estratégico –que
también ellos conocen, y al que temen biopsicológicamen-
te– da sentido a las reformas de acumulación de fuerzas an-
tisistémicas, hecho que también conocen. El problema se
vuelve hoy más difícil cuando, patológicamente, los líderes
más conservadores de las grandes potencias y sus subordi-
nados creen que una posición conquistadora y guerrera (the
american way como han dicho) los favorece tanto que son
capaces de iniciar nuevas aventuras coloniales como en Ko-
sovo, Afganistán, Palestina, Irak, mientras en la construc-
ción de su Imperio (en su Empire building) llegan a amena-
zar velada y abiertamente de ataques nucleares al propio
Irak, a China, a Rusia, a Corea del Norte, a Irán y a Libia,
esto es, al mundo entero incluida la población de Estados

Unidos y aledaños. Se engañan pensando, de acuerdo con
sus propios cálculos sobre una llamada “guerra nuclear ra-
cional”, Estados Unidos “sólo perdería” (sic) “20 millones
de habitantes...”.

Para cambiar la actual correlación de fuerzas a favor de
la humanidad, y en espera de que cambie por las distintas
contradicciones internas y externas de la Tríada Imperial, es
necesario profundizar en las dos principales reformas de es-
tructuras que transformarían la actual correlación de fuerzas
internacional e intranacional a favor de los pueblos, los tra-
bajadores y los ciudadanos. La primera es la cancelación de
la deuda externa; la segunda, el reconocimiento y fortaleci-
miento de los derechos de autonomía de las etnias y las po-
blaciones, de las localidades, los barrios y los municipios,
de las ciudades y conglomerados urbanos, de las redes y re-
giones culturales, ecológicas y socioeconómicas, con dere-
cho a vincularse entre sí dentro y fuera de los límites de las
naciones-estado, en las viejas y nuevas regiones multinacio-
nales, subcontinentales, continentales y transcontinentales.

La deuda externa constituye el cemento del poder im-
perial de nuestro tiempo, encabezado por las megaempresas
y las grandes potencias. La deuda externa no sólo es la ba-
se para crear nuevas relaciones de dependencia de los go-
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bernantes y de las clases dominantes de las periferias mun-
diales, sino la base para renovar permanentemente esa de-
pendencia haciendo de ella el elemento principal para la im-
plantación de políticas económicas, sociales, culturales de
los países endeudados. 

Entre esas políticas está la renovación y ampliación obli-
gada de una deuda impagable que no sólo organiza y jerar-
quiza las formas de la dependencia, sino también privatiza la
recaudación de impuestos, al hacer del grueso de los mismos
la fuente para el pago del interés y el principal. La deuda ex-
terna sirve también para privatizar la política de egresos. De
hecho, genera una política de privatización de propiedades
públicas y sociales que fortalece los nuevos poderes y propie-
dades del Imperio, de sus corporaciones y de sus asociados. 

Romper la actual armazón de poder y saqueo, compli-
cidad y mediatización, exigiendo que se cancele la deuda
externa, equivale a proponer que se termine con la globali-
zación neoliberal del actual capitalismo organizado. 

En cuanto a la autonomía de los pueblos, ciudades y re-
giones, empezando por la autonomía de las localidades y su
articulación virtual o actual, es un proyecto generador de
nuevas relaciones sociales, cuyo carácter democrático com-
prende una nueva construcción del poder y la política, ca-
paz de extenderse a la cultura, la sociedad y la economía y
de ponerse en práctica en las instituciones del programa y el
presupuesto participativo. En todo caso, esa autonomía, en
sus lineamientos más amplios, no sólo ratifica la necesidad
del respeto al pluralismo ideológico, político, religioso, cul-
tural, sino del respeto a la autonomía de la persona humana
en sus sentimientos, creencias, placeres e intelecto. Es ade-
más la base de una organización de la soberanía-del-pueblo-
hecho-de muchos-pueblos, que constituye la genuina sobe-
ranía de las naciones y de los estados-nación. La lucha por
la soberanía de los gobiernos locales que sube en la escala
hacia las autonomías regionales, nacionales y mundiales,
corresponde sin duda a la construcción de un poder alterna-
tivo a distintos niveles. Debiendo formar parte de la refor-
ma de los estados, la estructuración de autonomías territo-
riales, sectoriales, sociales, económicas, culturales y políti-
cas, abre una historia nueva, alternativa y emergente cuyas
capacidades de diálogo y negociación irán forjándose con
los cambios en la correlación de fuerzas desde lo local has-
ta lo global, desde las regiones y las naciones hasta una nue-
va globalización democrática respetuosa de las autonomías
y las soberanías a nivel internacional y en las organizacio-
nes internacionales.

En todo caso, a esas grandes alternativas se añade la po-
sibilidad y la necesidad de incluir otras con distintos crite-
rios teóricos y prácticos, dada la coyuntura histórica que vi-
vimos. 

El contexto de las alternativas ha variado considerable-
mente desde el inicio de la IV Guerra Mundial en septiem-
bre de 2001. El neoliberalismo de guerra no sólo redefine
las luchas contra las organizaciones que resisten en forma
armada. Toda resistencia u oposición al sistema puede ser
indiciada y clasificada como “terrorista” por los gobiernos,
en especial por el de Estados Unidos.

El neoliberalismo de guerra defiende por las armas una
política que ya no puede defender con las argumentaciones
de “la ciencia única” ni con los enredos del Banco Mundial,
quien critica al neoliberalismo y sigue exigiendo que se
apliquen todas y cada una de sus medidas. El neoliberalis-
mo de guerra enfrenta una crisis de credibilidad, de gober-
nabilidad y de sobreproducción con una política de guerra e
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intimidación que le permite reformular las presiones de los
peores momentos de la guerra fría, sólo que acusando aho-
ra de “terroristas” a quienes antes acusaba de “comunistas”.

El neoliberalismo de guerra permite al capital corpora-
tivo, a sus megaempresas y redes controlar más directamen-
te a los propios gobernantes, ya sea ayudándolos a triunfar
en las elecciones y las campañas comerciales con que com-
pran las imágenes y las conciencias para orientar el voto, ya
sea presionándolos para que apliquen cada vez más dura-
mente las políticas neoliberales y enfrenten “con firmeza y
habilidad” o con “durty politics” (con “políticas sucias”,
The Financial Times, 2002) a sus pueblos, electores y traba-
jadores depauperados, desempleados y excluidos.

El neoliberalismo de guerra permite al capital corpora-
tivo y sus gobiernos reforzar la jerarquía mundial de poder
y reforzar los alineamientos, sometimientos y arbitrarieda-
des de las fuerzas neoconservadoras que abandonan la polí-
tica de disuasión y pasan a la de agresión, expansión e inte-
gración por todos los medios propagandísticos y publicita-
rios disponibles y por todos los medios de destrucción de
baja y alta intensidad, convencionales y no convencionales,
altamente sofisticados y de fácil empleo, con amenazas que
simulan o expresan la locura de usar las armas nucleares, y
con temores oficiales y subrepticiamente difundidos de que
grupos y gobiernos terroristas, incluido el de Estados Uni-
dos, conduzcan a una guerra bacteriológica.

En todo el mundo el neoliberalismo de guerra tiende a
mostrar el carácter profundamente antidemocrático del ca-
pital corporativo, de las empresas metropolitanas y periféri-
cas, y de los imperios y gobiernos que lo emplean. La lla-
mada “Guerra por la libertad perdurable”, que fue declara-
da con el pretexto de acabar con el terrorismo, no sólo aca-
ba con el derecho de los pueblos a la libre autodetermina-
ción que en el pasado éstos alcanzaron contra el colonialis-
mo y el imperialismo, sino que acaba con muchas garantías
individuales y con libertades cívicas hasta hace poco relati-
vamente respetadas en las metrópolis y en algunos países de
la periferia.

El neoliberalismo de guerra provoca durante un tiempo
efectos lineales de dominación y expansión del capitalismo,
el imperialismo y el capitalismo tardío, a costa del despres-
tigio y debilitamiento de sus proyectos de “progreso” o “de-
sarrollo” y por supuesto de sus proyectos de democracia li-
beral o de “democracia capitalista”, como orgullosamente
la llamaba Fukuyama. Entre los efectos indirectos del neo-
liberalismo de guerra también aparece una mayor radicali-
zación del pensamiento alternativo y de las categorías que
éste emplea, entre las que empiezan a sobresalir cada vez
más las del sistema de producción y dominación capitalis-
ta, las del imperialismo y el colonialismo con sus nuevas es-

tructuraciones, así como las alternativas de una democracia
universal participativa y representativa estrechamente aso-
ciada a la liberación y al socialismo.

El desarrollo futuro de las alternativas tendrá muy pro-
bablemente un carácter no lineal en que pequeñas causas
producirán efectos desproporcionados. Ese futuro es posi-
ble e inevitable, casi necesario. Lo que puede variar es el
desenlace de por lo menos dos luchas, la de una alternativa
que entre guerras y negociaciones permita la democracia
como liberación y socialismo, y la de una alternativa que
con las fuerzas de la paz y las negociaciones también per-
mita la sobrevivencia de la humanidad y del planeta. El pro-
blema de la negociación sin claudicación y con acumula-
ción de fuerzas alternativas democráticas, liberadoras y so-
cialistas en lucha por la paz y por la vida, es el problema
central del futuro inmediato. El comportamiento patológico
de las fuerzas dominantes hace particularmente difícil cual-
quier transición sistémica; pero por ningún motivo impide
descartar que –en un tiempo difícil de precisar– venga una
nueva etapa de grandes revoluciones. En todo caso, las fuer-
zas alternativas a la globalización neoliberal lucharán por
una globalización en que la democracia, la liberación y el
socialismo constituirán una misma lucha hecha de las tres
luchas. El movimiento no sólo cambiará necesariamente esa
lucha y esas tres luchas. También cambiará los procesos de
reforma, revolución y construcción, y los de conflicto y
consenso, enfrentamiento y negociación. Las combinacio-
nes de las mismas requieren estudios concretos, históricos y
teóricos a los que es necesario dar una prioridad que hasta
ahora no les hemos acordado.
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